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I. INFORMACIÓN GENERAL

I.1. Código del proyecto: B8094.

I.2. Nombre:  Igualdad  de  oportunidades  en  el  sistema  educativo  costarricense:  políticas,
programas y resultados, 1995/2015.
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I.3. Programa de investigación del INIE al que pertenece el proyecto: Observatorio de la
Educación Nacional y Regional (OBSED).

I.4. Unidad  Académica  base  donde  está  nombrado  el  personal  investigativo:  INIE,
Escuela de Administración Educativa (Facultad de Educación).

I.5. Unidad de adscripción: INIE.

I.6. Vigencia original del proyecto: 08 de enero de 2018 a 30 de diciembre de 2019.

I.7. Investigador principal y carga: Luis Muñoz Varela, ¼ TC.

I.8. Otro personal investigador: María Cecilia Díaz-Soucy, ¼ TC.

I.9. Características de interdisciplinariedad: el personal de investigación tiene formación
base en filosofía, educación popular, sociología de la educación, educación de adultos, ciencias
de la complejidad, estudios de género.

I.10. Resumen:

La  política  educativa  costarricense  del  último  cuarto  de  siglo  ha  hecho  énfasis  de  manera
reiterada  en  que  el  sistema  educativo  nacional  debe  asegurar  y  garantizar  la  igualdad  de
oportunidades en el acceso a la educación para todas las poblaciones y sectores estudiantiles
del país. Indagar acerca de la situación actual y sobre los resultados obtenidos en este aspecto
es el interés central que motiva la realización de esta investigación.

Con la finalidad de identificar el significado que tiene el concepto de igualdad de oportunidades
en la educación, se lleva a cabo una amplia revisión y estudio de bibliografía teórica sobre el
concepto  de  igualdad  de  oportunidades  en  la  educación,  los  enunciados  de  igualdad  de
oportunidades presentes en los documentos fundamentales de la política educativa promulgada
en Costa Rica a partir de 1994 (Política Educativa hacia el Siglo XXI,  El Centro Educativo de
Calidad como Eje  de la  Educación Costarricense,  Educar  para una Nueva Ciudadanía y  La
persona:  centro del  proceso educativo y  sujeto transformador  de la  sociedad),  así  como los
pronunciamientos  que dan pie  a la  creación  de programas destinados  a brindar  apoyo a la
población y sectores estudiantiles en condición de pobreza y de vulnerabilidad social y que, por
esta  razón,  tienen  limitaciones  materiales  y  de  otra  índole  para  mantenerse  en  el  sistema
educativo y concluir de manera satisfactoria las trayectorias escolares. De la misma manera, se
estudian documentos de política educativa promulgados por la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), el Foro Mundial sobre la Educación
y la Oficina Regional de Educación para América Latina y el Caribe (OREALC) de la UNESCO.

Con base en los indicadores definidos  por el  Foro Mundial  sobre la  Educación (2015)  en el
documento  Marco de Acción para  la  realización del Objetivo de Desarrollo  Sostenible 4,  se
procedió a realizar la selección de un pequeño conjunto de indicadores que, de conformidad con
los resultados del estudio previo de la diversa documentación consultada, sirviera para proceder
a la búsqueda de la correspondiente información estadística disponible en el país, pertinente
para  identificar,  en  términos  generales,  la  situación  actual  en  materia  de  igualdad  de
oportunidades en la educación. Cabe indicar que, en su mayoría, los indicadores del pequeño
grupo seleccionado para esta investigación son utilizados también por el Ministerio de Educación
Pública  (MEP).  Para  ellos  existe,  asimismo,  información  estadística  disponible  por  parte  del
Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) y el Programa Estado de la Nación.
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Los  indicadores  educativos  utilizados  se  vinculan,  además,  con  indicadores  de  índole
socioeconómica,  a fin de hacer una puesta en contexto de la desigualdad y ampliar la visión
acerca  de  la  magnitud  de  alcance  que  puede  tener  la  desigualdad  de  oportunidades  en  la
educación. Se considera importante hacer esta contextualización, ya que permite profundizar en
la cuestión y no restringirse al plano estrictamente de los indicadores educativos.

Una vez efectuado este análisis, se procede a identificar las acciones programáticas impulsadas
por las autoridades de gobierno y del MEP para atender la desigualdad de oportunidades en el
acceso a la educación. Se analizan, de una parte, los programas de asistencia social destinados
específicamente  a  brindar  apoyos  en  el  campo de  la  educación:  Fondo  Nacional  de  Becas
(FONABE) y el Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas Avancemos. De la otra,
se tomarán en cuenta también programas tales como el de Alimentación y Nutrición del Escolar y
del Adolescente (PANEA), el programa de transporte estudiantil, la estrategia “Yo me Apunto”,
así como modalidades de oferta educativa y otros instrumentos que hayan sido creadas para
facilitar  educación  a  sectores  y  poblaciones  que  por  condiciones  laborales  o  por  razones
familiares hayan tenido que abandonar sus estudios y no hayan podido volver a retomarlos.

I.11. Descriptores

Igualdad de oportunidades.
Acceso a la educación.
Democratización de la educación.
Discriminación educacional.
Educación y desarrollo.
Calidad de la educación.
Desigualdad social.
Condiciones de vida.

II. ANTECEDENTES

II.1. Introducción

La  presente  investigación  forma  parte  de  las  actividades  académicas  que  lleva  a  cabo  el
Observatorio de la Educación Nacional  y Regional (OBSED) del Instituto de Investigación en
Educación (INIE). La iniciativa responde al interés que tiene el OBSED por investigar de manera
analítica, crítica y con carácter propositivo la realidad actual realidad de la educación en Costa
Rica, las problemáticas que la caracterizan y los retos que tiene el sistema educativo por afrontar
y atender. La investigación busca obtener resultados que puedan servir como insumo pertinente
para  diversas  actividades  académicas  que  se  puedan  llevar  a  cabo  en  el  OBSED:  mesas
redondas; participación en conversatorios, paneles, charlas y otras actividades; elaboración de
artículos  cortos  para  publicar  en  la  sección  de  la  página  Web  del  OBSED  denominada
“Hablemos de Educación”,  así como material  de referencia para el  desarrollo  de la actividad
docente en las carreras de educación.

Al término de la investigación se elaborará un documento final de resultados, el cual, además de
cumplir con la presentación del respectivo informe de investigación, también pueda ser someter a
evaluación  con  fines  de  publicación  como  un  documento  de  la  serie  “Yigüirro”  de  las
publicaciones del INIE. 

II.2. Antecedentes del proceso investigativo
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En el OBSEB, desde hace ya varios años, como una de sus vertientes de investigación se viene
llevando  a  cabo  el  estudio  de  las  políticas  educativas  en  Costa  Rica,  análisis  de  la  oferta
educativa y de las iniciativas programáticas que el MEP y otras instituciones han impulsado con
la finalidad de asegurar que el sistema educativo avance en facilitar condiciones de equidad,
inclusión  e  igualdad  de  oportunidades  de  educación  para  todas  las  distintas  poblaciones  y
sectores estudiantiles del país.

Como antecedente de esta investigación, entre 2017 y 2018 se desarrolló el proyecto “El derecho
a la educación como derecho humano en la política educativa costarricense, 1995-2015”. A esta
investigación  la  presente  iniciativa  viene  a  servir  como complemento  y  como una  forma de
profundizar  en  una  de  las  dimensiones  principales  en  las  que  se  vertebra  el  derecho  a  la
educación en Costa Rica.

En general,  en  Costa  Rica,  la  investigación  académica no parece haber  tenido hasta  ahora
mayor interés por estudiar lo que ocurre en el país en materia de igualdad de oportunidades en el
acceso a la educación, la permanencia en el sistema educativo y la conclusión satisfactoria de
las trayectorias escolares. Se cuenta con abundante investigación sobre aspectos que, se puede
decir, involucran de manera indirecta los temas aquí referidos, no obstante que no se abordan ni
se consideran de manera directa, específica.

Quien sí se ha hecho cargo de realizar investigación en los temas referidos es el  Programa
Estado de la Nación (PEN). En la mayoría de los informes sobre el estado de la educación que
ha  elaborado,  el  PEN ha  reiterado  en  poner  el  acento  en  las  cuestiones  específicas  de  la
exclusión, la inequidad y la igualdad de oportunidades en la educación, así como en identificar
algunas  de  las  causas  que  las  provocan,  al  menos  en  lo  que  concierne  al  desempeño
propiamente dicho del sistema educativo. En el tema de la igualdad de oportunidades,  en el
Quinto Informe Estado de la Educación, publicado en 2015, el PEN dedicó un capítulo específico
a estudiar la desigualdad de rendimiento en el sistema educativo, una de las más importantes
aristas  de  la  desigualdad  educativa.  Otros  estudios  publicados  por  el  PEN  consisten  en
investigaciones realizadas por especialistas en el campo de la educación, las cuales han servido
como base de apoyo para la elaboración de los informes sobre el estado de la educación. Entre
tales  publicaciones  cabe  mencionar:  “El  índice  de  oportunidades  educativas:  un  indicador
resumen de la equidad en educación” (2012), “¿Protegen los programas sociales de la deserción
educativa en Costa Rica?” (2012), “Desigualdades distritales en la formación y en el acervo de
capital  humano,  2000-2011”  (2012),  “Estimación  a  largo  plazo  del  aumento  en  la  cobertura
educativa  y  la  conclusión  de  la  educación  secundaria  sobre  la  reducción  de  la  pobreza
multidimensional en Costa Rica” (2017).

Cada uno de estos estudios aborda aspectos específicos implicados en el concepto de igualdad
de oportunidades en la educación. En la presente investigación, estos antecedentes son sin duda
importantes, ya que desde distintos vértices de abordaje contribuyen a aportar información y a
proponer derroteros de indagación pertinentes y necesarios.

II.3. Planteamiento del problema

La igualdad de oportunidades forma parte de varios principios que, durante los últimos años, han
tomado  relieve  en  las  políticas  educativas  nacionales  y  que,  a  nivel  local,  representan
asimilaciones  de  los  principales  lineamientos  axiológicos  propuestos  por  la  UNESCO  en  el
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campo  de  la  educación:  equidad,  inclusión,  solidaridad,  calidad  de  la  educación,  diversidad
cultural, entre los más importantes.

La UNESCO reitera en subrayar la existencia en el mundo de déficits de acceso y trato desigual
para una amplia variedad de poblaciones y sectores sociales: indígenas, mujeres, inmigrantes,
sectores sociales en pobreza, comunidades rurales, barrios precarizados, población estudiantil
desprotegida. A tal efecto, asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación,
universalizar la matriculación en la primaria y extenderla hacia la preescolar y la secundaria es
un propósito declarado en las políticas educativas de Costa Rica desde la  Política Educativa
hacia el  Siglo XXI  (1994),  que tiene como telón de fondo las declaraciones mundiales de la
UNESCO, emitidas a partir de la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos (1990) y el
Foro Mundial sobre Educación para Todos (2000).

Tanto  las  políticas  educativas  nacionales  cuanto  las  referidas  declaraciones  de  la  UNESCO
reiteran  en  señalar  que,  en  la  actualidad,  en  el  marco  de  una  economía  basada
predominantemente  en  la  incorporación  de  ciencia  y  tecnología  a  la  base  de  la  estructura
productiva,  emerge  la  exigencia  de  que  la  sociedad  cuente  con  cada  vez  mayores  niveles
educativos que le permitan afrontar los desafíos de la productividad y del desarrollo económico.
En este contexto, los países están obligados a desarrollar capacidades para la competitividad, la
innovación, el emprendedurismo y flexibilidad para adaptarse a los cambios.

No  obstante,  como  lo  subraya  la  UNESCO,  para  avanzar  en  el  cumplimiento  de  estas
finalidades, ha de reconocerse que en los distintos países y en unos más que en otros, las
desigualdades sociales estructurales existentes representan serias limitaciones e involucran la
necesidad  de  compromisos  firmes  por  parte  de  los  gobiernos  y  de  los  sistemas  educativos
nacionales, para asegurar y garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación,
la permanencia en el sistema educativo y la conclusión satisfactoria de los estudios.

Costa  Rica  no  es  la  excepción.  Las  desigualdades  sociales  estructurales  constituyen  una
realidad  que  afecta  a  una  importante  proporción  de  las  familias  costarricenses,  con  las
consiguientes repercusiones en lo que concierne a la igualdad de oportunidades en la educación.
No se trata únicamente de la desigualdad de oportunidades en cuanto al acceso a los servicios
educativos y a su aprovechamiento óptimo. Se trata también de la desigualdad en cuanto al
acceso a una educación pertinente y de calidad. Además de las carencias materiales que limitan
la asistencia a las aulas y la permanencia en ellas, una educación pertinente y de calidad es
también cada vez más difícil  de obtener para diversos sectores sociales y, en especial, para
aquellos que se encuentran en condición de desigualdad social estructural.

El  sistema  educativo  costarricense  dedica  esfuerzos  importantes,  sobre  todo  a  escala  de
acciones  programáticas  basadas  en  la  facilitación  de  recursos  de  asistencia  social,  con  la
finalidad de brindar educación a toda la población del país, incluyendo a las personas jóvenes y
adultas  y  también  a  las  poblaciones  inmigrantes.  Se  asume  por  principio  de  partida  el
requerimiento  de  que  todas  las  personas  en  la  sociedad  deben  contar  con  al  menos  las
habilidades instrumentales y los conocimientos básicos necesarios que les permitan participar de
manera activa en la vida productiva y económica del país. De estos requerimientos emerge el
imperativo de asegurar la igualdad de oportunidades en la cobertura y el acceso a la educación.
Las  acciones  emprendidas  buscan  identificar  las  necesidades  existentes,  a  fin  de  crear  y
fortalecer los mecanismos necesarios para asegurar la igualdad de oportunidades, la equidad, la
inclusión y proporcionar “educación de calidad para todos”.  (Consejo Superior  de Educación,
2008).
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La  igualdad  de  oportunidades  en  educación  que  enuncia  y  establece  la  política  educativa
nacional subraya el punto de vista de que ésta ha de servir como un medio que contribuya a
generar  “nuevas  oportunidades  para  el  ascenso  y  la  convivencia  social  armónica”  (Consejo
Superior de Educación, 2008, p. 12). En esto reside, entonces, el imperativo de proporcionar
educación de calidad a toda la población estudiantil del país: lograr las finalidades de ascenso
social y “la convivencia social armónica”.

Estudiar en qué medida las acciones de política y programáticas impulsadas a nivel institucional
y, de manera específica, por el sistema educativo, repercuten de manera afirmativa en asegurar
y garantizar la igualdad de oportunidades en la educación es una tarea que involucra, cuando
menos, el abordaje de los siguientes aspectos centrales: a) en términos generales, ¿cuál es el
panorama estructural general existente, en términos de la desigualdad social estructural y de la
expresión de la  desigualdad de oportunidades  en el  sistema educativo?;  b)  ¿cuáles  son las
acciones impulsadas (a nivel de políticas, programas, mecanismos de evaluación, seguimiento y
rectificación para la mejora?); c) ¿cuáles son los resultados obtenidos?; d) ¿de qué manera las
acciones emprendidas contribuyen a reducir las desigualdades a futuro, en el mediano y largo
plazo?;  e)  ¿cuáles son las posibles  alternativas de política,  programáticas y de gestión,  que
pueden  ser  adoptadas  para  fortalecer  el  enfoque  y  las  estrategias  dirigidas  a  asegurar  la
igualdad de oportunidades en la educación?

II.4. Objetivos

Objetivo general:

Realizar un estudio sobre la igualdad de oportunidades como concepto y como instrumento en
las políticas públicas de educación en Costa Rica y en los programas y las estrategias definidos
al respecto, a fin de identificar  en qué medida y en qué sentido esas políticas, programas y
estrategias han tenido impacto positivo, con base en los resultados que ofrecen las estadísticas
del Programa Estado de la Nación, el Ministerio de Educación Pública y el Instituto Nacional de
Estadística y Censos.

Objetivos específicos, metas e indicadores:

Objetivo específico 1.
Estudiar bibliografía relacionada con el concepto e implementación de políticas y programas en
materia de igualdad de oportunidades en la educación, a partir especialmente de la teoría de la
igualdad de oportunidades y el desarrollo de capacidades de Amartya Sen, a fin de elaborar el
marco  teórico  que  sirva  de  referente  y  como  guía  de  análisis  para  el  desarrollo  de  la
investigación. 

Meta 1.  Estudio de bibliografía relacionada con el  concepto e implementación de políticas y
programas en materia de igualdad de oportunidades en la educación. 
Indicador: Realizado estudio de la bibliografía referida, al 30 de abril de 2018. 

Meta 2. Elaboración del marco teórico. 
Indicador: Elaborado el marco teórico al 30 de junio de 2018. 

Objetivo específico 2.
Analizar los documentos de política educativa promulgados en Costa Rica a partir de 1994 y los
programas y estrategias relacionados con el  desarrollo  de igualdad de oportunidades,  con la
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finalidad de identificar cuál es el enfoque adoptado y elaborar los respectivos indicadores que le
corresponden para instrumentarlo como programas y estrategias.

Meta 1.  Análisis  de los documentos de política pública aprobados a partir  de 1994 y de los
documentos que dan fundamento a los programas establecidos para el desarrollo de igualdad de
oportunidades en el sistema educativo. 
Indicador:  Realizado análisis  de los documentos  de política  educativa  y  de los  programas y
estrategias  relacionados  con  el  desarrollo  de  igualdad  de  oportunidades  en  la  educación  y
elaborado documento de resultados, al 31 de agosto de 2018. 

Meta 2.  Identificación del enfoque de igualdad de oportunidades contenido en las políticas de
educación  y  elaboración  de  tabla  de  indicadores  para  analizar  los  programas  y  estrategias
definidos.  Indicador:  Identificado el enfoque de igual de oportunidades y elaborada la tabla de
indicadores, al 28 de septiembre de 2018. 

Objetivo específico 3.
Registrar  y  analizar  las  estadísticas  del  MEP,  el  INEC  y  el  PEN  relacionadas  con  los
componentes que involucra la promoción y el desarrollo de la igualdad de oportunidades en el
sistema educativo costarricense, a fin de examinar cuáles son los resultados obtenidos: en qué
medida y en qué 
sentido. 

Meta  1:  Registro  y  análisis  de  las  estadísticas  del  MEP,  INEC y  PEN  relacionadas  con  la
promoción y desarrollo de la igualdad de oportunidades en educación, examen de resultados
obtenidos y elaboración de documento de resultados, al 28 de febrero de 2019. 
Indicador: Realizado análisis de las referidas estadísticas y elaborado documento de resultados,
al 28 de febrero de 2019.

Objetivo específico 4.
Sistematizar la información obtenida en la investigación y elaborar con ella un documento de
presentación de resultados, para presentarlo a evaluación y darlo a conocer por medio de su
publicación  como un artículo  científico  en una revista académica especializada,  así  como la
elaboración de 3 artículos cortos para la página web del Observatorio de la Educación Nacional y
Regional (OBSED).

Meta 1: Sistematización de la información obtenida en la investigación.
Indicador: Realizada sistematización realizada al 31 de mayo de 2019.

Meta 2: Elaboración de documento de resultados para presentarlo a evaluación con fines de
publicación a revista académica especializada.
Indicador:  Elaborado  documento  de  resultados  y  presentado  para  evaluación  a  revista
académica especializada, al 30 de agosto de 2019.

Meta 3: Elaboración de 3 artículos cortos para su publicación en la página web del OBSED.
Indicador: Elaborados 3 artículos cortos para su publicación en la página Web del OBSED, al 31
de octubre de 2019.

Objetivo específico 5.
Organizar y llevar a cabo 2 actividades académicas en el INIE, para dar a conocer avances de
resultados del proyecto.
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Meta 1: Organización y ejecución de 2 actividades académicas para la presentación de avances
de resultados.
Indicador: Realizadas las dos actividades académicas, la primera al 31 de agosto de 2018 y la
segunda al 30 de agosto de 2019.

Objetivo específico 6.
Gestionar audiencias o reuniones con las autoridades del Ministerio de Educación Pública y del
Consejo  Superior  de  Educación,  con  la  finalidad  de  realizar  presentación  de  resultados  del
proyecto y plantear recomendaciones.

Meta 1: Gestión de 2 audiencias o reuniones con autoridades del sistema educativo nacional, 1
con las del Ministerio de Educación Pública y 1 con las del Consejo Superior de Educación, para
hacer presentación de resultados del proyecto y plantear recomendaciones.
Indicador: Gestionadas y efectuadas ambas reuniones al 15 de diciembre de 2019.

III. Referente teórico

III.1. Marco teórico

III.1. Sobre el concepto

La igualdad de oportunidades en el acceso a la educación se ha convertido durante los últimos
años en una declaración axiomática, tanto en el discurso de las políticas educativas nacionales
como en declaraciones promulgadas en foros y conferencias de la Organización de las Naciones
Unidas  para  la  Educación,  la  Ciencia  y  la  Cultura  (UNESCO).  Desde  la  Declaración de  la
Conferencia Mundial sobre Educación para Todos (Jomtien, Tailandia, 1990), se puso el acento
en subrayar la existencia en el mundo de diversas realidades de discriminación en la cobertura y
el acceso a la educación. Factores económicos, pobreza, sistemas tributarios y redistributivos
injustos e insolidarios, conflictos bélicos, discriminación por razones de raza, género, edad, etnia,
cultura y otros, todos estas, señala la Declaración, representan realidades que obstruyen, limitan
y  niegan  el  acceso  a  la  educación,  a  la  vez  que  socavan la  posibilidad  de que  los  países
desarrollen las capacidades requeridas para la construcción de oportunidades y condiciones de
bienestar y justicia social para toda la población.

La educación es fundamental en los esfuerzos que los países realizan en búsqueda del bienestar
común y la  justicia  social.  Es por  medio  de ella  que las  sociedades pueden aprovechar  las
potencialidades  de  que  disponen  en  todos  los  ámbitos  del  quehacer  humano  (económico,
productivo, social, político, cultural), para ponerlas al servicio del bien común y crear bases para
la justicia social. En la Declaración de Jomtien, la constatación de las profundas desigualdades
existentes en la facilitación de los servicios educativos condujo a declarar que, como tarea y
misión impostergable para los países, está el proporcionar y garantizar el acceso universal a la
educación,  cuando  menos  en  los  niveles  que  corresponden  a  la  educación  básica.  La
Declaración incluye un llamado a prestar atención prioritaria y urgente a las colectividades y
sectores  sociales  que  afrontan  desigualdad  y  que  se  encuentran  en  grave  situación  de
vulnerabilidad:

[…] los grupos desasistidos: los pobres, los niños de la calle y los niños que trabajan, las
poblaciones de las zonas remotas y rurales, los nómadas y los trabajadores migrantes,
los pueblos indígenas, las minorías étnicas, raciales y lingüísticas, los refugiados, los
desplazados  por  la  guerra,  y  los  pueblos  sometidos  a  un  régimen  de  ocupación.
(Conferencia Mundial sobre Educación para Todos, 1990, p. 5).
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La perspectiva de fondo que da lugar a estas preocupaciones está cifrada por el actual contexto
de la economía globalizada, basada en sistemas económico/productivos en los que la educación
pasa a jugar un renovado papel central, en la medida que, en la actualidad, los países requieren
incrementar las capacidades disponibles en materia de contingentes laborales con las mejores
calificaciones posibles que les permita competir “con éxito” en el mercado transnacional. En ese
contexto, asegurar un acceso amplio a la educación es imperativo para todos los países del
mundo y, en su lugar, la pertinencia de la educación y de los sistemas educativos ha de estar
enfocada, según se subraya, en “adaptarse a los mercados laborales en rápida evolución” y a
“los avances tecnológicos”. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 26). Asimismo, para ser
pertinente, la educación ha de tomar en cuenta también diversas realidades que, de manera
concomitante, vienen implicadas como parte de los procesos económicos, sociales y políticos
generados por la globalización y los desarrollos tecnológicos:

[…] la urbanización, la migración, la inestabilidad política, la degradación ambiental, los
riesgos y desastres naturales, la competencia por los recursos naturales, los desafíos
demográficos, el aumento del desempleo en el mundo, la persistencia de la pobreza, la
desigualdad creciente y las amenazas cada vez mayores a la paz y la seguridad. (Foro
Mundial sobre la Educación, 2015, p. 25).

Emerge la preocupación por proveer una educación de calidad y por elevar los índices de la
educación de calidad. La educación de calidad es valorada como requisito básico para mejorar
las condiciones que conduzcan a contar con una fuerza laboral bien capacitada, que se haga
cargo de atender los procesos económico/productivos de la economía globalizada. En el marco
de la globalización económica, la inversión extranjera directa (IED) ha pasado a representar una
de  las  estrategias  centrales  de  los  esquemas  de  desarrollo  económico  adoptados  en
prácticamente todos los países. Esto implica que, en cada uno de ellos, en la medida que aspire
a participar de manera activa de la economía globalizada,  se está en la necesidad de hacer
todos  los  esfuerzos  posibles  por  procurar  educación  de  calidad  a  toda  la  población.  De  lo
contrario, se correrá el riesgo de quedar al margen de los beneficios que puedan proveer los
flujos  de  los  intercambios  comerciales,  así  como también  del  interés  que  puedan  tener  las
empresas transnacionales de IED por realizar inversiones en ellos.

Esta  es  la  agenda  definida  por  la  UNESCO  para  posicionar  la  educación  de  calidad  en
perspectiva de asegurar la igualdad de oportunidades de acceso, permanencia y conclusión de
las trayectorias escolares, al menos hasta cumplir con los niveles de la educación básica: 10
años como mínimo de escolaridad, incluyendo un año de preescolar. Al tiempo que los países
necesitan  elevar  el  potencial  de  productividad  y competitividad  con que cuentan,  también la
educación ha de servir  como un instrumento que contribuya a la reducción de la pobreza, la
inequidad y la desigualdad social. “La educación desempeña un papel clave para erradicar la
pobreza, ya que ayuda a las personas a conseguir trabajo decente, incrementa sus ingresos y
genera una mayor productividad que sirve de motor para el desarrollo económico.” (Foro Mundial
sobre la Educación, 2015, p. 27).

Por otra parte, las nuevas dinámicas económico/productivas traen vertebrada la emergencia de
situaciones estructurales que, en el tanto persistan las realidades de la desigualdad en el acceso
a la educación y a una educación de calidad, acarrearán repercusiones negativas para aquellos
sectores  sociales  que,  por  razones  de  distinta  índole  se  encuentran  en  condiciones  de
desventaja, o en la periferia de la cobertura de los sistemas y de los servicios educativos. Es
preciso  que  los  países  atiendan  las  situaciones  de  pobreza  y  resuelvan  las  desigualdades
sociales estructurales existentes,  a la vez que prevengan las que podrían incrementarse por
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razones de bajos niveles educativos, así como por una educación de baja calidad que limita las
posibilidades de acceder al empleo y que restringe las condiciones para el logro del bienestar y
el disfrute de una vida digna.

Todas  las  personas,  sea  cual  sea  su  sexo,  edad,  raza,  color,  origen  étnico,  idioma,
religión, opinión política o de otro tipo, origen nacional o social,  posición económica o
nacimiento,  así́  como  las  personas  con  discapacidad,  los  migrantes,  los  pueblos
indígenas y los niños y jóvenes,  en particular  los que se encuentran en situación de
vulnerabilidad o de otro tipo, deben tener acceso a una educación de calidad inclusiva y
equitativa y oportunidades de aprendizaje a lo largo de la vida. (Foro Mundial sobre la
Educación, 2015, p. 25).

III.1.1. Sobre la necesidad de habilitar el derecho

En  la  perspectiva  de  asegurar  la  igualdad  de  oportunidades  en  el  acceso  universal  a  la
educación, el Foro Mundial sobre la Educación (2015) hace énfasis en la indicación de que la
educación “es un derecho humano fundamental  y un derecho habilitador”  (p.  28).  ¿Qué
significa esto? Según indica la UNESCO (2019), el concepto de derecho humano a la educación
involucra los siguientes cuatro principios fundamentales: a) principio de no discriminación; b)
igualdad de oportunidades y de trato; c)  acceso universal a la educación; d)  principio de
solidaridad. Estos cuatro principios, según los términos que les definen, están interrelacionados
y el cumplimiento de cada uno de ellos involucra necesariamente el cumplimiento de los demás.
Para hacer efectivo el derecho a la educación:

[…] los países deben garantizar un acceso universal e igualitario a una educación y un
aprendizaje inclusivos y equitativos de calidad, que deberán ser gratuitos y obligatorios,
sin dejar a nadie rezagado. La educación deberá tener por finalidad el desarrollo pleno de
la personalidad humana y promover el entendimiento mutuo, la tolerancia, la amistad y la
paz. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 28).

Respecto al principio de  igualdad de oportunidades y de trato, este queda dispuesto en la
Convención sobre la Discriminación en Educación (aprobada por Naciones Unidades en 1960),
siendo después reafirmado en la  Convención sobre  los  Derechos del  Niño,  promulgada por
Naciones Unidas en 1989. En la primera de estas Convenciones, los países que la suscriben:

[…] acuerdan aplicar medidas inmediatas para eliminar cualquier discriminación en la
esfera de la enseñanza, por ejemplo, la abrogación o modificación de sus textos legales
existentes,  la  prohibición  de  diferencias  de  trato  o  de  restricciones  en  áreas
determinadas. Asimismo, tienen la obligación explícita de promover mediante métodos
adecuados la igualdad de oportunidades y de trato en la enseñanza (UNESCO, 1995, p.
13).

La igualdad de oportunidades y de trato se encuentra íntimamente vertebrada al principio de
acceso universal  a  la  educación.  La  relación  entre  ambos  principios  es  de  determinación
mutua y recíproca. Tanto en la  Declaración de Jomtien como, posteriormente, en el  Marco de
Acción de Dakar,  aprobado por el  Foro Mundial  sobre la  Educación (Dakar,  Senegal,  2000),
todos los referidos principios se encuentran planteados como componentes esenciales que los
países deben adoptar en las políticas, los programas, los planes de estudio y la prestación en
general de los servicios educativos. En el segundo de estos dos documentos, además de reiterar
los compromisos adquiridos en la Declaración de 1990, se incluyen también indicaciones acerca
de las finalidades centrales que deben orientar a la educación:
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[…] todos los años, jóvenes y adultos, en su condición de seres humanos tienen derecho
a beneficiarse de una educación que satisfaga sus necesidades básicas de aprendizaje
en la  acepción  más noble  y  más plena  del  término,  una educación  que comprenda
aprender a asimilar conocimientos, a hacer, a vivir con los demás y a ser. (Foro Mundial
sobre la Educación para Todos, 2000, p. 8).

Educar para el desarrollo de las capacidades que permitan a las personas llevar una vida digna
en  todas  las  dimensiones  de  la  actividad  humana  (productiva,  económica,  política,  social,
cultural)  es  un  requisito  indispensable  para  fortalecer  y  ampliar  la  institucionalidad  de  la
democracia y para mejorar las condiciones de la convivencia y la justicia social.

En términos de propuesta programática, en América Latina, el Proyecto Regional de Educación
para América  Latina  y  el  Caribe (PREALC)  coloca en contexto estructural  el  análisis  de las
desigualdades  sociales  existentes  en  los  países  de  la  región.  Recalca  en  la  necesidad  de
atender  y  resolver  las  desigualdades  que  se  producen  en  la  educación  y  en  los  sistemas
educativos, en la medida que tales desigualdades representan obstáculos que impiden superar
las situaciones y factores incidentes en la fragmentación de la sociedad y en la generación de
conflictos sociales y políticos, los cuales, obstruyen la “convivencia en la diversidad”, la “cohesión
social” y el “fortalecimiento de los valores democráticos”. (PREALC, 2007, p. 5).

Este planteamiento del PRELAC se complementa con la propuesta que hace el Foro Mundial
sobre la Educación (2015), en el sentido de que los Estados y los sistemas educativas deben
desarrollar las políticas, las acciones programáticas y la legislación que corresponda a fin de:

Asegurar que todos los niños y jóvenes tengan acceso a, y completen, una educación
primaria y secundaria inclusiva y equitativa de calidad, que sea gratuita y financiada con
fondos públicos, y que dure al menos 12 años, de los cuales al menos nueve de manera
obligatoria;  y  que  todos  los  niños  y  jóvenes  no  escolarizados  tengan  acceso  a  una
educación de calidad, mediante distintas modalidades. (p. 29).

La desigualdad social,  en América Latina y  el  Caribe,  es histórica,  estructural  y,  durante los
últimos  años,  la  más  alta  del  mundo.  (CEPAL,  2015,  p.  10).  En  texto  elaborado  para  la
Conferencia Internacional de Educación de la UNESCO, Blanco (2008) subraya que: “Una de las
tendencias  más  fuertes  de  la  nueva  economía  es  el  aumento  de  las  desigualdades,  la
segmentación espacial  y la  fragmentación cultural  de la  población.”  (p.  5).  El  actual  sistema
económico  de  economía  globalizada  establece  una  situación  estructural  de  permanente
precarización  y  vulnerabilización  sistémica  para  diversos  sectores  sociales  y  poblaciones:
pobres,  mujeres,  jóvenes,  comunidades  indígenas,  afrodescendientes,  población  migrante,
sectores productivos de zonas rurales. La desigualdad y la exclusión no se reducen tampoco a la
mera  disposición  de  bienes  materiales  y  económicos.  Ella  está  igualmente  asociada  con
cuestiones tales como:

[…] la ausencia de participación en la sociedad y con la falta de acceso a bienes básicos
y redes de bienestar social, lo cual conduce a un número cada vez mayor de personas a
“quedar fuera de la sociedad” y a vivir por debajo de los niveles de dignidad e igualdad a
los que todos tenemos derecho. (Blanco, 2008, p. 5).

Este  enfoque  de  la  desigualdad,  no  restringido  a  la  disposición  de  bienes  económicos,  es
afirmado también por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2015), la
cual, a su vez, pone el acento en subrayar la naturaleza multidimensional de la desigualdad:
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La igualdad se refiere a la redistribución de ingresos, activos y recursos, pero también a
la autonomía, el reconocimiento de los sujetos y la dignidad (todos los individuos deben
ser reconocidos como iguales en derechos —civiles y políticos— y en dignidad). (p. 14).

En los actuales contextos estructurales de economía globalizada y transnacional,  asegurar el
acceso a la disposición de recursos para afrontar las necesidades de la vida no es fácil para los
sectores sociales,  comunidades y poblaciones que afrontan la  desigualdad,  la exclusión y la
inequidad. Sus condiciones de realidad, además de adversas, les coloca en una situación que
dificulta o impide contar con los recursos materiales e intangibles que les permitan el desarrollo
de capacidades de distinta índole para superar las condiciones en que se encuentran y contar
con posibilidades y opciones de bienestar. (CEPAL, 2015).

Según refiere la CEPAL, 2015), la matriz de la desigualdad tiene su asiento en la estructura
productiva, pero también responde a “determinantes de género, raza y etnia, que se entrecruzan
y potencian.” (p. 22). La desigualdad representa una realidad compleja, en la que hay sectores
de la sociedad que por una combinación de factores la sufren en mayor medida que otros, aun
estando en similares condiciones socio/económicas. A esto ha de agregarse, desde luego, las
diferencias de cobertura institucional de los servicios públicos (salud, educación, comunicación y
otros), que por lo general tienden a ser de menor alcance e insuficientes en las zonas en las que
son más profundas y están más extendidas la pobreza, la exclusión y la inequidad.

III.1.2. Las desigualdades sociales son dinámicas y miltidimensionales

Las desigualdades ahora son también altamente dinámicas. Responden a procesos inscritos en
relaciones económicas que, en el  marco de la economía globalizada y de una productividad
tecnologizada,  colocan  a  diferentes  sectores  sociales  en  permanente  riesgo  de  afrontar
condiciones  de exclusión,  inequidad,  ”desempleo,  problemas graves de salud,  la  pérdida de
reservas del capital físico, el endeudamiento a tasas de interés formales o informales muy altas y
la pérdida del lugar de residencia por no poder pagar cuotas de propiedad o alquileres, entre
otros“. (CEPAL, 2015, p. 20).

Estas realidades de contexto estructural actual son proclives a agravarse aún más, en la medida
que  las  políticas  públicas  desarrolladas  durante  las  últimas  tres  décadas  han  acarreado  la
privatización de servicios fundamentales para el bienestar social, por ejemplo, los de la salud y la
educación;  servicios  que  habían  estado  a  cargo  del  Estado  con  un  carácter  decididamente
público y bajo condición de universalidad. En la actualidad, señala el PREALC (2017):

Hay un creciente desequilibrio entre la inversión pública y la privada y la frontera entre
ambas se ha desdibujado, debido al pago de aranceles y otros gravámenes que se han
establecido en la  escuela  pública,  transfiriendo gran parte  del  costo educativo a  las
familias (p. 31).

La privatización de los servicios del Estado,  juntamente con las desigualdades de asistencia
institucional  que  ello  ha  generado,  repercuten  en  la  existencia  de  centros  educativos  con
deficiente infraestructura, carencia de equipo y material didáctico, baja calidad de la docencia y
de la  gestión administrativa y,  de manera especial,  bajos  resultados en los niveles  de logro
académico y en las tasas de finalización. En este último aspecto, es preciso señalar que no es
suficiente  con  desarrollar  esfuerzos  para  asegurar  la  ampliación  de  la  cobertura  y  de  la
matriculación, sino que es necesario avanzar también “desde la igualdad de oportunidades en el
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acceso, a la igualdad de oportunidades en la calidad de la oferta educativa y los resultados de
aprendizaje.” (PREALC, 2007, p. 5).

La expansión de la oferta educativa privada en los niveles de preescolar, primaria y secundaria,
por otra parte, deriva en la profundización de las desigualdades de acceso a una educación de
calidad.  En Costa Rica,  según refiere el  Programa Estado de la Nación (2007),  los colegios
privados,  por  ejemplo,  son  los  que  registran  las  mejores  tasas  de  rendimiento  en  las
evaluaciones nacionales e internacionales. Estas diferencias responden a dinámicas sistémicas
de exclusión, en las que quienes ya cuentan con una posición social y económica asegurada de
bienestar o relativo bienestar, son las personas que a fin de cuentas van a obtener las mejores
calificaciones y las que tendrán las mejores oportunidades para incorporarse al  mercado de
trabajo,  o bien,  para desarrollar  actividades productivas y  económicas por  cuenta propia.  La
privatización de la educación:

[…] conduce a una estratificación de los alumnos en la que el logro de los aprendizajes
está  altamente  asociado  con  el  contexto  socioeconómico  y  capital  cultural  de  las
familias,  situación que atenta contra la igualdad de oportunidades en el  ejercicio del
derecho a la educación (PRELAC, 2007, p. 31/32).

En  el  tanto  el  Estado  no  logre  asegurar  una  educación  pública  de  calidad,  pertinente  y
significativa para las diversas poblaciones estudiantiles, la privatización representa una puesta
en cuestión de los enunciados relativos a la inclusión, la equidad y la igualdad de oportunidades,
presentes de manera recurrente en las declaraciones de la política educativa costarricense. A
contrapelo  de dichas  declaraciones,  en  la  actualidad,  la  tendencia  ha  ido  a  la  inversa:  una
educación de calidad,  pertinente  y  significativa  es  cada vez  más difícil  de  acceder  para  los
sectores sociales afectados por la pobreza y las desigualdades estructurales. A ello, además,
cabe agregar el  hecho de que,  con las referidas transformaciones institucionales del Estado,
también se produce una transformación cultural que involucra mayores niveles de fragmentación
de la sociedad y de pérdida de sentido de comunidad.

La pobreza, la inestabilidad y vulnerabilidad de los sectores medios y la erosión de las
instituciones de protección social, han significado una profunda transformación cultural
en la sociedad,  hoy más centrada en el  individuo,  en su autonomía y en la libertad
personal como garantes de éxito. (PREALC, 2007, p. 21).S

III.1.3. Los derechos a partir de los conceptos de equidad, calidad y pertinencia

El PREALC (2007) propone una perspectiva de atención integral de la igualdad de oportunidades
en la educación, a partir de tomar en consideración los contextos de la exclusión y la desigualdad
social estructural existentes hoy en los países de América Latina y el Caribe. Su planteamiento lo
enmarca en un enfoque de derechos y establece una íntima relación con los  conceptos  de
equidad, calidad y pertinencia de la educación. Subraya que, además de propiciar condiciones
de política pública y desarrollar acciones para avanzar en el aseguramiento de la igualdad de
oportunidades, es preciso facilitar también que las personas aprovechen dichas condiciones para
desarrollar las capacidades necesarias que les permitan acceder al bienestar social, en términos
de  formación  educativa,  participación  ciudadana  y  crecimiento  personal  con  autonomía  y
dignidad.

Desde un enfoque de derechos, como ya se ha comentado, no basta con la igualdad de
acceso sino que hay que avanzar hacia la igualdad de condiciones para que todos los
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estudiantes puedan desarrollar al máximo sus potencialidades y alcanzar los mejores
resultados; es decir, puedan ejercer el derecho a aprender (PREALC, 2007, p. 35).

El Estado y sus instituciones tienen la responsabilidad de asegurar la generación y provisión de
todas estas condiciones y no dejar a las personas echadas a su propia suerte. Cada cual y todas
las personas han de ser consideradas y valoradas en sus específicas situaciones y necesidades
de contexto.

Este aspecto es de vital importancia, porque desde ciertos enfoques se considera que la
única obligación de los sistemas educativos es igualar las oportunidades y, a partir de
ahí, que todo quede en manos de los alumnos, es decir, de los “méritos” y “esfuerzos”
que realicen (p. 35).

Respecto del concepto de equidad, este representa “un principio ordenador de diversidades en
torno a una igualdad fundamental” (PRELAC, 2007, p. 35). Por esta razón, “hay que preguntarse
cuáles  son  las  igualdades  fundamentales  que  han  de  orientar  las  políticas  de  equidad  en
educación.” (p. 35). La condición humana es diversa por naturaleza. A este respecto, la CEPAL
(2015), en enfoque similar al del PRELAC, aboga por plantearse el abordaje de la desigualdad
desde un enfoque de igualdad de derechos como eje vertebrador de las políticas y los programas
institucionales dirigidos a la reducción de la  inequidad y la desigualdad social.  Este enfoque
involucra asegurar:

[…]  la  plena  titularidad  de  los  derechos  económicos,  sociales  y  culturales  como
horizonte normativo y práctico para todas las personas (sin distinción de sexo, raza,
etnia, edad, religión, origen, situación socioeconómica u otra condición) y a la inclusión
de todos los ciudadanos y ciudadanas en la dinámica del desarrollo, lo que implica una
efectiva pertenencia a la sociedad (“ciudadanía social”). (p. 17)

La diversidad de la condición humana está definida por preferencias y condiciones de índole
sociocultural,  política,  étnica,  de  género,  religiosas,  económicas,  de  preferencia  sexual,  de
formas de convivencia comunitarias, de aptitudes y disposiciones personales y otras. Si se parte
del enfoque según el cual, de manera pluralista y en razón de la diversidad, en el conjunto total
de las personas que integran una sociedad, al menos la mayoría de ellas aspirarían a vivir (y que
las nuevas y futuras generaciones también lo  harían) en una sociedad basada en la justicia
social y la institucionalidad de la democracia, donde la dignidad humana y los derechos humanos
sean las máximas que guíen el desarrollo de todas las actividades que se llevan a cabo en dicha
sociedad,  bien  se  puede  proponer  que,  en  todo  esto,  la  educación  tendría  como  finalidad
primordial de su quehacer, contribuir a la construcción de dicha sociedad, con respeto por la
diversidad y velando porque la prestación de los servicios educativos se basen en los principios
de no discriminación y de igualdad de oportunidades y de trato.

Deberá́  asegurarse  una  educación  inclusiva  para  todos  mediante  la  formulación  y
aplicación de políticas publicas transformadoras que tengan en cuenta la diversidad y las
necesidades de los alumnos y hagan frente a las múltiples formas de discriminación y a
las situaciones, incluidas las emergencias, que impiden la realización del derecho a la
educación. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 30).

III.1.4. Poblaciones estudiantiles, sus contextos y necesidades

Los  sistemas  educativos  tienden  a  una  universalidad  homogeneizante,  antes  que  a  prestar
consideración a la diversidad. Esta lógica de universalización homogénea elide la atención a la
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diversidad  y,  de  manera  recurrente,  instituye  una  oferta  educativa  estandarizada,  así  como
también protocolos estandarizados para los programas y servicios que los sistemas educativos
proporcionan a las poblaciones estudiantiles.  UNICEF (2008) resalta, en este sentido,  que la
educación, para ser pertinente, coloque en el centro de sus finalidades prestar atención a las
características contextuales de las poblaciones estudiantiles, según la región y la comunidad en
las que se llevan a cabo los distintos procesos educativos:

Ateniéndose a un marco de normas y principios esenciales, las escuelas individuales
han de poder adaptarse a las necesidades de la comunidad local  y proporcionar un
programa  de  estudios  pertinente  que  tome  en  consideración  las  preocupaciones  y
prioridades locales. (p. 96/97).

Es en este marco de toma en consideración de la diversidad y de contextualización de la oferta
educativa donde ancla la pertinencia de la educación. “Para que haya pertinencia, la educación
tiene que ser flexible y adaptarse a las necesidades y características de los estudiantes y de los
diversos contextos sociales y culturales.” (PREALC, 2007, p. 43). La oferta educativa debe ser
adaptada de manera integral a tales necesidades y características, tanto a nivel de formulación
de  los  contenidos  de  enseñanza  como  en  lo  que  concierne  a  las  estrategias
pedagógico/didácticas.  Cumplir  con  estos  requerimientos  de  pertinencia  es  lo  que  permite
“asegurar  el  derecho  a  una  educación  de  calidad  para  todos,  junto  con  la  accesibilidad,  la
disponibilidad y la aceptabilidad.” (PREALC, 2007, p. 43).

Para la UNESCO: “Asegurar que todos los alumnos tengan acceso a una educación de calidad
también es reconocer el valor intrínseco de la diversidad y el respeto de la dignidad humana.”
(UNESCO, 2017, p. 18). En la óptica de Blanco (2015):

[…]  el  foco  de  atención  es  la  transformación  de  los  sistemas  educativos  y  de  las
escuelas  para  que  sean  capaces  de  atender  la  diversidad de  necesidades  de
aprendizaje del alumnado que son fruto de su procedencia social y cultural y de sus
características individuales en cuanto a motivaciones, capacidades, estilos y ritmos de
aprendizaje. (p. 7/8).

Los sistemas educativos, a partir de las políticas y los programas establecidos para ampliar la
cobertura, asegurar la igualdad de oportunidades y proveer educación de calidad, deben no solo
garantizar  el  acceso  y  la  permanencia,  sino  también  la  conclusión  satisfactoria  de  las
correspondientes trayectorias escolares. La educación de calidad ha de estar al alcance de todas
las diferentes poblaciones estudiantiles, en todos los distintos niveles del sistema educativo. Los
programas de apoyo a los hogares y a los sectores de estudiantes en condición de pobreza o
que afrontan desventajas a causa de la desigualdad social o por cualquier otro tipo de razón,
deben velar porque los servicios que brindan sean también de calidad y que los beneficios que
aportan  contribuyan  de  manera  efectiva  a  generar  las  condiciones  que  se  requieren  para
consolidar la equidad, la inclusión, la igualdad de oportunidades y la educación de calidad. 

I.2. La política educativa en Costa Rica

1.
A partir de 1994, con la promulgación de la Política Educativa hacia el Siglo XXI, dio inicio en la
política  educativa  costarricense la  aparición de los conceptos de igualdad de oportunidades,
inclusión, equidad, pertinencia y calidad de la educación. Conceptos que, no obstante, salvo el
de calidad de la educación, han tenido una referencia bastante discreta, más bien axiomática.
Esta política de 1994 puntualiza en el concepto de igualdad de oportunidades y declara que, para
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el logro de la igualdad, la educación ha de ser de calidad y estar al alcance de todas las distintas
poblaciones del país, con la mirada puesta en atender de manera especial a los sectores de
estudiantes  que  afrontan  dificultades  para  acceder  y  mantenerse  en  el  sistema  educativo.
(Consejo Superior de Educación, 1994). La política también hace alusión al concepto de equidad,
como un compromiso por eliminar las discriminaciones de toda índole que puedan afectar el
acceso a la educación:

Se  procurará  la  equidad  en  las  oportunidades  de  acceso  al  sistema,  tanto  para  la
población preescolar, como para la población con discapacidades y en las comunidades
provenientes de las etnias indígenas. (Consejo Superior de Educación, 1994, s. p.).

En el transcurso de estos años, a partir de 1994, este enfoque sobre la equidad, la inclusión y la
igualdad de oportunidades en la educación se ha mantenido prácticamente el mismo, con su
énfasis en proporcionar atención y asistencia a los sectores de estudiantes que, por razones
étnicas, socioeconómicas, de nacionalidad (inmigrantes) o personales (“discapacidad”), afrontan
dificultades o se encuentran en desventaja para acceder a la educación y transitar de manera
satisfactoria por entre los distintos niveles del sistema educativo.

2.
Algunos años después, en 2008, el Consejo Superior de Educación de Costa Rica aprobó una
nueva política educativa, denominada El Centro Educativo de Calidad como Eje de la Educación
Costarricense. Esta política es más abundante en utilizar los conceptos de equidad, inclusión,
universalidad, pertinencia, relevancia y calidad de la educación, aunque tampoco en este caso se
ofrecen conceptualizaciones que permitan conocer cuáles son los significados que se está dando
a esos conceptos.

La política subraya la naturaleza de derecho humano que tiene la educación y se declara que,
además del acceso universal en el nivel de la primaria, también debe procurarse extenderlo a la
secundaria y a la preescolar. Se hace énfasis en que, “más que reiterar el derecho de todos a la
educación, proclamamos como nuestro desafío la satisfacción del derecho de todas las personas
a una educación de calidad.” (Consejo Superior de Educación, 2008, p. 6). La política entiende la
educación  de  calidad  como aquella  que  toma en  cuenta  las  características  individuales  del
estudiantado,  “sus  necesidades  y  aspiraciones;  su  estilo  y  habilidades  de  aprendizaje,  su
pertenencia cultural, social, étnica y económica; sus talentos y discapacidades; su credo religioso
y la formación de su aptitud para un aprendizaje continuo.” (p. 9).

3.
Posteriormente, en 2015, el MEP promulgó una nueva política, a la que llamó Educar para una
Nueva Ciudadanía. Esta política declara como su principal propósito proporcionar una educación
que  prepare  a  las  personas  para  desenvolverse  “en  condiciones  cada  vez  más  diversas,
impredecibles,  cambiantes  y  flexibles.”  (MEP,  2015,  p.  5).  Declara  la  “promoción  de  una
educación basada en los Derechos Humanos” (p. 8), lo cual implica asegurar la igualdad y la
equidad,  así  como la  calidad y la  pertinencia de la  educación.  Aboga por  establecer  en los
centros  educativos  ambientes  escolares  que  favorezcan  relaciones  de  armonía,  de  no
discriminación  y  de  resolución  de  los  conflictos  “en un  marco de  respeto  por  los  Derechos
Humanos.” (p. 9).

La política subraya la importancia de la equidad y la inclusión social en materia de acceso a las
tecnologías de la información y comunicación (TIC), así como a una adecuada asimilación de los
usos que se pueden hacer de ellas:  “la gran mayoría del  estudiantado está conformado por
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«nativos digitales»” (p. 13), quienes en sus hogares no cuentan con los apoyos de orientación
adecuados para hacer un uso apropiado de dichas herramientas. Sus énfasis centrales son:

[…]  el  uso  de  recursos  tecnológicos  en  los  procesos  de  enseñanza  y  aprendizaje,
acciones  concretas  para  reducir  la  desigualdad,  la  generación  de  oportunidades  en
ambientes seguros e instituciones educativas preparadas para prevenir la violencia, así
como la modernización pedagógica de los programas de estudio (Dirección de Prensa y
Relaciones Públicas del MEP, 2015).

El  enfoque  de  la  “nueva  ciudadanía”  involucra  dos  dimensiones  principales:  combate  a  la
exclusión y la desigualdad por la vía de mejorar la calidad de la educación, la infraestructura y la
dotación de equipo de los centros educativos, con énfasis  en los de zonas alejadas y menos
atendidos y, por otra parte, impartir una formación acorde con los requerimientos de la nueva
sociedad globalizada. Es decir, la nueva ciudadanía consiste entonces en dar soporte al proceso
de globalización de la sociedad y a incorporar también a las comunidades de zonas alejadas en
ese proceso.

4.
Finalmente, en 2016, el Consejo Superior de Educación aprobó una cuarta política: La persona:
centro del proceso educativo y sujeto transformador de la sociedad. Esta política se sitúa en el
mismo marco filosófico  y  programático  que  las  anteriores  y,  como principios  en  los  que  se
sustenta, declara que “asume la calidad como principio nuclear que articula otros principios clave
como la inclusión y equidad, el respeto a la diversidad, la multiculturalidad y pluriculturalidad, la
igualdad  de  género,  la  sostenibilidad,  la  resiliencia  y  la  solidaridad.”  (Consejo  Superior  de
Educación, 2017, p. 9).  De igual manera, la política reitera en que la educación ha de estar
basada en los derechos humanos, lo que implica “asumir compromisos para hacer efectivos esos
mismos derechos y deberes, mediante la participación de la ciudadanía activa orientada a los
cambios que se desean realizar.” (p. 10). El documento de esta política es bastante breve y, aún
más que los anteriores, es bastante parco en brindar definiciones respecto de los conceptos que
en él se utilizan.

De  manera  sucinta,  estas  son  las  referencias  más  destacadas  existentes  en  los  cuatro
documentos de política educativa promulgados en Costa Rica a partir del año 1994, en relación
con los conceptos de equidad, inclusión, igualdad de oportunidades y derecho a la educación.

I.3. Enfoque para el diseño, seguimiento y evaluación de políticas públicas y programas
en educación

Para colocar en perspectiva el análisis de las políticas educativas y los programas destinados a
garantizar  la  igualdad  de  oportunidades  en  la  educación,  así  como asegurar  la  equidad,  la
inclusión y una educación pertinente y significativa para las distintas poblaciones estudiantiles,
regiones y comunidades del país, es pertinente adoptar un enfoque que, como el que propone la
CEPAL (2014), conjugue las políticas y los programas de la asistencia social con el desarrollo de
capacidades  que  permitan  a  los  sectores  sociales  en  pobreza,  pobreza  extrema  y
marginalización,  tener  acceso  a  las  herramientas  y  recursos  necesarios  para  superar  tales
condiciones. Esto involucra, de manera sustantiva, una estrategia de articulación y coordinación
de acciones entre las instituciones del Estado, así como entre el Estado y el sector productivo.”
(CEPAL, 2014, p. 28).

En  2015,  en  el  marco  del  Seminario  Regional  Políticas  públicas  para  la  igualdad  y  la
inclusión  en  Centroamérica (Ciudad  de  Panamá),  organizado  por  la  UNESCO  y  otros
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organismos  internacionales,  las  delegaciones  ministeriales  de  los  países  centroamericanos
participantes suscribieron un documento en el que se subraya un enfoque coincidente con el
expuesto por  la  CEPAL.  En el  documento respectivo,  a propósito de las políticas públicas y
programas dirigidos a la  reducción de las desigualdades,  se plantea adoptar  un enfoque de
derechos humanos y promover una “igualdad sustantiva”, a partir de:

[…] la identificación de la relación intrínseca entre las políticas sociales, de lucha en
contra  de  desigualdad  social,  y  las  políticas  de  desarrollo  económico,  así  como  la
necesidad  de  trabajar  de  manera  integral  las  políticas  sociales  (salud,  educación,
vivienda, transporte, etc.) cuidando del medio ambiente. (UNESCO, 2015, p. 1-2).

Un  aspecto  clave de este  enfoque  es  que,  además de tomar  en  cuenta  todas las  diversas
expresiones de la desigualdad y los factores que las provocan, propone atender, a la vez, las
desigualdades  sociales  intergeneracionales.  La  articulación  interinstitucional  propuesta  por  la
CEPAL pasa a  jugar  aquí  un papel  central,  para “el  diseño,  la  ejecución y el  monitoreo de
políticas y programas sociales, dando prioridad a las necesidades de grupos y poblaciones en
desventaja (…)”. (UNESCO, 2015, p. 2).

Esta  perspectiva  para  el  diseño  de las  políticas  públicas  y  los  programas  de  atención  a  la
desigualdad social y su superación, también ofrece, en sí misma, elementos heurísticos para dar
seguimiento, evaluar y corregir el cumplimiento de las políticas y los resultados de gestión de los
programas. Atkinson (2016) aporta una formulación estratégica sobre las acciones del Estado en
materia de reducción de las desigualdades, que para este enfoque proporciona una importante
indicación  heurística:  la  igualdad  no  debe  ser  entendida  únicamente  como  igualdad  de
condiciones, sino también como igualdad de resultado: 

Quienes  piensan  que  la  igualdad  de  resultado  es  irrelevante  consideran  que  la
preocupación  por  resultados  ex  post  es  ilegítima  y  creen  que  una  vez  que  se  ha
establecido igualdad de condiciones para el curso de la vida no debemos inquirir acerca
de estos resultados. (Atkinson, 2016, s. p.).

En el enfoque de Atkinson, tener en cuenta la igualdad de resultado es lo que permite construir
una  visión  estratégica,  sistémica  y  procesual  en  el  marco  del  diseño  de  las  políticas  y  los
programas,  así  como  en  la  elaboración  de  indicadores  e  instrumentos  para  el  seguimiento,
evaluación y corrección de las políticas y los programas.

En una perspectiva similar a la de Atkinson, Trejos y Murillo (2012), con fundamento en la teoría
del desarrollo de capacidades formulada por Amartya Sen (1999) y adoptada por el Programa de
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), proponen enfocar la igualdad de oportunidades
a partir del principio de la equidad y, al efecto, entre otros, enuncian los siguientes dos criterios:
a) equidad como igualdad de logro académico y b) equidad como “igualdad en la realización
social de los logros educativos o resultados.” (p. 6). Con base en estos dos criterios, cabe decir,
se pueden realizar evaluaciones amplias y multidimensionales del desempeño, la gestión y los
alcances  del  sistema educativo,  tanto  en  lo  que  corresponde  a  los  aspectos  propios  de  su
competencia (oferta académica, logro académico, cobertura de los programas de apoyo y otros),
como en aquellos ámbitos de la realidad social (sociales, económicos, políticos, culturales), en
los que se espera que la educación repercuta de manera propositiva y proactiva en el desarrollo
de las capacidades requeridas para avanzar en la reducción de la inequidad, la injusticia social y
las  desigualdades sociales  estructurales.  Esta  orientación heurística  es la  que se tratará  de
asumir en la presente iniciativa de investigación.
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IV. Procedimiento metodológico

IV.1. Tipo de investigación (carácter, enfoque y profundidad)

La investigación aquí propuesta es de índole documental y de análisis cualitativo y cuantitativo.
Tiene un enfoque metodológico basado en el método mixto de investigación cualitativa, en la
medida que de lo que se trata es de analizar información documental acerca de un constructor
conceptual (igualdad de oportunidades en la educación), el cual será analizado en su expresión
concreta por medio de información estadística existente en distintas fuentes oficiales de gobierno
y otras. La investigación es exploratoria;  su nivel  de profundidad está definido por el análisis
crítico y de contratación que se realizará entre el significado de la igualdad de oportunidades en
la educación y la información estadística que servirá para determinar cuáles son sus alcances en
la realidad del sistema educativo costarricense.

IV.2. Descripción y teoría del método

El problema que interesa investigar y la información de base por utilizar como fuente involucra el
análisis documental (documentos de política pública educativa en Costa Rica, declaraciones y
otros  documentos  publicados  por  la  UNESCO),  que  enuncian  o  exponen  el  concepto  y  la
perspectiva de la igualdad de oportunidades en la educación.  De igual  manera, se realiza el
análisis  de la  información  estadística  disponible  por  parte  del  MEP,  el  INEC y  el  Programa
Estado de la Nación,1 en relación con diversos aspectos principales del estado de la educación
en el país.

Se considera que, para el objeto de la presente investigación, dicha documentación contiene la
información pertinente y necesaria básica que interesa, a la que se agrega la relacionada con las
leyes, decretos y disposiciones emitidas en relación con la mejora de aspectos estructurales del
sistema educativo y, en particular, con la creación de programas de asistencia social y otros,
destinados  a  brindar  atención  y  facilitar  apoyos  a  las  poblaciones  estudiantiles  y  sectores
sociales  en  condiciones  de  vulnerabilidad  social  y  con  limitaciones  socioeconómicas  para
acceder  al  sistema  educativo  y  mantenerse  en  él  hasta  la  culminación  de  las  trayectorias
escolares.

De manera complementaria, se consulta también bibliografía especializada que aborda el tema
de la desigualdad de oportunidades en la educación, así como sobre la desigualdad social en
general. Son  pertinentes, a este respecto y, en particular, los estados de situación que sobre la
desigualdad social en América Latina y el Caribe elabora periódicamente el Consejo Económico
para América Latina y el Caribe (CEPAL).

Para  el  caso  de  la  presente  investigación,  con  base  en  la  documentación  de  las  políticas
educativas  y de los documentos de la  UNESCO y del  Foro Mundial  sobre la  Educación,  se
analizan  e  integran  los  contenidos  conceptuales  y  programáticos  sobre  la  igualdad  de
oportunidades  en la  educación  implicados  en dicha  documentación,  poniéndolos  en relación
analítica y crítica con la información de índole estadística disponible por parte del MEP, el INEC y
el Programa Estado de la Nación.

El propósito es apoyarse en la información estadística para analizar cuál es el estado actual en
que se encuentra el sistema educativo en materia de igualdad de oportunidades. En tal sentido,

1 Se toman en cuenta estas tres fuentes de información, en la medida que son ellas las que ofrecen registros estadísticos más 
estructurados y mejor organizados, en relación con los diferentes indicadores cuantitativos que dan cuenta del estado de la cuestión 
en educación.
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la estrategia metodológica se basa en realizar primero el análisis documental sobre el significado
que se atribuye al concepto de igualdad de oportunidades en la educación (documentación de la
UNESCO y de la política educativa costarricense). Interesa que este primer momento del análisis
se complemente con la puesta en perspectiva de dicho concepto en un marco conceptual de
mayor  amplitud,  cual  es  el  de  la  igualdad  de  oportunidades  asumido  a  nivel  general  en  el
significado que tiene en su expresión institucional, sistémica, estructural y social.

Este primer análisis tiene por finalidad:  a) elaborar una perspectiva acerca de la igualdad de
oportunidades en la educación, buscando establecer cuáles sus fundamentos y sus atribuciones
específicas; b) con base en esta perspectiva, definir los indicadores necesarios que permitan, en
una segunda fase de la investigación, analizar las estadísticas oficiales disponibles y determinar
en qué medida se cumple la igualdad de oportunidades en el sistema educativo costarricense. El
análisis y selección de los indicadores pertinentes para la investigación se realiza, tal como ya se
indicó, tomando como marco de referencia los indicadores utilizados por el MEP, el INEC y el
Programa  Estado  de  la  Nación.  Estos  indicadores  serán  comparados,  a  su  vez,  con  los
indicadores  incluidos  en  la  propuesta  presentada  en  2015  por  el  Foro  Mundial  sobre  la
Educación, que viene a constituir un marco para el estudio, evaluación, seguimiento y acción
correctiva de las políticas, la legislación y los programas que los países tienen establecidos para
dar cumplimiento al principio de igualdad de oportunidades en la educación. 

Son tres fases de análisis.  La primera y la última son de análisis cualitativo y la segunda de
análisis  cuantitativo.  En la  primera,  de lo  que se trata es de elaborar  una perspectiva de la
igualdad de oportunidades (marco teórico), con base en los documentos de la UNESCO y en la
bibliografía especializada que se consultará. En la tercera, la tarea consiste en que, al mismo
tiempo que se lleva a cabo el análisis de la información cuantitativa (estadística), se irá también
desarrollando una evaluación de análisis crítico, la cual se base en la perspectiva conceptual
elaborada en la primera fase.

IV.3. Población de estudio a la que va dirigida la investigación

En  el  presente  caso  no  existe  una  población  de  estudio.  La  investigación  es  de  índole
documental.

IV.4. Proceso de selección de la muestra o participantes

La muestra consiste en la documentación seleccionada para desarrollar la investigación, la cual
ha sido ya referida en el punto IV.2. anterior.

IV.5. Técnicas de recolección de la información

No aplica para esta investigación.

IV.6. Procesamiento y herramientas de análisis de la información

En la presente investigación, la tarea que se propone realizar es un análisis del concepto de
igualdad  de oportunidades  en la  educación,  a  partir  del  estudio  de declaraciones  mundiales
sobre la educación de la UNESCO, el Foro Mundial sobre la Educación, el Programa Regional de
Educación para América Latina y el Caribe (PREALC), así como de los diferentes documentos de
política educativa promulgados en Costa Rica a partir de 1994 (año en que se instituye la Política
Educativa hacia el Siglo XXI), así como de los diferentes instrumentos y programas de apoyo a
las poblaciones estudiantiles en condición de pobreza y de vulnerabilidad social, con el propósito,
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en primer lugar, de identificar y precisar cuál es el concepto de igualdad de oportunidades que
existe en dichos documentos de política y programas. Esta primera tarea se llevará a cabo con
base en el  enfoque de la igualdad de oportunidades y desarrollo  de capacidades,  propuesto
especialmente  por el  economista hindú Amartya Sen,  pero en el  que también han trabajado
especialistas de otros distintos países, incluidos latinoamericanos. En segundo lugar, con base
en los resultados obtenidos en el desarrollo de esa primera tarea, se procederá a elaborar los
indicadores que corresponda en relación con el concepto de igualdad de oportunidades en la
educación costarricense, a fin de hacer un estudio con base en las estadísticas que ofrece el
Programa Estado de la Nación en sus informes sobre el esta

Finalmente, la tercera tarea consistirá por realizar una sistematización que permita exponer los
principales  hallazgos  obtenidos,  así  como  la  elaboración  de  las  recomendaciones  que  sea
pertinente hacer con base en los resultados obtenidos.  La pregunta de investigación que se
plantea es la siguiente: ¿Cuál es el enfoque de desarrollo de igualdad de oportunidades presente
en  el  sistema  educativo  costarricense  y  hasta  qué  punto  y  de  qué  manera  contribuye  a
democratizar el acceso, la permanencia y la conclusión de estudios por parte de la población y
sectores estudiantiles en condición de pobreza y de vulnerabilidad social?

1.  Antes de proceder al  estudio y análisis  de la documentación relacionada con las políticas
públicas y los documentos que dan fundamento a los programas y estrategias establecidos para
el  desarrollo  de  la  igualdad  de  oportunidades  en  el  sistema  educativo  costarricense,  será
necesario  construir  primero  un  marco  de  referencia  teórica  apropiado.  En  la  presente
oportunidad, se dispone elaborar dicho marco teórico con base en la teoría del desarrollo de
capacidades  del  economista  hindú  Amartya  Sen,  a  cuyo  desarrollo  también han  contribuido
especialistas de diversos campos disciplinarios, en distintos países del mundo.

2. Una vez elaborado el marco teórico, se procederá a realizar el análisis de los documentos de
política educativa en Costa Rica: 1) Política Educativa hacia el Siglo XXI y b) El Centro Educativo
de Calidad como eje de la Educación Costarricense, con la finalidad de identificar cuál es el
enfoque de desarrollo de igualdad de oportunidades contenido en esos documentos. Además de
esta documentación, se analizarán también los documentos y marco normativo que da creación
a  programas  y  estrategias  de  atención  al  desarrollo  de  igualdad  de  oportunidades  en  la
educación costarricense. Estos análisis permitirán identificar cuáles son los indicadores que le
sirven de definición instrumental a esos programas y estrategias para su gestión, ejecución y
evaluación. Elaborará una tabla con los indicadores identificados.

3. La tercera fase del proyecto consiste en el registro y análisis de las estadísticas con que
cuenta el MEP, INEC y las que aporta el Programa Estado de la Nación en sus informes Estado
de  la  Educación,  en  relación  con  el  desarrollo  de  igualdad  de  oportunidades  en  el  sistema
educativo  costarricense.  El  análisis  que  se  lleva  a  cabo  toma  en  cuenta  dos  vertientes  de
referencia: el enfoque de desarrollo de capacidades y de igualdad de oportunidades descrito en
el marco teórico; b) los indicadores elaborados sobre el enfoque de desarrollo de igualdad de
oportunidades  presente  en  los  documentos  de  política  pública  y  de  fundamentación  de  los
programas y estrategias ya referidos en el punto anterior. a) Esta tercera fase de la investigación
involucra desarrollar un análisis crítico de los resultados obtenidos en la segunda fase anterior y
los resultados del análisis de las estadísticas indicadas en el párrafo anterior. La metodología del
análisis  crítico,  según  Coffey  y  Atkinson  (2003): “[...]  se  refiere  a  una  manera  bastante
especializada  de transformar  los  datos,  más que ser  un término global.  El  análisis,  en  este
contexto, es el proceso por medio del cual el investigador expande y extiende los datos más allá
de la narración descriptiva. Una atención cuidadosa y sistemática a los datos identifica aquí los
factores clave y las relaciones principales.” (p. 11).  El análisis crítico por realizar tendrá como
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finalidad  identificar  cuáles  son  los  aspectos  principales  en  los  que  concentran  la  política
educativa  y  los  programas  y  estrategias  establecidos  para  el  desarrollo  de  igualdad  de
oportunidades en el sistema educativo costarricense. Este análisis se realizará con base en el
enfoque de desarrollo  de capacidad y de igualdad  de oportunidades elaborado  en el  marco
teórico. La ruta por seguir es la de aplicar ese enfoque a los aspectos principales en los que se
concentran  la  política  y  los  programas,  a  fin  de  identificar  cuáles  otros  son  importantes  o
necesarios de atender, peor no están siendo considerados en las acciones que en este momento
se están llevando a cabo.

VI. Análisis y discusión de los resultados

VI.1 Análisis de datos

La presente investigación se lleva a cabo con base en información de fuentes secundarias. Según se ha
indicado de manera reiterada en lo que antecede,  el  trabajo por hacer consiste  en el  desarrollo de las
siguientes etapas:

1.  Estudio  de diversa  documentación relacionada  con el  concepto de  igualdad de oportunidades  en  la
educación,  con  la  finalidad  de  caracterizar  en  qué  consiste  tal  concepto,  cuáles  son  sus  componentes
constitutivos,  sus relaciones e implicaciones políticas y programáticas para los sistemas educativos.  Se
estudian, con tal propósito, las declaraciones sobre la educación aprobadas en el marco de la UNESCO y
del Foro Mundial sobre la Educación, así como las propuestas del Programa Regional de Educación para
América Latina y el Caribe (PREALC). De la misma manera, como referente central de la investigación, se
estudian y analizan los documentos de la política educativa costarricense promulgados a partir del año 1994
y hasta el 2016.

2.  Con  idéntica  finalidad  que  la  del  punto  anterior,  se  estudia  también  bibliografía  resultado  de
investigación especializada y de elaboraciones teóricas sobre la igualdad de oportunidades en la educación,
así como sobre la exclusión y la desigualdad social. En particular, se ha hecho revisión de algunas de las
publicaciones periódicas de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), artículos de
investigaciones  elaborados  por  especialistas  como  insumos  de  base  para  los  informes  estado  de  la
educación del Programa Estado de la Nación, textos de Amartya Sen y Martha Nussbaum, para referir las
principales fuentes bibliográficas consultadas.

3. Una tercera fase consiste en la selección de un pequeño conjunto de indicadores a partir de los cuales,
con base en la fundamentación teórica previamente elaborada,  se procede a realizar la búsqueda de la
información estadística  que permita  analizar  e  identificar  cuál  es  la  situación actual  en Costa  Rica en
materia de igualdad de oportunidades en la educación.

4.  Como  cuarta  fase  de  la  investigación  se  consultan  las  estadísticas  del  INEC,  el  PEN  y  el  MEP,
relacionadas con los indicadores educativos en Costa Rica. Todas estas fuentes de información estadística
cuentan con un conjunto base común de indicadores educativos; no obstante, el espectro de indicadores
también  varía  en  extensión  dependiendo  de  cuál  sea  la  fuente.  En  el  caso  del  PEN,  esta  institución
construye indicadores a partir básicamente de los indicadores utilizados por el INEC y, en su lugar, ha
elaborado un indicador novedoso como lo es el Índice de Oportunidades Educativas (IOE).
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5. Con la finalidad de profundizar en el análisis, se utilizan de manera complementaria algunos indicadores
de índole socioeconómica, los cuales sirven para complementar los indicadores educativos y poner en un
plano de mayor visibilidad cuál es la situación existente en el país en materia de igualdad de oportunidades
en la educación. De lo que se trata es de comparar los indicadores educativos con los socioeconómicos, por
medio de su distribución por zona (rural y urbana) y por regiones de planificación administrativa. Esto
abona a observar con mayor amplitud de qué manera están distribuidas a lo largo y ancho del país las
condiciones para el logro de la igualdad de oportunidades en la educación.

VI.2. Resultados de la investigación y discusión

En la  guía  del  INIE  para  la  presentación  de  informes  finales  de  proyectos  de  investigación  aparecen
divididos en dos acápites por separado los resultados de la investigación y la discusión de estos resultados.
En el presente informe se ha dispuesto presentar ambos acápites integrados, en la medida que así fue la
forma en que se trabajó en el proceso de desarrollo del análisis de los datos consultados y tomados en
cuenta según los indicadores utilizados en esta oportunidad.

VI.2.1. Asistencia a la educación

Un  primer  indicador  por  considerar  son  las  tasas  de  asistencia  a  la  educación  regular,
información que aquí se toma del Compendio de Indicadores Educativos del Programa Estado de
la Nación (2018). La información que se ofrece en este compendio está ordenada por sexo, zona
(rural, urbana) y región de planificación administrativa, así como dividida en tres grupos de edad:
a)  5 a  6 años (ciclo  de transición de la  educación preescolar);  b)  7 a 12 años (nivel  de  la
primaria);  c)  13  a  17  años  (nivel  de  la  secundaria).  En  la  tabla  1  se  presenta  de  manera
comparativa la información estadística correspondiente a los años 2010 y 2017.

Tabla 1: Tasas de asistencia a la educación preescolar, primaria y secundaria, por sexo, zona y
regiones de planificación. Relación comparativa años 2010 y 2017.

2010 2017

5 a 6 años2 7 a 12
años

13 a 17
años

5 a 6 años
7 a 12
años

13 a 17
años

Por sexo
Mujeres 83,6 99,6 85,0 93,00 99,5 89,4
Hombres 86,0 99,4 81,4 89,4 99,6 87,1

Por zona
Rural 78,3 99,0 77,2 87,5 99,5 85,3
Urbana 87,8 99,7 85,9 93,0 99,6 89,4

Por  región
planificació
n
Central 88,1 99,9 85,6 93,0 99,5 89,2
Chorotega 81,0 98,9 81,5 91,2 99,3 91,9
Pacífico
Central

83,8 98,3 82,9 86,3 99,4 82,2

Brunca 78,4 99,6 84,0 92,0 99,7 90,1
Huetar 83,7 98,8 76,6 86,6 99,6 86,0

2 En el Séptimo Informe Estado de la Educación, publicado en 2019, el Programa Estado de la Nación ofrece un registro 
actualizado de esta información para el período de 2008 a 2018. Puede consultarse en la página 74 de dicho informe.
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Atlántica
Huetar Norte 75,1 99,2 76,4 89,3 100,0 84,3

Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  Compendio  de  Indicadores
Educativos del Programa Estado de la Nación 2018.

En el nivel de preescolar, entre 2010 y 2017 hay incrementos de asistencia a la educación en
todas las categorías: por sexo, zona y por regiones de planificación. Por  sexo, la relación se
invierte a favor de las mujeres para el año 2017: de un -2,4% en 2010 pasan a colocarse en un
3,6% en 2017; un incremento importante entre ambos años de referencia. Por  zona,  la rural
presenta  una importante desigualdad  negativa  con respecto  a  la  urbana.  La desigualdad  se
reduce en 4,0% para el 2017, pero aún así la rural no alcanza a igualar todavía la tasa que la
zona urbana ya exhibía para el año 2010. Por regiones de planificación, la Central es la que
presenta las mayores proporciones para los dos años de referencia. En 2010 había regiones con
tasas de hasta 10% y más menores a la de esta región; específicamente, la Huetar Norte y la
Brunca,  las  dos regiones  que,  en su caso,  para  2017 son  las  que  alcanzan  a  registrar  los
mayores incrementos: 14,2% la Huetar Norte y 13,6% la Brunca. Tanto en 2010 como en 2017,
en este nivel de la educación preescolar, las desigualdades por regiones son significativas y hay
dos de ellas que, con respecto a la Central, en 2017 exhiben tasas todavía inferiores a las que
dicha región ya tenía en 2010: la Huetar Atlántica y la Pacífico Central.

La educación preescolar ha pasado a ser considerada como de valor fundamental en el proceso
de formación de las personas. Se atribuye a este nivel educativo una importancia esencial, en la
medida que:

Desde el  nacimiento, la atención y educación de la primera infancia (AEPI) sienta las
bases del desarrollo, el bienestar y la salud a largo plazo de los niños. La AEPI forja las
competencias y aptitudes que permiten a las personas aprender a lo largo de la vida y
ganarse el sustento. Las inversiones dirigidas a los niños pequeños, en particular los de
grupos marginados, dan los mejores resultados a largo plazo en cuanto a desarrollo y
educación. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 38).

Con base en este enunciado del Foro Mundial sobre la Educación, puede decirse que, en Costa
Rica, las anteriores tasas de asistencia a la educación preescolar indican la no existencia todavía
de  una  atención  adecuada  a  este  nivel  de  la  educación.  “Pese  al  indudable  avance,  la
universalización  del  acceso a  preescolar  no es  una  meta  lograda.”  (Programa Estado de la
Nación, 2019, p. 41). No parece haberse asumido hasta ahora con la convicción necesaria, el
significado  y  la  importancia  que  este  nivel  de  la  educación  tiene,  a  fin  de  que  las  nuevas
generaciones  puedan  tener  acceso  a  un  desarrollo  pleno  de  las  potencialidades  de  diversa
índole que se requieren, no solo para avanzar de manera satisfactoria en los distintos niveles de
las trayectorias escolares, sino y de manera especial,  para ser personas que cuenten con un
desarrollo integral de sus vidas, en todas las dimensiones del saber, hacer y ser.

Asociado a este indicador  de la  matrícula en educación preescolar,  los indicadores sobre la
igualdad de oportunidades en la educación establecidos por la UNSCO (2015) en la Declaración
de  Incheon incluyen  también  la  existencia  y  apertura  de  centros  educativos  en  el  nivel  de
preescolar. Entre los años 2011 y 2017, en Costa Rica, la cantidad de centros educativos de
preescolar  aumentó en todas las regiones de planificación.  Al  respecto,  llama la atención el
hecho  de  que  este  aumento  también  se haya  producido  en la  región  Pacífico  Central,  aun
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cuando en la  tasa intrarregional  de matriculación  en preescolar,  esta región muestre,  por  el
contrario, un claro retroceso.

Gráfico 1: Cantidad de centros educación de preescolar
por región de planificación administrativa, años 2011 y 2017
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio
indicadores educativos del Programa Estado de la Nación.3

La  dotación  equitativa  de  recursos  adecuados  para  garantizar  el  acceso  a  la  educación
preescolar en todas las regiones representa una necesidad prioritaria. De ello depende cumplir
con mejorar la calidad de la educación y que ésta sea inclusiva y brinde oportunidades de acceso
a toda la población, tal como lo propone la política educativa nacional y como también aparece
estipulado en la Declaración de Incheon., base de la política educativa de 2015 del MEP.

Respecto del nivel de la primaria, puede observarse que, en general, en todos los casos y para
los  dos  años  de  referencia,  según  los  datos  anteriores,  las  tasas  de  asistencia  parecen
encontrarse muy cercanas al 100%, a la vez que son altamente equilibradas por zona, sexo y
regiones de planificación. Se tiene por asumido que, históricamente, la educación primaria en
Costa Rica es la que ha contado con la concentración de los mayores esfuerzos por brindar
cobertura educativa y oportunidades de acceso a la mayor cantidad posible de personas en el
país, incluida la población joven y adulta que no haya podido realizar o concluir sus estudios en
este nivel. Cabe agregar que, asimismo, durante las últimas tres décadas, la cobertura universal
en la educación primaria ha sido uno de los principales objetivos de las políticas educativas y,
para  ello,  el  sistema  educativo  se  ha  enfocado  en  realizar  inversión  presupuestaria  en  los
diversos aspectos que involucran las metas vinculadas a dicho objetivo.

Sin embargo, en su último  Informe Estado de la Educación, el Programa Estado de la Nación
(2019) califica como un mito la imagen de que Costa Rica haya logrado, en efecto, alcanzar la
cobertura universal  en la  educación  primaria.  Es posible  identificar  diversas  deficiencias  que
impiden dar por válida la referida imagen. Entre ellas, por ejemplo, está la existencia de una tasa
neta de cobertura estancada en 93% desde el año 2017, “cifra que dista mucho de las mostradas
en el  período 2005-2011,  superiores al  97%.” (p.  77).  De igual  manera,  el  plan de estudios
completo de la primaria solo se imparte en 6,3% del total de los centros educativos.

A juicio del Programa Estado de la Nación (2019), esta situación implica que “la universalización
del currículo de primaria no se logrará antes del año 2034.” (p. 77). Los esfuerzos por impartir el
plan  de  estudios  completo  se  han  focalizado  en  la  Gran  Área  Metropolitana  (GAM),  “en
detrimento de las poblaciones más desfavorecidas, que suelen concentrarse en zonas rurales

3 Programa  Estado  de  la  Nación.  (2018).  Compendio  indicadores  educativos.  San  José:  PEN.  Recuperado  de:
https://estadonacion.or.cr/estadisticas-index#educacion

https://estadonacion.or.cr/estadisticas-index#educacion
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más alejadas.” (p. 83). Es obvio que, en estas deficiencias registradas por el Programa Estado
de la Nación están involucradas desigualdades de acceso y de calidad de la educación, que
tenderán a perjudicar de manera significativa en este nivel a una proporción importante de la
población estudiantil total del país.

En el nivel de la secundaria, por su parte, la situación es más complicada y se puede apreciar
una importante deficiencia de alcances en lo que respecta al logro de la cobertura universal. De
conformidad con las cifras anteriores, similar a como acontece con la educación preescolar, entre
los  años  2010  y  2017  se producen  incrementos  de  asistencia  a  la  educación  en  todas las
categorías:  sexo,  zona y  regiones  de  planificación.  Los  incrementos  son,  sin  embargo,
menores que en el caso de la preescolar.  En la relación de diferencia por sexo, las mujeres
ocupan las mayores tasas de asistencia en los dos años de referencia. La relación se reduce en
1,3% entre 2010 y 2017, con tendencia a la paridad y quedando las mujeres con un 2,3% más de
asistencia que los hombres. Por zonas, la rural de nuevo presenta tasas inferiores a las de la
urbana,  pero  incrementa  su  participación  y  reduce  la  diferencia  para  el  año  2017:  de  una
diferencia de -8,7% en 2010 se pasa a un -4,1% en 2017.

Por  regiones de planificación,  la  distribución  de las  desigualdades es  bastante variable,  con
incrementos en casi todas ellas para el año 2017, salvo en la Pacífico Central, que registra una
disminución de 0,7%. Algunas regiones logran incrementar de manera significativa la asistencia a
la educación secundaria durante el período de referencia; específicamente, la Huetar Atlántica y
la Huetar Norte, con un incremento de 9,4% y de 7,9%, respectivamente. La región Central, que
en la educación preescolar y la primaria registra con las tasas más altas de asistencia, en el caso
de la secundaria, era así para el año 2010, pero en 2017 se ve superada en una muy pequeña
proporción por las regiones Chorotega y Brunca. Este dato pareciera indicar que la existencia de
mejores condiciones en el acceso a los servicios no necesariamente es un factor que incida en
disponer con mejores tasas de asistencia a la educación.

VI.2.2. Diferencias de participación de mujeres y hombres en la matrícula de primaria 
y secundaria

El  análisis  por  realizar  aquí  es  de  carácter  general  y  tiene  por  finalidad  complementar  y
consolidar la información expuesta en el acápite anterior. Este análisis se basa en los registros
estadísticos  de  una  fuente  de  información  distinta  a  la  anterior:  el  Instituto  Nacional  de
Estadística y Censos (INEC).

De conformidad con las estadísticas del INEC (2018d), la población costarricense con edad de 5
años y más es a 2018 de 4.704.028: 51,51% son mujeres y 48,48% hombres; una diferencia de
3,03% más de mujeres. En términos comparativos, entre los años 2010 y 2018, este segmento
de la población del país se incrementó en un 10,42%. En 2010, el total de esta población se
distribuía en 2.176.754 de mujeres y 2.036.769 de hombres (Instituto Nacional de Estadística y
Censos,  2010); una diferencia de 6,43% más de mujeres, tasa que para 2018 se reduce en
3,4%.

La población total de 5 años y más ubicada en los niveles de la primaria y la secundaria es a
2018 de 3.544.224, que equivale al 75,34% de la población total del país con edad de 5 años y
más. En 2010, dicha población era de 3.183.542 personas, lo cual representa un incremento de
10,17% para el 2018. Una proporción de 6,91% registra en 2018 como población carente de
instrucción, en tanto que un 17,74% aparece ubicada en los diferentes niveles de la educación
superior  (pregrado,  grado  y  posgrado).  En  2010,  la  población  carente  de  instrucción
representaba un 8,13% y la que se hallaba ubicaba en la educación superior era de 16,19%. En
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la relación comparativa entre ambos años de referencia, se tiene que la población sin instrucción
disminuye para 2018 en 1,22% y la ubicada en la educación superior se incrementa en 1,55%.
Estas son variaciones positivas bajas, que podrían revertirse en cualquier momento y pasar a ser
de índole negativa.

En 2018,  de la población estudiantil  registrada en los niveles de la primaria y la secundaria
(académica y técnica), las mujeres representan el 50,6% y los hombres el 49,4%; es decir, hay
una diferencia de 1,2% más de mujeres. En 2010, esta diferencia era de 5,69% más de mujeres;
por tanto,  de 2010 a 2018,  las mujeres ven incrementada su participación en un 4,49%. En
primaria, la población estudiantil total en 2010 era de 1.778.675, con un 51,15% de mujeres y un
48,84% de hombres; una diferencia de 2,31% más de mujeres. En 2018, las mujeres representan
el 50,16% y los hombres el 49,83%; una diferencia de 0,33% más de mujeres. De nuevo, en este
caso,  la  diferencia  entre  mujeres  y  hombres  se reduce  entre  2010  y  2018d,  con pequeños
incrementos en la participación de los hombres.

VI.2.2.1. Primaria

Por regiones de planificación, en el nivel de la primaria, los registros porcentuales obtenidos por
medio  del  análisis  de las  cifras  absolutas  que  ofrece el  INEC (2010  y  2018)  son  como se
muestran en la siguiente tabla.

Tabla 2: Población estudiantil de primaria: porcentajes de distribución por sexo, según región de
planificación. Relación comparativa años 2010 y 2018.

Región
Mujeres Hombres Diferencia

20104
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Central 52,52 51,44 47,47 48,55 5,05 M 2,89 M
Chorotega 48,41 49,63 51,58 50,36 0,73 H 0,73 H
Pacífico
Central

48,90 48,34 51,09 51,65 2,18 H 3,30 H

Brunca 48,54 50,29 51,45 49,70 2,90 H 0,59 M
Huetar
Caribe

50,87 47,29 49,12 52,70 1,75 M 5,41% H

Huetar Norte 49,45 49,23 50,54 50,76 1,09 H 1,53 H
Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística

y Censos, 2010 y 2018.

Entre los años 2010 y 2018, se tienen pequeñas diferencias de paridad en la participación de
mujeres y hombres en el nivel de la primaria, según las poblaciones estudiantiles de las distintas
regiones del país. La Central es la región que exhibe una mayor proporción de participación de
las  mujeres  para  los  dos  años  de  referencia,  con  una  reducción  de  2,16% para  2018.  La
participación de los hombres presenta una mayor proporción en las regiones Chorotega, Pacífico
Central y Huetar Norte, aunque, valga indicarlo, las diferencias son bastante pequeñas. Llama la
atención, por su parte, el cambio que se produce en la región Huetar Caribe, que en 2010 tenía
una proporción mayor de mujeres y que, para 2018, la relación se invierte, con una tasa de
5,41% más de hombres, la mayor tasa de diferencia registrada en los dos años de referencia.

VI.2.2.2. Secundaria

4 Las proporciones de diferencia se indican con M si son las mujeres las que presentan la cantidad mayor y con H si son los 
hombres.
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En el nivel de la secundaria, por su parte, en el conjunto de las dos modalidades (académica y
técnica), en 2010 se tenía una población estudiantil total de 1.404.867, con una participación de
las mujeres de 51,85% y un 48,14% de hombres; una diferencia de 3,71% más de mujeres. Para
2018, dicha población estudiantil es de 1.677.718 personas, lo que representa un incremento de
16,26% en el período de referencia.  Las mujeres constituyen en este grupo el  51,15% y los
hombres el 48,84%; una diferencia de 2,31% más de mujeres. Entre 2010 y 2018, las mujeres
reducen  su  participación  en  1,4%.  La  distribución  de  las  diferencias  de  participación  en  la
segundaria es por región de planificación como se muestra en la tabla #.

Tabla 3: Población estudiantil de secundaria (académica y técnica): porcentajes de distribución
por sexo, según región de planificación. Relación comparativa años 2010 y 2018.

Región
Mujeres Hombres Diferencia

2010
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Central 51,87 51,37 48,12 48,62 3,75 M 2,75 M
Chorotega 51,96 48,63 48,03 51,36 3,93 M 2,72 H
Pacífico
Central

51,60 52,01 48,39 47,98 3,21 M 4,03 M

Brunca 52,52 51,99 47,47 48,01 5,05 M 3,98 M
Huetar
Caribe

52,98 51,74 47,01 48,25 5,97 M 3,49 M

Huetar Norte 49,69 49,70 50,30 50,29 0,61 H 0,58 H
Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística

y Censos, 2010 y 2018.

En el nivel de la secundaria, únicamente en la región Huetar Norte las tasas de participación son
mayores a favor de los hombres, pero también son las tasas de diferencia más bajas en ambos
años de referencia. En general, puede decirse que las diferencias a favor de las mujeres son de
magnitud importante en el nivel de la secundaria, aunque disminuyen en casi todas las regiones
para el  año 2018.  Tan solo en la  región Pacífico Central,  dicha proporción de diferencia  se
incrementa para este último año, alcanzando a ser la más alta de todas.

En lo que respecta, por su parte, a la matrícula de mujeres y hombres por zonas, en el nivel de la
primaria la situación es como se presenta a continuación en la tabla #.

Tabla 4:  Población estudiantil  de primaria:  porcentajes de distribución por sexo, según zona.
Relación comparativa años 2010 y 2018.

Zona
Mujeres Hombres Diferencia

2010
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Urbana 52,95 51,24 47,04 48,75 5,91 M 2,48 M
Rural 47,95 48,69 52,04 51,30 4,08 H 2,60 H

Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística
y Censos, 2010 y 2018.

La relación por zona entre mujeres y hombres es inversa en el nivel de la primaria. En la urbana,
la participación de las mujeres es superior a la de los hombres, en tanto ocurre lo contrario en el
caso de la zona rural. En ambos casos puede notarse también que la diferencia entre ambos
sexos se reduce de 2010 a 2018.

En el caso de la secundaria, la participación de las mujeres en la zona urbana es mayor que la
de los hombres y la diferencia también tiende a disminuir de 2010 a 2018. En la zona rural, en
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cambio, en 2010 las mujeres son la mayoría, pero para 2018 pasan a ser los hombres, aunque
por una muy pequeña diferencia. Las respectivas distribuciones proporcionales se presentan en
la tabla #.

Tabla 5: Población estudiantil de secundaria (académica y técnica): porcentajes de distribución
por sexo, según región de planificación. Relación comparativa años 2010 y 2018.

Zona
Mujeres Hombres Diferencia

2010
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Urbana 52,15 51,60 47,84 48,39 4,31 M 3,21 M
Rural 50,68 49,68 49,32 50,31 1,36 M 0,62 H

Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística
y Censos, 2010 y 2018.

De conformidad con las  estadísticas anteriores,  puede decirse que,  en general,  en  términos
estrictamente estadísticos, en materia de participación o matrícula en los diferentes niveles y
modalidades de la primaria y la secundaria, las diferencias registradas por sexo para el período
entre  2010  y  2018  indican  la  existencia  de  una  relación  bastante  equilibrada,  sin  mayores
afectaciones de participación para ninguno de los dos sexos. Además, las diferencias existentes
tienden a reducirse de 2010 a 2018, tanto por regiones de planificación administrativa como por
zonas rural y urbana.

VI.2.3. Repitencia

El indicador de la repitencia es importante, en la medida que configura una representación de los
logros y de la consistencia de la calidad de la educación impartida en los sistemas educativos.
Para  el  análisis  aquí  realizado,  se  utilizó  como  fuente  de  información  el  Compendio  de
indicadores educativos en las Direcciones Regionales de Educación, elaborado por el Programa
Estado de la Nación. Hubo cierto grado de dificultad para organizar los datos. Ni el INEC ni el
PEN registran esta información por regiones de planificación, por lo que, en su lugar, se procedió
a hacer un trabajo de recuperación, integración y ordenamiento de los datos, según la región de
planificación en la que cada Dirección Regional del MEP está ubicada. 

Tabla 6: Tasas de repitencia en primaria y secundaria por regiones de planificación, años 2011 y
2016.

Regiones
Primaria (%) Secundaria (%)

2011 2016 2011 2016
Central 5,1 3,03 13,05 10,17
Chorotega 5,75 2,60 11,55 7,75
Pacífico Central 6,06 3,36 12,23 9,36
Brunca 6,16 3,23 15,03 11,56
Huetar Caribe 8,86 5,26 12,33 9,93
Huetar Norte 7,63 3,70 15,23 9,46

Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Gráfico 2: Tasas de repitencia en primaria y secundaria por regiones de planificación, años 2011
y 2016.
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores educativos en las Direcciones Regionales de Educación, del Programa Estado de la
Nación.

Según estos datos, tanto en primaria como en secundaria, las tasas de repitencia, en todas las
regiones  de planificación,  disminuyen  durante  el  período de 2011  a 2016.  Sin  embargo,  las
diferencias porcentuales de la repitencia entre la primaria y la secundaria son significativas, en la
medida que, en la secundaria, las tasas duplican o incluso hasta triplican las de la primaria en la
mayoría de las regiones.

En el nivel de la primaria, según se puede apreciar, hay regiones cuya disminución en la tasa de
repitencia alcanza a ser importante durante el período referido. Es este el caso de las regiones
Chorotega, Huetar Norte y Huetar Caribe, donde, en 2016, la reducción de la repitencia en este
nivel coloca la tasa en aproximadamente la mitad del valor que tenía en 2011. En general, la
reducción es importante en todas las regiones, siendo la Central la que exhibe la menor. A 2016,
la  región Huetar Caribe es la  que presenta la  mayor  tasa de repitencia  (5,26%),  2,66% por
debajo de la Chorotega, que viene a ser la que presenta la menor tasa entre todas las regiones.

En  el  caso  de  la  secundaria,  las  regiones  que  presentan  las  mayores  tasas  de  repitencia
durante  el  período  2011/2016  son  la  Brunca,  la  Central  y  la  Huetar  Norte;  esta  última,  no
obstante, exhibe una reducción importante de 5,77%. La región que para el año 2016 muestra la
tasa menor de repitencia es la Chorotega, seguida por la Pacífico Central, la Huetar Norte y la
Huetar Caribe. Llama la atención que la región Central, que para otros indicadores educativos
presenta los mejores valores, en el indicador de la repitencia mantenga valores por encima de
los de la mayoría de las regiones, ubicándose en 2016 a tan solo 1,39% por debajo de la Brunca,
que es la que cuenta con la mayor tasa para dicho año.

Según  estas  estadísticas,  la  repitencia  en  la  primaria  puede  decirse  que  ha  disminuido  de
manera sostenida y prácticamente de manera uniforme en todas las regiones de planificación. En
la secundaria, en cambio, la situación en este indicador es compleja e irregular, presentando
tasas elevadas en todas las regiones. Se trata de una situación que las autoridades educativas y
de gobierno han buscado atender y resolver por medio de programas como Avancemos, Fonabe,
“Yo me apunto” y ProEduca, por mencionar los más importantes. No obstante, en ninguna de las
regiones, el indicador de la repitencia en secundaria presenta disminuciones significativas, tal
como sí se observa en el caso de la primaria. Los valores siguen siendo altos para todas las
regiones,  con  la  particularidad  de  que,  no  obstante,  algunas  de  las  regiones  que  en  otros
indicadores  educativos  registran con los  valores  más desfavorables,  en el  presente caso no
sucede así. 

Con una aspiración como país de avanzar a estadios de desarrollo humano superior, el
rezago y el  estancamiento que muestra el  logro educativo en secundaria,  reafirma la
pertinencia de centrar la atención en este logro. Por ello,  se propone aquí ubicar a la
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consecución de la educación secundaria completa de calidad como norte y concentrar el
análisis de la equidad, y su seguimiento, en torno a esta aspiración de logro educativo.
(Trejos y Murillo, 2012, p. 7).

Las desigualdades entre las distintas regiones de planificación en este indicador son notorias
para las regiones Pacífico Central, Brunca, Huetar Caribe y Central, que presentan los valores
más altos de repitencia. Por su parte, si se tiene en cuenta que en la región Central se ubica
alrededor del 60% de la población del país y que en ella está localizada la mayor parte de la
zona urbana, se puede entonces inferir que las mayores tasas de repitencia se generan más en
la zona urbana que en la rural. Una situación importante de referir es la que se presenta en las
direcciones regionales del MEP ubicadas en la ciudad capital (San José-Central, San José-Norte
y San José-Oeste). Todas estas direcciones regionales presentan tasas de repitencia superiores
a  las  que  exhiben  algunas  de  las  direcciones  regionales  ubicadas  en  regiones  donde  las
relaciones generales presentan tasas bastante inferiores a las de la región Central. Es esta una
situación  que viene a corroborar  lo  ya dicho  anteriormente  (acápite  sobre  la  asistencia  a la
educación), en el sentido de que la existencia de mejores condiciones de acceso a los servicios
públicos no necesariamente repercute en mejores niveles de logro en la educación.

Aparte lo anterior, las desigualdades más importantes están presentes al interior de las propias
poblaciones estudiantiles en las distintas regiones. La repitencia es expresión de limitaciones de
acceso al  sistema educativo y también de acceso a trayectorias escolares satisfactorias. Las
tasas de repitencia existentes, sobre todo en la secundaria, hacen evidente la prevalencia de una
importante proporción de la  población  estudiantil  que,  por  diversas razones,  está afrontando
dificultades serias para atender de manera adecuada sus estudios. “Un elemento fundamental
del  derecho  a  la  educación  consiste  en  garantizar  que  la  calidad  de  esta  permita  obtener
resultados del aprendizaje pertinentes, equitativos y eficaces en todos los niveles y entornos.”
(Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 30).

En tal sentido, la desigualdad viene a representar no solamente limitaciones actuales de acceso
al sistema educativo y de acceso al desarrollo satisfactorio de las correspondientes trayectorias
escolares, sino que se convierte también en una desigualdad que involucra una proyección de
desigualdad social  a futuro,  con lo  que se estaría ante el  riesgo de profundizar  aún más la
reproducción estructural e intergeneracional de la pobreza, la inequidad y la injusticia social.

Quienes  se  encuentran  en  condición  de  repitencia  son  personas  cuyas  expectativas  de
formación educativa están en grave riesgo de quedar en una condición de frustración y fracaso
definitivo. Sea por las razones que sea (ausentismo, desmotivación, poca dedicación al estudio
por razones económicas o por falta de incentivos familiares, culturales e institucionales, escasa
pertinencia  de  la  oferta  educativa,  entre  otras),  dichas  personas  ya  están  quedando  en  su
adolescencia y juventud destinadas a carecer de condiciones adecuadas para desempeñarse
posteriormente en el  campo laboral,  o bien,  para el  desarrollo  por sí  mismas de actividades
económico y productivas que les permita contar con condiciones de bienestar social y tener una
vida digna.

VI.2.4. Resultados de las pruebas nacionales de bachillerato

El  indicador  de  los  resultados  en  las  pruebas  nacionales  de  bachillerato  ha  pasado  a  ser
considerado  de  gran  interés  en  Costa  Rica  por  parte  de  diversos  actores.  Proporciona
información relevante para evaluar, dar seguimiento y mejorar los rendimientos obtenidos en la
fase de finalización de la trayectoria escolar en la secundaria, un nivel educativo que, como se ha
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visto ya en las estadísticas anteriores, representa un desafío crítico para lograr las metas de
ampliar la cobertura y mejorar la eficiencia terminal en este nivel del sistema educativo nacional.

En la siguiente tabla y gráfico se presentan las cantidades absolutas de estudiantes por regiones
que realizaron las pruebas nacionales de bachillerato y las de quienes las aprobaron en los años
2011 y 2017.

Tabla 7: Cantidad de estudiantes registrada en las pruebas nacionales de bachillerato y cantidad
de estudiantes que las aprobaron, años 2011 y 2017

Cantidad estudiantes Aprobados
2011 2017 2011 2017

Central 24.583 24.662 15.710 18.159
Chorotega 3.633 3.445 1.750 2.142
Pacífico Central 1.994 1.531 1.111 946
Brunca 3.717 3.239 2.061 2.056
Huetar Caribe 3.471 3.758 1.836 2.631
Huetar Norte 3.385 3.363 1.274 2.056

Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Gráfico 3: Cantidad de estudiantes registrada en las pruebas nacionales de bachillerato y 
cantidad de estudiantes que las aprobaron, años 2011 y 2017
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Tal como se puede observar, el comportamiento de la relación entre la cantidad de estudiantes
registrada en las pruebas nacionales de bachillerato y la cantidad de quienes las aprobaron en
los años 2011 y 2017 es bastante irregular entre las distintas regiones de planificación. Para
2017, la cantidad de estudiantes que las realizaron se incrementó levemente en las regiones
Central y Huetar Caribe, mientras que disminuyó en las demás regiones. En su lugar, para el
mismo año 2017, la cantidad de quienes las aprobaron aumentó de manera importante en las
regiones  Central,  Huetar  Caribe  y  Huetar  Norte,  entretanto  que  se redujo  levemente  en las
regiones  Pacífico  Central  y  Brunca.  La  región  Chorotega  presenta  un  incremento  poco
significativo.

Al respecto, es de interés observar qué sucede por región en la diferencia porcentual entre la
cantidad de estudiantes que realizan las pruebas y la de quienes las aprueban. Esto con el fin de
obtener las diferencias porcentuales para cada uno de los años de referencia; es decir, identificar
la diferencia interna específica que se produce entre los años 2011 y 2017, en relación con la
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cantidad de estudiantes que realizan las pruebas y la cantidad de quienes las aprueban. Esto
permitirá apreciar  cuál  es el  grado de variación en los rendimientos escolares por región de
planificación; en qué magnitud ocurren y en qué sentido (positivo o negativo).

En la región Central, la relación proporcional entre la cantidad de estudiantes que realizaron las
pruebas y la de quienes las aprobaron en 2011 es de 59,83%; en 2017 es de 73,63% (diferencia
positiva de 13,8%). La región Chorotega presenta una tasa de 48,16% de quienes aprobaron los
exámenes en 2011, entretanto que, para 2017, esta proporción es de 62,17% (diferencia positiva
de 14,01%). En la región Pacífico Central, la relación para 2011 es de 55,71% y de 61,78% para
2017 (diferencia positiva de 6,07%). La región Brunca presenta para 2011 una tasa de 55,44% y
de 63,67% para 2017 (diferencia positiva de 8,23%). En la Huetar Caribe, la proporción es de
52,89% para el año 2011 y de 70,01% para 2017 (diferencia positiva de 17,12%). Finalmente, la
Huetar Norte registra una proporción de 37,63% para 2011 y de 61,13% para 2017, siendo esta
la región que exhibe la mayor tasa de incremento entre 2011 y 2017, con un 23,5%.

Según lo anterior, entre 2011 y 2017, las tasas de rendimiento escolar en las pruebas nacionales
de bachillerato mejoraron en todas las regiones, registrándose en la mayoría de ellas diferencias
positivas importantes. Las desigualdades observables entre las distintas regiones indican que, en
general, siendo la Pacífico Central y la Brunca las que presentan las menores tasas de mejora,
existen  desigualdades  claras  distribuidas  y  focalizadas  territorialmente.  En  tal  sentido,  es
importante referir aquí la indicación hecha por el Foro Mundial sobre la Educación (2015), en el
sentido de que no es suficiente, e incluso representa un riesgo para los sistemas educativos,
“concentrarse en el acceso a la educación, sin prestar la debida atención a determinar si los
alumnos están aprendiendo y adquiriendo competencias pertinentes una vez que ya asisten a la
escuela.” (p. 25). En relación con las desigualdades territoriales y de otra índole, se señala:

[…]  se  deberán  aplicar  políticas  para  corregir  los  desequilibrios  en  cuanto  a  las
oportunidades y los resultados del aprendizaje entre las regiones, los hogares, los grupos
étnicos o socioeconómicos y, sobre todo, entre las distintas escuelas y aulas de clase.
Para hacer frente a la desigualdad y velar por la inclusión, tanto en la oferta educativa
como en los resultados de la educación de calidad, es indispensable comprender más a
fondo la enseñanza y el aprendizaje en un entorno de aprendizaje determinado. (Foro
Mundial sobre la Educación, 2015, p. 36/37).

Entornos de aprendizaje determinados. A fin de proveer educación de calidad y pertinente, la
oferta  educativa  ha  de  ser  contextualizada,  sobre  todo  a  escala  sociocultural  y  de  las
particularidades económico/productivas que caracterizan a las diferentes regiones y territorios.
En  Costa  Rica,  las  pruebas  nacionales  de  bachillerato  son  estandarizadas.  No  toman  en
consideración las especificidades socioculturales existentes en cada región. Esto puede estar
provocando  las  diferencias  de  rendimiento  y,  además,  generando  desigualdades  de  logro
académico que, a la postre, derivarán en otras diversas desigualdades que limitan y obstaculizan
la creación de condiciones y capacidades para el logro de la inclusión, la equidad y la mejora del
bienestar social de la población en las distintas regiones del país.

Las anteriores estadísticas sobre los resultados en las pruebas nacionales de bachillerato indican
la  existencia  de  una  situación  a  la  que  las  autoridades  educativas  deben  prestar  especial
atención, si en realidad se desea cumplir con los objetivos establecidos en la política educativa,
relacionados con asegurar la igualdad de oportunidades y una educación de calidad para todas
las  poblaciones  estudiantiles.  Será  preciso  prestar  atención  a  la  pertinencia  de  la  oferta
educativa,  la  calidad  de  la  docencia  y  a  una  adecuada  dotación  de  recursos
pedagógico/didácticos.



39

VI.2.5. Exclusión intra-anual

La  exclusión  intra-anual  es  otro  de  los  indicadores  utilizados  con  carácter  de  indicador
fundamental por parte de las instituciones y entidades dedicadas a elaborar registros estadísticos
sobre la educación. Este indicador se basa en la comparación entre la matrícula inicial y la final
de cada año lectivo, para establecer la cantidad de estudiantes que se retiran de las aulas y no
alcanzan a terminar el año. Esta es una situación que se produce, sobre todo, durante el período
de vacaciones de medio año, cuando hay estudiantes que ya no regresan al centro educativo
para continuar hasta terminar el año lectivo.

Tabla 8: Tasas de exclusión intra-anual por regiones de planificación, años 2011 y 2017

Primaria (%) Secundaria (%)
2011 2017 2011 2017

Central 1,77 0,46 9,04 5,71
Chorotega 2,8 0,27 13,17 8,05
Pacífico Central 4,0 1,1 12,86 9,43
Brunca 3,33 0,43 13,86 11,36
Huetar Caribe 5,1 1,26 13,16 8,53
Huetar Norte 3,73 1,23 15,43 8,26

Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Gráfico 4: Tasas de exclusión intra-anual por regiones de planificación, años 2011 y 2017
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

De la  misma manera  que  sucede  con  la  repitencia,  en  el  período  2011/2017,  las  tasas  de
exclusión intra-anual disminuyen en todas las regiones de planificación, exhibiendo la secundaria
en todas ellas  valores muy superiores  a  los  de la  primaria.  La disminución  en las  tasas de
exclusión para la primaria alcanza a ser muy significativa en todas las regiones, siendo la Huetar
Caribe la que presenta la mayor disminución (3,84%), seguida por la Pacífico Central (2,9%) y la
Brunca (2,9%). La región Huetar Caribe, aún cuando muestra la mayor tasa de reducción, no
obstante,  continúa  siendo  la  que  mantiene  la  tasa  más  alta  de  exclusión  intra-anual  en  la
primaria.
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En el caso de la secundaria, la reducción en la tasa de la exclusión intra-anual también acontece
en todas las regiones de planificación, pero es una reducción muy inferior a la que se registra en
la primaria. La región que logra la mayor tasa de reducción es la Huetar Norte (7,17%), que
representa casi la mitad de la tasa que registraba en 2011. La de menor reducción es la Brunca,
con apenas 2,5%. Esta misma región es la que a 2017 exhibe la tasa más alta de exclusión
(11,36%), seguida por la Pacífico Central (9,43%) y la Huetar Caribe (8,53%).

La exclusión, igual que acontece con todo indicador educativo, es resultado de muy diversos
factores. Se le asocia con situaciones de “ingreso tardío y rezago” (UNESCO, 2015), sobre edad,
bajo rendimiento académico y con limitaciones socioeconómicas,  pero también está asociada
con baja calidad de la docencia,  carencia de recursos didácticos e infraestructura escolar en
malas condiciones.

De conformidad con las cifras anteriores, la exclusión en Costa Rica es uno de los problemas
más  serios  que  afectan  el  desempeño  del  sistema  educativo  para  garantizar  y  asegurar  la
equidad, la inclusión y la igualdad de oportunidades en la educación. Lo mismo que la repitencia,
la  exclusión es factor  de desigualdad actual  (presente) y potencial  (futura).  Por su parte,  de
conformidad con lo que expresan las estadísticas, los programas que han sido creados durante
los últimos años con la  finalidad de atender y  dar  apoyo a los sectores de estudiantes que
afrontan dificultades para acceder y mantenerse en el sistema educativo -como Avancemos o
“Yo me apunto”,  por ejemplo- no parecen haber llegado todavía a generar las repercusiones
afirmativas que de ellos se espera.

VI.2.6. Índice de oportunidades educativas (IOE)

Trejos y Murillo  (2012)  enuncian cuatro diferentes puntos de partida con base en los cuales
puede ser entendido y asumido el principio de igualdad de oportunidades en la educación: a)
igualdad en el acceso, b) igualdad de trato o medios de aprendizaje, c) igualdad de logro o éxito
académico, d) igualdad en la realización social de los logros educativos o resultados.

Con base en estos  cuatro criterios  se  precisa  la  naturaleza  y  dimensiones  del  concepto  de
igualdad de oportunidades en la educación. Se entiende que la igualdad de oportunidades en la
educación, más allá de la dimensión cuantitativa que implican los aspectos de la cobertura, el
acceso,  la  permanencia  y  la  conclusión  de  las  trayectorias  escolares,  involucra  de  manera
especial  la  dimensión  cualitativa  de  la  calidad  de  los  rendimientos  académicos,  que  son
precisamente  los  que  posibilitan  el  desarrollo  de  las  capacidades  necesarias  para  que  las
personas,  las  familias  y  las  comunidades  puedan  superar  las  situaciones  de exclusión  y  de
inequidad con una proyección de alcance estructural, desde una perspectiva de mejora presente
y futura de las condiciones del bienestar social. El desarrollo de estas capacidades básicas es lo
que posibilita a las personas “integrarse efectivamente, compartir valores y creencias y participar
productivamente en la actividad económica y beneficiarse de sus frutos.” (Trejos y Murillo, 2012,
p. 6).

[…]  se  deberán  aplicar  políticas  para  corregir  los  desequilibrios  en  cuanto  a  las
oportunidades y los resultados del aprendizaje entre las regiones, los hogares, los grupos
étnicos o socioeconómicos y, sobre todo, entre las distintas escuelas y aulas de clase.
Para hacer frente a la desigualdad y velar por la inclusión, tanto en la oferta educativa
como en los resultados de la educación de calidad, es indispensable comprender más a
fondo la enseñanza y el aprendizaje en un entorno de aprendizaje determinado. (Foro
Mundial sobre la Educación, 2015, p. 37).
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El índice de oportunidades educativas (IOE) es un indicador utilizado por el Programa Estado de
la Nación, el cual “refleja la proporción de niños y niñas que logran completar el último año de su
etapa escolar en condiciones de igualdad según las circunstancias socialmente establecidas y
observables.” (Programa Estado de la Nación, 2019, p. 86). El indicador se representa por medio
de estimaciones porcentuales, tal como se muestra en la tabla 9.

Tabla 9: Índice de oportunidades educativas en primaria, secundaria básica y secundaria
superior

por regiones de planificación administrativa, años 2011 y 2017
Primaria Secundaria básica Secundaria superior

2011 2017 2011 2017 2011 2017
Central 68,0 70,4 41,3 44,3 41,2 45,2
Chorotega 64,2 59,4 33,9 57,9 32,1 44,8
Pacífico 
Central

57,9 62,2 37,5 38,0 28,1 31,1

Brunca 59,9 68,7 36,4 46,7 29,8 34,3
Huetar 
Caribe

60,5 66,5 31,4
38,5 23,7

30,8

Huetar Norte 61,2 57,3 30,8 34,8 24,2 32,0
Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  Compendio  Estadístico  de

Educación 2017, Programa Estado de la Nación.

Gráfico 5: Índice de oportunidades educativas en primaria, secundaria básica y secundaria
superior

por regiones de planificación administrativa, años 2011 y 2017
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  Compendio  Estadístico  de
Educación 2017, Programa Estado de la Nación.

En general, según estas estadísticas, entre los años 2011 y 2017, el IOE se incrementó en todas
las regiones de planificación. No obstante, en el nivel de la primaria, el índice disminuye en las
regiones Chorotega y Huetar Norte.  El mayor incremento en la primaria lo registra la  región
Brunca, seguida por la Huetar Caribe. La Central es la región que presenta en este nivel las
mayores tasas durante los dos años de referencia. En todas las regiones, puede decirse que el
IOE es bajo en el nivel de la primaria, en la medida que únicamente en la región Central logra
alcanzar el 70% al año 2017. Esta situación confirma con claridad la existencia de desigualdades
importantes, tanto en la relación entre las regiones como al interior de cada una de ellas. El
Programa  Estado  de  la  Nación  (2017)  indica  que,  a  escala  nacional,  “solo  el  68% de  las
oportunidades educativas para culminar sexto grado se distribuyen de manera equitativa.” (p.
143).
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En la secundaria, el incremento de las tasas del IOE es generalizado en todas las regiones de
planificación, aunque con variaciones importantes entre ellas. También las tasas son menores
que en la primaria. En la Pacífico Central, región que, como ya se ha visto en relación con otros
indicadores, es la que por lo general presenta las condiciones más deficitarias, la tasa de IOE se
mantiene prácticamente la misma en el nivel de la secundaria básica, con un incremento de 3%
en la secundaria superior. Las regiones que entre 2011 y 2017 registran las mayores diferencias
positivas son la Chorotega, con 24% en secundaria básica y un 12,7% en secundaria superior,
para un promedio general positivo de 18,35%. A la Chorotega le sigue la región Brunca, con un
incremento de 10,3% en la secundaria básica y de 4,5% en la secundaria superior. En tercer
lugar, se sitúa la Huetar Caribe, que registra un incremento de 7,1% en la secundaria básica y de
7,1% en la secundaria superior; una mejora global muy similar a la de la región Chorotega. 

Sin  embargo,  aun  cuando  en  el  nivel  de  la  secundaria,  la  mayoría  de  las  regiones  hayan
experimentado mejoras en este indicador, las tasas continúan siendo bajas y, en regiones como
la Huetar Caribe y la Huetar Norte, a 2017, no se alcanza todavía a contar con las tasas que, por
ejemplo, la región Central exhibía ya para el año 2011. Esto pone de relieve la prevalencia de
significativas  desigualdades  entre  las  regiones,  las  cuales,  obviamente,  repercuten  en
desigualdades y rezagos de orden socioeconómico y de bienestar social.

Teniendo en cuenta que el IOE, un indicador complejo, con mayores implicaciones que en el
caso  de  otros  indicadores,  tiene  relación  con  el  desarrollo  de  las  capacidades  (cognitivas,
tecnológicas, productivas, culturales, de saber, hacer y ser) que las personas y las comunidades
requieren para hacer frente a las situaciones de desigualdad y para avanzar en la reducción de
los factores que las provocan, es importante situar los datos anteriores en el contexto de algunos
indicadores socioeconómicos. Más allá de la evidencia de la desigualdad lineal que registran los
indicadores  específicamente  educativos,  es  importante  indagar  también  cuál  es  la  situación
existente en relación con la desigualdad social estructural y multidimensional.

VI.2.7. Ingresos de los hogares

Uno de los indicadores socioeconómicos más importantes es el de los ingresos de los hogares.
La posibilidad de acceder a la educación y llevar a cabo trayectorias escolares satisfactorias
depende en alta medida de la disponibilidad adecuada de ingresos por parte de las familias. Este
indicador está constituido por varios rubros distintos: trabajo (asalariado y autónomo), renta de la
propiedad, subsidios estatales y becas, otras transferencias. (Instituto Nacional de Estadística y
Censos, 2018e). En la presente ocasión, se toma como referencia el ingreso total de los hogares,
el  ingreso por  trabajo  asalariado  y los  ingresos por  subsidios  estatales  y  becas.  Se utilizan
únicamente los datos para 2018, debido a que el INEC hizo modificaciones a los indicadores en
2017, las cuales no permiten elaborar un análisis comparativo como los realizados en lo que
antecede para los indicadores educativos.

Tabla 10: Ingresos de los hogares (totales, por salario y por subsidios estatales y becas), según
zonas y regiones de planificación.
Zona y región 
de 
planificación

Ingreso total Ingreso por salario
Subsidios estatales y

becas
2018 2018 2018

Zona urbana 1.124.817 792.138 18.444
Zona rural 425.672 273.323 11.985

Central 1.197.541 773.054 15.060
Chorotega 815.270 515.838 24.685
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Pacífico Central 804.126 459.879 25.788
Brunca 647.507 385.138 32.624
Huetar Atlántica 702.329 482.114 21.660
Huetar Norte 691.068 451.260 25.788

Fuente:  Elaboración  propia  con base en estadísticas  del  documento  Ingresos de los
hogares, del Instituto Nacional de Estadística y Censos.

Gráfico 6: Ingresos de los hogares (totales, por salario y por subsidios estatales y becas), según
zonas y regiones de planificación.
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Estos  datos  de ingresos totales  promedio  de los  hogares,  igual  que  sucede  con los  de los
indicadores educativos,  muestran la existencia de desigualdades importantes entre las zonas
rural y urbana, así como entre las distintas regiones de planificación. Según se puede observar,
los ingresos totales y los ingresos por concepto de salario son significativamente menores en la
zona rural respecto de la urbana: 37,84% menos en el caso de los ingresos totales y 34,50% en
el de los ingresos por salario. Por su parte, los ingresos por subsidios estatales y becas son 35%
menores en la zona rural respecto de la urbana. Este dato es importante, ya que muestra la
existencia  de,  al  menos,  problemas de gestión  en la  distribución  de recursos que realiza  el
Estado por medio de los programas de la asistencia social. La consecuencia de esta situación es
no solo la prevalencia de las desigualdades, sino también su agudización, en la medida que la
desasistencia  del  Estado  viene  a  representar  una  barrera  para  que  las  comunidades  y  las
poblaciones  puedan  desarrollar  las  capacidades  locales  que les  permita  afrontar  de manera
positiva las condiciones de desigualdad que les limitan e impiden el acceso al bienestar social y
al logro de una vida digna.

Por  regiones  de  planificación,  las  proporciones  internas  de  distribución  en  la  relación  entre
ingresos totales e ingresos por salario y por subsidios estatales y becas son variables. En la
Central, el ingreso por salario representa el 64,55% de los ingresos totales de los hogares y el
ingreso por subsidios estatales y becas es de 1,25%. En la región Chorotega, estas relaciones
porcentuales son de 63,27% y de 3,02%, respectivamente. En la región Pacífico Central, que
presenta la menor tasa de ingresos por salario con respecto a la de los ingresos totales de los
hogares,  la  relación  es  de  57,18%  y  de  3,20%.  La  Brunca,  que  registra  con  los  menores
promedios en los ingresos totales y en los ingresos por salario, exhibe una relación de 59,48%
para el promedio de los ingresos por salario y de 5,03% para el de los ingresos por subsidios
estatales y becas; esta es la región que presenta la mayor tasa en este último rubro de ingresos.
En  la  Huetar  Atlántica,  las  proporciones  son,  respectivamente,  de  68,64%  y  de  3,08%.
Finalmente, la región Huetar Norte presenta una proporción de 65,29% para los ingresos por
salario y de 3,73% para los ingresos por susidios estatales y becas.
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Teniendo en cuenta estos datos y su relación con las desigualdades entre zonas rural y urbana,
cabe inferir que, en el caso de los recursos públicos destinados a los programas de la asistencia
social, su distribución pareciera estar concentrada principalmente en las poblaciones urbanas de
las diferentes regiones de planificación. asimismo, También cabe inferir una desigual calidad de
la oferta educativa, poco pertinente e indiferente a las necesidades y aspiraciones educativas de
las poblaciones rurales y costeras, así como una deficiente cobertura y poca eficiencia de los
programas sociales destinados al campo de la educación.

Las cifras expuestas muestran la existencia de desigualdades que pueden ser calificadas como
de naturaleza  compleja  y  estructural.  Son  desigualdades  que  afectan  de  manera  diversa  el
acceso y la permanencia en la educación para las poblaciones y comunidades en las que, en
particular, las condiciones de los ingresos y la existencia de capacidades para el desarrollo de
actividades productivas que contribuyan al logro del bienestar están claramente en desventaja;
de manera especial, afectan a las poblaciones y comunidades de la zona rural y de las regiones
costeras.

Además de ello, también es posible inferir la existencia de una fuerte desigualdad al interior de
dichas poblaciones y comunidades, generada, precisamente, por las formas de acceso al empleo
y  a  las  actividades  productivas,  Estas  son  estables  y  económicamente  satisfactorias  para
algunos pequeños sectores,  entretanto que son frágiles,  inciertas y mal  retribuidas  para una
mayoría de las  personas y los hogares.  Se trata de situaciones que generan repercusiones
negativas  a  mediano  y  largo  plazo  y  que,  por  consiguiente,  intensifican  las  tendencias  a
incrementos  cada  vez  mayores  en  materia  de  desigualdad  social  estructural,  inequidad  y
exclusión. 

VI.2.8. Coeficiente de Gini

En  lo  que  respecta  a  las  desigualdades  sociales  internas  en  las  diferentes  regiones  de
planificación, las anteriores consideraciones pueden ser complementadas con las puntuaciones
que registra el coeficiente de Gini (CG), el cual consiste en un indicador que sirve:
 

[…]  para  medir  la  desigualdad  del  ingreso  de  los  hogares  en  una  sociedad.  Adopta
valores que oscilan entre cero y uno; cuando su valor se acerca a uno muestra que existe
una mayor concentración, en tanto una reducción indica que los ingresos de los hogares
se distribuyen de una manera más uniforme. (Instituto Nacional de Estadística y Censos,
2018b, p. 13).

Gráfico 7: Coeficiente de Gini nacional y por regiones de planificación administrativa, años 2011
y 2018
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Fuente:  Elaboración propia  con base en estadísticas de los  documentos  Costa  Rica:
Principales características de los hogares y de las personas por quintil de ingreso per cápita del
hogar según región de planificación,  julio 2018 y  Costa Rica:  Principales características de los
hogares  y  de  las  personas  por  quintil  de  ingreso  per  cápita  del  hogar  según  región  de
planificación, julio 2011, del Instituto Nacional de Estadística y Censos.

En general,  Costa Rica registra un coeficiente de Gini que le ubica entre los países con los
niveles  más  elevados  de  desigualdad  en  el  mundo;  una  desigualdad  que,  además,  según
registros del Banco Mundial (2019), presenta en la actualidad una tendencia al incremento. Esta
situación la corrobora la información contenida en el gráfico anterior, según la cual,  a escala
nacional, el coeficiente pasó de 0,503 en 2010 a 0,511 en 2018.

Por regiones de planificación,  la tendencia del coeficiente de Gini es bastante irregular y las
regiones que presentan las puntuaciones más elevadas son, de mayor a menor, la Brunca, la
Chorotega y la Pacífico Central. Estas regiones son, por tanto, las que cuentan con las mayores
desigualdades  sociales  internas  en  el  país.  Las  regiones  Chorotega  y  Brunca  registran
reducciones del CG en el período de 2010 a 2018, de igual manera que sucede con las regiones
Huetar Caribe y Huetar Norte. Esta última región es la que exhibe la mayor reducción del CG
para el  período de referencia.  La región Brunca,  que también ve reducida su puntuación de
desigualdad durante  el  período de referencia,  no obstante,  es la  que mantiene los  mayores
valores de desigualdad social durante el período de referencia.

De  conformidad  con  las  anteriores  puntuaciones,  cabe  decir  que  la  desigualdad  social  y  la
inequidad en Costa Rica están distribuidas en proporciones más o menos variables por todo el
territorio nacional, además de que están presentes por igual en las zonas urbanas que en las
rurales  y  costeras.  Tanto  en  contextos  donde  se  concentran  las  actividades
económico/productivas de mayor dinamismo (industriales, de servicios, comerciales, turísticas,
ubicadas, sobre todo, en las principales ciudades de la región Central), como en las zonas rural y
costera, donde la estructura económica y productiva es más de índole agropecuaria o pesquera,
en todas las localidades del territorio nacional, las desigualdades son parte distintiva del paisaje
social y de la realidad socioeconómica cotidiana.

Puede observarse también que, en su caso, la región Central, que en los indicadores educativos
muestra  por  lo  general  las  mejores  posiciones,  en  el  coeficiente  de  Gini  es  la  que  más
incrementa el valor de la desigualdad entre 2010 y 2018, seguida con una puntuación menor por
la  región  Pacífico  Central.  Esto  indica  que,  entre  los  valores  obtenidos  en  los  indicadores
educativos  y  los  niveles  de  desigualdad  social  interna existentes,  no existe  una relación  de
correspondencia biunívoca. Esta es una situación que induce a inferir que no necesariamente
contar con mejores resultados en la educación se traduce en repercusiones afirmativas respecto
de  la  reducción  de  las  desigualdades  sociales.  La  desigualdad  lineal  que  los  indicadores
educativos  permiten  observar  se  transforma  en  desigualdad  multidimensional  y  estructural
cuando estos indicadores son colocados en el contexto de las condiciones socioeconómicas de
desigualdad, inequidad y exclusión que se han desarrollado y están ancladas en las diferentes
regiones de planificación.  

Tal como se dice con frecuencia en los documentos de la política educativa nacional y también
por parte de organismos multilaterales como la UNESCO, la educación es un pilar fundamental
para la construcción y el desarrollo de capacidades que permitan a las personas mejorar las
condiciones para el logro del bienestar social y poder tener una vida digna. En la óptica del Foro
Mundial sobre la Educación (2015):
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La función del Estado es crucial en cuanto a la regulación de normas, la mejora de la
calidad y la reducción de las disparidades entre las regiones, comunidades y escuelas.
Los  gobiernos  deberán,  cuando  resulte  apropiado,  enmarcar  el  planeamiento  de  la
educación en la reducción de la pobreza,  las estrategias de desarrollo sostenible y la
respuesta  humanitaria,  garantizando  a  su  vez  que  las  políticas  sean  acordes  a  las
obligaciones jurídicas de los gobiernos de respetar, proteger y hacer realidad el derecho a
la educación. (p. 57).

Cabe decir que, no obstante, en sí y por sí misma, la educación todavía no es suficiente. Las
políticas  educativas  y  los  programas  de  apoyo  financiero  para  asegurar  la  calidad  de  la
educación y la igualdad de oportunidades requieren estar articuladas en políticas multisectoriales
y en un marco general de Proyecto País.

VI.2.9. Financiación

Uno de los indicadores que el Foro Mundial sobre la Educación enuncia como de importancia
especial es el de la financiación estatal de la educación, cuya magnitud es expresión del grado
de compromiso que el Estado adopta y pone en práctica en este campo. El Foro (2015) señala
que, en su relación con las condiciones de pobreza y la carencia de oportunidades de acceso a
la educación por razones económicas, la financiación estatal de la educación puede servir para
“reducir la disparidad en materia de ingresos, y muchos programas educativos han encontrado
maneras innovadoras de ayudar a las familias y los alumnos a superar los obstáculos financieros
que impiden el acceso a la educación.” (p. 44). Es decir, el Foro entiende la financiación como
una acción estratégica vinculada al derecho a la educación y a la reducción de la inequidad y la
injusticia  social.  En  su  perspectiva,  por  consiguiente,  resulta  necesario  establecer  “un  claro
compromiso  de  los  gobiernos  de  proveer  una  financiación  equitativa  que  se  ajuste  a  las
prioridades,  necesidades  y capacidades  educativas  nacionales,  a  fin  de avanzar  en el  logro
progresivo del derecho a la educación.” (p. 67).

En Costa Rica, la financiación estatal de la educación registra una tasa del producto interno bruto
(PIB) superior a la recomendada por el Foro Mundial sobre la Educación (2015), que la sitúa en
un máximo del 6%. De conformidad con cifras que ofrece el  Programa Estado de la Nación
(2019), el presupuesto para educación representó en 2017 una cifra de “2,6 billones de colones
corrientes (7,9% del PIB),  lo cual representa un aumento real del 4,6% con respecto al  año
anterior” (p. 127).  Según esto, en 2017, el presupuesto estatal  para la educación,  “supera el
promedio de los últimos 17 años y es el doble, en términos reales, que la del año 2000.” (p. 127).
El incremento de la financiación para el sistema educativo ha sido, durante los últimos años, una
política de Estado en Costa Rica,  igual  que lo son las propias políticas educativas, tal como
quedó promulgado en la Política Educativa hacia el Siglo XXI de 1994.

No  obstante,  la  ampliación  de  la  dotación  presupuestaria  realizada  no  parece  haber  sido
distribuida de manera equitativa entre los diferentes centros educativos del país. Mientras que,
por ejemplo, existen centros educativos que exhiben una infraestructura óptima y que cuentan
con  una adecuada  disposición  de recursos didácticos  y  servicios,  hay  otros  en los  que,  en
cambio,  las  condiciones  existentes  representan  un claro  obstáculo  para  el  desarrollo  de  los
procesos educativos:  infraestructura  en mal  estado,  deficiencia  y  carencia  de servicios  y  de
recursos didácticos, baja calidad de la docencia, entre los aspectos más relevantes. Ha habido
casos, incluso, de centros educativos que han debido ser cerrados por orden del Ministerio de
Salud  (Araya,  2019),  a causa de que las  pésimas condiciones de infraestructura en que se
encuentran constituyen un riesgo evidente para la población estudiantil y para quienes tienen a
su cargo las labores de la docencia y de la gestión administrativa.
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En su Séptimo Informe Estado de la Educación, el Programa Estado de la Nación (2019) registra
insuficiencias de infraestructura para dar cobertura y acceso a la educación en el nivel  de la
preescolar, sobre todo en el ciclo de Interactivo II. Esta situación también se presenta en una
proporción  importante  de  los  centros  educativos  de  primaria,  sobre  todo  en  el  caso  de  las
escuelas  unidocentes,  las  cuales  representan  alrededor  del  40%  del  total  de  los  centros
educativos  en  este  nivel  y  que  operan  en  condiciones  de  “graves  carencias  de  recursos  e
infraestructura.” (p. 79). En la secundaria, sin embargo, el panorama pareciera ser relativamente
distinto.  El  crecimiento  del  presupuesto  para  la  educación  ha  incidido  para  que,  en  años
recientes,  se  crearan  nuevos  centros  educativos  en  la  modalidad  de  educación  técnica,
posibilitando  con  ello  la  generación  de  condiciones  para  la  retención  y  el  incremento  de  la
matrícula en esta modalidad de la educación secundaria, que ahora también ha sido extendida a
la  modalidad  nocturna  con  la  finalidad  de  propiciar  opciones  de  formación  a  la  población
estudiantil  que  afronta  dificultades  para  asistir  a  los  centros  educativos  diurnos.  (Programa
Estado de la Nación, 2019).

VI.2.10. Programas de apoyo a la población estudiantil en situación de desigualdad

En  relación  con  los  programas  de  apoyo  dirigidos  a  facilitar  condiciones  de  acceso  y
permanencia en el sistema educativo a estudiantes de hogares pobres y en situación de pobreza
extrema, el Foro Mundial sobre la Educación (2015) señala lo siguiente:

La pobreza debe seguir siendo una cuestión prioritaria, ya que es aún la mayor barrera a
la inclusión en todos los niveles y  en todas las regiones del  mundo.  La inversión en
educación  puede  reducir  la  disparidad  en  materia  de  ingresos,  y  muchos  programas
educativos han encontrado maneras innovadoras de ayudar a las familias y los alumnos a
superar los obstáculos financieros que impiden el acceso a la educación. Es necesario
invertir en dichos enfoques y ampliarlos. (p. 44).

El sistema educativo costarricense cuenta con cuatro programas básicos de apoyo económico y
de servicios para la población estudiantil del país en condición de pobreza, inequidad, exclusión
y  desigualdad  social:  Programa  de  Alimentación  y  Nutrición  del  Escolar  y  el  Adolescente
(PANEA),  Programa  de  Transporte  Estudiantil  (PTE),  Fondo  Nacional  de  Becas  (FONABE),
Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas Avancemos. Según refiere el Programa
Estado  de  la  Nación  (2019),  el  crecimiento  de  la  financiación  estatal  para  la  educación  ha
significado  la  ampliación  de  la  cobertura  de  los  programas  de  apoyo,  sobre  todo  hacia  la
población  estudiantil  y  los  hogares  en  situación  de  pobreza  y  de  pobreza  extrema.  Esta
ampliación de cobertura ha dado como resultado un mayor apoyo a estudiantes en condición de
pobreza extrema en los diferentes niveles y modalidades del sistema educativo, sobre todo en la
secundaria.

VI.2.10.1 Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y el Adolescente (PANEA)

En  el  Marco de Acción  para  la  realización  del  Objetivo  de  Desarrollo  Sostenible  4,  el  Foro
Mundial sobre la Educación (2015) subraya la necesidad de que, en aras de hacer frente a la
exclusión y de asegurar la inclusión, la equidad y la igualdad de oportunidades en la cobertura y
el  acceso  a  la  educación,  los  países  deben  destinar  recursos  para  ofrecer  servicios  de
alimentación y de “nutrición y salud” (p. 32) a sus respectivas poblaciones estudiantiles, sobre
todo a las que se encuentran en condiciones de pobreza y de y de vulnerabilidad social. Esta
indicación aparece también planteada por  el  ACNUDH (2012),  como parte sustantiva  de las
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acciones que los países deben llevar a cabo para dar cumplimiento al derecho humano a la
educación. 

El Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y el Adolescente (PANEA) es uno de
los dos programas de servicios a la población estudiantil con que cuenta el MEP, junto con el de
Transporte  Estudiantil.  Ambos  programas  están  a  cargo  de  la  Dirección  de  Programas  de
Equidad (DPE) del MEP, creada en 2007 mediante Decreto Ejecutivo 34075-MEP. El PANEA es
el programa más antiguo de todos y su fecha de inicio la data el MEP para el año 1950. El
programa es dotado con recursos por primera vez en el año 1974, por medio de la Ley No. 5662,
que dio pie a la creación del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (FODESAF).
(Muñoz,  2019.  El  PANEA  opera  como  un  programa  social  focalizado  y  su  población  meta
prioritaria está constituida por:

-Los estudiantes provenientes de familias con un ingreso económico bajo (…).
-Los  estudiantes  con  problemas  en  su  estado  nutricional,  tales  como  desnutrición,
sobrepeso u obesidad, anemia u otras deficiencias.
-Los estudiantes con sospecha de riesgo psicosocial, tal como problemas de violencia,
adicciones y abuso. (Ministerio de Educación Pública, s. f., p. 4).

Según refiere el Programa Estado de la Nación (2017), entre los “programas de equidad” del
MEP, el PANEA es el que tiene un enfoque más “universalista, al menos en primaria”. (p. 232). Al
año 2016, este programa presentaba un alcance de cobertura del 75% de la población estudiantil
matriculada en la “educación general básica tradicional.” (p. 232). En el nivel de la secundaria, la
cobertura es menor y se rige por criterios de mayor selectividad, con un alcance de 51% para el
año 2015. (Programa Estado de la Nación, 2017). En términos de participación del PANEA en los
presupuestos estatales destinados a los programas sociales en educación, en el año 2015, este
programa contó con el 37% del total de la dotación de recursos destinada a dichos programas.
(Programa Estado de la Nación, 2017).

La Contraloría General de la República (2018), por su parte, informa que, a noviembre de 2018,
el PANEA ejecutó un presupuesto por ¢98.183,23 millones, con lo cual se dio cobertura universal
a la población estudiantil matriculada en primaria y preescolar y a más del 90% de estudiantes en
la  modalidad  de enseñanza  especial,  así  como a  alrededor  del  80% de  estudiantes  en las
modalidades académica y técnica de la educación secundaria. Entre 2014 y 2018, el PANEA
incrementó su cobertura de manera constante en relación con la matrícula estudiantil registrada
en el sistema educativo nacional para dichos años. (Contraloría General de la República, 2018).

Según informa el Programa Estado de la Nación (2017), la orientación universalista del PANEA
presenta una cobertura que se amplía conforme “más rural y alejado de la región Central sea el
lugar  de residencia  del  estudiante.”  (p.  233).  En la  región Central,  altamente urbanizada,  se
concentra aproximadamente el 60% de la población del país y existe en ella una mayor y mejor
red de servicios (públicos y privados). Los centros educativos, debido a la densidad de población,
tienden a estar a más corta distancia del lugar de residencia, además de que se cuenta con
servicios de transporte público que operan prácticamente de manera continua. Los servicios de
alimentación que proporciona el PANEA son, por estas particulares razones, más necesarios en
las regiones rurales y costeras, donde el traslado a los centros educativos involucra mayores
distancias y, por su parte, las condiciones socioeconómicas de los hogares tienden a ser más
desfavorables que en la  región Central.  No obstante,  en una región como la Huetar Caribe,
según informa el Programa Estado de la Nación (2017), la provisión de la oferta de este servicio
es precaria e insuficiente.
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El PANEA es un programa que ha venido siendo dotado con recursos cada vez mayores durante
los últimos años. No obstante, según refiere la Contraloría General de la República (2018), al
evaluar la gestión y el desempeño de la DPE del MEP, esta instancia no presenta los resultados
más satisfactorios. En evaluación realizada por la Contraloría en 2018, se indica que, en materia
de gestión y de desempeño, la DPE solo logró obtener “una calificación de 43,82 puntos de 100
puntos  posibles.”  (p.  4).  Esta  puntuación  coloca  a  la  DPE  como  una  de  las  dependencias
ministeriales de más baja eficiencia y eficacia en el desempeño de sus funciones, situación que,
lógicamente, incide de manera negativa en el cumplimiento de los correspondientes objetivos y
metas. Una deficiente gestión del programa mengua el impacto positivo que se puede tener con
la prestación de los servicios y dificulta el adecuado aprovechamiento de estos por parte de las
poblaciones meta a las que están dirigidos. 

VI.2.10.2. Programa de Transporte Estudiantil

De igual manera que el PANEA, el Programa de Transporte Estudiantil  (PTE) se encuentra a
cargo  de  la  DPE  del  MEP.  En  búsqueda  realizada  por  internet  en  páginas  de  distintas
instituciones, no fue posible hallar registros acerca de la fecha de creación de este programa,
aunque sí se puede decir que es uno de los más antiguos que existen en el país. El PTE es un
programa que está dirigido principalmente a estudiantes de secundaria y de zonas rurales. En la
actualidad:

[…] ofrece diferentes modalidades para prestar el servicio de transporte, entre ellas, la
contratación de rutas adjudicadas y mediante la concesión de subsidios individualizados
por medio de transferencia de dineros que realiza el MEP a las Juntas Administrativas o
Juntas de Educación de los centros educativos. (Contraloría General de la República,
2018, p. 12/13).

La  cobertura  del  programa  se  ha  ampliado  durante  los  últimos  años,  al  pasar  de  89.042
estudiantes en 2012 (Ministerio de Educación Pública,  2015) a 150.452 en 2018 (Contraloría
General de la República, 2018). En términos presupuestarios, el PTE presenta un incremento de
43,7%  entre  los  años  2014  y  2018.  (Contraloría  General  de  la  República,  2018).  En  la
distribución de la cobertura por provincias, las que concentran la mayor proporción son Alajuela
(27,6%), Puntarenas (18,9%) y San José (15,0%). Por regiones de planificación administrativa,
cabe inferir que, con base en los datos registrados por la Contraloría (2018), la región Central es
la que presenta la mayor proporción de cobertura, con más del 35% del total. Una distribución
que,  naturalmente,  se  puede  explicar  por  el  hecho  de  ser  la  región  Central  donde  está
concentrada más de la mitad de la población del país.

Con todo, pese a la inversión y los esfuerzos realizados para fortalecer y ampliar los servicios
que brinda el  PTE,  este programa,  al  igual  que el  PANEA,  también registra  deficiencias  de
gestión.  La Contraloría  General  de la  República  (2018)  señala  como una  de  las  principales
deficiencias, la inexistencia de un modelo de tarifas para el servicio del transporte estudiantil,
situación que el MEP resuelve trasladando “la responsabilidad de ejecutar y supervisar el 91%
del servicio de transporte a las Juntas de Educación, Juntas Administrativas, centros educativos
y padres de familia.” (p. 5). 

VI.2.10.3. Fondo Nacional de Becas (Fonabe)

Con la finalidad de asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso y la permanencia en la
educación, en 1997 se creó el Fondo Nacional de Becas (Fonabe) por Ley No. 7658, modificada
en el año 2004 para dar opción también a la población inmigrante, “en el tanto que cumplan con
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ciertos  requerimientos  de migración  y  residencia  en el  país,  además de condiciones  pobres
socioeconómicas.” (Fondo Nacional de Becas, 2018, p. 3). El Fonabe está integrado en su Junta
Directiva por representantes del MEP (del cual es un órgano adscrito), la Unión Costarricense de
Cámaras de Empresas Privadas (UCCAEP), el Consejo Nacional  de Rectores (CONARE),  el
Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) y la Federación de Colegios Profesionales Universitarios.
La finalidad  principal  del  Fonabe es proporcionar  apoyo “a estudiantes  de escasos recursos
económicos (pobreza extrema, pobreza o vulnerabilidad).” (Fondo Nacional de Becas, 2018, p.
12).

El Fonabe está básicamente dirigido a la población estudiantil de primaria, aunque en pequeñas
proporciones también otorga becas a estudiantes de preescolar, secundaria y a otros sectores
estudiantiles en condiciones de pobreza, vulnerabilidad, desigualdad e inequidad. Se basa en
tres  criterios  para  seleccionar  a  la  población  beneficiaria  de  las  becas:  condición
socioeconómica, rendimiento académico y mérito personal. Con el objetivo de mejorar la gestión
de  sus  acciones  y  procesos,  el  Fonabe  ha  desarrollado  durante  los  últimos  años  diversos
sistemas informáticos orientados a agilizar los procesos de adjudicación de becas, identificar a
las personas que las necesitan y llevar a cabo el registro de información respecto de los alcances
que el programa está teniendo en el cumplimiento de sus objetivos y metas.

Según informa el Fonabe (2018), el Fondo cuenta con dos categorías de beca: por condición
socioeconómica  y  por  condiciones  especiales.  La  primera  se  adjudica  “a  estudiantes  en
condición  socioeconómica  de  escasos  recursos  económicos  y  de  vulnerabilidad  educativa,
matriculados en los niveles educativos de preescolar, primaria y post secundaria.” (p. 14). La
segunda categoría, en su lugar,  está dirigida a brindar apoyos a “estudiantes en condiciones
especiales  de  riesgo  y  exclusión  social”,  “para  Gestión  de  Riesgos  en  desastres  y/o
emergencias” (p. 13), así como por mérito personal.

De conformidad con las estadísticas que aporta el Programa Estado de la Nación (2018), entre
2011 y 2016, el Fonabe vio incrementado su presupuesto en un 9,13%, al pasar de ¢25.641,9
millones en 2011 a ¢28.220 millones en 2016. Por su parte, para el año 2019, el Fonabe (2018)
dispuso en su presupuesto ordinario  una suma por ¢54.621,4 millones para el  Programa de
Gestión de Becas, lo cual representa nominalmente un incremento de 53% con respecto a lo
registrado por el PEN para 2011.

Para el  año 2018,  la  distribución  en el  otorgamiento  de becas por  regiones de planificación
administrativa es la siguiente: Central: 49%; Chorotega: 7%; Huetar Caribe: 12%; Huetar Norte:
14%; Pacífico Central: 6%; Brunca: 12%. (Fondo Nacional de Becas, 2019). El Fonabe refiere
que,  en  el  caso de la  región  Central,  cuya participación  en la  distribución  de las  becas es
prácticamente equivalente a la suma total de la participación en conjunto de todas las demás
regiones, responde al hecho de que esta región es en la que “se registra una mayor cantidad de
cantones y distritos clasificados como de atención prioritaria en el Plan Nacional de Desarrollo.”
(p. 22). Por contraste, la región Pacífico Central, que en diversos indicadores educativos aparece
situada en las condiciones menos favorables, en el presente caso, una vez más, vuelve a ser la
que  exhibe  la  tasa  más  baja  de  participación  en  la  prestación  y  cobertura  de  este  tipo  de
servicios.

Al igual que el PANEA y el PTE, el Fonabe también presenta deficiencias de gestión. Se señalan,
por ejemplo, deficiencias en la selección de las personas para el otorgamiento de las becas,
ocasionándose con ello un “desplazamiento de personas que por su condición socioeconómica
deben recibir beca, y no la reciben porque otros que están en condición socioeconómica más
favorable  sí  gozan  del  beneficio.”  (Asamblea  Legislativa,  2019,  p.  10).  Las  medidas
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administrativas que han sido tomadas para la mejora de los diferentes procesos de gestión que
lleva a cabo el Fonabe, no han fructificado de manera tal que los servicios que brinda lleguen
efectivamente a las personas que realmente los necesitan. Esta clase de dificultades limita la
posibilidad de que el Fonabe cumpla con el objetivo fundamental de constituir un programa a
cargo de garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso y la permanencia en el sistema
educativo,  así  como  para  la  conclusión  satisfactoria  de  las  correspondientes  trayectorias
escolares.

VI.2.10.4. Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas Avancemos

Avancemos es un programa que inició operaciones con un plan piloto en 2006, para establecerse
en 2007 como una política a escala nacional. De conformidad con lo que se indica en el Proyecto
de Ley “Reforma parcial de la Ley No. 9617, Fortalecimiento de las Transferencias Monetarias
Condicionadas del Programa Avancemos, de 2 de octubre de 2018, y de la Ley No. 5662, Ley de
Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, de 23 de diciembre de 1974, y derogatoria de la Ley
No.  7658,  Creación del  Fondo Nacional  de Becas,  de 11 de febrero de 1997”,  el  Programa
Avancemos tiene por objetivo:

[…]  promover  la  permanencia  y  reinserción  en  el  sistema  educativo  formal  de
adolescentes  y  jóvenes  en  edad de  asistir  a  educación  secundaria,  pertenecientes  a
familias  en  condición  de  pobreza  y  vulnerabilidad  social  en  Costa  Rica.  Con  la
implementación de este programa se busca convertirlo en un mecanismo estratégico en
la búsqueda de universalizar la educación secundaria y romper el ciclo de la pobreza y la
exclusión social, para lo cual se requiere una intervención interinstitucional e intersectorial
coordinada y oportuna. (Asamblea Legislativa, 2019, p. 3).

Avancemos  da cobertura  de  apoyo a  estudiantes  de  diversas  modalidades  de  la  educación
secundaria: colegios diurnos y nocturnos en modalidades académica y técnica; secundaria por
suficiencia (MEP); colegio a distancia (CONED); Colegio Nacional Virtual Marco Tulio Salazar;
Centros Integrados de Educación de Adultos (CINDEA); Institutos Profesionales de Educación
Comunitaria (IPEC) y Educación Especial. (Asamblea Legislativa, 2019).

Según estadísticas del Programa Estado de la Nación (2018), el presupuesto de Avancemos
disminuyó un 9,31% entre 2011 y 2016, al pasar de ¢54.000 millones en 2011 a ¢48.970 millones
en 2016. Sin embargo, el Instituto Mixto de Ayuda Social (2019) informa que, para el año 2018, el
presupuesto  ejecutado  por  este  programa  alcanzó  la  cifra  de  ¢68.505  millones,  lo  cual
representaría un 28,51% más que la cifra registrada para 2016 por el Programa Estado de la
Nación. En la tabla # se presentan las cifras para el año 2018, relativas a la matrícula inicial y a
la  población  estudiantil  atendida,  así  como  los  montos  transferidos  por  Avancemos  en  su
distribución por regiones de planificación administrativa.

Tabla 11: Matrícula inicial y población estudiantil atendida y montos transferidos por el Programa
Avancemos, según región de planificación administrativa, año 2018

Región de
planificación

Matrícula inicial
Población estudiantil

atendida
Montos transferidos

Central 265.912 93.201 31.359.947.000
Chorotega 42.064 22.098 7.617.790.000
Pacífico Central 30.979 16.871 5.625.350.000
Brunca 43.766 28.958 10.071.090.000
Huetar Atlántica 51.214 23.031 7.700.590.000
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Huetar Norte 42.733 18.301 6.130.950.000
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Asamblea Legislativa publicados en

La  Gaceta del  10  de  mayo  de  2019  y  del  documento  Informe del  Programa Protección  y
Promoción Social  (Del 01 de enero al 31 de diciembre de 2018), del Instituto Mixto de Ayuda
Social.

Los datos expuestos en la tabla anterior tienen básicamente la finalidad de contar con un registro
que  pueda  servir  de  referencia  para  investigaciones  posteriores  que  se  realicen  sobre  este
mismo asunto. Tal como es lógico, la región Central es la que cuenta con la mayor matrícula
inicial,  seguida  por  la  Huetar  Atlántica  y  la  Brunca,  dos  regiones  bastante  extensas
territorialmente, en las que se ubica también una parte importante de la población del país. En la
tabla 12 se indican las proporciones de personas atendidas con respecto a la matrícula inicial por
regiones de planificación, de la misma manera que el promedio respectivo de las transferencias
realizadas por Avancemos.

Tabla: 12: Porcentaje de personas atendidas con respecto a la matrícula inicial y promedio de
montos transferidos por persona con respecto a la cantidad de personas apoyadas con recursos
de Avancemos, año 2018.

Región de
planificación

Porcentaje de personas
atendidas con respecto a la

matrícula inicial

Promedio de montos
transferidos por persona

Central 35,04 336.476
Chorotega 52,53 344.727
Pacífico Central 54,45 333.433
Brunca 66,16 347.782
Huetar Atlántica 44,94 334.357
Huetar Norte 42,82 335.006

Fuente:  Elaboración propia  con base en datos del  documento  Informe del  Programa
Protección y Promoción Social (Del 01 de enero al 31 de diciembre de 2018), del Instituto Mixto
de Ayuda Social.

Según indica el Programa Estado de la Nación (2017), Avancemos se ha fundamentado en una
política dirigida a brindar apoyo de manera especial a la población estudiantil de las “regiones
periféricas, zonas rurales y estratos de menores ingresos.“ (p. 235). La distribución porcentual
por  regiones  de  planificación  de  las  proporciones  de  personas  atendidas  con  respecto  a  la
matrícula inicial, según se muestra en la tabla anterior, parece confirmar lo referido por el PEN.
La región Central es la que presenta la tasa menor de personas cubiertas por los apoyos de
Avancemos,  mientras que la  Brunca es la que presenta la  tasa mayor,  casi  el  doble que la
Central. La Pacífico Central, recurrente en registrar con las menores proporciones en indicadores
anteriores,  en el  presente caso se ubica en la  segunda posición,  seguida por la  Chorotega.
Llama la atención las bajas proporciones que exhiben las regiones Huetar Norte y Huetar Caribe,
dos  regiones  que  presentan  bajas  tasas  en  el  índice  de  oportunidades  educativas  y  en  el
indicador económico de ingresos de los hogares.

En materia de gestión, el programa Avancemos también presenta deficiencias. Entre ellas, se
señala la existencia de descoordinaciones en el registro e intercambio de información entre el
IMAS y el MEP, por ejemplo, en el tanto que “el IMAS tiene un registro por hogar beneficiario y el
MEP uno por  estudiante matriculado.”  (Asamblea Legislativa,  2019,  p.  10).  Esta carencia  de
armonización en la codificación de los distintos registros complica la toma de decisiones para el
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otorgamiento de las transferencias, por lo que se incurre incluso en otorgarlas a estudiantes que
ya no están en el sistema educativo.

VI.2.10.5. Otros programas

“Yo me Apunto con la educación”

Tal como ya se indicó en lo que antecede, en Costa Rica existe una importante desigualdad
entre los diferentes centros educativos. Algunos de ellos operan en condiciones que pueden ser
calificadas como óptimas, mientras que hay otros cuya situación es deficiente en muy diversos
aspectos,  sobre  todo  en el  nivel  de  la  secundaria.  Para  hacer  frente  a  esta  situación  y  en
búsqueda de desarrollar  respuestas afirmativas,  en 2015 el  MEP lanzó la estrategia “Yo me
Apunto”, con el objetivo principal de:

Implementar una estrategia oportuna e integral para que las estudiantes y los estudiantes
del III Ciclo de la Educación General Básica y la Educación Diversificada permanezcan o
se reintegren en el Sistema Educativo Público costarricense otorgándoles las condiciones
necesarias para el éxito educativo y estimulando en el país la valoración de la educación
como responsabilidad ciudadana. (Ministerio de Educación Pública, 2016, s. p.)

La  iniciativa  está  dirigida  de  manera  focalizada  a  brindar  atención  a  centros  educativos  de
secundaria ubicados en 75 distritos calificados como de “atención prioritaria”, con una cobertura
para  195  colegios  y  otras  ofertas  educativas  en  las  que  se  registran las  mayores  tasas de
exclusión a escala nacional. (Ministerio de Educación Pública, 2016). Las cifras del MEP indican
que la cantidad de colegios atendidos por “Yo me Apunto” representa el 27,7% de la totalidad de
los colegios del país y que en ellos se concentra el 44,9% de la exclusión educativa en Costa
Rica. (Ministerio de Educación Pública, 2019, p. 10).

Se trata de localidades en las que la población presenta las mayores proporciones de personas
sin haber completado la educación secundaria, además de que hay un predominio de hogares
calificados como de bajo clima educativo. Según el MEP, en Costa Rica, la probabilidad de que
estudiantes  de  hogares  con  clima  educativo  bajo  puedan  terminar  el  III  Ciclo  es  de  40%,
entretanto que la probabilidad de terminar la secundaria completa es de 28,4%. Esta es una
situación que implica graves desigualdades, en la medida que, según el MEP, quienes forman
parte de hogares con clima educativo alto, la probabilidad de terminar la secundaria completa es
en cambio de 77,5%. (Ministerio de Educación Pública, 2016).

Según refiere el Foro Mundial sobre la Educación (2015), es un requerimiento insoslayable para
los Estados y los sistemas educativos nacionales:

Velar por que las políticas educativas y los planes sectoriales, así como la preparación de 
presupuestos, garanticen los principios de no discriminación e igualdad en la educación y 
mediante la misma, y formular y aplicar estrategias específicas urgentes para grupos 
vulnerables y excluidos. (p. 45).

En 2018, “Yo me Apunto” abarcó “a una población específica de más de 115.000 estudiantes”, lo
cual representa una cobertura para “136 colegios diurnos y nocturnos y 32 centros educativos
denominados  otras  ofertas  u  oferta  no  tradicional  que  incluye  IPEC,  CINDEA,  y  sedes  del
Colegio Nacional Virtual Marco Tulio Salazar,” (Ministerio de Educación Pública, 2019, p. 10).
Dentro de las acciones llevadas a cabo y que se consideran como logros de “Yo me Apunto” está
la apertura en 2017 “de comedores en 53 de 54 colegios nocturnos del total que hay en el país,
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así  como  también  transporte  para  51  de  los  54  y  la  ampliación  de  rangos  de  edad  para
asignación de becas.” (Ministerio de Educación Pública, 2019, p. 16).

Programa “Crecemos”

El Programa “Crecemos”, creado en 2019 por decreto ejecutivo No. 41569, es una iniciativa que
viene a complementar las acciones impulsadas en el marco de “Yo me Apunto”. Entretanto que
“Yo  me  Apunto”  tiene  como  su  foco  de  atención  la  educación  secundaria,  la  finalidad  de
“Crecemos”  consiste  en asegurar  la  permanencia  en el  sistema educativo  para  la  población
estudiantil  de  preescolar  y  primaria  en condición  de pobreza.  El  programa consiste  en “una
transferencia  monetaria  destinada  a  que  las  familias  en condición  de  pobreza  garanticen  la
permanencia en el sistema educativo formal del MEP.” (Instituto Mixto de Ayuda Social, 2019, s.
p.). La coordinación del programa está a cargo del MEP, la ejecución la realiza el IMAS y el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) participa como entidad cofinanciadora.

“Crecemos” se fundamenta en el objetivo No. 4 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el cual, como ya se ha indicado
con anterioridad,  consiste  en:  “Garantizar  una educación  inclusiva,  equitativa  y  de calidad  y
promover  oportunidades  de aprendizaje  durante  toda la  vida para  todos.”  (Instituto Mixto  de
Ayuda  Social,  2019,  s.  p.).  Con  base  en  la  directriz  de  esta  orientación,  los  objetivos  del
programa son:

•Ampliar  las oportunidades de acceso y permanencia  de personas en condiciones de
pobreza en el sistema educativo.
•Contribuir a la meta de ampliar la cobertura de educación en primaria.
•Incidir en la reducción de la pobreza y la desigualdad. (Instituto Mixto de Ayuda Social,
2019, s. p.).

De  manera  puntual,  este  programa  se  ubica  en  el  centro  de  los  objetivos  de  las  políticas
educativas promulgadas en Costa Rica durante el último cuarto de siglo, en lo relativo a asegurar
la igualdad de oportunidades, ampliar la cobertura y garantizar la permanencia de la población
estudiantil en el sistema educativo nacional. El programa recién inició sus operaciones y, según
informa el IMAS, para 2019 se estima que alrededor de 192.000 estudiantes de preescolar y
primaria contarán con el apoyo de este programa. (Instituto Mixto de Ayuda Social, 2019).

En general, el sistema educativo costarricense, en el marco de los compromisos que derivan de
las declaraciones contenidas en las políticas educativas y de los objetivos planteados de manera
recurrente  desde  la  promulgación  de  la  Política  Educativa  hacia  el  Siglo  XXI de  1994,  ha
buscado  fortalecer  los  programas  de  apoyo  a  la  población  estudiantil  en  condiciones  de
desigualdad social, carencia de recursos económicos, pobreza y pobreza extrema. Se ha dado
fortalecimiento a los programas ya existentes de antiguo (PANEA y Transporte Estudiantil),  al
tiempo que se realiza una mayor inversión por medio de los presupuestos asignados al Fonabe y
a Avancemos. Sin embargo, tal como se ha visto, las evaluaciones hechas a dichos programas
indican la existencia de limitaciones importantes, sobre todo en lo que concierne a la gestión, las
estrategias de cobertura y la calidad (eficiencia,  eficacia,  pertinencia)  en la prestación de los
servicios correspondientes.

VII. Divulgación y difusión

VII.1. Artículos, productos en prensa o publicaciones
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Se elaboraron tres artículos cortos:

1. Significado de la (des)igualdad de oportunidades en la educación. Publicado en: a) Página
Web  del  OBSED/INIE  (http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-
observatorio-de-la-educacion-nacional-regional)  y  b)  Surcos  Digital
(https://surcosdigital.com/significado-de-la-desigualdad-de-oportunidades-en-la-educacion/).

2. Igualdad de oportunidades en la educación: acciones y resultados en Costa Rica. Publicado
en  la  página  Web  del  OBSED/INIE
(http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-
educacion-nacional-regional).

3. Derechos humanos, igualdad de oportunidades, inclusión y equidad en educación. Publicado
en:  a)  Página  Web  del  OBSED/INIE
(http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-
educacion-nacional-regional)  y  b)  Surcos  Digital  (https://surcosdigital.com/derechos-humanos-
igualdad-de-oportunidades-inclusion-y-equidad-en-educacion/).

De manera complementaria y aprovechando materiales elaborados en el  proceso de revisión
documental  para  el  desarrollo  de la  investigación,  se elaboró  un ensayo titulado “Estructura
curricular  de  la  educación  secundaria  en  Costa  Rica:  entre  el  utilitarismo  y  el  mercado  de
trabajo”.  Este  ensayo  fue  publicado  en  la  Revista  Reflexiones,  vol.  98,  núm.  2  de  2019.
(http://repositorio.ucr.ac.cr/handle/10669/79819?show=full).

VII. Vinculaciones
No aplica.

VIII. Trabajos de graduación y participación estudiantil

No aplica.

IX. Conclusiones y recomendaciones

Según los resultados obtenidos en el análisis aquí realizado, es evidente que, aun cuando el
sistema  educativo  costarricense  ha  promulgado  políticas  educativas  y  creado  programas
dirigidos de manera expresa y específica a atender las realidades de la desigualdad, la exclusión
y la inequidad en la educación, las acciones emprendidas hasta ahora no alcanzan a exhibir
cambios  afirmativos  a  los  que  se  pueda  calificar  como  significativos.  El  país  continúa
presentando un panorama de desigualdad que se distribuye por todo el territorio nacional, con
una  mayor  profundidad  en  algunas  regiones  de  planificación  administrativa  y  que  establece
también una clara situación de desventaja para las poblaciones ubicadas en las zonas rurales y
en los litorales.

La ruta seguida por las políticas públicas y el sistema educativo costarricense para dar atención
a las poblaciones y sectores estudiantiles en condición de desigualdad socioeconómica, pobreza
y pobreza extrema, ha estado fundada en la creación de programas de asistencia social y de
servicios como los de transporte estudiantil  y comedores escolares.  A estos programas cabe
agregar  iniciativas  como  la  de  “Yo  me  Apunto”,  dirigidas  a  mejorar  las  condiciones  de
infraestructura y a proporcionar una dotación adecuada de equipo y recursos didácticos para
colegios ubicados en unidades distritales que presentan las mayores tasas de pobreza y pobreza
extrema, así como los más bajos índices de rendimiento escolar.

http://repositorio.ucr.ac.cr/handle/10669/79819?show=full
https://surcosdigital.com/derechos-humanos-igualdad-de-oportunidades-inclusion-y-equidad-en-educacion/
https://surcosdigital.com/derechos-humanos-igualdad-de-oportunidades-inclusion-y-equidad-en-educacion/
http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-educacion-nacional-regional
http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-educacion-nacional-regional
http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-educacion-nacional-regional
http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-educacion-nacional-regional
http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-educacion-nacional-regional
http://inie.ucr.ac.cr/investigacion/documentos-academicos/category/17-observatorio-de-la-educacion-nacional-regional
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La evaluación del desempeño de estos programas, según se ha podido ver, en particular, con la
evaluación  realizada  por  la  Contraloría  General  de  la  República,  registran  deficiencias  de
desempeño y de gestión que inciden de manera negativa para que dichos programas cumplan
con los objetivos a los que sus acciones están destinadas. Además de que el impacto de los
programas es insuficiente para atenuar las desigualdades -que se mantienen entre las distintas
regiones de planificación y se concentran en determinadas comunidades más que en otras-, los
programas tampoco están contribuyendo a mejorar la calidad de la educación. Los rendimientos
escolares siguen estando prácticamente estancados en niveles que resultan insuficientes para
cumplir con las finalidades de garantizar educación de calidad para toda la población estudiantil
del país.

Las declaraciones contenidas en las políticas educativas, con base en las directrices emitidas por
la  UNESCO,  están  afrontando  dificultades  serias  para  concretarse  y  para  que,  con  ello,  la
sociedad costarricense pueda contar con una formación educativa acorde con las necesidades
específicas y contextuales de las diferentes poblaciones, zonas y regiones del país. En la óptica
del Programa Estado de la Nación (2015), la situación existente permite incluso afirmar que, en
materia de reducir las desigualdades y mejorar las condiciones para el logro de la inclusión y la
equidad, “el sistema educativo público no solo no está compensando los efectos negativos de la
desigualdad social sino que, por el contrario, contribuye a ampliarlos.” (p. 253).

Esta observación del Programa Estado de la Nación es importante. Se sitúa en la perspectiva de
que la desigualdad en la educación no puede verse sino obviamente asociada de manera íntima
con  la  desigualdad  social.  Sin  embargo,  en  tanto  que  obviedad,  aún  cuando  las  políticas
educativas  y  la  orientación  de  los  programas  de  apoyo  reconozcan  dicha  asociación  o
implicación de la desigualdad y la establezcan como punto de partida para organizar las diversas
acciones de atención que se llevan a cabo,  es  lícito  decir  que,  a la  vista de los  resultados
obtenidos, hace falta contar con una mayor claridad y un mayor compromiso para hacer que la
educación efectivamente contribuya a superar las realidades de la desigualdad social. Mientras
esta  finalidad  no  se  logre,  la  universalización  de  la  cobertura  y  los  esfuerzos  por  brindar
oportunidades de acceso a la educación no llegarán a tener una adecuada repercusión afirmativa
y que sea de carácter estructural.

La ratificación de las desigualdades educativas, sus magnitudes y las situaciones que
las  originan  plantean  grandes  desafíos  al  país.  Si  bien  los  principales  factores  que
explican  las  brechas  refieren  a  temas  que  no  son  competencia  exclusiva  de  las
autoridades educativas, es claro que estas sí pueden influir de manera directa en las
políticas que se implementen y en la forma en que se distribuyen los recursos en el
territorio nacional (Programa Estado de la Nación, 2015, p. 250).

Asegurar la igualdad de oportunidades en la educación, puede decirse, no reside tan solo en
identificar y constatar de manera simple la existencia de la desigualdad  per se. Además de la
identificación protocolaria de rutina estadística, lo más importante es indagar y determinar cuáles
son las causas que de manera estructural y específica originan la desigualdad. Esta es la única
manera posible de contar con información pertinente que pueda servir para hacer intervenciones
políticas, programáticas e institucionales a profundidad. Una desigualdad de índole económica,
por  ejemplo,  que limita  las  condiciones  para  que las  personas puedan  tener  acceso real  al
desarrollo de sus trayectorias escolares hasta la terminación de la secundaria, no es suficiente
con  saber  que  existe  y  atenderla  mediante  la  facilitación  de  los  recursos  que  proveen  los
programas de apoyo.
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El Foro Mundial sobre la Educación (2015) sitúa la sectorialidad y la multisectorialidad de las
políticas educativas y los programas como una cuestión que constituye un requisito insoslayable
para mejorar la eficiencia y la eficacia en el logro de la inclusión, la equidad, la igualdad de
oportunidades  y  el  desarrollo  de  una  educación  de  calidad  para  todas  las  poblaciones
estudiantiles. Esto significa, por supuesto, definir y promover una perspectiva de Proyecto País,
donde las demás políticas públicas y las instituciones a cargo de ejecutarlas en los diferentes
sectores  actúen  de  manera  coordinada  en  procura  de  mejorar  y  asegurar  las  condiciones
estructurales para el logro del bienestar y la justicia social. En tal sentido, subraya el Foro (2015),
las políticas, la oferta educativa y los programas de apoyo del sistema educativo requieren para
su gestión de la participación coordinada entre los ministerios de educación con los de “la salud,
el bienestar social, el trabajo, la industria y la agricultura” (p. 48), así como con la de “la sociedad
civil, el sector privado y asociados bilaterales y multilaterales”. (p. 48).

En un contexto tal de acciones interinstitucionales y multisectoriales, el sistema educativo ha de
tener  como su  referente  principal  una  visión  de  Proyecto  País  inclusivo,  respetuoso  de  las
diferencias territoriales y socioculturales, anclado en la búsqueda del bienestar y la justicia social,
según  las  necesidades  y  características  contextuales  específicas  de  las  poblaciones  de  las
distintas  zonas  y  regiones  del  país.  La  persistencia  de  un  currículum  oficial  homogéneo  y
hegemónico,  así  como  de  protocolos  estandarizados  para  identificar  la  existencia  de  las
desigualdades y, con base en ellos,  proceder a atenderlas, son aspectos hoy vigentes en el
sistema  educativo  costarricense  que  ameritan  ser  puestos  bajo  análisis  crítico,  a  fin  de
corregirlos y adecuarlos a las propias posibilidades materiales y las disposiciones socioculturales
que caracterizan a las distintas poblaciones y comunidades.

Finalmente,  es  importante  referir  aquí  una  perspectiva  que  proviene  del  Programa  de  las
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y que deriva de la teoría de las capacidades de Sen
(2000), según la cual, los diversos servicios educativos (oferta educativa, programas de apoyo,
modalidades de la formación), deben contribuir a que la educación sea en realidad generadora
de  capacidades  para  que  las  personas  puedan  superar  sus  condiciones  de  pobreza  y  sus
realidades de desigualdad social estructural y de reproducción intergeneracional de la pobreza.
Este es uno de los aspectos centrales que hacen la diferencia entre un programa tradicional de
asistencia social (asistencialismo) y uno de apoyo estatal que sirva para que las personas, las
familias y los sectores sociales en situación de pobreza y de pobreza extrema desarrollen su
propio potencial humano y social en procura de asegurar las condiciones de su bienestar.

Los  esfuerzos  institucionales  y  programáticos  que  se  realizan  deben  tener  siempre  como
horizonte la perspectiva de propiciar condiciones de bienestar y de justicia social que permitan a
las  personas  contar  con  una  vida  digna,  basada  en  la  libertad  y  la  autonomía  y  no  en  la
mutilación  social,  moral  y  cultural  que  involucra  vivir  en  una  dependencia  sistémica  del
asistencialismo estatal. En este sentido, el enfoque de las políticas y de los programas de apoyo
precisan  deslindarse  de  la  lógica  de  las  respuestas  remediales  y  pasar  a  ser  planteados  y
diseñados  en  términos  de  procesos  continuados,  cuyos  resultados,  según  ya  se  indicó
anteriormente, requieren de evaluaciones constantes que permitan verificar el avance afirmativo
que están teniendo y que, en efecto y de manera concreta y con alcance estructural, contribuyan
a superar las realidades de la exclusión, la inequidad y la desigualdad.

X. Informe financiero

No aplica.

XI. Aspectos éticos
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No aplica.
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ANEXO 1

IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN LA EDUCACIÓN:
ACCIONES Y RESULTADOS EN COSTA RICA

Luis Muñoz Varela5

La igualdad de oportunidades forma parte de varios principios que, durante los últimos años, han
tomado  relieve  en  las  políticas  educativas:  equidad,  inclusión,  solidaridad,  calidad  de  la
educación. Se parte de constatar la existencia de déficits de acceso y trato desigual para una
variedad de sectores sociales y poblaciones: indígenas, mujeres, inmigrantes, sectores sociales
en  pobreza,  comunidades  rurales,  barrios  precarizados,  población  estudiantil  desprotegida.
Asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación, universalizar la matriculación
en la primaria y extenderla hacia la preescolar y la secundaria, es un propósito declarado en las
políticas educativas de Costa Rica desde hace más de un cuarto de siglo, que también tiene
como telón de fondo las declaraciones mundiales de la UNESCO, emitidas, especialmente, en el
marco de la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos (1990) y el Foro Mundial sobre
Educación para Todos (2000).

Tanto  las  políticas  educativas  nacionales,  lo  mismo  que  las  referidas  declaraciones  de  la
UNESCO reiteran en  señalar  que,  en  la  actualidad,  en el  marco  de  una  economía  basada

5  Observatorio de la Educación Nacional y Regional (OBSED), Instituto de Investigación en Educación (INIE), 
Universidad de Costa Rica.
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predominantemente  en  la  incorporación  de  ciencia  y  tecnología  a  la  base  de  la  estructura
productiva,  plantea  la  exigencia  de  que  la  sociedad  cuente  cada  vez  con  mayores  niveles
educativos para afrontar los desafíos del desarrollo. Los países están obligados a desarrollar
capacidades  para  la  competitividad,  la  innovación,  el  emprendedurismo  y  flexibilidad  para
adaptarse a los cambios. En este sentido, se requiere dedicar los mayores esfuerzos por brindar
educación a toda la población y, además, hacerlo de manera tal que estos esfuerzos incluyan la
educación a lo largo de toda la vida. Es de estos requerimientos y en estos desafíos que emerge
el  imperativo  de  asegurar  la  igualdad  de  oportunidades  en  la  cobertura  y  el  acceso  a  la
educación.  Se define  un nuevo proyecto  educativo  y  se  identifican y  crean los  mecanismos
necesarios para llevarlo a cabo y proporcionar “educación de calidad para todos”; indicando, a su
vez, la necesidad de asegurar la equidad, la inclusión y la igualdad de oportunidades. (Consejo
Superior de Educación, 2008).

El proceso educativo de calidad involucra el proceso y los resultados de acuerdo con los Fines.
Además, ofrece igualdad de oportunidades para el éxito a quienes participan en él y propone una
oferta coherente con las necesidades, problemas y aspiraciones de los participantes en relación
con su entorno (Consejo Superior de Educación, 1994, s.p.).

La igualdad de oportunidades que, en su caso, enuncia y establece la política educativa nacional
como tarea para la educación, subraya el punto de vista de que ésta ha de servir como un medio
que  contribuya  a  generar  “nuevas  oportunidades  para  el  ascenso  y  la  convivencia  social
armónica” (Consejo Superior de Educación, 2008, p. 12). En esto reside, entonces, el imperativo
de  proporcionar  educación  de  calidad  a  toda  la  población  estudiantil  del  país:  lograr  las
finalidades de ascenso social y “la convivencia social armónica”.

Como  componentes  privilegiados  de  la  calidad  de  la  educación,  las  políticas  relevan  el
razonamiento  matemático,  la  lógica  (que  en  Costa  Rica  condujo  a  la  transformación  de  los
planes de estudio de español para basarlos en el desarrollo de la lógica), comprensión lectora,
aprendizaje de un segundo idioma (preferiblemente el inglés), uso de las TIC y el desarrollo de
habilidades  y  destrezas  técnicas.  Por  su  parte,  como  componentes  actitudinales,  el  nuevo
proyecto  educativo  subraya  el  trabajo  en  equipo,  la  innovación,  el  emprendedurismo,  la
flexibilidad y reciclaje de las habilidades y destrezas técnicas, respeto por la diversidad cultural
(enfocado sobre todo en la  interacción con personas de otras  nacionalidades)  y,  finalmente,
respeto y cuidado por el medio ambiente.

Estos son los perfiles ciudadanos, laborales y profesionales de quienes pasarán a formar parte
de la “nueva ciudadanía” costarricense, que ahora también ha de ser consciente de su condición
en tanto que “ciudadanía global” (Ministerio de Educación Pública, 2015). Desde la educación,
las  realidades  estructurales  que  hoy  caracterizan  el  desarrollo  deben  ser  asumidas  en  las
políticas, los programas y la estructura curricular del proyecto educativo, en una perspectiva de
construir  las  nuevas  identidades  de  la  ciudadanía  nacional  que  hoy  demandan  las  lógicas
económicas y productivas de un mundo interdependiente, globalizado, donde se requiere una
población  capacitada  para  aportar  al  desarrollo  económico  y  cuya  capacitación  aporte  valor
agregado,  una  condición  que,  en  la  actualidad  se  considera  indispensable  en  todo  sistema
económico/productivo,  como  requisito  para  incrementar  la  riqueza  y  tener  éxito  ante  las
exigencias de competitividad que plantean los mercados internacionales.

En este contexto, además de las habilidades y destrezas para el empleo, cada quien ha de tener
la oportunidad de recibir una educación que le habilite también para asumir la responsabilidad,
no solo de aportar al desarrollo, sino también para hacerse cargo de ser agente de sus propias
condiciones de vida (“autonomía”,  se le denomina en la política educativa),  así  como con la
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exigencia de saber gestionar y aprovechar desde las propias habilidades que haya desarrollado,
las oportunidades de empleo y de bienestar que se le puedan presentar. De conformidad con la
lógica del emprendedurismo y la competitividad, cada persona es ahora autogestionaria de sí
misma, independientemente de si labora para el mercado formal de trabajo, o bien, si lo hace de
manera independiente o por cuenta propia. De lo contrario, en símil con lo que también puede
ocurrir con los sistemas económicos cuando estos no logran ser suficientemente competitivos y
exitosos, no podrá sino ponerse en riesgo de quedar al margen de la posibilidad del bienestar.

Nuevas figuras de “inútiles al mundo” se perfilan (…) en nuestra sociedad. Ya no son producidas,
como en el caso de los vagabundos de la sociedad preindustrial, por la rigidez de los oficios
“regulados”, que excluía del acceso al empleo a una parte de la mano de obra disponible, sino,
por el contrario, por las desregulaciones del mercado de trabajo, que invalidan una parte de esa
mano de obra  incapaz de adaptarse a  las  nuevas exigencias  de movilidad y competitividad
(Castel, 2010, p. 70).

A la juventud ha de preparársele ahora para que sea capaz de competir de la mejor manera por
un puesto  de trabajo  en el  mercado de trabajo  de la  globalización económica.  Los  tiempos
actuales exigen el desarrollo también de la capacidad de movilidad, flexibilidad y reciclaje de los
perfiles  laborales,  en  virtud  de  la  imagen  según  la  cual  las  constantes  transformaciones
tecnológicas y la obsolescencia acelerada de los conocimientos impactan sobre las actividades
productivas  y  económicas.  Si  las  personas aspiran a  obtener  un empleo,  tendrán que tener
desarrolladas todas esas aptitudes y disposiciones, pues de lo contrario no lograrán sobrevivir en
el empleo, no serán aptas para cumplir con los nuevos requerimientos que establece el actual
mercado de trabajo.

Dentro de las acciones emprendidas en Costa Rica para asegurar la igualdad de oportunidades
en la educación, además de la definición del referido nuevo proyecto educativo, se ha procedido
a crear programas y a mejorar las funciones y desempeño de otros ya existentes. La legislación
nacional  también ha buscado hacer frente a la  desigualdad de oportunidades,  no solo en la
educación, sino en todos los ámbitos de la vida nacional. Como parte de las leyes aprobadas,
cabe referir, por ejemplo: Ley de Igualdad Social de la Mujer (1990), Ley de Aprobación de la
Convención de los Derechos del Niño (1990), Código de la Niñez y la Adolescencia (1998), Ley
de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad (1996). Asimismo, en 2011
fue aprobada una reforma constitucional en la que se “amplía la obligatoriedad y gratuidad de la
educación hasta el ciclo diversificado y establece que el aporte estatal a este sector no será
inferior al 8% del PIB anual.” (Programa Estado de la Nación, 2013, p. 135).

A su vez, en concomitancia con esta legislación y para dar sustentación a su cumplimiento, se
han creado las siguientes instituciones: Defensoría de los Habitantes de la República (1982, que
tiene como antecedente la Procuraduría de los Derechos Humanos, creada en 1982), Instituto
Nacional  de  la  Mujer  (INAMU,  1998;  tiene  como  antecedente  el  Centro  Nacional  para  el
Desarrollo de la Mujer y la Infancia,  creado en 1976),  Sala Constitucional del Poder Judicial
(1996), creada como la instancia por excelencia para la protección y defensa de los Derechos
Humanos. Se cuenta también con el Patronato Nacional de la Infancia, institución con 88 años de
antigüedad (1930).

Respecto de programas específicamente establecidos para facilitar apoyos y servicios a sectores
sociales y  poblaciones estudiantiles cuya condición socioeconómica les limita el  acceso a la
educación, cabe referir: Fondo Nacional de Becas (FONABE, 1997), Programa de Transferencias
Monetarias Condicionadas Avancemos (2006) y dos programas ya bastante antiguos: Programa
de Alimentación y Nutrición del Escolar y del Adolescente (PANEA) y Programa de Transporte
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Estudiantil. Otro programa que cabe mencionar y cuya creación es bastante reciente (2015), lo
es la  Estrategia “Yo me Apunto”,  cuya finalidad es prestar  atención a centros educativos de
secundaria que presentan deficiencias de infraestructura, equipo y material didáctico y, en los
cuales, además, se observan las mayores tasas de exclusión escolar a escala nacional.

Toda  esta  diversidad  de  acciones,  que  van  desde  la  generación  de  leyes,  creación  de
instituciones y establecimiento de programas y fortalecimiento de los ya existentes, no obstante,
no  parece  haber  tenido  la  eficiencia  y  la  eficacia  necesarias  para  impactar  de  manera
significativa en la reducción de la desigualdad de oportunidades en el acceso a la educación, la
permanencia,  la  aprobación  y  la  conclusión  satisfactoria  de  las  trayectorias  escolares,  que
debieran culminar, al menos, con la titulación en el nivel de la secundaria.

El  Quinto Informe Estado de la Educación,  publicado en 2015 por el Programa Estado de la
Nación (PEN), contiene un capítulo especial dedicado a un análisis pormenorizado en torno al
tema de la igualdad de oportunidades en el sistema educativo costarricense. El Informe concluye
que:

La  ratificación  de  las  desigualdades  educativas,  sus  magnitudes  y  las  situaciones  que  las
originan plantean grandes desafíos al  país.  Si  bien los  principales  factores que explican las
brechas refieren a temas que no son competencia exclusiva de las autoridades educativas, es
claro que estas sí pueden influir de manera directa en las políticas que se implementen y en la
forma en que se distribuyen los recursos en el territorio nacional (Programa Estado de la Nación,
2015, p. 250).

A propósito de los resultados obtenidos hasta ahora con la creación de la legislación ya indicada
y el desempeño de los programas establecidos para llevarla a la práctica, es importante tomar en
cuenta el índice de oportunidades educativas (IOE), a fin de identificar en qué situación se está
en Costa Rica en ese momento.

El índice de oportunidades educativas (IOE) es un indicador que busca asegurar la equidad en la
educación, con base en la consideración de cuatro componentes, todos ellos vinculados a los
principios del derecho humano a la educación: a) igualdad en el acceso, b) igualdad de trato, c)
igualdad de logro, d) igualdad en la realización social de los logros educativos. (Trejos y Murillo,
2012). En estos cuatro componentes se encuentran concernidos la mayoría de los principios que
definen al derecho humano a la educación, tal como aparece en las formulaciones de UNICEF y
de  la  UNESCO.  Este  índice  supera  de  manera  altamente  significativa  a  los  indicadores
tradicionales ya considerados en lo que antecede.

El  PEN, en su  Compendio Indicadores Educativos 2017,  ofrece un registro histórico de este
indicador  para  los  años  1996  a  2016.  Para  2016,  a  escala  nacional,  el  IOE  presenta  los
siguientes valores: a) 66,8 para la primaria, b) 44,3 para el III Ciclo y c) 39,2 para el Ciclo de
Educación  Diversificada.  La comparación de estas cifras con el  año 2000 indica  que:  a)  en
primaria, el IOE se incrementó en 16,8, b) en el III Ciclo, en 22,4, c) en el Ciclo de Educación
Diversificada, en 20,3. En la siguiente figura se presentan los datos comparativos de los años
2000 y 2016, según su distribución por regiones de planificación administrativa.

Figura 7: Índice Oportunidades Educativas, comparativo años 2000 y 2016

Año Central Chorotega
Pacífico
Central

Brunca
Huetar

Atlántica
Huetar
Norte

Primaria
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2000 58,7 57,2 45,5 51,3 44,0 49,7

2016 69,8 62,7 66,6 68,5 61,4 57,2

III Ciclo

2000 27,1 20,5 14,7 14,2 13,6 14,6

2016 46,2 48,9 36,8 43,9 35,8 38,4

Educación Diversificada

2000 26,7 17,5 8,7 8,3 5,5 9,6

2016 46,3 36,6 26,7 34,6 23,0 24,7

Fuente: elaboración propia con datos del  Compendio Indicadores Educativos  2017, Programa
Estado de la Nación.

Estos valores estadísticos muestran,  en todos los casos,  un incremento significativo  del  IOE
durante las últimas dos décadas, tanto por niveles educativos como por su distribución según las
diferentes regiones de planificación administrativa. En el caso de la primaria, hay regiones en las
que el IOE se elevó de manera muy notable entre 2000 y 2016. La región que presenta el mayor
incremento es la Pacífico Central, con 21 puntos. A esta región le siguen la Brunca y la Huetar
Atlántica,  que  exhiben  un  incremento  similar  de  alrededor  de  17  puntos.  Las  regiones  que
presentan el menor incremento son la Chorotega (7%) y la Huetar Norte (8%). La región Central,
que posee los mejores valores para los dos años de referencia, incrementó su IOE en 11 puntos
durante este período.

En el III Ciclo de la secundaria, la elevación del IOE es en todas las regiones aún mayor que lo
sucedido en la primaria. Las regiones con registro de mayores incrementos son la Brunca (29,7)
y la Chorotega (28,4); estos incrementos duplican las cifras del año 2000. En la tercera posición
se ubica la región Huetar Norte (23,8), seguida por la Huetar Atlántica (22,2) y la Pacífico Central
(22,1). La región de menor incremento es la Central (19).

En el nivel del Ciclo Diversificado, las elevaciones del IOE vuelven a ser significativas, aunque no
tanto  como en  el  III  Ciclo.  No  obstante,  los  puntajes  de  diferencia  sí  indican  cambios  muy
notables para la mayoría de las regiones. En la Huetar Atlántica y la Brunca, los valores de 2016
cuadruplican las cifras que se tenían en el año 2000. En la Pacífico Central esos valores se
triplican y son más del doble en la Huetar Norte y la Chorotega. La región Central es la que
presenta el  menor incremento relativo,  pero mantiene su posición como la que presenta las
mejores condiciones.

En términos generales, tal como se puede apreciar, estas cifras indican una situación en la que,
con base en los cuatro componentes del IOE, existen en Costa Rica diversas limitaciones que
impiden a un importante sector de la población nacional contar de manera efectiva con acceso a
la  educación,  lo  cual  involucra,  en  el  mismo  movimiento,  la  persistencia  de  importantes
limitaciones para que se concrete la igualdad de oportunidades en la educación. Los incrementos
registrados  entre  los  años  2000  y  2016  en  el  IOE son,  sin  lugar  a  duda,  resultado  de  los
esfuerzos realizados en el país por medio de las políticas y los diversos programas creados con
la finalidad de ampliar la cobertura y las condiciones de acceso al sistema, atender los problemas
de rezago, reprobación, abandono escolar, exclusión, mejorar la infraestructura, la dotación de
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equipos y materiales didácticos, entre otros. Con todo, los avances registrados aún no alcanzan
para  que  el  país  cuente  con  las  condiciones  necesarias  que  aseguren  la  igualdad  de
oportunidades en materia de educación.

A  manera  de  conclusión,  puede  decirse  que,  para  atender  las  desigualdades  sociales
subyacentes en el sistema educativo se requiere aplicar cuatro distintas acciones estructurales:
1)  mejora  sustantiva  del  desempeño  de  los  programas  de  atención  remedial  (becas,
transferencias  monetarias,  otros),  2)  diversificación  curricular  auténtica  y  abandono  del
imaginario  de  capacitarse  para  la  empleabilidad  (esto  incluso  puede  constituir  hasta  una
desmotivación para  determinados sectores  de estudiantes,  quienes de antemano saben que
nunca van a lograr obtener un empleo decente), 3) mejora sustantiva de la gestión de los centros
educativos, 4) desarrollo de capacidades institucionales dirigidas a asegurar el bienestar de la
sociedad, en los aspectos institucionales, jurídicos y programáticos.

Las desigualdades educativas no van a desaparecer, entretanto las políticas nacionales no se
vertebren en procesos estratégicos de Proyecto  País dirigidos a desarrollar  las capacidades
sociales  e  institucionales  que  se  requieren  para  erradicar  la  pobreza  y  avanzar  hacia  una
sociedad genuinamente democrática, basada en la justicia social y la salvaguarda de la dignidad
humana.
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ANEXO 2

SIGNIFICADO DE LA (DES)IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN LA EDUCACIÓN

Luis Muñoz Varela6

La desigualdad de oportunidades en la educación es recurrente y estructural  en Costa Rica.
Tiene una naturaleza dinámica, disminuye aquí, se agudiza allá, es difícil  de contener y está
siempre presente, distribuyéndose en todas las regiones y comunidades del país. Es también
multifactorial y, por lo tanto, si existen políticas y programas estatales que tengan por finalidad
contenerla  y  reducirla,  esto  requeriría  de  un  enfoque  consecuentemente  integral,  diverso  y
adecuado  a  cada  contexto  en  el  que  la  desigualdad  se  produce  y  reproduce  en  sus
manifestaciones específicas.

Desde  alrededor  de  tres  décadas  atrás,  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  para  la
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) dio inicio a un fuerte movimiento dirigido a frenar y
revertir la desigualdad de oportunidades de acceso a la educación. En el  Marco de Acción de
Dakar, el Foro Mundial sobre la Educación (2000) releva, entre otros, el siguiente objetivo: “velar
porque las necesidades de aprendizaje de todos los jóvenes y adultos se satisfagan mediante un

6  Observatorio de la Educación Nacional y Regional (OBSED), Instituto de Investigación en Educación (INIE), 
Universidad de Costa Rica.
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acceso equitativo a un aprendizaje adecuado y programas de preparación para la vida activa.” (p.
8).  Se  otorga  especial  atención  a  las  poblaciones  estudiantiles  que,  por  su  condición
socioeconómica, cultural, étnica, de género o de nacionalidad, afrontan limitaciones para acceder
a la  educación y a una educación de calidad.  El  Foro declara  como una de las principales
finalidades de la educación y de los sistemas educativos, la mejora de “los aspectos cualitativos
de  la  educación,  garantizando los  parámetros  más elevados  (…),  especialmente  en  lectura,
escritura, aritmética y competencias prácticas esenciales.” (p. 8).

En términos generales, en los documentos de política educativa costarricense promulgados a
partir de la década de 1990, este planteamiento básico de la UNESCO ha pasado a tener un
lugar central y sistemático. De una parte, se toman en cuenta en dichas políticas conceptos tales
como equidad, inclusión e igualdad de oportunidades; de la otra, se adoptan los conceptos de
relevancia y pertinencia y se coloca la imagen de la educación de calidad como el eje que ha de
regir la docencia, los aprendizajes y la formación en general.

Concebimos como inherentes al concepto de calidad de la educación y como condiciones sine
qua non para su consecución los principios fundamentales de relevancia, pertinencia y equidad.
Por  ello,  más que reiterar  el  derecho  de  todos a  la  educación,  proclamamos como nuestro
desafío la satisfacción del derecho de todas las personas a una educación de calidad. (Consejo
Superior de Educación, 2008, p. 7).

En 2015, el Foro Mundial sobre la Educación, organizado por la UNESCO en Incheon (República
de  Corea),  reitera  los  planteamientos  acordados  en  el  Marco  de  Acción  de  Dakar y  en  su
antecedente, la  Declaración Mundial sobre Educación para Todos, resultado de la Conferencia
Mundial sobre Educación para Todos (Jomtien, Tailandia, 1990). Declara el Foro que la visión
fundamental en la que han de tener su expresión las políticas educativas, el desempeño de los
sistemas educativos y las finalidades de la educación involucra “una concepción humanista de la
educación y del desarrollo basada en los derechos humanos y la dignidad, la justicia social, la
inclusión,  la  protección,  la  diversidad  cultural,  lingüística  y  étnica,  y  la  responsabilidad  y  la
rendición de cuentas compartida.” (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 7).

Nos comprometemos a promover  oportunidades de aprendizaje de calidad a lo largo de la
vida para todos, en todos los contextos y en todos los niveles educativos. Ello incluye un mayor
acceso en condiciones de igualdad a la enseñanza y formación técnica y profesional de calidad,
a  la  educación  superior  y  a  la  investigación,  prestando  debida  atención a  la  garantía  de la
calidad. (p. 8).

La desigualdad social y educativa, en un país como Costa Rica, es de naturaleza estructural y se
profundiza y reproduce de manera intergeneracional. Según recientes estadísticas del Instituto
Nacional  de  Estadística  y  Censos  (INEC,  2017),  en  el  país  existe  un  20% de  hogares  en
condición de pobreza, según el nivel de ingresos medido por la línea de pobreza. La línea de
pobreza es  “un indicador  que representa  el  monto  mínimo requerido para  que una persona
pueda satisfacer las necesidades “alimentarias y no alimentarias”.” (p. 40). Es decir, la quinta
parte de los hogares costarricenses carece de un ingreso que les permita cubrir sus diversas
necesidades básicas, entre ellas, la educación y también el acceso a los bienes de la cultura,
componentes indispensables de los recursos con que las personas han de contar para poder
aspirar a mejores condiciones de vida y salir de la pobreza. Por su parte, un 5,7% de los hogares
se encuentra en condición de pobreza extrema, lo cual significa que sus ingresos no alcanzan
siquiera para satisfacer las necesidades básicas de alimentación. (INEC, 2017).
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Una cuarta parte de los hogares costarricenses que no cuenta con las condiciones mínimas para
tener una vida digna y poder satisfacer sus necesidades básicas, habla de la existencia de una
desigualdad estructural significativa, que se distribuye también de manera desigual según zona
rural o urbana y según regiones de planificación administrativa. En la zona urbana, por ejemplo,
la magnitud de la pobreza se coloca por debajo del promedio nacional, entretanto que en la rural
se eleva de manera considerable. (INEC, 2017).

Las diferencias entre la zona rural y urbana son históricas y, aunque durante los últimos años ha
habido una leve reducción,  la  rural  sigue siendo la  zona más afectada por  la  existencia  de
menores oportunidades de empleo, bajos salarios, menores niveles de cobertura de los servicios
públicos,  una  prestación  de  servicios  en  muchas  ocasiones  de  baja  calidad,  escasez  o
inexistencia de infraestructura sanitaria y de educación,  bajo nivel  educativo de la población,
entre otros factores que confluyen a hacer que la pobreza se mantenga y que las desigualdades
sociales  estructurales  tiendan  a  incrementarse.  Durante  el  último  cuarto  de  siglo,  con  la
transformación  de  la  matriz  productiva  nacional  operada  a  partir  del  establecimiento  de  la
economía neoclásica (inversión extranjera directa, régimen de zonas francas, industria hotelera
de capital transnacional, sector servicios y comercio), las actividades económicas y productivas
de la zona rural  quedaron abandonadas a su propia suerte, sin protección institucional y sin
programas de fomento a la productividad.

Entre otras repercusiones negativas de esta situación, cabe mencionar la migración del campo a
la ciudad y, también, ante la falta de oportunidades de empleo, la “fuga de talentos” jóvenes
hacia la zona urbana, especialmente a las ciudades de la Gran Área Metropolitana (GAM). Una
“fuga de talentos”, la cual, representa una pérdida sensible para las comunidades de la zona
rural,  en  la  medida  que  quienes  tienen  la  oportunidad  de  alcanzar  a  cumplir  trayectorias
escolares amplias, una vez estas concluidas, la carencia de oportunidades locales de empleo les
empuja a abandonar la comunidad e irse a la ciudad en búsqueda de un puesto de trabajo
acorde  con la  formación  educativa  recibida.  Algo  que,  en vez  de concretarse,  con  no poca
frecuencia deviene en experiencias frustrantes, al tener que tomar empleos cuyos requerimientos
están por debajo de los niveles de capacitación con que se cuenta.

La igualdad de oportunidades en la educación, las autoridades de gobierno y otras instituciones
acostumbran a medirla y evaluarla con base en indicadores tales como: cobertura, matriculación,
aprobación, reprobación, promoción y otros por el estilo, tradicionalmente utilizados para medir
los logros de los sistemas educativos y los avances en la mejora de la calidad y la pertinencia de
la educación. No obstante, la evaluación y, especialmente, la facilitación y el aseguramiento de
condiciones para garantizar la igualdad de oportunidades involucra ir más allá de este tipo de
indicadores.  Involucra, necesariamente, la incorporación de un enfoque que articule políticas,
programas  y  formación,  en  relación  con  las  necesidades  contextuales  (sociales,  culturales,
económico/productivas e institucionales) de las comunidades, según sus propias características,
condiciones y potencialidades.

El  Programa Estado de la  Nación (PEN,  2015)  establece tres condiciones para identificar  la
existencia de una desigualdad en la educación. En su óptica, existe una desigualdad, cuando:

i)  es  sistemática,  es  decir,  afecta  o  favorece  a  los  mismos  grupos  específicos  de  manera
sostenida  en  el  tiempo,  ii)  se  origina  en  circunstancias  socialmente  establecidas  e
independientes de la capacidad de las personas, como por ejemplo el nivel educativo de los
padres, y iii) es de tal magnitud que es poco probable que se logre superarla con el esfuerzo
individual de los estudiantes (Programa Estado de la Nación, 2015, p. 250).
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Esta caracterización de la desigualdad es pertinente, en la medida que proporciona una base
para abordar de manera estratégica la desigualdad en educación, a partir de las políticas y los
programas destinados a proporcionar apoyos y servicios a los sectores sociales y poblaciones
estudiantiles que afrontan limitaciones para tener un acceso adecuado a la educación.  En la
medida  que  las  desigualdades,  al  ser  sistemáticas  (sistémicas,  cabría  decir),  responden  a
condiciones objetivas de limitación de recursos (materiales e intangibles) y, por lo tanto, también
acarrean imposibilidad de gestión personal o familiar, son entonces de índole estructural y, por
todo  este  conjunto  de  razones,  se  trata  de  desigualdades  que  se  reproducen  de  manera
intergeneracional.

Esta colocación de la desigualdad en sus dimensiones y características estructurales indica que,
en su lugar, las políticas y los programas involucrados requieren contar con una estrategia que
vaya más allá de brindar atención puntual, asistencialista, desprovista de acciones articuladas a
escala  interinstitucional  e  intersectorial,  necesarias  para  operar  una  real  superación  de  la
desigualdad. Atkinson (2016) distingue dos tipos de desigualdad: a) desigualdad de oportunidad
y  b)  desigualdad  de  resultado.  La primera  es  la  desigualdad  identificada  y  constatada,  que
constituye  el  punto  de  partida  de  las  políticas  y  los  programas  destinados  a  atenderla.  La
segunda es la desigualdad  ex post resultante, medida en un intervalo de tiempo determinado,
resultante de las acciones desplegadas en el marco de los programas. Una y otra desigualdad
son de naturaleza objetiva; es decir, son independientes de la voluntad subjetiva de las personas
afectadas por ellas.

Preocuparse por la igualdad de resultados en el presente significa preocuparse por la igualdad
de oportunidades en el  futuro.  (Atkinson,  2016).  Las acciones a desarrollar  en atención a la
reducción de las desigualdades deben conducir a una disminución real de la desigualdad y a
convertirla  en  oportunidades;  a  hacer  posible  que  las  personas  y  colectivos  sociales  hoy
afectados por ellas, puedan efectivamente superarlas y acceder a niveles de bienestar acordes
con una vida digna que les asegure su estabilidad y les provea las capacidades (materiales e
intangibles) necesarias para sostener esa vida digna y para asegurarla también para sus familias
y para todas las demás personas con quienes conviven. En este sentido, cabe decir, la igualdad
de oportunidades trasciende lo individual para convertirse en un asunto de significado social.

Tratándose de la igualdad de oportunidades en la educación es preciso, no obstante, hacer una
nueva distinción. En Costa Rica, por ejemplo, las políticas y programas que se hacen cargo de
buscar la reducción de la desigualdad se enfocan en su totalidad en proveer apoyos materiales
(transferencias  monetarias  y  asignaciones  de  becas,  alimentación,  transporte).  Esta  es  una
dimensión  fundamental,  insoslayable,  esencial.  Pero  existe  otra  dimensión  que  de  manera
sistemática se ha visto enrarecida, secuestrada en un ámbito de confusión y que, en su caso, no
le corresponde atenderla a las políticas y programas referidos, sino que concierne propiamente al
sistema educativo:  la  desigualdad  que  se  produce  en  el  marco  pedagógico  y  curricular  del
proyecto educativo.

La  existencia  de  una  estructura  curricular  estandarizada,  como  ocurre  hoy  en  el  sistema
educativo costarricense, es un obstáculo para la igualdad de oportunidades en la educación.
Esta desigualdad existe registrada y ha sido interpretada como limitaciones de orden cognitivo y
actitudinal propias de las personas. Para abordarla, se han diseñado protocolos pedagógicos y
didácticos de acuerdo con una tipificación técnica de las diversas formas en que se expresan
tales limitaciones. La estrategia seguida, no obstante, de índole básicamente psicologista, ha
conducido a resultados negativos, como cuando ha estado apoyada en los protocolos de las
adecuaciones  curriculares,  en  perspectiva  de  atender  “necesidades  educativas  especiales”
(NEE). Este ha sido un craso error que determina la forma en que el sistema educativo insiste en
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mantener e imponer una misma estructura curricular para toda la población estudiantil. Y que,
además, constituye una estrategia infructuosa que genera animadversión y en la que se incuba
una cultura de estigmatización denigrante y contraria a la dignidad humana.

La educación no puede desvincularse de las realidades societales y culturales de los contextos
en  que  se  lleva  a  cabo.  La  desigualdad  tipificada  por  las  instancias  expertas  del  sistema
educativo como limitaciones cognitivas y actitudinales responde, antes bien, a la existencia e
imposición  de  una  oferta  educativa  que  resulta  una  abstracción  sin  mayor  significado  ni
pertinencia para una diversidad de sectores sociales, comunidades y regiones geográficas del
país. La estructura curricular de esta oferta educativa privilegia de manera enfática las disciplinas
conducentes  a  adquirir  habilidades  y  destrezas  vinculadas  a  incrementar  los  niveles  del
desarrollo económico y la productividad técnica y tecnológica que demandan la gran empresa
nacional,  las  transnacionales  de  zonas  francas,  la  industria  hotelera,  los  servicios  de  “call
centers”.

Es inobjetable que, en el presente, la producción requiere el soporte del conocimiento científico y
la tecnología. Sin embargo, no todas las comunidades o regiones necesitan la misma vinculación
de sus actividades productivas con el conocimiento y la tecnología. Depende de cuáles sean
esos  requerimientos,  acorde  con  la  naturaleza  específica  de  las  actividades  productivas  y
económicas que en ellas se desarrollan a nivel local. Por las propias condiciones culturales, la
población en las diferentes regiones y comunidades no tiene las mismas disposiciones respecto
de la ciencia y la tecnología.

Esto no significa que los componentes curriculares de la ciencia y la tecnología no les interesen
ni que se carezca de aptitudes; es solo que sus disposiciones varían y sus posicionamientos son
distintos. Y, en la medida que estas diferencias no sean tomadas en cuenta y se mantenga la
imposición de una matriz curricular estandarizada, en esa misma medida, no solo se mantienen
las  desigualdades,  sino  que  incluso  la  educación  contribuye  a  profundizarlas  y  a  provocar
realidades de exclusión que van más allá de la propia educación y de los centros educativos.

Medir  los  resultados  de  las  acciones  desarrolladas  por  medio  de  los  indicadores  lineales
tradicionales  (matrícula,  aprobación,  reprobación,  rezago,  exclusión  intraanual  y  otros)  es
insuficiente. Se puede tener conocimiento de las tasas de mejora, estancamiento o deterioro en
los valores de esos indicadores, pero no se alcanza a conocer cuál es la magnitud real de la
situación ni  qué nuevos derroteros de la  desigualdad están provocando la  aplicación de las
políticas y los programas. No se trata de estrategias mecánicas, estáticas y de efecto unilateral
automático.  Por  el  contrario,  se  trata  de  procesos  complejos  y  dinámicos,  cuya  evaluación
requiere de otra perspectiva y de otros instrumentos.

Contribuir  a  potenciar  la  diversidad  de  los  saberes,  las  disposiciones  y  las  capacidades
existentes en cada contexto sociocultural y económico/productivo, en esto han de enfocarse los
esfuerzos que se lleven a cabo en búsqueda de favorecer la igualdad de oportunidades en la
educación. No es suficiente con acciones simples que se reduzcan, por ejemplo, a facilitar los
apoyos que proporcionan los programas de la asistencia social, como Avancemos o Fonabe. En
el  fondo,  tanto  los  apoyos  cuanto  la  formación  educativa  en sí  misma,  han  de  tener  como
finalidad  principal,  la  superación  integral  de  la  desigualdad.  Esto  implica  contar  con  una
perspectiva que apunte al horizonte del futuro y que rompa con el utilitarismo y el pragmatismo
de las dinámicas del simple asistencialismo, que en vez de dignificar envilece; que, en vez de
mejorar las condiciones de vida, más bien las transforma en una especie de perverso eterno
retorno de lo mismo.
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ANEXO 3

DERECHOS HUMANOS, IGUALDAD DE OPORTUNIDADES, INCLUSIÓN Y EQUIDAD EN
EDUCACIÓN.

BREVES CONSIDERACIONES

Luis Muñoz Varela7

Tres décadas atrás, en Costa Rica dio inicio la promulgación de varias leyes y la creación de
instituciones específicamente dedicadas a la protección y salvaguarda de los derechos humanos,
la  igualdad de oportunidades,  la  inclusión y la equidad en varias dimensiones de la  vida en
sociedad. Cabe mencionar las siguientes: a)  Ley de Promoción de Ia Igualdad Social de la
Mujer (1990); b) Ley de Aprobación de los Derechos del Niño (1990); c) Ley de creación de
la Defensoría  de los Habitantes de la República  (1992);  d)  Ley Orgánica del  Patronato
Nacional de la Infancia (1996); e) Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con

7 Instituto de Investigación en Educación (INIE), Universidad de Costa Rica. C.e.: luis.munoz@ucr.ac.cr. Marzo de 2019.
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Discapacidad (1996); f) creación del Instituto Nacional de las Mujeres (1998); g) Código de la
Niñez y la Adolescencia  (1998). Todas estas leyes e instituciones vienen a establecer en el
país una plataforma a partir de la cual se busca asegurar y garantizar el cumplimiento de los
derechos humanos, la igualdad de oportunidades, la inclusión y la equidad social, al menos en
sus dimensiones más visibles y sensibles.

La formulación del  concepto  y  perspectiva de los derechos humanos remite a  situaciones y
realidades  en  las  que  las  libertades,  la  dignidad  y  la  condición  humana  son  transgredidas,
restringidas o anuladas en su naturaleza esencial y en muy diversos sentidos. Cabe recordar, al
respecto,  que  la  Declaración  Universal  de  Derechos  Humanos  -aprobada  por  la  Asamblea
General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) el 10 de diciembre de 1948-, tomó
como  marco  de  referencia  para  su  fundamentación  el  contexto  de  abyecta  y  demencial
destructividad humana caracterizado por los acontecimientos de la Segunda Guerra Mundial. Un
momento  en  el  que,  de  una  manera  inédita,  la  persecución  y  el  exterminio  programado  –
“asesinato administrativo” (Adorno, 1998, p. 17)- de millones de seres humanos alcanzó a tener
calidades jamás registradas en toda la historia anterior de la humanidad. (Arendt, 1995).

La Segunda Guerra Mundial representó para la humanidad una experiencia atroz, en la que “el
desconocimiento y menosprecio de los derechos humanos” originó “actos de barbarie ultrajantes
para  la  conciencia  de  la  humanidad”  (Asamblea  General  de  Naciones  Unidas,  1948,  p.  1);
acontecimientos  que  llegaron  a  tener  una  “horrible  originalidad  que  ninguna  comparación
histórica puede atenuar” (Arendt,  1995,  p.  31).  Con este marco de referencia como telón de
fondo, la Asamblea General de la ONU dispuso proclamar la Declaración Universal de Derechos
Humanos, estableciendo que se trata de un marco de referencia y de un conjunto de principios y
finalidades:

[...]  por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los
individuos  como  las  instituciones,  inspirándose  constantemente  en  ella,  promuevan,
mediante  la  enseñanza  y  la  educación,  el  respeto  a  estos  derechos  y  libertades,  y
aseguren,  por  medidas  progresivas  de  carácter  nacional  e  internacional,  su
reconocimiento  y  aplicación  universales  y  efectivos,  tanto  entre  los  pueblos  de  los
Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción. (p. 2). 

Durante  las  últimas  dos  décadas,  organismos  internacionales  como  la  Organización  de  las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), el Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) y el Fondo de las Naciones Unidas
para la Infancia (UNICEF), han desarrollado definiciones amplias de los derechos humanos, a
partir de un conjunto de principios básicos ordenado con la finalidad de precisar la naturaleza y el
alcance de estos derechos. Este conjunto de principios básicos es el siguiente: 

a) universalidad e inalterabilidad;
b) indivisibilidad;
c) interdependencia e interrelación;
d) igualdad y no discriminación;
e) participación e integración;
f) habilitación;
g) rendición de cuentas y respeto del imperio de la ley (UNICEF, 2008).
 
Estos  principios  dan  cuenta  de  una  concepción  ontológica,  epistémica  y  axiológica  de  los
derechos humanos, en la que queda implicada necesariamente una visión democrática de la
sociedad y en la que el valor más elevado lo es el de la dignidad humana. Para asegurar que
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cada  persona  viva  en  la  condición  de  dignidad  que,  en  su  calidad  de  ser  humano,  le  es
intrínseca,  el  Estado  y  la  sociedad  en  su  conjunto  deben  realizar  las  acciones  que  sean
necesarias  para  atender  y  resolver  todas  aquellas  situaciones  que  representen  restricción,
obstaculización, negación o ultraje de los derechos humanos y de la dignidad humana. 

Característica  fundamental  de  esta  concepción  de  los  derechos  humanos,  además  de  su
carácter complejo e integral, es que se coloca en una línea de acciones políticas y programáticas
ancladas en el presente y con proyección de futuro. Los derechos humanos, al tiempo que son
inherentes a la condición humana y a la dignidad de cada persona, también deben servir como
parámetros para avanzar de manera continua en la construcción de sociedades cada vez mejor
articuladas y sustentadas en la institucionalidad de las libertades democráticas y en el desarrollo
de capacidades para el logro del bienestar común y la justicia social. 

Los derechos humanos son el lenguaje de las necesidades humanas básicas, de acuerdo
con la noción de dignidad e igualdad de la persona humana. Contribuyen a articular las
necesidades y la respuesta de aquellos que tienen que satisfacerlas. (ACNUDH, 2012, p.
11). 

Los principios que definen la naturaleza de los derechos humanos vienen a representar,  así,
indicadores con base en los cuales es posible establecer, en cada momento, cuál es el estado en
que un país se encuentra en materia de equidad, justicia social, igualdad, libertad; todas éstas,
condiciones básicas que deben asistir a las personas en la sociedad para que puedan contar con
una vida digna.

Partiendo de la situación constatada en la  que se esté,  los principios sirven para definir  las
acciones que corresponda llevar a cabo, a fin de garantizar el cumplimiento de los derechos
humanos, lo mismo que para identificar a futuro las capacidades que deban ser desarrolladas
para que la  sociedad avance en la  construcción de condiciones  institucionales,  económicas,
sociales  y  culturales,  que  garanticen  el  fortalecimiento  continuo  de la  institucionalidad  de  la
democracia y la mejora del bienestar común con justicia social y dignidad humana. 

En Costa Rica, a partir de 1994 existe una política en educación que ha sido declarada como
política  de  Estado.  En  su  formulación,  esta  política  está  contenida  en  cuatro  documentos
promulgados  desde  entonces:  a)  Política  Educativa  hacia  el  Siglo  XXI  (1994),  b)  El  Centro
Educativo de Calidad como eje de la Educación Costarricense (2008), c) Educar para una Nueva
Ciudadanía  (2015) y d)  La persona:  centro del proceso educativo y sujeto transformador de la
sociedad  (2016).  Los  tres  primeros  documentos  presentan  una  misma  fundamentación  de
principio,  sustentada  en  tres  “vertientes  filosóficas”:  humanismo;  b)  racionalismo;  c)
constructivismo. El cuarto documento adiciona a estas estas tres vertientes la del “Paradigma de
la Complejidad” (Consejo Superior de Educación, 2016). 

Las cuatro políticas tienen como punto de partida y de sustentación conceptual y programática,
las diversas declaraciones que en el ámbito de la educación han sido aprobadas por los foros y
conferencias mundiales celebrados por la UNESCO, a partir de la Conferencia Mundial sobre
Educación  para  Todos  (Jomtien,  Tailandia,  1990).  Estas  consisten  en  un  conjunto  de
declaraciones que, hasta el presente, reiteran en la preocupación por el acceso universal a la
educación,  al  menos  hasta  el  umbral  de  superación  del  analfabetismo  (terminación  de  la
educación primaria), así como su ampliación a la preescolar y la secundaria. 

Según se recalca, en la actualidad, en un mundo cada vez más intensamente determinado por
los avances científico/tecnológicos,  una productividad basada en estos avances, una realidad
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mundial de interdependencia, así como nuevas configuraciones de desigualdad social, exclusión,
discriminación y vulnerabilización que afectan a diversos sectores sociales, la educación debe
ser  asumida  como  un  instrumento  fundamental  para  hacer  frente  y  superar  todas  estas
situaciones  que  vulneran  la  dignidad  humana  y  que  hacen  emerger  escenarios  de  agudas
desigualdades, inequidad, injusticia social, vulneración de los derechos humanos. (Conferencia
Mundial sobre Educación para Todos, 1990; Foro Mundial sobre la Educación (2000 y 2015).
Ante ello,  es imperativo que los sistemas educativos provean y aseguren una educación de
calidad para toda la población; una educación inclusiva, equitativa y con base en el principio de
la igualdad de oportunidades: “la educación es un bien público, un derecho humano fundamental
y la base para garantizar la realización de otros derechos”. (Foro Mundial sobre la Educación,
2015, p. 7). 

En Costa Rica, a la zaga de las orientaciones y directrices propuestas por la UNESCO, la política
educativa  también  asumió  como  eje  de  su  fundamentación  y  de  su  instrumentación
pedagógico/didáctica,  la  educación  de  calidad  en  igualdad  de  oportunidades  para  toda  la
población estudiantil del país. Se impulsan acciones para ampliar la cobertura y el acceso en los
niveles de la preescolar y la secundaria, a la vez que para reincorporar al sistema a la población
joven y adulta que, por razones socioeconómicas o de cualquiera otra índole, no haya podido
concluir sus estudios en al menos la trayectoria de la educación básica.
 
De  manera  especial,  las  disposiciones  establecidas  incluyen  dar  énfasis  a  la  facilitación  de
oportunidades de acceso a la mujer, que por distintas razones (maternidad adolescente, trabajo
doméstico,  carencia  familiar  de  recursos  económicos,  situaciones  de  violencia  local  en  la
comunidad donde residen y otras), resultan ser las más afectadas, no solo en lo que concierne a
las oportunidades de acceso a la educación, sino también en muchos otros diversos ámbitos de
la vida en sociedad. 

Las  políticas  educativas  promulgadas  durante  el  último  cuarto  de  siglo  reiteran  de  manera
sistemática en que, dadas las realidades de limitaciones múltiples que afrontan diversos sectores
sociales y poblaciones, la prestación de los servicios educativos ha de llevarse a cabo con base
en los principios de la equidad, la igualdad de oportunidades,  la inclusión, la solidaridad y el
respeto a las diversidades culturales. (Consejo Superior de Educación, 1994; Consejo Superior
de Educación, 2008; Ministerio de Educación Pública, 2015). 
De ahí que, para dar curso a la facilitación de las condiciones que conduzcan a la verificación de
tales  principios,  se  haya  dispuesto  la  creación  de  programas  como,  por  ejemplo,  el  de
transferencias monetarias condicionadas Avancemos (2008), el Fondo Nacional de Becas 
4 
(Fonabe, 1997), el Proyecto MEP-ProEDUCA (dirigido a favorecer la equidad en el acceso y la
permanencia en el sistema educativo), “Yo me Apunto” (2015, para brindar atención a colegios
con altos niveles de exclusión, infraestructura en mal estado, carencia de equipo y materiales
didácticos  y  otros).  Otros  programas  ya  existentes  desde  antiguo,  como  los  de  comedores
escolares y transporte estudiantil,  también han sido fortalecidos con la finalidad de ampliar la
cobertura,  sobre  todo  hacia  aquellas  comunidades  y  centros  educativos  que  presentan  los
mayores índices de pobreza y de desigualdad social.

Según  señala  UNICEF (2008),  en  muchos  países,  pese  a  los  esfuerzos  realizados  por  los
gobiernos  y  los  sistemas  educativos,  aún  no  se ha  logrado  asegurar  el  acceso  universal  y
proporcionar una educación de calidad para toda la población estudiantil. UNICEF subraya que
los enfoques de las políticas educativas basados en la ampliación de la cobertura resultan ser
infructuosos,  en la  medida  que  no  atiendan  a  profundidad  las  problemáticas  complejas  que
representan la desigualdad, la inequidad y la exclusión social. No es suficiente con los esfuerzos
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que se realizan de manera principal en la universalización de la matrícula. Es preciso que las
políticas y los programas de apoyo entiendan, tomen en consideración y asuman la globalidad de
los diversos aspectos y factores que intervienen en los procesos educativos y en la prevalencia
de  situaciones  de  exclusión  y  desigualdad  que  afectan  de  manera  significativa  a  diversos
sectores sociales, poblaciones y comunidades. 

No se ha reconocido la complejidad de los obstáculos que impiden el acceso de los niños a la
escuela, ni se ha prestado oídos a las inquietudes expresadas por los propios niños acerca de su
educación; tampoco se ha construido una cultura de la educación en la que se respete y valore
por  igual  a todos los niños,  ni  se ha conseguido que los padres y las comunidades locales
apoyen la educación, que se adopte un enfoque global de la educación, que se aborden los
derechos  de  los  niños  en  la  educación,  ni,  por  último,  arraigar  escuelas  que  sean  centros
acuciosos de acción comunitaria y desarrollo social. (UNICEF, 2008, p. 2). 

Esta valoración de UNICEF constituye una llamada de atención crítica e interpela a los sistemas
educativos a que asuman la educación en toda su dimensión de complejidad. Resalta aspectos
que,  siendo  fundamentales,  no  acostumbran  aparecer  en  los  informes  ministeriales  de
evaluación  del  sistema educativo,  como tampoco en el  seguimiento  sobre  la  educación  que
realizan de manera periódica otras entidades; en Costa Rica, por ejemplo, el Instituto Nacional
de Estadística y Censos (INEC) y el Ministerio de Planificación y Política Económica (Mideplan).
Se trata de aspectos que, por su naturaleza cualitativa, no pueden ser ponderados por medio de
los  indicadores  cuantitativos  y  tradicionales  utilizados  por  el  sistema educativo  y  esas otras
entidades, referidos a tasas de matriculación, aprobación, reprobación, rezago, exclusión, entre
los más comunes. 

La  medición  estadística,  sobra  decirlo,  es  de importancia  fundamental.  Ésta  representa  una
dimensión de información valiosa que permite a las instancias de gestión del sistema educativo
tomar decisiones en materia de asignación de recursos, atención y mejora de infraestructura,
control  del  desempeño  de  la  administración  local  de  los  programas de  apoyo  económico  o
asistencia social a la población estudiantil y a las familias, reconocimiento de las diferencias de
rendimientos escolares en los centros educativos;  en fin,  le permite a la gestión superior  del
sistema  educativo  contar  con  un  mapa  del  estado  de  la  cuestión  sobre  las  deficiencias  y
necesidades existentes por localización geográfica (regiones, provincias, cantones, distritos), a
fin de consolidar o bien redireccionar las acciones emprendidas y hacer una mejor gestión de los
procesos y cursos de acción desarrollados. 
 
Sin embargo, además de la información que facilitan los indicadores cuantitativos, es necesario
contar  con  indagaciones  cualitativas  que  provean  de  información  en  dimensiones  de  mayor
complejidad y con una perspectiva  integral  de las problemáticas  existentes.  Las estadísticas
disponibles, sobre todo las que ofrece la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) del INEC y los
informes sobre el estado de la educación que elabora el Programa Estado de la Nación (PEN),
muestran una situación en la que, en su comparación por zonas (urbana y rural) y por régimen
de prestación de los servicios educativos (público, privado, mixto), la calidad de la educación y
los alcances en materia de asegurar igualdad de oportunidades,  inclusión y equidad exhiben
diferencias importantes entre los distintos centros educativos, poblaciones y comunidades. 

Al respecto, una iniciativa como, por ejemplo, la de “Yo me Apunto con la educación”, viene a
prestar  atención  a  las  desigualdades  existentes  y  a  promover  acciones  concertadas  entre
diversos actores interesados en la calidad y la pertinencia de la educación. Sin embargo, este
tipo de acciones requieren de mayores niveles de compromiso y, de manera especial, de una
participación  genuina  por  parte  de los  actores  locales,  sobre  todo las  familias  y  las  propias
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comunidades  estudiantiles.  No  parece  ser  apropiada,  por  infructuosa  y  carente  de  eficacia
contextual, la norma según la cual se da por descontado que las propuestas diseñadas en las
oficiales  centrales  especializadas  del  sistema  educativo  son  las  que  deben  ser  puestas  en
marcha  y  las  únicas  que  pueden  venir  a  resolver  los  problemas,  sin  necesidad  de  realizar
mayores consultas ni  otorgar  espacios  para que las poblaciones  afectadas puedan expresar
también sus propias valoraciones, puntos de vista y recomendaciones.

Las cuestiones relevadas por UNICEF interpelan a fondo finalidades declaradas en las políticas
educativas, tales como las de igualdad de oportunidades, equidad, inclusión, así como las de
pertinencia y calidad de la educación. Finalidades que no se lograrán cumplir, en el tanto, por
ejemplo, los programas de apoyo creados para extenderlas a los sectores sociales y poblaciones
con limitaciones de acceso y permanencia en el sistema educativo estén basados en protocolos
de  aplicación  estandarizada.  Las  posibilidades  y  condiciones  (institucionales,  económicas,
sociales y culturales) de acceso y de vinculación con los servicios públicos no son las mismas
para todos los sectores sociales y las diferentes poblaciones y comunidades. Varían de manera
significativa de una zona a otra y entre las diferentes regiones geográficas.
 
Es recurrente en la política educativa costarricense, la referencia a la necesidad de realizar los
mayores  esfuerzos  institucionales  para  brindar  educación  pertinente  y  de  calidad  a  toda  la
población.  De  por  medio  está  el  desafío  por  hacer  que  la  educación  se  constituya  en  la
herramienta facilitadora de acceso al empleo, requisito indispensable para impulsar la mejora de
las condiciones de vida y el bienestar social, tanto a escala individual como de la sociedad en
general. No obstante, lo mismo en este aspecto que en el caso de los conceptos de equidad,
inclusión,  igualdad  de  oportunidades  y  de  respeto  a  la  diversidad  cultural,  las  acepciones
asignadas  también  remiten,  en  general,  a  una  proyección  programática  de  la  educación
fundamentalmente de índole instrumental.

Tanto la calidad como la pertinencia de la educación involucran una visión compleja del proceso
educativo y de la prestación de los servicios educativos. Aun cuando, en un país como Costa
Rica, se cuente con marcos jurídicos que regulan la protección y el cumplimiento de los derechos
humanos y que obliguen a  las instituciones  del  Estado a llevar  a cabo las  acciones que al
respecto  se requieren,  los  objetivos  declarados no se llegarán a  cumplir,  en  la  medida  que
prevalezca  un  contexto  social,  económico  y  cultural  que  afecta  a  diversos  sectores  de  la
población,  que  por  su  condición  social,  económica,  cultural,  étnica,  de  género  y  otras,  se
mantienen en una situación en la que sus derechos humanos están siendo limitados, obstruidos
o incluso negados. 
 
Los programas de asistencia social son muy importantes, pero deben operar en el marco de una
red interinstitucional de acciones, orientadas con base en una perspectiva que, más allá de lo
paliativo o asistencial,  se propongan resolver de manera genuina las realidades de exclusión,
desigualdad,  inequidad,  vulnerabilización  e  injusticia  social.  Para  el  caso  específico  de  la
educación,  esas  acciones  tienen  que  estar  dirigidas  a  que  las  personas  desarrollen  las
capacidades y las libertades que les son necesarias para dignificar  su vida y avanzar en la
construcción de condiciones de bienestar social, indispensables para la sana convivencia social,
la  mejora  continua  de la  institucionalidad  de la  democracia  y  el  respeto y  resguardo de los
derechos humanos para toda la población.
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ANEXO 4

ESTRUCTURA CURRICULAR DE LA EDUCACIÓN SECUNDARIA EN COSTA RICA:
ENTRE EL UTILITARISMO Y EL MERCADO DE TRABAJO

Luis Muñoz Varela8

 

Resumen

El artículo tiene por objetivo realizar una revisión analítica sobre la composición de la estructura
curricular en el nivel de la educación secundaria en Costa Rica. El análisis se contextualiza en
aspectos medulares de las políticas educativas promulgadas durante las últimas dos décadas y,
a su vez, se desarrolla una reflexión crítica en torno suyo, con base en planteamientos de la
UNESCO y de otra diversa bibliografía especializada. La relevancia del estudio realizado es la de
analizar  la  pertinencia de la actual estructura curricular  del proyecto educativo costarricense,

8 Instituto de Investigación en Educación (INIE), Universidad de Costa Rica. C.e.: luis.munoz@ucr.ac.cr.
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considerando  las  diversas  necesidades  de  formación  existentes  en  el  país,  según  las
localizaciones  geográficas  y  sus  características  productivas,  así  como  sus  respectivas
identidades socioculturales. Se concluye que el actual proyecto educativo costarricense presenta
una rigidez estandarizada, debido a que su oferta educativa está dirigida a formar y capacitar
para la  empleabilidad  en el  mercado de trabajo  de la  economía neoclásica  o neoliberal.  En
consecuencia,  el  proyecto  educativo  es  excluyente,  inequitativo  y  limita  el  cumplimiento  por
garantizar igualdad de oportunidades para todas las distintas poblaciones estudiantiles del país.
Se  requiere  hacer  una  reforma  a  profundidad  de  dicho  proyecto,  con  el  fin  de  hacerlo
efectivamente flexible, inclusivo, pertinente, significativo y contextualizado socioculturalmente.
Palabras clave: políticas educativas, pertinencia de la educación, identidades socioculturales,
currículo estandarizado, contextualización sociocultural.

Curricular structure of secondary education in Costa Rica: Between utilitarism and the la-
bor market

Abstract
The article aims to perform an analytical review on the composition of the curricular structure at
the level of secondary education in Costa Rica. The analysis is contextualized in key aspects of
the educational policies promulgated during the last two decades and, in turn, a critical reflection
is developed around it, based on approaches of UNESCO and other diverse specialized bibliogra-
phy. The relevance of the study is to analyze the relevance of the current curricular structure of
the Costa Rican educational project, considering the diverse training needs existing in the coun-
try, according to geographical locations and their productive characteristics, as well as their re-
spective sociocultural identities. It is concluded that the current Costa Rican educational project
presents a standardized rigidity, because its educational offer is aimed at training and training for
employability in the labor market of neoclassical or neoliberal economics. Consequently, the edu-
cational project is exclusive, inequitable and limits compliance by guaranteeing equal opportuni-
ties for all the different student populations of the country. An in-depth reform of said project is re-
quired, in order to make it effectively flexible, inclusive, pertinent, significant and socioculturally
contextualized.
Key words:  educational  policies,  relevance of education, sociocultural  identities,  standardized
curriculum, sociocultural contextualization.

Introducción

Desde la década de 1980, los gobiernos de Costa Rica adoptaron y pusieron en marcha
profundos procesos de cambio en la estructura del aparato económico/productivo del país. Se
impulsaron hondas transformaciones institucionales y programáticas, a las que se les pasó a
denominar como «nueva economía», marcada esta por el «dinamismo exportador de productos
no tradicionales, la creación y consolidación de zonas francas y los nuevos servicios» (Programa
Estado de la Nación 2913, 134).

Pronto llegarían los Tratados de Libre Comercio y otros diversos instrumentos de índole
comercial  internacionales,  que  replantearían  el  perfil  del  sistema  económico/productivo  e
impactarían en la estructura del  mercado de trabajo.  Tomó prioridad en la política pública la
atracción de inversión extranjera directa (IED) y la instalación del régimen de zonas francas, todo
ello  con la  finalidad de obtener un mejor «posicionamiento  de la  oferta exportable» del  país
(Programa Estado de la Nación 2013, 140).

En ese contexto, a mediados de la década de 1990, Costa Rica también adoptó un nuevo
marco  de  políticas  educativas,  con  un  proyecto  educativo  dirigido  a  coincidir  la  formación
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educativa con las nuevas demandas de perfiles laborales que el escenario económico/productivo
emergente vino0 a plantear.  Surgió una nueva estructura curricular  y se formularon políticas
específicas en materia de cobertura,  matriculación,  administración de los centros educativos,
especificaciones pedagógico/didácticas para la docencia («mediación pedagógica»), la mejora de
la calidad de la educación y de los rendimientos escolares.

En  el  presente  ensayo  interesa  enfocarse  en  el  análisis  de  la  estructura  curricular
adoptada por el sistema educativo costarricense en el nivel de la secundaria (III Ciclo y Ciclo de
Educación Diversificada). El ensayo se organiza en tres apartados. En el primero se hace un
recuento sumario de las principales líneas rectoras que definen las orientaciones de las políticas
educativas,  relacionándolas  con  los  lineamientos  de  política  educativa,  los  cuales  están
planteados también por distintos organismos multilaterales.

El segundo apartado se ocupa de hacer un breve análisis de la estructura curricular y de
las directrices centrales que la rigen en el nivel de la secundaria. El objetivo es exponer cuál es la
conformación disciplinar del plan de estudios o currículo, a fin de caracterizar la relación que en
él existe respecto de la formación para el mercado de trabajo. Se enfoca este nivel del sistema
educativo, en la medida que es en él donde se depura y consolida la estructura curricular que
conduce a un perfil  de egreso unificado en función de las demandas del mercado de trabajo
globalizado.  Es  también  éste  el  nivel  que  presenta  los  mayores  problemas  en  términos  de
reprobación, abandono y baja proporción de estudiantes con alcanzan a concluir las trayectorias
escolares.

En el tercer apartado, por su parte, se desarrolla una discusión crítica sobre la naturaleza
y  finalidades  de  la  estructura  curricular,  así  como  sobre  las  implicaciones  que  acarrea  su
aplicación desde el punto de vista de una educación que incluya otros componentes esenciales
de la formación; más allá de los que conciernen a la capacitación en habilidades y destrezas
para incorporarse al mundo del trabajo.

1. El marco de las políticas

En materia de políticas educativas, en Costa Rica, tal y como sucede en los países de
América Latina, desde la década de 1990 se adoptaron diversos lineamientos planteados por
organismos multilaterales tales como la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura (UNESCO), Banco Mundial (BM), Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico (OCDE), Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Comisión Económica
para América Latina y el Caribe (CEPAL).

Tres documentos de política pública educativa han sido aprobados en el país a partir de
1994: Política Educativa hacia el Siglo XXI (1994), El Centro Educativo de Calidad como Eje
de la Educación Costarricense (2008) y Educar para una Nueva Ciudadanía (2015).

a) El
primero de estos documentos, aprobado por el Consejo Superior de Educación (CSE) en 1994,
expone como punto de partida que, durante los últimos años del siglo XX, en el mundo ocurrieron
cambios estructurales tan profundos que alcanzaron a provocar una situación de «cambio de
paradigma». Este cambio estaría marcado especialmente por las transformaciones acontecidas
en el campo de la economía (globalización), así como por la centralidad neurálgica que la ciencia
y la tecnología pasaron a ocupar en la sociedad y para el desarrollo de muy diversas actividades
humanas. (Consejo Superior de Educación 1994). 
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La política declara que la educación ha de estar  basada en la  formación integral,  de
manera  tal  que  en  ella  estén  incluidos  todos  los  componentes  implicados  en  un  proceso
educativo y en una oferta educativa de calidad: «La visión integral del ser humano solo puede
llevarse a la práctica mediante una oferta educativa en la que los conocimientos, los procesos
para construirlos y reconstruirlos, y la aplicación de esos conocimientos en el desarrollo de la
persona y de la sociedad, se encuentren incorporados en el proceso educativo, sin detrimento de
ninguno» (Consejo Superior de Educación 1994, en «B. En cuanto a las fuentes filosóficas»). 

Para ello, la política asume como marco de referencia el constructivismo, señalando que
con ello se busca superar la tradicional clase magistral y transformar la dinámica de clase en
«mediación  pedagógica».  Esta  «mediación  pedagógica»  es  entendida  como «la  focalización
guiada de la atención del alumno hacia los estímulos esenciales de la situación de aprendizaje
que  conduzca  a  una  resolución  de problemas  de variada  naturaleza»  (Consejo  Superior  de
Educación 1994, en «D. En cuanto a la coherencia, 8»).

Como  eje  nuclear  del  nuevo  proyecto  educativo,  se  dispuso  la  perspectiva  de  la
sostenibilidad,  planteada  en  cuatro  áreas:  a)  sostenibilidad  ambiental;  b)  sostenibilidad  del
recurso humano; c) sostenibilidad social y política y d) sostenibilidad económica y productiva.
Esta última, la política la define como una de las áreas que adquiere gran prioridad en el contexto
de «cambio de paradigma» y le atribuye el reto de «generar los recursos humanos necesarios
para elevar  la  competitividad y productividad nacionales e integrar exitosamente el  país a la
economía mundial» (Consejo Superior de Educación 1994, en «F. En cuanto a los retos de la
educación, 4»).

Respecto de las finalidades del nuevo proyecto educativo, se subraya que este ha de
brindar una formación «para el ejercicio participativo de la democracia, con identidad nacional,
integrado al  mundo, capaz de discernir y competir  y capaz de buscar su felicidad» (Consejo
Superior de Educación 1994, en «A. En cuanto al momento histórico, 1». La educación debe
propiciar la formación de personas capaces de ser productoras para sí mismas «y para el país
desde el punto de vista de su condición de trabajador, lo que comporta el incremento de sus
habilidades, el aprendizaje de destrezas y la búsqueda del conocimiento» (Consejo Superior de
Educación 1994, «A. En cuanto al momento histórico, 1»).

A propósito  del  nivel  de  la  secundaria,  objeto  del  presente artículo,  se  indica  que lo
anterior  permitirá  hacer  atractiva  la  educación  «y  dar  a  quienes  no continúen  sus  estudios,
instrumentos  útiles  para  la  vida  y  el  trabajo.  Se  promoverán  acciones  que  faciliten  la
incorporación  de  los  jóvenes  en  procesos  productivos  basados  en  las  nuevas  tecnologías»
(Consejo Superior de Educación 1994, en «F. En cuanto a los rectos de la educación», 4).

b Catorce
años después, en 2008, ante la constatación de diversas deficiencias en el sistema educativo
que afectaban los resultados y la calidad de la educación (repitencia, extra edad, insuficiencia de
cobertura  en  secundaria  y  en  preescolar,  calidad  de  la  docencia  y  de  los  resultados  de
aprendizaje,  prevalencia  de  desigualdad,  inequidad  y  exclusión),  el  Consejo  Superior  de
Educación  aprobó  una  nueva  política:  El  Centro  Educativo  de  Calidad  como  eje  de  la
Educación Costarricense.

Esta segunda política se inscribe en el marco general de los planteamientos enunciados
en el documento de 1994. Se vuelve a recalcar en la formación integral, «cambio de paradigma»,
«mundo cambiante», educación para el desarrollo y el crecimiento económico; una educación
para que el país pueda adaptarse a los desafíos de los nuevos tiempos; «hoy, como ayer, la



85

educación  es  la  clave  del  desarrollo;  pero  en  un  mundo  cambiante,  los  riesgos  y  las
oportunidades de nuestro país –y de nuestra juventud– son enormes y demandan más y mejor
educación que en ningún otro momento de la historia. Debemos estar a la altura de los tiempos»
(Consejo Superior de Educación 2008, 4).

Esta política es más precisa en sus lineamientos  programáticos y  curriculares que la
anterior.  Da  un  avance  mayor  en  la  definición  de  la  estructura  curricular  y  de  un  proyecto
educativo enfocado en formar a las nuevas generaciones en contexto de globalización;  para
mejorar y fortalecer las bases del crecimiento económico, la competitividad y la adaptación del
«capital  humano» a  las  nuevas condiciones  económicas y productivas.  La educación  «debe
generar  los  recursos  humanos  necesarios  para  elevar  la  competitividad  y  productividad
nacionales  e  integrar  exitosamente  al  país  a  la  economía  mundial,  al  tiempo  que  fortalece
aquellos valores y actitudes que le den a la vida y a la convivencia un sentido altruista, inspirador
y humanista» (Consejo Superior de Educación 2008, 12).

En el momento de la promulgación de esta segunda política, la economía costarricense
ya había quedado plenamente definida en sus políticas y en su estructura como una economía
globalizada.  El  auge  de  la  inversión  extranjera  directa,  el  desarrollo  de  zonas  francas,  la
ampliación del sector servicios y las actividades financieras, vinieron a marcar las pautas de un
mercado  de  trabajo  a  partir  de  cuyas  características  y  demandas  de  formación,  la  política
educativa pasó a definir la oferta educativa y su correspondiente estructura curricular. 

La política hace énfasis en una educación de calidad que, además de proveer atención a
los intereses en general de la sociedad,  tenga en cuenta de manera especial  a los sectores
sociales en condiciones de vulnerabilidad y de carencia de oportunidades. Aboga por considerar
la  diversidad de las poblaciones estudiantiles y velar  por el  cumplimiento del  derecho a una
educación de calidad para todos (Consejo Superior de Educación 2008).

c) Una
tercera política, promulgada en 2015, se denomina Educar para una Nueva Ciudadanía. Esta
política reitera en las principales declaraciones y enunciados presentes en las dos anteriores
políticas. El marco de referencia contextual sigue siendo el mismo, aunque ahora toman mayor
énfasis  y  precisión  las  orientaciones  para  el  desarrollo  de  una  educación  enfocada  en  la
formación para responder a las demandas de la globalización económica y para adaptarse a un
mercado de trabajo determinado por la incorporación de la tecnología y el conocimiento; así «[…]
el siglo XXI  nos presenta retos que van más allá del acceso a la educación, dilemas que se
relacionan con un mundo globalizado económica, cultural, política, social y culturalmente, que
exigen  pensar  en  procesos  educativos  de  calidad,  más  dinámicos,  diversos  y  creativos,
centrados en la construcción continua y en las posibilidades de acceso al conocimiento y no en
impartir conocimientos acabados» (Ministerio de Educación Pública 2015, 5-6).

La política subraya una formación anclada en la preparación de las nuevas generaciones
para su incorporación al mundo del trabajo, en clave de ciudadanización globalizada. Además de
contar  con  las  habilidades  y  destrezas  técnicas  necesarias  para  el  desempeño  laboral,  las
personas deben desarrollar disposiciones de flexibilidad, adaptación a cambios en los puestos de
trabajo,  reciclaje  de  habilidades  y  destrezas  (formación  continua),  así  como  aprender  a
relacionarse con personas de otras culturas. Como se especifica en esta política del MEP, «Hoy,
el acceso a la multiplicidad de medios de información y de comunicación, la toma de conciencia
con respecto  a nuestro  mundo finito  y  a  los  problemas planetarios,  el  desarrollo  de nuevas
modalidades y opciones de trabajo, las fronteras difusas entre los países y la diversidad cultural y
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étnica en el mundo son factores que configuran una realidad muy diferente a la del siglo pasado»
(Ministerio de Educación Pública 2015, 5).

La política define cuatro dimensiones principales de reforma curricular para impulsar el
proyecto que involucra «educar para una nueva ciudadanía»: a) formas de pensar, b) formas de
vivir  en el  mundo,  c)  formas de relacionarse  con otros y  d)  herramientas  para integrarse al
mundo.  Figuran  en  la  política  las  nociones  de  emprendedurismo,  innovación,  pensamiento
crítico,  pensamiento  sistemático,  resolución  de problemas,  aprender  a  aprender,  aprendizaje
continuo,  flexibilidad  para  adaptarse  «a  cambios  de  roles,  responsabilidades,  horarios  y
contextos» (Ministerio de Educación Pública 2015, 33).

Esta política ofrece un desglose pormenorizado de las habilidades de aprendizaje que
involucran las cuatro anteriores dimensiones, con los respectivos indicadores que en cada caso
especifican en qué consisten tales habilidades.  Se incluyen tablas analíticas con los perfiles
específicos  para cada ciclo  lectivo,  así  como un perfil  general  de egreso.  El  análisis  de las
habilidades,  indicadores  y,  de  manera  especial,  de  los  perfiles,  presenta  como  finalidad  la
formación para el mercado de trabajo de la economía globalizada y para el desarrollo y dominio
de habilidades y destrezas relacionadas con el campo de la tecnología. La formación ha de estar
enfocada  en  el  desarrollo  de  habilidades  y  destrezas  centradas,  especialmente,  en  las
capacidades  para  resolver  problemas.  Estas  capacidades  se  adquieren: «mediante  el
aprendizaje de la experiencia directa a través del modelado o la imitación, por lo que trasciende
la simple transmisión de conocimiento, lo cual promueve la visión y formación integral de las
personas, de cómo apropiarse del conocimiento sistematizado para crear su propio aprendizaje»
(Ministerio de Educación Pública 2015, 24).

A  partir  de  1994,  en  términos  generales,  la  perspectiva  fundamental  que  vertebra  el
proyecto educativo costarricense, formulada en los tres documentos de política aprobados desde
entonces, es la de que, en la actualidad, el desarrollo económico y el bienestar de la sociedad
dependen de formar el talento humano por medio de la dotación y adquisición de habilidades
tales  como la  resolución  de  problemas,  óptima  capacidad  de  comunicación  (oral  y  escrita),
aprendizaje  de un segundo idioma,  habilidad para el  análisis  de información y su utilización
eficaz en el desempeño laboral, trabajo colaborativo en grupo, capacitación continua (educación
a lo  largo de la  vida),  flexibilidad  técnica  y actitudinal,  aprender  a aprender  y  consciencia  y
respeto por la diversidad cultural.

2. Composición de la estructura curricular en el nivel de la secundaria

En Costa Rica, el nivel de la secundaria está conformado por dos ciclos: III Ciclo y Ciclo de
Educación Diversificada. El primero comprende de séptimo a noveno año; el segundo los dos
últimos o tres años, según  sea la modalidad del colegio de que se trate (académico, técnico
profesional, otros).

a) El
primer  grupo,  clasificado  como asignaturas  de  «Educación  General  Básica»  (EGB)  (Francis
2010),  lo  conforman  6  asignaturas:  Matemáticas,  Ciencias,  Estudios  Sociales,  Español,
Educación Cívica e Inglés. Este este primer grupo representa «más del 50% de la oferta (de)
todos los planes de estudio del III Ciclo de EGB» (Francis 2010, 20). Es, por consiguiente, el que
abarca la mayor proporción de horas lectivas en los diferentes planes de estudios. Este es el
grupo que opera como eje nuclear de la estructura curricular de los diferentes planes de estudio.

b) Un
segundo grupo es clasificado como «Asignaturas Complementarias» (Francis 2010,  14).  Este
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incluye una diversidad de asignaturas que no se imparten todas las mismas en todos los planes
de  estudio,  sino  que  su  inclusión  depende  de  la  modalidad  de  colegio  de  que  se  trate:
académico, técnico profesional, experimental bilingüe, deportivo, artístico y otros.

c) Un
tercer grupo es el de las denominadas «materias orientadas a las necesidades e intereses de los
estudiantes» (Francis 2010, 19). Este grupo está conformado por asignaturas como Consejos de
Curso, Clubes, Talleres, Orientación, entre otras. (Francis 2010).

De  conformidad  con  el  análisis  realizado  por  Francis  (2010),  en  2010  existía  una
importante  cantidad  de  modalidades  de  colegio,  al  menos  17.  En  11  de  estas  distintas
modalidades, las asignaturas que en el III Ciclo presentaban en promedio la mayor cantidad de
lecciones semanales asignadas son las de Ciencias, Español y Matemáticas. La asignatura de
Estudios Sociales presenta variaciones según modalidad de centro educativo, asignándosele una
cantidad  importante  de  lecciones  en  las  modalidades  de  III  Ciclo  Modelo  y  Educación
Diversificada Académica, III Ciclo y Educación Diversificada Modelo y en Colegio Académico con
Orientación Ambientalista. (Francis 2010).

En  el  III  Ciclo,  el  núcleo de  asignaturas  de la  EGB está  definido  especialmente  por
asignaturas  que  involucran  el  razonamiento  lógico/matemático,  la  comprensión  lectora  y  el
desarrollo de habilidades y destrezas técnicas, relacionadas, especialmente, con las operaciones
de la actividad laboral en campos como: la industria, la agroindustria, los servicios, el turismo y
las finanzas.

Respecto  al  Ciclo  de  Educación  Diversificada,  tramo  terminal  de  la  secundaria,  la
composición  de  la  estructura  curricular  adopta  una concentración  aún  mayor  en 4  de  las  6
asignaturas del grupo de EGB: Ciencias,  Matemáticas, Español y Estudios Sociales.  En este
Ciclo,  la estructura curricular  es «más normalizada» (Francis 2010, 20);  más estandarizada y
concentrada,  con independencia  de la  modalidad  de colegio  de que se trate.  Esta situación
implica que, en el tramo terminal de la secundaria, el perfil de egreso tienda a ser altamente
homogéneo, con independencia de la modalidad de colegio.

En esa estructura curricular y en el correspondiente perfil de egreso, una y otro de índole
estandarizada, predomina el énfasis por desarrollar una capacitación basada en el razonamiento
lógico, la comprensión lectora, el aprendizaje del inglés y la familiarización con las tecnologías de
la información y comunicación (TIC). En ofrecer y asegurar este tipo de capacitación está en
juego, entonces, la posibilidad de que la población costarricense cuente con la formación técnica
y  profesional  especializada,  emprendedora  y  competitiva;  la  cual,  según  se  señala,  hoy
demandan y exigen la apertura y la vinculación dinámica de la economía nacional al mercado
global.

En ese marco de directrices, ahora influido también por la presión que provoca el interés
de las autoridades educativas por ganar posiciones en las pruebas internacionales del Programa
Internacional  de  Evaluación  de  Estudiantes  (PISA)  de  la  OCDE,  se  ha  venido  tratando  de
establecer en Costa Rica un mayor control para mejorar los resultados en el grupo nuclear de
asignaturas de la EGB.

Lo anterior representa orientaciones y esfuerzos que tienden a generar el imaginario de
que, una educación de calidad, se verifica sobre todo por medio de la obtención de resultados
satisfactorios en el núcleo básico de las asignaturas de EGB. En cierta medida, se trata de un
enfoque  de formación  cuyas  finalidades  se abstraen de  otras  dimensiones  esenciales  de la
educación. En la óptica del Programa Regional de Educación para América Latina y el Caribe
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(PRELAC), la educación debe tener como finalidades principales: «fomentar el respeto de los
derechos y libertades fundamentales, por lo que la educación será relevante si los estudiantes
tienen  la  oportunidad  de  conocerlos  y  vivenciarlos,  lo  cual  significa  aprender  no  solo
conocimientos y habilidades, sino sobre todo valores, actitudes y comportamientos» (Programa
Regional de Educación para América Latina y el Caribe 2007, 41).

Más allá de las finalidades que la política educativa y el sistema educativo costarricense
se trazan en la actualidad, la educación es más que la capacitación en habilidades y destrezas
para incorporarse al mercado laboral. Desde una perspectiva de formación integral que pone el
acento en la dimensión más plena, significativa y dignificante de la condición humana, puede
decirse que hay otros componentes de la educación con un valor superior al de la formación para
la  empleabilidad.  Como expone  Nussbaum (2012),  «Una sociedad  podría  estar  produciendo
adecuadamente las capacidades internas de sus ciudadanos y ciudadanas, al tiempo que, por
otros canales, podría estar cortando las vías de acceso de esos individuos a la oportunidad de
funcionar de acuerdo con esas capacidades» (Nussbaum 2012, 41).

Las  reformas  curriculares  impulsadas  desde  la  década  de  1990  han  tenido  como
horizonte, en Costa Rica, una formación y capacitación que habilite a la fuerza laboral del país
para  el  crecimiento  del  producto  interno  bruto  (PIB),  el  aumento  de  las  rentas  personales
(estudiar  para tener  acceso a un empleo y asegurarse un salario  digno),  la  industrialización
(estructura curricular estandarizada que se basa en la habilitación de competencias, habilidades
y  destrezas  técnicas),  los  avances  tecnológicos  (informática  educativa  e  inglés),  la
modernización  social  (emprendedurismo  y  competitividad  como  nuevas  disposiciones
actitudinales que contribuirán a que las personas se conviertan en empresarias de sí mismas).

2. Reflexión crítica

Aun  cuando, en  Costa  Rica, el  discurso  de  la  política  pública  en  educación  sea
presentado por medio de una exposición compleja que busca tomar en consideración todas las
distintas  dimensiones  inherentes  al  acontecimiento  educativo  (en  su  expresión  sistémica,
conformación  de  contenido  y  operacionalización),  no  obstante,  es  posible  apreciar  en  ese
discurso un énfasis claro en el lenguaje economicista, expresado en términos tales como: valor
agregado, flexibilidad, competencias, innovación, emprendedurismo, competitividad, resolución
de problemas y otros.

Estas prioridades,  que se adjudican a la  educación como finalidades del  proyecto de
formación, podrían estar imponiendo restricciones a la formación, que obstaculizan entenderla y
asumirla como un proceso amplio y complejo, en el que no únicamente cabe considerar y relevar
las habilidades y destrezas que demanda el mercado de trabajo vinculado a la economía global
neoclásica. Cabe tomar en cuenta aquí la alerta que hace Nussbaum (2012), en el sentido de
que, «En la actualidad, la mayoría de las naciones modernas, preocupadas como están por el
incremento de la renta nacional o por conquistar o conservar una cuota del mercado mundial,
han  venido  concentrándose  cada  vez  más  en  un  conjunto  restringido  de  habilidades
comercializables  en  el  mercado  laboral  y  consideradas  como  generadoras  potenciales  de
beneficios económicos a corto plazo» (Nussbaum 2012, 184).

La  actual  orientación  del  proyecto  educativo  por  priorizar  la  capacitación  para  la
empleabilidad y la productividad de mercado se complementa con un imaginario de formación
para la rentabilidad. La persona tiene que aprender a ser rentable, si desea disponer con las
condiciones  que  le  permitan  tener  acceso  al  empleo  y  al  consumo.  Cada  quien  tiene  que
asegurar su estabilidad en el  empleo por la  vía de su propia rentabilidad.  De ahí  que en el
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discurso  de  la  política  educativa  se  reitere  y  enfatice  la  promoción  de  las  actitudes  y
disposiciones  necesarias  de  la  flexibilidad,  la  competitividad,  la  educación  continua,  la
adaptabilidad y el reciclaje de los perfiles laborales.  La seguridad social  del trabajo depende
ahora de condiciones institucionales más frágiles y pasa a ser una responsabilidad personal de
cada cual.

En la política educativa costarricense de los últimos años -como ya se expuso-, pero de
manera  especial  en  la  estructura  curricular,  se  pone  el  acento  en  subrayar  la  importancia
(utilidad, se podría decir) de la educación para contar con la mayor cantidad posible de personas
calificadas para incorporarse al mercado de trabajo de la economía globalizada.  El punto de
partida  en  que  se  sustenta  dicha  directriz,  le  viene  dado  a  la  educación  por  la  enunciada
necesidad de que el país ha de disponer con una fuerza laboral acorde con los requerimientos
del crecimiento económico y del producto interno bruto (PIB). 

Según señala Sen, «el crecimiento del PIB o de las rentas personales puede ser, desde
luego, un medio muy importante para expandir las libertades de que disfrutan los miembros de la
sociedad. Pero las libertades también dependen de otros determinantes, como las instituciones
sociales y económicas (por ejemplo, los servicios de educación y de atención médica), así como
de  los  derechos  políticos  y  humanos  (entre  ellos,  la  libertad  para  participar  en  debates  y
escrutinios públicos)» (2000, 19).

Este enfoque del crecimiento económico y de la medición del bienestar social por la vía
del  PIB,  está asociado con la doctrina del  utilitarismo, cuyos principios «se basan, en última
instancia,  solo en las utilidades,  y aunque por el  camino puedan tenerse muy en cuenta los
incentivos, es la información sobre la utilidad la que se considera a la larga la única base correcta
para evaluar la situación o para evaluar actos y normas» (Sen 2000, 78).

Es importante detenerse a revisar de manera breve las características que Sen (2000) le
atribuye al utilitarismo, en la medida que ellas contienen elementos que forman parte de la actual
realidad económica en Costa Rica y que, en buena medida, delimitan el imaginario de fondo
presente en las políticas educativas de los últimos años.

Primero. El utilitarismo es indiferente respecto de la desigualdad en la distribución del bienestar,
en la medida que «el cálculo utilitarista tiende a no tener en cuenta las desigualdades de la
distribución de la felicidad (sólo cuenta la suma total, con independencia de lo desigualmente
distribuida o no que esté)» (Sen 2000, p. 85). La medición de «la suma total» por la vía del PIB
no dice nada acerca del bienestar específico de las distintas poblaciones y sectores sociales, ni
sobre las desigualdades sociales estructurales, la exclusión, la injusticia social y su reproducción
intergeneracional. Más bien, oculta estas realidades y promueve una sensación de bienestar que
fragmenta a la sociedad y que conduce a la ceguera de una ilusión de prosperidad que, por su
propia naturaleza, deriva en frustración y desencanto.

Al respecto, es pertinente referir lo que en el Décimonoveno Informe Estado de la Nación
en Desarrollo Humano Sostenible señala el Programa Estado de la Nación, acerca de lo que
viene aconteciendo en Costa Rica durante los últimos años. Aquí se dice que «los beneficios de
las  fortalezas  y  oportunidades  alcanzadas  por  algunos  sectores  no  se  distribuyen
equitativamente entre la población, las empresas y los territorios. En otras palabras, el bienestar
de toda la población no es hoy el fundamento de la economía costarricense, ni de la política
pública,  pese a la conocida declaración de la Constitución Política» (Programa Estado de la
Nación 2013, 131).
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Segundo.  El utilitarismo no está interesado por asegurar los derechos, las libertades y otros
aspectos esenciales que no reportan utilidad. Como señala Sen (2000), «el enfoque utilitarista no
concede  ninguna  importancia  intrínseca  a  los  derechos  y  libertades  (éstas  sólo  se  valoran
indirectamente  y  en  la  medida  en  que  influyen  en  las  utilidades)»  (p.  85).  Los  derechos  y
libertades son un asunto de mercado. En Costa Rica, con mucha frecuencia, en las aulas y en
otros espacios, se recalca la necesidad e importancia de cursar estudios hasta el más alto nivel
posible; ya que, de no ser así, las personas verán limitadas sus posibilidades de aspirar a contar
con un empleo. Esta es una afirmación que con frecuencia se hace en las aulas en un tono de
severa advertencia. Mientras tanto, el actual mercado de trabajo es cada vez más hostil con las
nuevas generaciones.  La formación educativa para la competitividad,  el  emprendedurismo, la
flexibilidad laboral, expresiones axiomáticas presentes en la política educativa costarricense de
los últimos años, se constituyen en principios que encajan en las características del utilitarismo
indicadas por Sen (2000).

Tercero. El utilitarismo involucra una lógica de adaptación y condicionamiento subjetivo a las
condiciones de vida adversas y, por tanto, al debilitamiento y supresión de las aspiraciones de
cambio. La pobreza, la desigualdad y la exclusión pueden llevar a las personas a adaptarse a
ellas y a asumir que esa es por naturaleza la condición social y de humanidad que la vida les ha
deparado. Por tanto, no se puede asumir que las personas en estas condiciones carecen de los
elementos necesarios que les permitan, con base en criterios fundados en los principios de la
libertad  y  la  autonomía  personal,  tomar  las  decisiones  que  mejor  les  convenga.  Afrontan
obstáculos que no pueden ser atribuidos a su capacidad de decisión, ya que sus elecciones
están condicionadas por la necesidad inmediata de atender las urgencias del día a día, situación
en la que «la medida mental del placer o del deseo es demasiado maleable para ser una guía
sólida de las privaciones y las desventajas» (Sen 2000, 86). En tal sentido, se puede decir que el
actual  proyecto  educativo  en  Costa  Rica  también  involucra  una  lógica  de  adaptación  y
condicionamiento similar. Quien se adapta al código de currículo escolar, logra alcanzar el éxito.
Quien no lo haga, la responsabilidad por el fracaso será solo suya. El posicionamiento de estas
condiciones, en el imaginario social de la sociedad costarricense, ha sido instituido por medio de
múltiples  estrategias  y  mecanismos;  y  ahora  es  ya  casi  imposible  para  la  mayoría  de  las
personas imaginar un proyecto educativo distinto.

Al enfoque del crecimiento económico y de la medición del bienestar social por la vía del
PIB, Sen (2000) contrapone la teoría del desarrollo de capacidades basadas en la ampliación de
las  libertades,  los  derechos  humanos  y  la  autonomía  personal,  con  amparo  en  leyes  e
instituciones  que  protejan  la  dignidad  humana  de  todas  las  personas  en  la  sociedad.  Esta
perspectiva supone el desarrollo económico como un instrumento y no como un fin para obtener
el bienestar de las personas, las comunidades y la sociedad en general. Nussbaum, en su lugar,
destaca una de las implicaciones negativas del enfoque utilitarista en la educación, cual es la de
«producir crecimiento económico no equivale a producir democracia, ni a generar una población
sana, comprometida y formada que disponga de oportunidades para una buena calidad de vida
en todas las clases sociales» (2010, 36).

En este marco, Muñoz subraya la necesidad de «repensar la esencia de la educación en
un  mundo  intercultural,  que  rompa  con  la  concepción  racionalista  y  mecanicista  de  las
sociedades basadas en el mercado, que proponen el éxito escolar de una persona a partir del
fracaso de las otras. De ahí que se estimule el sentido de la competencia, antes que el sentido
de la cooperación» (2009, 18). 

En el marco de la UNESCO, desde hace dos décadas emergió el concepto de pertinencia
de  la  educación.  En  América  Latina,  el  PRELAC  define  este  concepto  en  términos  de  la
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necesidad de una educación significativa, flexible y social y culturalmente contextualizada. Según
su planteamiento, «Esto exige transitar desde una pedagogía de la homogeneidad hacia una
pedagogía  de  la  diversidad,  aprovechando  ésta  como  una  oportunidad  para  enriquecer  los
procesos de enseñanza y aprendizaje, y optimizar el desarrollo personal y social» (Programa
Regional de Educación para América Latina y el Caribe 2007, 9).

Al  mismo tiempo,  el  PRELAC releva también como necesario  el  componente  de una
formación que permita a las personas desarrollar las capacidades requeridas para interpretar el
mundo, allende las fronteras de lo local. La pertinencia demanda una educación comprehensiva
y  propiciadora  de  condiciones  para  que  las  personas  se  desarrollen  como  subjetividades
autónomas,  con  una  definida  identidad  sociocultural;  conscientes  de  sus  responsabilidades,
derechos  y  libertades  en  tanto  su  condición  de  ciudadanía  les  convoca  a  participar  en  el
fortalecimiento de la institucionalidad de la democracia.

En la política educativa costarricense, contenida en los tres documentos sucintamente
referidos en el primer acápite de este ensayo, el concepto de pertinencia no registra como una
cuestión a la que se le atribuya una importancia central. Desde luego, sí se le toma en cuenta,
pero hay otros conceptos que adoptan en esa política una relevancia aún mayor. Por ejemplo,
los conceptos de calidad de la educación, flexibilidad de la oferta educativa y la toma en cuenta
de la diversidad en el plano de la organización pedagógico/didáctica del proceso educativo. 

Sin  embargo,  a  pesar  de  esos  conceptos  adoptados  por  la  política  educativa,  al
establecerse una misma estructura curricular para todas las distintas poblaciones estudiantiles
(urbanas, rurales, costeras, indígenas, afrodescendientes), en la práctica, no solo se distorsiona
el concepto de pertinencia de la educación; también se debilita también la posibilidad de cumplir
con la flexibilización curricular  y con atender de manera genuina la diversidad. La flexibilidad
curricular y la atención a la diversidad, conceptos íntimamente asociados en la política educativa
costarricense, no se cumplen si tan solo se les considera desde el plano pedagógico/didáctico, o
como adecuaciones didácticas para las diferentes poblaciones estudiantiles. 

En  la  medida  que  las  preferencias  de  las  personas  y  de  las  distintas  poblaciones  y
comunidades sean valoradas y atendidas en términos de un mismo estándar, se está obviando
que las preferencias «son en sí mismas producto de opciones sociales» (Nussbaum 1997, 41).
Son,  por  consiguiente,  producto  también  de  opciones  culturales,  ancladas  en  contextos
societales específicos.  No son las mismas condiciones socioculturales  ni  las expectativas de
formación educativa que puedan existir en la zona urbana que en la rural. Y, aún al interior de
estas mismas zonas, las diferencias no dejan de existir.

Al ser la estructura curricular estandarizada y no tomar en cuenta de manera cabal la
diversidad de las identidades socioculturales, el proyecto educativo se basa, entonces, en asumir
que  todas  las  personas  están  naturalmente  dotadas  de  una  misma estructura  mental.  Esta
asunción de perspectiva, conductista y también psicométrica, ancla de pleno en el utilitarismo. La
conformación de las estructuras mentales no es solo una cuestión de naturaleza biológica, sino
fundamentalmente cultural.
 

A partir de tales presupuestos y, por ser estandarizada, la estructura curricular impone la
uniformización e inculca un mismo ethos cognitivo, actitudinal y cultural para todas las distintas
poblaciones  estudiantiles  del  país.  La  diferencia  étnica,  por  ejemplo,  es  entendida  como
diferencia lingüística; la diferencia de género es entendida como lenguaje inclusivo. La diferencia
de nacionalidad no existe; salvo que, por su condición transitoria de migrantes, las personas no
puedan tener acceso a los programas de asistencia social para asistir a los centros educativos.
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La uniformización curricular es, por tanto, excluyente. El respeto por la diversidad se reduce a
una  cuestión  de  adecuaciones  pedagógico/didácticas.  En  el  fondo,  de  esta  manera  quedan
transgredidas finalidades  esenciales  de la  educación,  como lo son:  garantizar  la  equidad,  la
igualdad  de oportunidades,  la  cultura  de la  solidaridad  y  de un proyecto país  basado en la
democracia y la justicia social.

La rigidez de la estructura curricular estandarizada, tanto en su conformación disciplinar
como en su ejecución regida por una evaluación cuantitativa, igualmente estandarizada, anula la
contextualidad de la educación y cancela la condición de flexibilidad que el curriculum debería
siempre tener y que por naturaleza le es inherente.

Es pertinente traer a colación una alerta enunciada por Nussbaum (2010), la cual, en un
contexto de orientaciones educativas como las referidas, adquiere relevancia y pertinencia. Se
trata del significado que un proyecto educativo volcado predominantemente hacia la formación
para la empleabilidad y el  crecimiento económico utilitarista puede tener para la democracia:
«Dado que todas las naciones buscan con tanto afán el crecimiento económico (…), estamos
haciendo muy pocas preguntas sobre el rumbo de la educación y, por ende, el de las sociedades
democráticas. Con la urgencia de la rentabilidad en el mercado global, corremos el riesgo de
perder ciertos valores de importancia enorme para el futuro de la democracia» (p. 25).

En  perspectiva  de  una  sociedad  democrática,  el  proyecto  educativo  y  su  estructura
curricular  han  de  tomar  muy  en  cuenta  la  incorporación  de  contenidos  y  de  estrategias
pedagógico/didácticas, expresamente dirigidas a la formación en los principios que, para ser tal,
la sociedad democrática requiere. Para educar en estos principios,  se necesita formar en las
libertades, derechos y responsabilidades que involucra la institucionalidad (formal y no formal) y
la  cultura de la  democracia.  Y para eso,  es necesario que la  educación se concentre en el
desarrollo de aquellas capacidades que, en su situación y contexto específico, permitan a las
personas superar las condiciones de desigualdad, exclusión, marginalización, supresoras de la
dignidad humana, fundadas en reglas de distribución mercantil y de producción y reproducción
de  las  desigualdades  sociales  estructurales.  En  este  sentido  y  de  manera  insoslayable,  la
educación ha de formar también para el desarrollo de las capacidades de la autonomía personal,
la  libertad  con  responsabilidad,  un  profundo  sentido  de  la  justicia  social,  la  participación
ciudadana organizada e informada, la capacidad para velar porque a cada quien se le respeten
sus derechos en la condición social específica en que se encuentre; el pensamiento crítico.

La equidad y las oportunidades de educación no pueden ser reducidas a una simple
estimación de las cualificaciones que una titulación pueda ofrecer  en términos de acceso al
empleo. Las oportunidades de educación deben incluir, tal como se reitera en las políticas de
educación en Costa Rica, una formación integral. Pero «educación integral» es una expresión
que ha devenido en curso de desgaste, a base de tanta mención que se hace de ella. Volviendo
a  la  teoría  de  Sen  (2000)  y  Nussbaum  (2012)  sobre  el  desarrollo  de  capacidades  y
aseguramiento de libertades en perspectiva de la construcción de sociedades democráticas, la
educación integral tampoco sería tal, si lo que se busca es desarrollar, por ejemplo, las aptitudes
y disposiciones para el trabajo en equipo, el respeto a la diversidad cultural, la tolerancia o la
solidaridad. Menos aún, cuando esos conceptos se entienden como enmarcados en demandas
actitudinales del mercado laboral.  Por ejemplo,  se puede tener disposición para el trabajo en
equipo en la  empresa,  pero seguir  siendo indiferente a los problemas de la  comunidad y la
sociedad.  Se puede tener solidaridad ciega para llevar un «kit» de alimentos a la Cruz Roja
cuando hay una situación de emergían nacional, pero seguir en la insolidaridad cuando se trata
de participar en la organización de la comunidad e impulsar acciones que conduzcan al bienestar
común.
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3. Conclusiones

Ya lo decía Jacques Delors en La educación encierra un tesoro: «frente a los numerosos
desafíos  del  porvenir,  la  educación  constituye  un  instrumento  indispensable  para  que  la
humanidad pueda progresar hacia los ideales de paz, libertad y justicia social» (Delors s.f., 7). La
educación tiene un valor en sí misma como fundamento esencial para construir y avanzar en el
fortalecimiento de una sociedad democrática, basada en la libertad, la justicia social, la cultura de
la solidaridad.  Tiene un valor  en sí  misma en la  lucha constante contra la  desigualdad y la
inequidad, la construcción de capacidades para garantizar la dignidad humana y el respeto a los
derechos de todas las personas en la sociedad.

La educación, por tanto, no debiera entenderse ni asumirse de manera acotada como una
herramienta para la capacitación en perspectiva restringida de crecimiento económico. Más allá
del necesario componente de los contenidos curriculares que permiten a las personas desarrollar
capacidades para la productividad -que no para la simple empleabilidad-, la educación ha de
responder  de  manera  especial  a  una  misión  democratizante  y  humanizadora.  Su  principal
finalidad  debiera  ser  la  de  formar  en  las  capacidades  personales  e  institucionales  que  dan
sustento a una sociedad de derechos y libertades,  donde el  respeto  (institucional,  cultural  y
material)  a la dignidad humana prevalezca por encima de cualquier  otra consideración.  Esta
finalidad no se cumple cuando la educación coloca como su primordial propósito, la capacitación
técnica e instrumental para responder a las demandas utilitaristas de un determinado mercado
laboral.

Una cuestión central  que, en general,  viene siendo obviada en la conformación de la
actual estructura curricular de la oferta educativa en el sistema educativo costarricense, es la
necesaria contextualidad que todo proceso educativo debiera tener: a) educación para la mejora
de las condiciones económicas y el bienestar social, pero con anclaje en la propia realidad y
necesidades  locales  de  desarrollo  y  potenciación  de  la  productividad;  educación  para  una
genuina diversificación productiva; b) educación para el conocimiento y enriquecimiento de las
identidades  socioculturales  de las  diferentes  comunidades  y  poblaciones  estudiantiles;  c)  en
definitiva: educación desde las propias condiciones de la realidad socioeconómica y productiva y
desde la propia cultura que define a las distintas identidades socioculturales.

En la política educativa, se insiste en reiterar la toma en cuenta de la diversidad. Pero el
enfoque adoptado queda restringido a la adecuación de las estrategias pedagógico/didácticas a
las diferencias de índole física, cognitiva o material de la población estudiantil. Esto ha derivado
en una simplificación instrumental del concepto de «diversidad», que en algún momento se llegó
a concretar en la asunción del enfoque de las «necesidades educativas especiales» (NEE) y las
adecuaciones curriculares. Una estrategia de atención a la diversidad basada en la psicometría,
de  naturaleza  excluyente,  discriminatoria,  factor  de  estigmatización  y,  en  último  término,
tergiversadora del genuino sentido del concepto de diversidad.

Una oferta educativa que se articula alrededor de una estructura curricular estandarizada
no parece ser  equitativa ni  considerar  la  diversidad.  No toma en cuenta las  diferencias  que
involucran  las  características  contextuales  de  cultura,  formas  de  convivencia  comunitaria,
capacidad y disposiciones productivas, entre otras. Una orientación como esta no contribuye a
generar las condiciones productivas, económicas, sociales, políticas y culturales que permitan a
las personas desarrollar y ejercer sus capacidades de una manera situada; es decir, en su propio
contexto  sociocultural  y  comunitario.  No  se  trata  tan  solo  de  formar  en  las  habilidades  y
destrezas para conseguir un empleo o para aplicarse como agentes de actividades económicas
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propias  por  medio  del  emprendedurismo.  Esta  orientación, anclada  en  el  economicismo
utilitarista, no contribuye a formar en las capacidades para participar de manera activa en la
sociedad, en las dimensiones sociales, culturales y políticas.

Por  otra  parte,  al  desarrollarse  una  estructura  curricular  cuyo  perfil  de  egreso  final  al
término de la Educación Media está dirigido a capacitar para la empleabilidad en el mercado de
trabajo de la globalización económica, lo que se obtiene es una mayor disposición de personas
mejor capacitadas en sentido estricto para un específico mercado de trabajo. Se amplía la oferta
laboral,  pero  ese mercado específico  de trabajo  es  de techo bajo,  restringido;  carece de la
capacidad y tampoco la desea,  para proporcionar  empleo a todas las personas ahora mejor
capacitadas.

Como  resultado,  quien  obtiene  los  beneficios  de  la  tasa  de  retorno  económico  de  la
educación es el sector empleador vinculado a la economía global, el cual, no solo se garantiza
contar  con  un  recurso  humano  mejor  calificado  y  adaptado  a  sus  necesidades  de  perfiles
laborales, sino que, además, genera la existencia sistémica de una alta tasa de desempleo. Esta
situación, a su vez, exacerba la competencia entre las personas que aspiran a contar con un
empleo en el mercado formal de trabajo. Esta lógica de competencia favorece al referido sector
empleador, ya que le proporciona margen para presionar en el sentido de la reducción salarial
por  la  vía  de  aumentos  irrisorios  por  debajo  del  índice  de  inflación,  eludiendo  también  las
obligaciones de «cargas sociales» y presionando al incremento de las jornadas laborales por
persona. Las personas jóvenes son las que terminan siendo las más afectadas, en la medida
que, aunque posean trayectorias escolares amplias, con titulaciones de técnico medio y también
universitarias, no logran contar con auténticas opciones de empleo que les permita salir adelante
con la atención de sus necesidades económicas individuales y familiares. De esta manera queda
bloqueada y truncada la continuidad de su formación, ya sea en la dimensión de capacitaciones
complementarias, o bien, para llevar a cabo estudios de educación superior.

En la educación costarricense actual urge llevar a cabo una transformación que se aparte
del utilitarismo y del economicismo instrumentalista que la ha venido vertebrando desde 1994.
Debe dejar de ser instrucción dirigida a capacitar a la población estudiantil en el desarrollo de
determinadas habilidades y destrezas, técnicas e instrumentales, para el mercado de trabajo de
la globalización económica.  En vez de ello,  la educación afronta el  desafío de ser capaz de
responder a las necesidades de formación que involucra una educación puesta al servicio de un
Proyecto País diverso, equitativo, inclusivo y solidario. Es necesaria una educación anclada en la
diversidad sociocultural y económico/productiva que caracteriza a Costa Rica y que, oportuno es
subrayar, contribuya a la democratización institucional de la sociedad, en todos los aspectos de
las libertades ciudadanas y de los derechos humanos, incluido el derecho a que la educación sea
equitativa, pertinente y significativa.
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IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN EL SISTEMA EDUCATIVO COSTARRICENSE:
PRINCIPIOS, ESTRATEGIAS Y RESULTADOS

Luis Muñoz Varela9

María Cecilia Díaz-Soucy10

                                                                                    

Presentación

El presente documento expone los resultados de una investigación llevada a cabo entre los años
2018 y 2019,  en el  marco de las actividades  académicas del  Observatorio  de la  Educación
Nacional  y  Regional  (OBSED)  del  Instituto  de  Investigación  en  Educación  (INIE)  de  la
Universidad de Costa Rica. La investigación consiste en un análisis acerca de la situación que,
en la actualidad, presenta la igualdad de oportunidades en el sistema educativo costarricense.
Desde la Política Educativa hacia el Siglo XXI, promulgada por el Consejo Superior de Educación
(CSE) en 1994, el principio de la igualdad de oportunidades en la educación pasó a tener una
referencia central y a estar presente de manera recurrente en todos los demás documentos de
política educativa promulgados a partir de aquel momento: a)  El Centro Educativo de Calidad
como eje de la Educación Costarricense (2008), b) Educar para una Nueva Ciudadanía (2015) y
c) La persona: centro del proceso educativo y sujeto transformador de la sociedad (2016).

Para  llevar  a  cabo  la  investigación  se  ha  hecho  estudio  de  distintas  declaraciones  de
conferencias mundiales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y  la  Cultura  (UNESCO),  del  Foro  Mundial  sobre  la  Educación  y  del  Programa Regional  de
Educación para América Latina y el Caribe (PREALC), de la Oficina Regional de Educación para
América Latina y el Caribe (OREALC) de la UNESCO. Tal como es requisito de rigor en una
investigación como esta, se ha tenido también como fuente de información central  todos los
cuatro documentos de política educativa costarricense indicados en el párrafo anterior. Como
complemento al estudio de esta documentación, se consultaron además diversas publicaciones
relativas al principio de la igualdad de oportunidades en la educación, tanto de carácter teórico
como de resultados de investigación especializada.

¿Cuáles han sido las principales acciones impulsadas por el sistema educativo para asegurar y
garantizar la igualdad de oportunidades en Costa Rica? ¿En qué medida estas acciones han
contribuido a mejorar las condiciones para el logro de la igualdad o, al menos, para reducir las
magnitudes de las desigualdades existentes? Estas son quizá las principales cuestiones a las
que esta investigación busca dar dilucidación.

Además de la documentación estudiada, la investigación se basa en el análisis de información
estadística que proporcionan fuentes oficiales como el Instituto Nacional de Estadística y Censos
(INEC), el Departamento de Análisis Estadístico del Ministerio de Educación Pública (MEP) y el
Programa Estado  de la  Nación.  Se ha estudiado  también  la  propuesta  de  indicadores  para
evaluar los estados de situación sobre la igualdad de oportunidades en la educación que, en
2015, formuló el Foro Mundial sobre la Educación en relación con el cumplimiento del Objetivo

9 Instituto de Investigación en Educación (INIE), Universidad de Costa Rica. C.e.: luis.munoz@ucr.ac.cr

10 Escuela de Administración Educativa, Facultad de Educación, Universidad de Costa Rica. C.e.: 
ceciliadiazsoucy@gmail.com
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de  Desarrollo  Sostenible  4:  “Garantizar  una  educación  inclusiva  y  equitativa  de  calidad  y
promover oportunidades de aprendizaje permanente para todos.”

Finalmente, es pertinente indicar que esta investigación tiene como antecedente y viene a ser
complemento de una investigación ya realizada en los años 2017 y 2018, cuyos resultados se
encuentran publicados en el documento: El derecho a la educación como derecho humano en el
sistema educativo costarricense: estado de la cuestión; una publicación del INIE.

Introducción

Asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación, universalizar la matriculación
en la primaria y extenderla a la preescolar  y la secundaria es un propósito declarado en las
políticas educativas de Costa Rica desde la Política Educativa hacia el Siglo XXI (1994); políticas
que, además, tienen como telón de fondo y son reflejo de las más importantes declaraciones
mundiales emitidas por la UNESCO a partir de la Conferencia Mundial sobre Educación para
Todos (1990) y por el Foro Mundial sobre la Educación.

Tanto  las  políticas  educativas  nacionales  cuanto  las  referidas  declaraciones  de  la  UNESCO
reiteran  en  señalar  que,  en  la  actualidad,  en  el  marco  de  una  economía  basada
predominantemente  en  la  incorporación  de  ciencia  y  tecnología  a  la  base  de  la  estructura
productiva, emerge la exigencia de que la sociedad cuente con cada vez mayores niveles de
formación  educativa  que  permitan  afrontar  los  desafíos  de  la  productividad  y  del  desarrollo
económico.  Los  países  y  los  sistemas  educativos,  en  un  contexto  tal,  están  obligados  a
desarrollar  capacidades  para  la  competitividad,  la  innovación,  el  emprendedurismo  y  la
flexibilidad de los perfiles laborales requerida para adaptarse a los cambios que acontecen en el
mercado de trabajo,  resultado esto,  a su vez,  de las continuas transformaciones que,  en la
actualidad, determinan la naturaleza de los procesos técnicos y tecnológicos de las actividades
económico/productivas.

En razón de lo anterior, según subraya el Foro Mundial sobre la Educación (2015), para avanzar
en el cumplimiento de las referidas finalidades ha de reconocerse que, en los distintos países y
en  unos  más  que  en  otros,  las  desigualdades  sociales  estructurales  existentes  representan
serias limitaciones e implican la necesidad de compromisos firmes por parte de los gobiernos y
de los sistemas educativos nacionales, para asegurar y garantizar la igualdad de oportunidades
en el acceso a la educación, la permanencia en el sistema educativo y la conclusión satisfactoria
de los estudios.

Costa  Rica  no  es  la  excepción.  Las  desigualdades  sociales  estructurales  constituyen  una
realidad  que  afecta  a  una  importante  proporción  de  las  familias  costarricenses,  con  las
consecuentes repercusiones en lo que concierne a la igualdad de oportunidades de acceso a la
educación. Pero tampoco se trata únicamente de la desigualdad de oportunidades en cuanto al
acceso  a  los  servicios  educativos  y  a  su  aprovechamiento  óptimo.  Se trata,  también,  de  la
desigualdad  en  cuanto  al  acceso  a  una  educación  pertinente  y  de  calidad.  Además  de  las
carencias  materiales  que  limitan  la  asistencia  a  las  aulas  y  la  permanencia  en  ellas,  una
educación pertinente y de calidad es también cada vez más difícil  de acceder para diversos
sectores sociales y, en especial, para aquellos que se encuentran en condición de desigualdad
social estructural.

Ante una realidad como la indicada, el sistema educativo costarricense no ha sido omiso en
reconocerla  y  ha  dispuesto  dedicar  esfuerzos importantes,  sobre  todo a  escala  de  impulsar
acciones  programáticas  basadas  en  la  facilitación  de  recursos  de  asistencia  social,  con  la
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finalidad de brindar educación a toda la población del país, incluyendo a las personas jóvenes y
adultas  y  también  a  las  poblaciones  inmigrantes.  Se  asume  por  principio  de  partida  el
requerimiento  de  que  todas  las  personas  en  la  sociedad  deben  contar  con  al  menos  las
habilidades instrumentales y los conocimientos básicos necesarios para participar de manera
activa en la vida productiva y económica del país. De estos requerimientos emerge el imperativo
de  asegurar  la  igualdad  de oportunidades  en  la  cobertura  y  el  acceso  a  la  educación.  Las
acciones emprendidas buscan identificar las necesidades existentes, a fin de crear y fortalecer
los  mecanismos  necesarios  para  asegurar  la  igualdad  de  oportunidades,  la  equidad  y  la
inclusión, así como establecer las condiciones para proporcionar una “educación de calidad para
todos”. (Consejo Superior de Educación, 2008).

En  la  perspectiva  de las  políticas  educativas  nacionales,  la  igualdad de oportunidades  y  su
facilitación responde a la finalidad de que, a la vez, la educación ha de servir como un medio que
contribuya a generar “nuevas oportunidades para el ascenso y la convivencia social armónica”
(Consejo Superior de Educación, 2008, p. 12). Esta es una de las principales finalidades en las
que se funda el imperativo por proporcionar educación de calidad a toda la población estudiantil
del país; la ampliación de las oportunidades y la puesta en acceso a una educación de calidad
que contribuya al logro del ascenso social y de una “convivencia social armónica”.

I. Marco teórico

I.1. Sobre el concepto

La igualdad de oportunidades en el acceso a la educación se ha convertido durante los últimos
años en una declaración axiomática, tanto en el discurso de las políticas educativas nacionales
como en declaraciones promulgadas en foros y conferencias de la Organización de las Naciones
Unidas  para  la  Educación,  la  Ciencia  y  la  Cultura  (UNESCO).  Desde  la  Declaración de  la
Conferencia Mundial sobre Educación para Todos (Jomtien, Tailandia, 1990), se puso el acento
en subrayar la existencia en el mundo de diversas realidades de discriminación en la cobertura y
el acceso a la educación. Factores económicos, pobreza, sistemas tributarios y redistributivos
injustos e insolidarios, conflictos bélicos, discriminación por razones de raza, género, edad, etnia,
cultura y otros, todos estas, señala la Declaración, representan realidades que obstruyen, limitan
y  niegan  el  acceso  a  la  educación,  a  la  vez  que  socavan la  posibilidad  de que  los  países
desarrollen las capacidades requeridas para la construcción de oportunidades y condiciones de
bienestar y justicia social para toda la población.

La educación es fundamental en los esfuerzos que los países realizan en búsqueda del bienestar
común y la  justicia  social.  Es por  medio  de ella  que las  sociedades pueden aprovechar  las
potencialidades  de  que  disponen  en  todos  los  ámbitos  del  quehacer  humano  (económico,
productivo, social, político, cultural), para ponerlas al servicio del bien común y crear bases para
la justicia social. En la Declaración de Jomtien, la constatación de las profundas desigualdades
existentes en la facilitación de los servicios educativos condujo a declarar que, como tarea y
misión impostergable para los países, está el proporcionar y garantizar el acceso universal a la
educación,  cuando  menos  en  los  niveles  que  corresponden  a  la  educación  básica.  La
Declaración incluye un llamado a prestar atención prioritaria y urgente a las colectividades y
sectores  sociales  que  afrontan  desigualdad  y  que  se  encuentran  en  grave  situación  de
vulnerabilidad:

[…] los grupos desasistidos: los pobres, los niños de la calle y los niños que trabajan, las
poblaciones de las zonas remotas y rurales, los nómadas y los trabajadores migrantes,
los pueblos indígenas, las minorías étnicas, raciales y lingüísticas, los refugiados, los
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desplazados  por  la  guerra,  y  los  pueblos  sometidos  a  un  régimen  de  ocupación.
(Conferencia Mundial sobre Educación para Todos, 1990, p. 5).

La perspectiva de fondo que da lugar a estas preocupaciones está cifrada por el actual contexto
de la economía globalizada, basada en sistemas económico/productivos en los que la educación
pasa a jugar un renovado papel central, en la medida que, en la actualidad, los países requieren
incrementar las capacidades disponibles en materia de contingentes laborales con las mejores
calificaciones posibles que les permita competir “con éxito” en el mercado transnacional. En ese
contexto, asegurar un acceso amplio a la educación es imperativo para todos los países del
mundo y, en su lugar, la pertinencia de la educación y de los sistemas educativos ha de estar
enfocada, según se subraya, en “adaptarse a los mercados laborales en rápida evolución” y a
“los avances tecnológicos”. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 26). Asimismo, para ser
pertinente, la educación ha de tomar en cuenta también diversas realidades que, de manera
concomitante, vienen implicadas como parte de los procesos económicos, sociales y políticos
generados por la globalización y los desarrollos tecnológicos:

[…] la urbanización, la migración, la inestabilidad política, la degradación ambiental, los
riesgos y desastres naturales, la competencia por los recursos naturales, los desafíos
demográficos, el aumento del desempleo en el mundo, la persistencia de la pobreza, la
desigualdad creciente y las amenazas cada vez mayores a la paz y la seguridad. (Foro
Mundial sobre la Educación, 2015, p. 25).

Emerge la preocupación por proveer una educación de calidad y por elevar los índices de la
educación de calidad. La educación de calidad es valorada como requisito básico para mejorar
las condiciones que conduzcan a contar con una fuerza laboral bien capacitada, que se haga
cargo de atender los procesos económico/productivos de la economía globalizada. En el marco
de la globalización económica, la inversión extranjera directa (IED) ha pasado a representar una
de  las  estrategias  centrales  de  los  esquemas  de  desarrollo  económico  adoptados  en
prácticamente todos los países. Esto implica que, en cada uno de ellos, en la medida que aspire
a participar de manera activa de la economía globalizada,  se está en la necesidad de hacer
todos  los  esfuerzos  posibles  por  procurar  educación  de  calidad  a  toda  la  población.  De  lo
contrario, se correrá el riesgo de quedar al margen de los beneficios que puedan proveer los
flujos  de  los  intercambios  comerciales,  así  como también  del  interés  que  puedan  tener  las
empresas transnacionales de IED por realizar inversiones en ellos.

Esta  es  la  agenda  definida  por  la  UNESCO  para  posicionar  la  educación  de  calidad  en
perspectiva de asegurar la igualdad de oportunidades de acceso, permanencia y conclusión de
las trayectorias escolares, al menos hasta cumplir con los niveles de la educación básica: 10
años como mínimo de escolaridad, incluyendo un año de preescolar. Al tiempo que los países
necesitan  elevar  el  potencial  de  productividad  y competitividad  con que cuentan,  también la
educación ha de servir  como un instrumento que contribuya a la reducción de la pobreza, la
inequidad y la desigualdad social. “La educación desempeña un papel clave para erradicar la
pobreza, ya que ayuda a las personas a conseguir trabajo decente, incrementa sus ingresos y
genera una mayor productividad que sirve de motor para el desarrollo económico.” (Foro Mundial
sobre la Educación, 2015, p. 27).

Por otra parte, las nuevas dinámicas económico/productivas traen vertebrada la emergencia de
situaciones estructurales que, en el tanto persistan las realidades de la desigualdad en el acceso
a la educación y a una educación de calidad, acarrearán repercusiones negativas para aquellos
sectores  sociales  que,  por  razones  de  distinta  índole,  se  encuentran  en  condiciones  de
desventaja o en la periferia de la cobertura de los sistemas y de los servicios educativos. Es
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preciso  que  los  países  atiendan  las  situaciones  de  pobreza  y  resuelvan  las  desigualdades
sociales estructurales existentes,  a la vez que prevengan las que podrían incrementarse por
razones de bajos niveles educativos, así como por una educación de baja calidad que limita las
posibilidades de acceder al empleo y que restringe las condiciones para el logro del bienestar y
el disfrute de una vida digna.

Todas  las  personas,  sea  cual  sea  su  sexo,  edad,  raza,  color,  origen  étnico,  idioma,
religión, opinión política o de otro tipo, origen nacional o social,  posición económica o
nacimiento,  así́  como  las  personas  con  discapacidad,  los  migrantes,  los  pueblos
indígenas y los niños y jóvenes,  en particular  los que se encuentran en situación de
vulnerabilidad o de otro tipo, deben tener acceso a una educación de calidad inclusiva y
equitativa y oportunidades de aprendizaje a lo largo de la vida. (Foro Mundial sobre la
Educación, 2015, p. 25).

Tal como se puede observar, de lo que se trata es de proveer educación de calidad y asegurar la
igualdad de oportunidades para todas las diferentes poblaciones y sectores estudiantiles,  sin
distinción de ninguna naturaleza respecto de la condición de identidad sociocultural, étnica, de
género y otras que caracterizan la diversidad de la condición humana en la sociedad.

I.1.1. Sobre la necesidad de habilitar el derecho

En  la  perspectiva  de  asegurar  la  igualdad  de  oportunidades  en  el  acceso  universal  a  la
educación, el Foro Mundial sobre la Educación (2015) hace énfasis en la indicación de que la
educación “es un derecho humano fundamental  y un derecho habilitador”  (p.  28).  ¿Qué
significa esto? Según indica la UNESCO (2019), el concepto de derecho humano a la educación
involucra los siguientes cuatro principios fundamentales: a) principio de no discriminación; b)
igualdad de oportunidades y de trato; c)  acceso universal a la educación; d)  principio de
solidaridad. Estos cuatro principios, según los términos que les definen, están interrelacionados
y el cumplimiento de cada uno de ellos involucra necesariamente el cumplimiento de los demás.
Para hacer efectivo el derecho a la educación:

[…] los países deben garantizar un acceso universal e igualitario a una educación y un
aprendizaje inclusivos y equitativos de calidad, que deberán ser gratuitos y obligatorios,
sin dejar a nadie rezagado. La educación deberá tener por finalidad el desarrollo pleno de
la personalidad humana y promover el entendimiento mutuo, la tolerancia, la amistad y la
paz. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 28).

Respecto al principio de  igualdad de oportunidades y de trato, este queda dispuesto en la
Convención sobre la Discriminación en Educación (aprobada por Naciones Unidades en 1960),
siendo después reafirmado en la  Convención sobre  los  Derechos del  Niño,  promulgada por
Naciones Unidas en 1989. En la primera de estas Convenciones, los países que la suscriben:

[…] acuerdan aplicar medidas inmediatas para eliminar cualquier discriminación en la
esfera de la enseñanza, por ejemplo, la abrogación o modificación de sus textos legales
existentes,  la  prohibición  de  diferencias  de  trato  o  de  restricciones  en  áreas
determinadas. Asimismo, tienen la obligación explícita de promover mediante métodos
adecuados la igualdad de oportunidades y de trato en la enseñanza (UNESCO, 1995, p.
13).

La igualdad de oportunidades y de trato se encuentra íntimamente vertebrada al principio de
acceso universal  a  la  educación.  La  relación  entre  ambos  principios  es  de  determinación
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mutua y recíproca. Tanto en la  Declaración de Jomtien como, posteriormente, en el  Marco de
Acción de Dakar,  aprobado por el  Foro Mundial  sobre la  Educación (Dakar,  Senegal,  2000),
todos los referidos principios se encuentran planteados como componentes esenciales que los
países deben adoptar en las políticas, los programas, los planes de estudio y la prestación en
general de los servicios educativos. En el segundo de estos dos documentos, además de reiterar
los compromisos adquiridos en la Declaración de 1990, se incluyen también indicaciones acerca
de las finalidades centrales que deben orientar a la educación:

[…] todos los años, jóvenes y adultos, en su condición de seres humanos tienen derecho
a beneficiarse de una educación que satisfaga sus necesidades básicas de aprendizaje
en la  acepción  más noble  y  más plena  del  término,  una educación  que comprenda
aprender a asimilar conocimientos, a hacer, a vivir con los demás y a ser. (Foro Mundial
sobre la Educación para Todos, 2000, p. 8).

Educar para el desarrollo de las capacidades que permitan a las personas llevar una vida digna
en  todas  las  dimensiones  de  la  actividad  humana  (productiva,  económica,  política,  social,
cultural)  es  un  requisito  indispensable  para  fortalecer  y  ampliar  la  institucionalidad  de  la
democracia y para mejorar las condiciones de la convivencia y la justicia social.

En términos de propuesta programática, en América Latina, el Proyecto Regional de Educación
para América  Latina  y  el  Caribe (PREALC)  coloca en contexto estructural  el  análisis  de las
desigualdades  sociales  existentes  en  los  países  de  la  región.  Recalca  en  la  necesidad  de
atender  y  resolver  las  desigualdades  que  se  producen  en  la  educación  y  en  los  sistemas
educativos, en la medida que tales desigualdades representan obstáculos que impiden superar
las situaciones y factores incidentes en la fragmentación de la sociedad y en la generación de
conflictos sociales y políticos, los cuales, obstruyen la “convivencia en la diversidad”, la “cohesión
social” y el “fortalecimiento de los valores democráticos”. (PREALC, 2007, p. 5).

Este planteamiento del PREALC se complementa con la propuesta que hace el Foro Mundial
sobre la Educación (2015), en el sentido de que los Estados y los sistemas educativas deben
desarrollar las políticas, las acciones programáticas y la legislación que corresponda a fin de:

Asegurar que todos los niños y jóvenes tengan acceso a, y completen, una educación
primaria y secundaria inclusiva y equitativa de calidad, que sea gratuita y financiada con
fondos públicos, y que dure al menos 12 años, de los cuales al menos nueve de manera
obligatoria;  y  que  todos  los  niños  y  jóvenes  no  escolarizados  tengan  acceso  a  una
educación de calidad, mediante distintas modalidades. (p. 29).

La desigualdad social,  en América Latina y  el  Caribe,  es histórica,  estructural  y,  durante los
últimos años, la más alta del mundo. (CEPAL, 2015). En texto elaborado para la Conferencia
Internacional de Educación de la UNESCO, Blanco (2008) subraya que: “Una de las tendencias
más  fuertes  de  la  nueva  economía  es  el  aumento  de  las  desigualdades,  la  segmentación
espacial  y la  fragmentación cultural  de la población.”  (p.  5).  El  actual  sistema económico de
economía  globalizada  establece  una  situación  estructural  de  permanente  precarización  y
vulnerabilización  sistémica  para  diversos  sectores  sociales  y  poblaciones:  pobres,  mujeres,
jóvenes, comunidades indígenas, afrodescendientes, población migrante, sectores productivos
de zonas rurales. La desigualdad y la exclusión no se reducen tampoco a la mera disposición de
bienes materiales y económicos. Ella está igualmente asociada con cuestiones tales como:

[…] la ausencia de participación en la sociedad y con la falta de acceso a bienes básicos
y redes de bienestar social, lo cual conduce a un número cada vez mayor de personas a
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“quedar fuera de la sociedad” y a vivir por debajo de los niveles de dignidad e igualdad a
los que todos tenemos derecho. (Blanco, 2008, p. 5).

Este  enfoque  de  la  desigualdad,  no  restringido  a  la  disposición  de  bienes  económicos,  es
afirmado también por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2015), la
cual, a su vez, pone el acento en subrayar la naturaleza multidimensional de la desigualdad:

La igualdad se refiere a la redistribución de ingresos, activos y recursos, pero también a
la autonomía, el reconocimiento de los sujetos y la dignidad (todos los individuos deben
ser reconocidos como iguales en derechos —civiles y políticos— y en dignidad). (p. 14).

En los actuales contextos estructurales de economía globalizada y transnacional,  asegurar el
acceso a la disposición de recursos para afrontar las necesidades de la vida no es fácil para los
sectores sociales,  comunidades y poblaciones que afrontan la  desigualdad,  la exclusión y la
inequidad. Sus condiciones de realidad, además de adversas, les coloca en una situación que
dificulta o impide contar con los recursos materiales e intangibles que les permitan el desarrollo
de capacidades de distinta índole para superar las condiciones en que se encuentran y contar
con posibilidades y opciones de bienestar. (CEPAL, 2015).

Según refiere la CEPAL, 2015), la matriz de la desigualdad tiene su asiento en la estructura
productiva, pero también responde a “determinantes de género, raza y etnia, que se entrecruzan
y potencian.” (p. 22). La desigualdad representa una realidad compleja, en la que hay sectores
de la sociedad que por una combinación de factores la sufren en mayor medida que otros, aun
estando en similares condiciones socio/económicas. A esto ha de agregarse, desde luego, las
diferencias de cobertura institucional de los servicios públicos (salud, educación, comunicación y
otros), que por lo general tienden a ser de menor alcance e insuficientes en las zonas en las que
son más profundas y están más extendidas la pobreza, la exclusión y la inequidad.

I.1.2. Las desigualdades sociales son dinámicas y multidimensionales

Las desigualdades ahora son también altamente dinámicas. Responden a procesos inscritos en
relaciones económicas que, en el  marco de la economía globalizada y de una productividad
tecnologizada,  colocan  a  diferentes  sectores  sociales  en  permanente  riesgo  de  afrontar
condiciones  de exclusión,  inequidad,  ”desempleo,  problemas graves de salud,  la  pérdida de
reservas del capital físico, el endeudamiento a tasas de interés formales o informales muy altas y
la pérdida del lugar de residencia por no poder pagar cuotas de propiedad o alquileres, entre
otros“. (CEPAL, 2015, p. 20).

Estas realidades de contexto estructural actual son proclives a agravarse aún más, en la medida
que  las  políticas  públicas  desarrolladas  durante  las  últimas  tres  décadas  han  acarreado  la
privatización de servicios fundamentales para el bienestar social, por ejemplo, los de la salud y la
educación;  servicios  que  habían  estado  a  cargo  del  Estado  con  un  carácter  decididamente
público y bajo condición de universalidad. En la actualidad, señala el PREALC (2017):

Hay un creciente desequilibrio entre la inversión pública y la privada y la frontera entre
ambas se ha desdibujado, debido al pago de aranceles y otros gravámenes que se han
establecido en la  escuela  pública,  transfiriendo gran parte  del  costo educativo a  las
familias (p. 31).

La privatización de los servicios del Estado,  juntamente con las desigualdades de asistencia
institucional  que  ello  ha  generado,  repercuten  en  la  existencia  de  centros  educativos  con
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deficiente infraestructura, carencia de equipo y material didáctico, baja calidad de la docencia y
de la  gestión administrativa y,  de manera especial,  bajos  resultados en los niveles  de logro
académico y en las tasas de finalización. En este último aspecto, es preciso señalar que no es
suficiente  con  desarrollar  esfuerzos  para  asegurar  la  ampliación  de  la  cobertura  y  de  la
matriculación, sino que es necesario avanzar también “desde la igualdad de oportunidades en el
acceso, a la igualdad de oportunidades en la calidad de la oferta educativa y los resultados de
aprendizaje.” (PREALC, 2007, p. 5).

La expansión de la oferta educativa privada en los niveles de preescolar, primaria y secundaria,
por otra parte, deriva en la profundización de las desigualdades de acceso a una educación de
calidad.  En Costa Rica,  según refiere el  Programa Estado de la Nación (2007),  los colegios
privados,  por  ejemplo,  son  los  que  registran  las  mejores  tasas  de  rendimiento  en  las
evaluaciones nacionales e internacionales. Estas diferencias responden a dinámicas sistémicas
de exclusión, en las que quienes ya cuentan con una posición social y económica asegurada de
bienestar o relativo bienestar, son las personas que a fin de cuentas van a obtener las mejores
calificaciones y las que tendrán las mejores oportunidades para incorporarse al  mercado de
trabajo,  o bien,  para desarrollar  actividades productivas y  económicas por  cuenta propia.  La
privatización de la educación:

[…] conduce a una estratificación de los alumnos en la que el logro de los aprendizajes
está  altamente  asociado  con  el  contexto  socioeconómico  y  capital  cultural  de  las
familias,  situación que atenta contra la igualdad de oportunidades en el  ejercicio del
derecho a la educación (PRELAC, 2007, p. 31/32).

En  el  tanto  el  Estado  no  logre  asegurar  una  educación  pública  de  calidad,  pertinente  y
significativa para las diversas poblaciones estudiantiles, la privatización representa una puesta
en cuestión de los enunciados relativos a la inclusión, la equidad y la igualdad de oportunidades,
presentes de manera recurrente en las declaraciones de la política educativa costarricense. A
contrapelo  de dichas  declaraciones,  en  la  actualidad,  la  tendencia  ha  ido  a  la  inversa:  una
educación de calidad,  pertinente  y  significativa  es  cada vez  más difícil  de  acceder  para  los
sectores sociales afectados por la pobreza y las desigualdades estructurales. A ello, además,
cabe agregar el  hecho de que,  con las referidas transformaciones institucionales del Estado,
también se produce una transformación cultural que involucra mayores niveles de fragmentación
de la sociedad y de pérdida de sentido de comunidad.

La pobreza, la inestabilidad y vulnerabilidad de los sectores medios y la erosión de las
instituciones de protección social, han significado una profunda transformación cultural
en la sociedad,  hoy más centrada en el  individuo,  en su autonomía y en la libertad
personal como garantes de éxito. (PREALC, 2007, p. 21).

Las transformaciones culturales actuales de la sociedad, basadas en la individualización de la
responsabilidad por las condiciones de pobreza y de pobreza extrema, tiende a incrementar las
situaciones de la desigualdad social y de la inequidad y la exclusión estructurales. Esto conduce
a que no solo se profundicen las brechas de la desigualdad, sino que también pasan a quedar
incorporadas en ellas otros sectores sociales que hasta ahora no se habían llegado a estar en
tales situaciones. Ante ello, la educación queda colocada ante el desafío que representa hacer
que tales transformaciones culturales operen en procura del bienestar social y no de su deterioro.

I.1.3. Los derechos a partir de los conceptos de equidad, calidad y pertinencia
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El PREALC (2007) propone una perspectiva de atención integral de la igualdad de oportunidades
en  la  educación,  a  partir  de  de  tomar  en  consideración  los  contextos  de  la  exclusión  y  la
desigualdad social estructural existentes hoy en los países de América Latina y el Caribe. Su
planteamiento lo enmarca en un enfoque de derechos y establece una íntima relación con los
conceptos de equidad, calidad y pertinencia de la educación. Subraya que, además de propiciar
condiciones de política pública y desarrollar acciones para avanzar en el aseguramiento de la
igualdad de oportunidades,  es  preciso  facilitar  también que las  personas aprovechen dichas
condiciones para desarrollar las capacidades necesarias que les permitan acceder al bienestar
social, en términos de formación educativa, participación ciudadana y crecimiento personal con
autonomía y dignidad.

Desde un enfoque de derechos, como ya se ha comentado, no basta con la igualdad de
acceso sino que hay que avanzar hacia la igualdad de condiciones para que todos los
estudiantes puedan desarrollar al máximo sus potencialidades y alcanzar los mejores
resultados; es decir, puedan ejercer el derecho a aprender (PREALC, 2007, p. 35).

El Estado y sus instituciones tienen la responsabilidad de asegurar la generación y provisión de
todas estas condiciones y no dejar a las personas echadas a su propia suerte. Cada cual y todas
las personas han de ser consideradas y valoradas en sus específicas situaciones y necesidades
de contexto.

Este aspecto es de vital importancia, porque desde ciertos enfoques se considera que la
única obligación de los sistemas educativos es igualar las oportunidades y, a partir de
ahí, que todo quede en manos de los alumnos, es decir, de los “méritos” y “esfuerzos”
que realicen (p. 35).

Respecto del concepto de equidad, este representa “un principio ordenador de diversidades en
torno a una igualdad fundamental” (PREALC, 2007, p. 35). Por esta razón, “hay que preguntarse
cuáles  son  las  igualdades  fundamentales  que  han  de  orientar  las  políticas  de  equidad  en
educación.” (p. 35). La condición humana es diversa por naturaleza. A este respecto, la CEPAL
(2015), en enfoque similar al del PREALC, aboga por plantearse el abordaje de la desigualdad
desde un enfoque de igualdad de derechos como eje vertebrador de las políticas y los programas
institucionales dirigidos a la reducción de la  inequidad y la desigualdad social.  Este enfoque
involucra asegurar:

[…]  la  plena  titularidad  de  los  derechos  económicos,  sociales  y  culturales  como
horizonte normativo y práctico para todas las personas (sin distinción de sexo, raza,
etnia, edad, religión, origen, situación socioeconómica u otra condición) y a la inclusión
de todos los ciudadanos y ciudadanas en la dinámica del desarrollo, lo que implica una
efectiva pertenencia a la sociedad (“ciudadanía social”). (p. 17)

La diversidad de la condición humana está definida por preferencias y condiciones de índole
sociocultural,  política,  étnica,  de  género,  religiosas,  económicas,  de  preferencia  sexual,  de
formas de convivencia comunitarias, de aptitudes y disposiciones personales y otras. Si se parte
la perspectiva según la cual, de manera pluralista y en razón de la diversidad, en el conjunto total
de las personas que integran una sociedad, al menos la mayoría de ellas aspirarían a vivir (y que
las nuevas y futuras generaciones también lo  harían) en una sociedad basada en la justicia
social y la institucionalidad de la democracia, donde la dignidad humana y los derechos humanos
sean las máximas que guíen el desarrollo de todas las actividades que se llevan a cabo en dicha
sociedad,  bien  se  puede  proponer  que,  en  todo  esto,  la  educación  tendría  como  finalidad
primordial de su quehacer, contribuir a la construcción de dicha sociedad, con respeto por la
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diversidad y velando porque la prestación de los servicios educativos se basen en los principios
de no discriminación y de igualdad de oportunidades y de trato.

Deberá́  asegurarse  una  educación  inclusiva  para  todos  mediante  la  formulación  y
aplicación de políticas publicas transformadoras que tengan en cuenta la diversidad y las
necesidades de los alumnos y hagan frente a las múltiples formas de discriminación y a
las situaciones, incluidas las emergencias, que impiden la realización del derecho a la
educación. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 30).

I.1.4. Poblaciones estudiantiles, sus contextos y necesidades

Los  sistemas  educativos  tienden  a  una  universalidad  homogeneizante,  antes  que  a  prestar
consideración a la diversidad. Esta lógica de universalización homogénea elide la atención a la
diversidad  y,  de  manera  recurrente,  instituye  una  oferta  educativa  estandarizada,  así  como
también protocolos estandarizados para los programas y servicios que los sistemas educativos
proporcionan a las poblaciones estudiantiles.  UNICEF (2008) resalta, en este sentido,  que la
educación, para ser pertinente, coloque en el centro de sus finalidades prestar atención a las
características contextuales de las poblaciones estudiantiles, según la región y la comunidad en
las que se llevan a cabo los distintos procesos educativos:

Ateniéndose a un marco de normas y principios esenciales, las escuelas individuales
han de poder adaptarse a las necesidades de la comunidad local  y proporcionar un
programa  de  estudios  pertinente  que  tome  en  consideración  las  preocupaciones  y
prioridades locales. (p. 96/97).

Es en este marco de toma en consideración de la diversidad y de contextualización de la oferta
educativa donde ancla la pertinencia de la educación. “Para que haya pertinencia, la educación
tiene que ser flexible y adaptarse a las necesidades y características de los estudiantes y de los
diversos contextos sociales y culturales.” (PREALC, 2007, p. 43). La oferta educativa debe ser
adaptada de manera integral a tales necesidades y características, tanto a nivel de formulación
de  los  contenidos  de  enseñanza  como  en  lo  que  concierne  a  las  estrategias
pedagógico/didácticas.  Cumplir  con  estos  requerimientos  de  pertinencia  es  lo  que  permite
“asegurar  el  derecho  a  una  educación  de  calidad  para  todos,  junto  con  la  accesibilidad,  la
disponibilidad y la aceptabilidad.” (PREALC, 2007, p. 43).

Para la UNESCO: “Asegurar que todos los alumnos tengan acceso a una educación de calidad
también es reconocer el valor intrínseco de la diversidad y el respeto de la dignidad humana.”
(UNESCO, 2017, p. 18). En la óptica de Blanco (2015):

[…]  el  foco  de  atención  es  la  transformación  de  los  sistemas  educativos  y  de  las
escuelas  para  que  sean  capaces  de  atender  la  diversidad de  necesidades  de
aprendizaje del alumnado que son fruto de su procedencia social y cultural y de sus
características individuales en cuanto a motivaciones, capacidades, estilos y ritmos de
aprendizaje. (p. 7/8).

Los sistemas educativos, a partir de las políticas y los programas establecidos para ampliar la
cobertura, asegurar la igualdad de oportunidades y proveer educación de calidad, deben no solo
garantizar  el  acceso  y  la  permanencia,  sino  también  la  conclusión  satisfactoria  de  las
correspondientes trayectorias escolares. La educación de calidad ha de estar al alcance de todas
las diferentes poblaciones estudiantiles, en todos los distintos niveles del sistema educativo. Los
programas de apoyo a los hogares y a los sectores de estudiantes en condición de pobreza o
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que afrontan desventajas a causa de la desigualdad social o por cualquier otro tipo de razón,
deben velar porque los servicios que brindan sean también de calidad y que los beneficios que
aportan  contribuyan  de  manera  efectiva  a  generar  las  condiciones  que  se  requieren  para
consolidar la equidad, la inclusión, la igualdad de oportunidades y la educación de calidad. 

I.2. La política educativa en Costa Rica

1.
A partir de 1994, con la promulgación de la Política Educativa hacia el Siglo XXI, dio inicio en la
política  educativa  costarricense la  aparición de los conceptos de igualdad de oportunidades,
inclusión, equidad, pertinencia y calidad de la educación. Conceptos que, no obstante, salvo el
de calidad de la educación, han tenido una referencia bastante discreta, más bien axiomática.
Esta política de 1994 puntualiza en el concepto de igualdad de oportunidades y declara que, para
el logro de la igualdad, la educación ha de ser de calidad y estar al alcance de todas las distintas
poblaciones del país, con la mirada puesta en atender de manera especial a los sectores de
estudiantes  que  afrontan  dificultades  para  acceder  y  mantenerse  en  el  sistema  educativo.
(Consejo Superior de Educación, 1994). La política también hace alusión al concepto de equidad,
como un compromiso por eliminar las discriminaciones de toda índole que puedan afectar el
acceso a la educación:

Se  procurará  la  equidad  en  las  oportunidades  de  acceso  al  sistema,  tanto  para  la
población preescolar, como para la población con discapacidades y en las comunidades
provenientes de las etnias indígenas. (Consejo Superior de Educación, 1994, s. p.).

En el transcurso de estos años, a partir de 1994, este enfoque sobre la equidad, la inclusión y la
igualdad de oportunidades en la educación se ha mantenido prácticamente el mismo, con su
énfasis en proporcionar atención y asistencia a los sectores de estudiantes que, por razones
étnicas, socioeconómicas, de nacionalidad (inmigrantes) o personales (“discapacidad”), afrontan
dificultades o se encuentran en desventaja para acceder a la educación y transitar de manera
satisfactoria por entre los distintos niveles del sistema educativo.

2.
Algunos años después, en 2008, el Consejo Superior de Educación de Costa Rica aprobó una
nueva política educativa, denominada El Centro Educativo de Calidad como Eje de la Educación
Costarricense. Esta política es más abundante en utilizar los conceptos de equidad, inclusión,
universalidad, pertinencia, relevancia y calidad de la educación, aunque tampoco en este caso se
ofrecen conceptualizaciones que permitan conocer cuáles son los significados que se está dando
a esos conceptos.

La política subraya la naturaleza de derecho humano que tiene la educación y se declara que,
además del acceso universal en el nivel de la primaria, también debe procurarse extenderlo a la
secundaria y a la preescolar. Se hace énfasis en que, “más que reiterar el derecho de todos a la
educación, proclamamos como nuestro desafío la satisfacción del derecho de todas las personas
a una educación de calidad.” (Consejo Superior de Educación, 2008, p. 6). La política entiende la
educación  de  calidad  como aquella  que  toma en  cuenta  las  características  individuales  del
estudiantado,  “sus  necesidades  y  aspiraciones;  su  estilo  y  habilidades  de  aprendizaje,  su
pertenencia cultural, social, étnica y económica; sus talentos y discapacidades; su credo religioso
y la formación de su aptitud para un aprendizaje continuo.” (p. 9).

3.
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Posteriormente, en 2015, el MEP promulgó una nueva política, a la que llamó Educar para una
Nueva Ciudadanía. Esta política declara como su principal propósito proporcionar una educación
que  prepare  a  las  personas  para  desenvolverse  “en  condiciones  cada  vez  más  diversas,
impredecibles,  cambiantes  y  flexibles.”  (MEP,  2015,  p.  5).  Declara  la  “promoción  de  una
educación basada en los Derechos Humanos” (p. 8), lo cual implica asegurar la igualdad y la
equidad,  así  como la  calidad y la  pertinencia de la  educación.  Aboga por  establecer  en los
centros  educativos  ambientes  escolares  que  favorezcan  relaciones  de  armonía,  de  no
discriminación  y  de  resolución  de  los  conflictos  “en un  marco de  respeto  por  los  Derechos
Humanos.” (p. 9).

La política subraya la importancia de la equidad y la inclusión social en materia de acceso a las
tecnologías de la información y comunicación (TIC), así como a una adecuada asimilación de los
usos que se pueden hacer de ellas:  “la gran mayoría del  estudiantado está conformado por
«nativos digitales»” (p. 13), quienes en sus hogares no cuentan con los apoyos de orientación
adecuados para hacer un uso apropiado de dichas herramientas. Sus énfasis centrales son:

[…]  el  uso  de  recursos  tecnológicos  en  los  procesos  de  enseñanza  y  aprendizaje,
acciones  concretas  para  reducir  la  desigualdad,  la  generación  de  oportunidades  en
ambientes seguros e instituciones educativas preparadas para prevenir la violencia, así
como la modernización pedagógica de los programas de estudio (Dirección de Prensa y
Relaciones Públicas del MEP, 2015).

El  enfoque  de  la  “nueva  ciudadanía”  involucra  dos  dimensiones  principales:  combate  a  la
exclusión y la desigualdad por la vía de mejorar la calidad de la educación, la infraestructura y la
dotación de equipo de los centros educativos, con énfasis  en los de zonas alejadas y menos
atendidos y, por otra parte, impartir una formación acorde con los requerimientos de la nueva
sociedad globalizada. Es decir, la nueva ciudadanía consiste entonces en dar soporte al proceso
de globalización de la sociedad y a incorporar también a las comunidades de zonas alejadas en
ese proceso.

4.
Finalmente, en 2016, el Consejo Superior de Educación aprobó una cuarta política: La persona:
centro del proceso educativo y sujeto transformador de la sociedad. Esta política se sitúa en el
mismo marco filosófico  y  programático  que  las  anteriores  y,  como principios  en  los  que  se
sustenta, declara que “asume la calidad como principio nuclear que articula otros principios clave
como la inclusión y equidad, el respeto a la diversidad, la multiculturalidad y pluriculturalidad, la
igualdad  de  género,  la  sostenibilidad,  la  resiliencia  y  la  solidaridad.”  (Consejo  Superior  de
Educación, 2017, p. 9).  De igual manera, la política reitera en que la educación ha de estar
basada en los derechos humanos, lo que implica “asumir compromisos para hacer efectivos esos
mismos derechos y deberes, mediante la participación de la ciudadanía activa orientada a los
cambios que se desean realizar.” (p. 10). El documento de esta política es bastante breve y, aún
más que los anteriores, es bastante parco en brindar definiciones respecto de los conceptos que
en él se utilizan.

De  manera  sucinta,  estas  son  las  referencias  más  destacadas  existentes  en  los  cuatro
documentos de política educativa promulgados en Costa Rica a partir del año 1994, en relación
con los conceptos de equidad, inclusión, igualdad de oportunidades y derecho a la educación. En
términos generales,  cabe decir  que  es  particularmente  llamativa  la  ausencia  de  definiciones
precisas que puedan dar cuenta acerca de cuáles son los alcances de conceptos y de qué
manera se les puede evaluar a fin de verificar sus grados de cumplimiento.
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I.3. Enfoque para el diseño, seguimiento y evaluación de políticas públicas y programas
en educación

Para colocar en perspectiva el análisis de las políticas educativas y los programas destinados a
garantizar  la  igualdad  de  oportunidades  en  la  educación,  así  como asegurar  la  equidad,  la
inclusión y una educación pertinente y significativa para las distintas poblaciones estudiantiles,
regiones y comunidades del país, es pertinente adoptar un enfoque que, como el que propone la
CEPAL (2014), conjugue las políticas y los programas de la asistencia social con el desarrollo de
capacidades  que  permitan  a  los  sectores  sociales  en  pobreza,  pobreza  extrema  y
marginalización,  tener  acceso  a  las  herramientas  y  recursos  necesarios  para  superar  tales
condiciones. Esto involucra, de manera sustantiva, una estrategia de articulación y coordinación
de acciones entre las instituciones del Estado, así como entre el Estado y el sector productivo.”
(CEPAL, 2014, p. 28).

En  2015,  en  el  marco  del  Seminario  Regional  Políticas  públicas  para  la  igualdad  y  la
inclusión  en  Centroamérica (Ciudad  de  Panamá),  organizado  por  la  UNESCO  y  otros
organismos  internacionales,  las  delegaciones  ministeriales  de  los  países  centroamericanos
participantes suscribieron un documento en el que se subraya un enfoque coincidente con el
expuesto por  la  CEPAL.  En el  documento respectivo,  a propósito de las políticas públicas y
programas dirigidos a la  reducción de las desigualdades,  se plantea adoptar  un enfoque de
derechos humanos y promover una “igualdad sustantiva”, a partir de:

[…] la identificación de la relación intrínseca entre las políticas sociales, de lucha en
contra  de  desigualdad  social,  y  las  políticas  de  desarrollo  económico,  así  como  la
necesidad  de  trabajar  de  manera  integral  las  políticas  sociales  (salud,  educación,
vivienda, transporte, etc.) cuidando del medio ambiente. (UNESCO, 2015, p. 1-2).

Un  aspecto  clave de este  enfoque  es  que,  además de tomar  en  cuenta  todas las  diversas
expresiones de la desigualdad y los factores que las provocan, propone atender, a la vez, las
desigualdades  sociales  intergeneracionales.  La  articulación  interinstitucional  propuesta  por  la
CEPAL pasa a  jugar  aquí  un papel  central,  para “el  diseño,  la  ejecución y el  monitoreo de
políticas y programas sociales, dando prioridad a las necesidades de grupos y poblaciones en
desventaja (…)”. (UNESCO, 2015, p. 2).

Esta  perspectiva  para  el  diseño  de las  políticas  públicas  y  los  programas  de  atención  a  la
desigualdad social y su superación, también ofrece, en sí misma, elementos heurísticos para dar
seguimiento, evaluar y corregir el cumplimiento de las políticas y los resultados de gestión de los
programas. Atkinson (2016) aporta una formulación estratégica sobre las acciones del Estado en
materia de reducción de las desigualdades, que para este enfoque proporciona una importante
indicación  heurística:  la  igualdad  no  debe  ser  entendida  únicamente  como  igualdad  de
condiciones, sino también como igualdad de resultado: 

Quienes  piensan  que  la  igualdad  de  resultado  es  irrelevante  consideran  que  la
preocupación  por  resultados  ex  post  es  ilegítima  y  creen  que  una  vez  que  se  ha
establecido igualdad de condiciones para el curso de la vida no debemos inquirir acerca
de estos resultados. (Atkinson, 2016, s. p.).

En el enfoque de Atkinson, tener en cuenta la igualdad de resultado es lo que permite construir
una  visión  estratégica,  sistémica  y  procesual  en  el  marco  del  diseño  de  las  políticas  y  los
programas,  así  como  en  la  elaboración  de  indicadores  e  instrumentos  para  el  seguimiento,
evaluación y corrección de las políticas y los programas.
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En una perspectiva similar a la de Atkinson, Trejos y Murillo (2012), con fundamento en la teoría
del desarrollo de capacidades formulada por Amartya Sen (2000) y adoptada por el Programa de
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), proponen enfocar la igualdad de oportunidades
a partir del principio de la equidad y, al efecto, entre otros, enuncian los siguientes dos criterios:
a) equidad como igualdad de logro académico y b) equidad como “igualdad en la realización
social de los logros educativos o resultados.” (p. 6). Con base en estos dos criterios, cabe decir,
se pueden realizar evaluaciones amplias y multidimensionales del desempeño, la gestión y los
alcances  del  sistema educativo,  tanto  en  lo  que  corresponde  a  los  aspectos  propios  de  su
competencia (oferta académica, logro académico, cobertura de los programas de apoyo y otros),
como en aquellos ámbitos de la realidad social (sociales, económicos, políticos, culturales), en
los que se espera que la educación repercuta de manera propositiva y proactiva en el desarrollo
de las capacidades requeridas para avanzar en la reducción de la inequidad, la injusticia social y
las  desigualdades sociales  estructurales.  Esta  orientación heurística  es la  que se tratará  de
asumir en la presente iniciativa de investigación.

II. Objetivo general

Realizar un estudio sobre la igualdad de oportunidades como concepto y como instrumento en
las políticas públicas de educación en Costa Rica y en los programas y las estrategias definidos
al respecto, a fin de identificar en qué medida y en qué sentido esas políticas, programas y estra-
tegias han tenido impacto positivo, con base en los resultados que ofrecen las estadísticas del
Instituto Nacional de Estadística y Censos, el Departamento de Análisis Estadístico del Ministerio
de Educación Publica y el Programa Estado de la Nación.

III. Metodología

La investigación aquí propuesta es de índole documental y de análisis cualitativo y cuantitativo.
Tiene un enfoque metodológico basado en el método mixto de investigación cualitativa, en la
medida que de lo que se trata es de analizar información documental acerca de un constructor
conceptual (igualdad de oportunidades en la educación), el cual será analizado en su expresión
concreta por medio de información estadística existente en distintas fuentes oficiales de gobierno
y otras. La investigación es exploratoria;  su nivel  de profundidad está definido por el análisis
crítico y de contratación que se realizará entre el significado de la igualdad de oportunidades en
la educación y la información estadística que servirá para determinar cuáles son sus alcances en
la realidad del sistema educativo costarricense.

IV.2. Descripción y teoría del método

El problema que interesa investigar y la información de base por utilizar como fuente involucra el
análisis documental (documentos de política pública educativa en Costa Rica, declaraciones y
otros  documentos  publicados  por  la  UNESCO),  que  enuncian  o  exponen  el  concepto  y  la
perspectiva de la igualdad de oportunidades en la educación.  De igual  manera, se realiza el
análisis  de la  información  estadística  disponible  por  parte  del  MEP,  el  INEC y  el  Programa
Estado de la Nación,11 en relación con diversos aspectos principales del estado de la educación
en el país.

Se considera que, para el objeto de la presente investigación, dicha documentación contiene la

11 Se toman en cuenta estas tres fuentes de información, en la medida que son ellas las que ofrecen registros 
estadísticos más estructurados y mejor organizados, en relación con los diferentes indicadores cuantitativos que dan 
cuenta del estado de la cuestión en educación.
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información pertinente y necesaria básica que interesa, a la que se agrega la relacionada con las
leyes, decretos y disposiciones emitidas en relación con la mejora de aspectos estructurales del
sistema educativo y, en particular, con la creación de programas de asistencia social y otros,
destinados  a  brindar  atención  y  facilitar  apoyos  a  las  poblaciones  estudiantiles  y  sectores
sociales  en  condiciones  de  vulnerabilidad  social  y  con  limitaciones  socioeconómicas  para
acceder  al  sistema  educativo  y  mantenerse  en  él  hasta  la  culminación  de  las  trayectorias
escolares.

De manera complementaria, se consulta también bibliografía especializada que aborda el tema
de la desigualdad de oportunidades en la educación, así como sobre la desigualdad social en
general. Son  pertinentes, a este respecto y, en particular, los estados de situación que sobre la
desigualdad social en América Latina y el Caribe elabora periódicamente el Consejo Económico
para América Latina y el Caribe (CEPAL).

Para  el  caso  de  la  presente  investigación,  con  base  en  la  documentación  de  las  políticas
educativas  y de los documentos de la  UNESCO y del  Foro Mundial  sobre la  Educación,  se
analizan  e  integran  los  contenidos  conceptuales  y  programáticos  sobre  la  igualdad  de
oportunidades  en la  educación  implicados  en dicha  documentación,  poniéndolos  en relación
analítica y crítica con la información de índole estadística disponible por parte del MEP, el INEC y
el Programa Estado de la Nación.

El propósito es apoyarse en la información estadística para analizar cuál es el estado actual en
que se encuentra el sistema educativo en materia de igualdad de oportunidades. En tal sentido,
la estrategia metodológica se basa en realizar primero el análisis documental sobre el significado
que se atribuye al concepto de igualdad de oportunidades en la educación (documentación de la
UNESCO y de la política educativa costarricense). Interesa que este primer momento del análisis
se complemente con la puesta en perspectiva de dicho concepto en un marco conceptual de
mayor  amplitud,  cual  es  el  de  la  igualdad  de  oportunidades  asumido  a  nivel  general  en  el
significado que tiene en su expresión institucional, sistémica, estructural y social.

Este primer análisis tiene por finalidad:  a) elaborar una perspectiva acerca de la igualdad de
oportunidades en la educación, buscando establecer cuáles sus fundamentos y sus atribuciones
específicas; b) con base en esta perspectiva, definir los indicadores necesarios que permitan, en
una segunda fase de la investigación, analizar las estadísticas oficiales disponibles y determinar
en qué medida se cumple la igualdad de oportunidades en el sistema educativo costarricense. El
análisis y selección de los indicadores pertinentes para la investigación se realiza, tal como ya se
indicó, tomando como marco de referencia los indicadores utilizados por el MEP, el INEC y el
Programa  Estado  de  la  Nación.  Estos  indicadores  serán  comparados,  a  su  vez,  con  los
indicadores  incluidos  en  la  propuesta  presentada  en  2015  por  el  Foro  Mundial  sobre  la
Educación, que viene a constituir un marco para el estudio, evaluación, seguimiento y acción
correctiva de las políticas, la legislación y los programas que los países tienen establecidos para
dar cumplimiento al principio de igualdad de oportunidades en la educación. 

Son tres fases de análisis.  La primera y la última son de análisis cualitativo y la segunda de
análisis  cuantitativo.  En la  primera,  de lo  que se trata es de elaborar  una perspectiva de la
igualdad de oportunidades (marco teórico), con base en los documentos de la UNESCO y en la
bibliografía especializada que se consultará. En la tercera, la tarea consiste en que, al mismo
tiempo que se lleva a cabo el análisis de la información cuantitativa (estadística), se irá también
desarrollando una evaluación de análisis crítico, la cual se base en la perspectiva conceptual
elaborada en la primera fase.
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IV. Indicadores

El Foro Mundial sobre la Educación (2015) propone un conjunto de indicadores para evaluar el
desempeño, la  gestión y  los alcances de los sistemas educativos en materia de asegurar  y
garantizar la igualdad de oportunidades en la educación. El objetivo de estos indicadores es:
“Garantizar  una  educación  inclusiva  y  equitativa  de  calidad  y  promover  oportunidades  de
aprendizaje permanente para todos.” (p. 72): 

[…] se requieren mayores esfuerzos nacionales y mundiales para colmar las brechas en
lo que se refiere a la cuantificación de la equidad y la inclusión (para lo cual es esencial el
desglose de datos por grupos de población y grupos vulnerables), así como de la calidad
y los resultados del aprendizaje. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 76).

La  perspectiva  del  Foro  está  cimentada  en  la  finalidad  de  asegurar  la  universalidad  de  la
cobertura en la prestación de los servicios de educación para todas las poblaciones estudiantiles,
en procura de cimentar las bases de la formación educativa que habiliten a las personas para
continuar con el desarrollo del aprendizaje a lo largo de toda la vida. Los indicadores propuestos
por el Foro están clasificados en dos grupos: a) “Indicadores generales” y b) “Indicadores por
categorías”.

El primero de estos grupos consiste en indicadores relacionados con aspectos como cobertura,
acceso, proporción de participación por grupos de edad en los diferentes niveles del sistema
educativo, paridad de cobertura y acceso por género o sexo, infraestructura, equipo y servicios
en  los  centros  educativos,  proporción de estudiantes  con conocimientos  en  tecnología  y  en
aspectos relacionados con la formación educativa para la ciudadanía mundial.

El segundo grupo, en su lugar, está focalizado en temas específicos y abarca aspectos tales
como: tasas de matriculación, logros académicos de la población estudiantil  en los diferentes
niveles  del  sistema  educativo,  tasas  de  aprobación  en  las  evaluaciones  nacionales  e
internacionales, legislación sobre los niveles de cobertura de la educación gratuita y obligatoria,
alfabetización  digital  y  conocimientos  que  tienen  las  poblaciones  estudiantiles  sobre
sostenibilidad ambiental,  condiciones laborales y salariales del sector docente, programas de
becas y de otra índole para dar apoyo a la población estudiantil en condición de desigualdad.

En el caso de Costa Rica, se cuenta con cuatro fuentes principales de información estadística
que  brindan  información  sobre  la  educación:  el  MEP,  el  Instituto  Nacional  de  Estadística  y
Censos (INEC), el Programa Estado de la Nación (PEN) y el Ministerio de Planificación Nacional
y  Política Económica (Mideplan).  Con algunas diferencias entre ellas,  estas distintas fuentes
utilizan un mismo conjunto básico de indicadores, los cuales son bastante similares a los del
primer grupo propuesto por el Foro Mundial sobre la Educación (2015). El MEP y, hasta hace
poco,  el  Programa  Estado  de  la  Nación,  utilizan  una  variedad  relativamente  amplia  de
indicadores que abarcan aspectos tales como: cobertura, escolaridad, matriculación, aprobación,
reprobación, exclusión intra-anual, desgranamiento o tasa de finalización. El Programa Estado de
la Nación utiliza también el índice de oportunidades educativas, un indicador importante y clave
para identificar  la  situación  existente  en lo  que  respecta  a  la  verificación  de  la  igualdad de
oportunidades en la educación.

En el estudio aquí por realizar se procura ofrecer un análisis que permita apreciar cuál es la
situación existente en las diferentes regiones de planificación administrativa del país; a saber:
Central, Chorotega, Pacífico Central, Brunca, Huetar Atlántica y Huetar Norte. Con base en los
indicadores propuestos por el Foro Mundial sobre la Educación, de igual manera que en los que
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utiliza el  Ministerio  de Educación Pública,  el  Instituto Nacional  de Estadística  y  Censos y el
Programa Estado de la Nación, se selecciona un conjunto de indicadores para los que existe
información  por  regiones  de planificación,  de manera directa  o  indirecta.  No se trata  de  un
conjunto  pormenorizado de indicadores,  pero sí  se considera  que estos son los  indicadores
principales  que  permiten  realizar  una  aproximación  de  análisis,  en  perspectiva  de  evaluar
resultados y conocer cuál es la situación que presenta la educación en las diferentes regiones,
en relación con la verificación de la equidad y la igualdad de oportunidades.

De  igual  manera,  además  del  conjunto  de  indicadores  relativos  de  manera  específica  a  la
educación, se toman también en cuenta indicadores de índole socioeconómica, con lo se busca
contar con una mirada más amplia y densa acerca de la magnitud de las desigualdades y de los
desafíos que representan para las políticas educativas y para las políticas públicas en general.
Los siguientes son los indicadores educativos y socioeconómicos seleccionados:

-Asistencia a la educación.
-Diferencias de participación de mujeres y hombres en la matrícula de primaria y secundaria.
-Repitencia.
-Resultados de las pruebas nacionales de bachillerato.
-Exclusión intra-anual.
-Índice de oportunidades educativas.
-Ingreso de los hogares.
-Coeficiente de Gini.
-Financiación de la educación.
-Programas de apoyo a la población estudiantil en situación de desigualdad.

V. Resultados

V.1. Asistencia a la educación

Un  primer  indicador  por  considerar  son  las  tasas  de  asistencia  a  la  educación  regular,
información que aquí se toma del Compendio de Indicadores Educativos del Programa Estado de
la Nación (2018). La información que se ofrece en este compendio está ordenada por sexo, zona
(rural, urbana) y región de planificación administrativa, así como dividida en tres grupos de edad:
a) 5 a 6 años: ciclo de transición de la educación preescolar; b) 7 a 12 años: nivel de la primaria;
c) 13 a 17 años: nivel de la secundaria. En la tabla 1 se presenta dicha información para los años
2010 y 2017.

Tabla 1: Tasas de asistencia a la educación preescolar, primaria y secundaria, por sexo, zona y
regiones de planificación. Relación comparativa años 2010 y 2017.

2010 2017
5 a 6

años12
7 a 12
años

13 a 17
años

5 a 6 años
7 a 12
años

13 a 17
años

Por sexo
Mujeres 83,6 99,6 85,0 93,00 99,5 89,4
Hombres 86,0 99,4 81,4 89,4 99,6 87,1

Por zona

12 En el Séptimo Informe Estado de la Educación, publicado en 2019, el Programa Estado de la Nación ofrece un 
registro actualizado de esta información para el período de 2008 a 2018. Puede consultarse en la página 74 de dicho 
informe.
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Rural 78,3 99,0 77,2 87,5 99,5 85,3
Urbana 87,8 99,7 85,9 93,0 99,6 89,4

Por  región
planificació
n
Central 88,1 99,9 85,6 93,0 99,5 89,2
Chorotega 81,0 98,9 81,5 91,2 99,3 91,9
Pacífico
Central

83,8 98,3 82,9 86,3 99,4 82,2

Brunca 78,4 99,6 84,0 92,0 99,7 90,1
Huetar
Atlántica

83,7 98,8 76,6 86,6 99,6 86,0

Huetar Norte 75,1 99,2 76,4 89,3 100,0 84,3
Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  Compendio  de  Indicadores

Educativos del Programa Estado de la Nación 2018.

En el nivel de preescolar, entre 2010 y 2017 hay incrementos de asistencia a la educación en
todas las categorías: por sexo, zona y por regiones de planificación. Por  sexo, la relación se
invierte a favor de las mujeres para el año 2017: de un -2,4% en 2010 pasan a colocarse en un
3,6% en 2017; un incremento importante entre ambos años de referencia. Por  zona,  la rural
presenta  una importante desigualdad  negativa  con respecto  a  la  urbana.  La desigualdad  se
reduce en 4,0% para el 2017, pero aún así la rural no alcanza a igualar todavía la tasa que la
zona urbana ya exhibía para el año 2010. Por regiones de planificación, la Central es la que
presenta las mayores proporciones para los dos años de referencia. En 2010 había regiones con
tasas de hasta 10% y más menores a la de esta región; específicamente, la Huetar Norte y la
Brunca,  las  dos regiones  que,  en su caso,  para  2017 son  las  que  alcanzan  a  registrar  los
mayores incrementos: 14,2% la Huetar Norte y 13,6% la Brunca. Tanto en 2010 como en 2017,
en este nivel de la educación preescolar, las desigualdades por regiones son significativas y hay
dos de ellas que, con respecto a la Central, en 2017 exhiben tasas todavía inferiores a las que
dicha región ya tenía en 2010: la Huetar Atlántica y la Pacífico Central.

La educación preescolar ha pasado a ser considerada como de valor fundamental en el proceso
de formación de las personas. Se atribuye a este nivel educativo una importancia esencial, en la
medida que:

Desde el  nacimiento, la atención y educación de la primera infancia (AEPI) sienta las
bases del desarrollo, el bienestar y la salud a largo plazo de los niños. La AEPI forja las
competencias y aptitudes que permiten a las personas aprender a lo largo de la vida y
ganarse el sustento. Las inversiones dirigidas a los niños pequeños, en particular los de
grupos marginados, dan los mejores resultados a largo plazo en cuanto a desarrollo y
educación. (Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 38).

Con base en este enunciado del Foro Mundial sobre la Educación, puede decirse que, en Costa
Rica, las anteriores tasas de asistencia a la educación preescolar indican la no existencia todavía
de  una  atención  adecuada  a  este  nivel  de  la  educación.  “Pese  al  indudable  avance,  la
universalización  del  acceso a  preescolar  no es  una  meta  lograda.”  (Programa Estado de la
Nación, 2019, p. 41). No parece haberse asumido hasta ahora con la convicción necesaria, el
significado  y  la  importancia  que  este  nivel  de  la  educación  tiene,  a  fin  de  que  las  nuevas
generaciones  puedan  tener  acceso  a  un  desarrollo  pleno  de  las  potencialidades  de  diversa
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índole que se requieren, no solo para avanzar de manera satisfactoria en los distintos niveles de
las trayectorias escolares, sino y de manera especial,  para ser personas que cuenten con un
desarrollo integral de sus vidas, en todas las dimensiones del saber, hacer y ser.

Asociado a este indicador  de la  matrícula en educación preescolar,  los indicadores sobre la
igualdad  de  oportunidades  en  la  educación  establecidos  por  la  UNESCO  (2015)  en  la
Declaración de Incheon incluyen también la existencia y apertura de centros educativos en el
nivel  de  preescolar.  Entre  los  años  2011  y  2017,  en  Costa  Rica,  la  cantidad  de  centros
educativos de preescolar aumentó en todas las regiones de planificación. Al respecto, llama la
atención el hecho de que este aumento también se haya producido en la región Pacífico Central,
aun cuando en la tasa intrarregional de matriculación en preescolar, esta región muestre, por el
contrario, un claro retroceso.

Gráfico 1: Cantidad de centros educación de preescolar
por región de planificación administrativa, años 2011 y 2017

Central Chorotega Pacífico Central Brunca Huetar Caribe Huetar Norte
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio
indicadores educativos del Programa Estado de la Nación.13

La  dotación  equitativa  de  recursos  adecuados  para  garantizar  el  acceso  a  la  educación
preescolar en todas las regiones representa una necesidad prioritaria. De ello depende cumplir
con mejorar la calidad de la educación y que ésta sea inclusiva y brinde oportunidades de acceso
a toda la población, tal como lo propone la política educativa nacional y como también aparece
estipulado en la Declaración de Incheon., base de la política educativa de 2015 del MEP.

Respecto del nivel de la primaria, puede observarse que, en general, en todos los casos y para
los  dos  años  de  referencia,  según  los  datos  anteriores,  las  tasas  de  asistencia  parecen
encontrarse muy cercanas al 100%, a la vez que son altamente equilibradas por zona, sexo y
regiones de planificación. Se tiene por asumido que, históricamente, la educación primaria en
Costa Rica es la que ha contado con la concentración de los mayores esfuerzos por brindar
cobertura educativa y oportunidades de acceso a la mayor cantidad posible de personas en el
país, incluida la población joven y adulta que no haya podido realizar o concluir sus estudios en
este nivel. Cabe agregar que, asimismo, durante las últimas tres décadas, la cobertura universal
en la educación primaria ha sido uno de los principales objetivos de las políticas educativas y,
para  ello,  el  sistema  educativo  se  ha  enfocado  en  realizar  inversión  presupuestaria  en  los
diversos aspectos que involucran las metas vinculadas a dicho objetivo.

Sin embargo, en su último  Informe Estado de la Educación, el Programa Estado de la Nación
(2019) califica como un mito la imagen de que Costa Rica haya logrado, en efecto, alcanzar la

13 Programa  Estado  de  la  Nación.  (2018).  Compendio  indicadores  educativos.  San  José:  PEN.  Recuperado  de:
https://estadonacion.or.cr/estadisticas-index#educacion

https://estadonacion.or.cr/estadisticas-index#educacion
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cobertura universal  en la  educación  primaria.  Es posible  identificar  diversas  deficiencias  que
impiden dar por válida la referida imagen. Entre ellas, por ejemplo, está la existencia de una tasa
neta de cobertura estancada en 93% desde el año 2017, “cifra que dista mucho de las mostradas
en el  período 2005-2011,  superiores al  97%.” (p.  77).  De igual  manera,  el  plan de estudios
completo de la primaria solo se imparte en 6,3% del total de los centros educativos.

A juicio del Programa Estado de la Nación (2019), esta situación implica que “la universalización
del currículo de primaria no se logrará antes del año 2034.” (p. 77). Los esfuerzos por impartir el
plan  de  estudios  completo  se  han  focalizado  en  la  Gran  Área  Metropolitana  (GAM),  “en
detrimento de las poblaciones más desfavorecidas, que suelen concentrarse en zonas rurales
más alejadas.” (p. 83). Es obvio que, en estas deficiencias registradas por el Programa Estado
de la Nación están involucradas desigualdades de acceso y de calidad de la educación, que
tenderán a perjudicar de manera significativa en este nivel a una proporción importante de la
población estudiantil total del país.

En el nivel de la secundaria, por su parte, la situación es más complicada y se puede apreciar
una importante deficiencia de alcances en lo que respecta al logro de la cobertura universal. De
conformidad con las cifras anteriores, similar a como acontece con la educación preescolar, entre
los  años  2010  y  2017  se producen  incrementos  de  asistencia  a  la  educación  en  todas las
categorías:  sexo,  zona y  regiones  de  planificación.  Los  incrementos  son,  sin  embargo,
menores que en el caso de la preescolar.  En la relación de diferencia por sexo, las mujeres
ocupan las mayores tasas de asistencia en los dos años de referencia. La relación se reduce en
1,3% entre 2010 y 2017, con tendencia a la paridad y quedando las mujeres con un 2,3% más de
asistencia que los hombres. Por zonas, la rural de nuevo presenta tasas inferiores a las de la
urbana,  pero  incrementa  su  participación  y  reduce  la  diferencia  para  el  año  2017:  de  una
diferencia de -8,7% en 2010 se pasa a un -4,1% en 2017.

Por  regiones de planificación,  la  distribución  de las  desigualdades es  bastante variable,  con
incrementos en casi todas ellas para el año 2017, salvo en la Pacífico Central, que registra una
disminución de 0,7%. Algunas regiones logran incrementar de manera significativa la asistencia a
la educación secundaria durante el período de referencia; específicamente, la Huetar Atlántica y
la Huetar Norte, con un incremento de 9,4% y de 7,9%, respectivamente. La región Central, que
en la educación preescolar y la primaria registra con las tasas más altas de asistencia, en el caso
de la secundaria, era así para el año 2010, pero en 2017 se ve superada en una muy pequeña
proporción por las regiones Chorotega y Brunca. Este dato pareciera indicar que la existencia de
mejores condiciones en el acceso a los servicios no necesariamente es un factor que incida en
disponer con mejores tasas de asistencia a la educación.

V.2. Diferencias de participación de mujeres y hombres en la matrícula de primaria y 
secundaria

El  análisis  por  realizar  aquí  es  de  carácter  general  y  tiene  por  finalidad  complementar  y
consolidar la información expuesta en el acápite anterior. Este análisis se basa en los registros
estadísticos  de  una  fuente  de  información  distinta  a  la  anterior:  el  Instituto  Nacional  de
Estadística y Censos (INEC).

De conformidad con las estadísticas del INEC (2018d), la población costarricense con edad de 5
años y más es a 2018 de 4.704.028: 51,51% son mujeres y 48,48% hombres; una diferencia de
3,03% más de mujeres. En términos comparativos, entre los años 2010 y 2018, este segmento
de la población del país se incrementó en un 10,42%. En 2010, el total de esta población se
distribuía en 2.176.754 de mujeres y 2.036.769 de hombres (Instituto Nacional de Estadística y
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Censos,  2010); una diferencia de 6,43% más de mujeres, tasa que para 2018 se reduce en
3,4%.

La población total de 5 años y más ubicada en los niveles de la primaria y la secundaria es a
2018 de 3.544.224, que equivale al 75,34% de la población total del país con edad de 5 años y
más. En 2010, dicha población era de 3.183.542 personas, lo cual representa un incremento de
10,17% para el 2018. Una proporción de 6,91% registra en 2018 como población carente de
instrucción, en tanto que un 17,74% aparece ubicada en los diferentes niveles de la educación
superior  (pregrado,  grado  y  posgrado).  En  2010,  la  población  carente  de  instrucción
representaba un 8,13% y la que se hallaba ubicaba en la educación superior era de 16,19%. En
la relación comparativa entre ambos años de referencia, se tiene que la población sin instrucción
disminuye para 2018 en 1,22% y la ubicada en la educación superior se incrementa en 1,55%.
Estas son variaciones positivas bajas, que podrían revertirse en cualquier momento y pasar a ser
de índole negativa.

En 2018,  de la población estudiantil  registrada en los niveles de la primaria y la secundaria
(académica y técnica), las mujeres representan el 50,6% y los hombres el 49,4%; es decir, hay
una diferencia de 1,2% más de mujeres. En 2010, esta diferencia era de 5,69% más de mujeres;
por tanto,  de 2010 a 2018,  las mujeres ven incrementada su participación en un 4,49%. En
primaria, la población estudiantil total en 2010 era de 1.778.675, con un 51,15% de mujeres y un
48,84% de hombres; una diferencia de 2,31% más de mujeres. En 2018, las mujeres representan
el 50,16% y los hombres el 49,83%; una diferencia de 0,33% más de mujeres. De nuevo, en este
caso,  la  diferencia  entre  mujeres  y  hombres  se reduce  entre  2010  y  2018d,  con pequeños
incrementos en la participación de los hombres.

V.2.1 Primaria

Por regiones de planificación, en el nivel de la primaria, los registros porcentuales obtenidos por
medio  del  análisis  de las  cifras  absolutas  que  ofrece el  INEC (2010  y  2018)  son  como se
muestran en la siguiente tabla.

Tabla 2: Población estudiantil de primaria: porcentajes de distribución por sexo, según región de
planificación. Relación comparativa años 2010 y 2018.

Región
Mujeres Hombres Diferencia

201014
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Central 52,52 51,44 47,47 48,55 5,05 M 2,89 M
Chorotega 48,41 49,63 51,58 50,36 0,73 H 0,73 H
Pacífico
Central

48,90 48,34 51,09 51,65 2,18 H 3,30 H

Brunca 48,54 50,29 51,45 49,70 2,90 H 0,59 M
Huetar
Caribe

50,87 47,29 49,12 52,70 1,75 M 5,41% H

Huetar Norte 49,45 49,23 50,54 50,76 1,09 H 1,53 H
Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística

y Censos, 2010 y 2018.

Entre los años 2010 y 2018, se tienen pequeñas diferencias de paridad en la participación de
mujeres y hombres en el nivel de la primaria, según las poblaciones estudiantiles de las distintas

14 Las proporciones de diferencia se indican con M si son las mujeres las que presentan la cantidad mayor y con H si 
son los hombres.
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regiones del país. La Central es la región que exhibe una mayor proporción de participación de
las  mujeres  para  los  dos  años  de  referencia,  con  una  reducción  de  2,16% para  2018.  La
participación de los hombres presenta una mayor proporción en las regiones Chorotega, Pacífico
Central y Huetar Norte, aunque, valga indicarlo, las diferencias son bastante pequeñas. Llama la
atención, por su parte, el cambio que se produce en la región Huetar Caribe, que en 2010 tenía
una proporción mayor de mujeres y que, para 2018, la relación se invierte, con una tasa de
5,41% más de hombres, la mayor tasa de diferencia registrada en los dos años de referencia.

V.2.2. Secundaria

En el nivel de la secundaria, por su parte, en el conjunto de las dos modalidades (académica y
técnica), en 2010 se tenía una población estudiantil total de 1.404.867, con una participación de
las mujeres de 51,85% y un 48,14% de hombres; una diferencia de 3,71% más de mujeres. Para
2018, dicha población estudiantil es de 1.677.718 personas, lo que representa un incremento de
16,26% en el período de referencia.  Las mujeres constituyen en este grupo el  51,15% y los
hombres el 48,84%; una diferencia de 2,31% más de mujeres. Entre 2010 y 2018, las mujeres
reducen  su  participación  en  1,4%.  La  distribución  de  las  diferencias  de  participación  en  la
segundaria es por región de planificación como se muestra en la tabla #.

Tabla 3: Población estudiantil de secundaria (académica y técnica): porcentajes de distribución
por sexo, según región de planificación. Relación comparativa años 2010 y 2018.

Región
Mujeres Hombres Diferencia

2010
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Central 51,87 51,37 48,12 48,62 3,75 M 2,75 M
Chorotega 51,96 48,63 48,03 51,36 3,93 M 2,72 H
Pacífico
Central

51,60 52,01 48,39 47,98 3,21 M 4,03 M

Brunca 52,52 51,99 47,47 48,01 5,05 M 3,98 M
Huetar
Caribe

52,98 51,74 47,01 48,25 5,97 M 3,49 M

Huetar Norte 49,69 49,70 50,30 50,29 0,61 H 0,58 H
Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística

y Censos, 2010 y 2018.

En el nivel de la secundaria, únicamente en la región Huetar Norte las tasas de participación son
mayores a favor de los hombres, pero también son las tasas de diferencia más bajas en ambos
años de referencia. En general, puede decirse que las diferencias a favor de las mujeres son de
magnitud importante en el nivel de la secundaria, aunque disminuyen en casi todas las regiones
para el  año 2018.  Tan solo en la  región Pacífico Central,  dicha proporción de diferencia  se
incrementa para este último año, alcanzando a ser la más alta de todas.

En lo que respecta, por su parte, a la matrícula de mujeres y hombres por zonas, en el nivel de la
primaria la situación es como se presenta a continuación en la tabla #.

Tabla 4:  Población estudiantil  de primaria:  porcentajes de distribución por sexo, según zona.
Relación comparativa años 2010 y 2018.

Zona
Mujeres Hombres Diferencia

2010
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Urbana 52,95 51,24 47,04 48,75 5,91 M 2,48 M
Rural 47,95 48,69 52,04 51,30 4,08 H 2,60 H
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Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística
y Censos, 2010 y 2018.

La relación por zona entre mujeres y hombres es inversa en el nivel de la primaria. En la urbana,
la participación de las mujeres es superior a la de los hombres, en tanto ocurre lo contrario en el
caso de la zona rural. En ambos casos puede notarse también que la diferencia entre ambos
sexos se reduce de 2010 a 2018.

En el caso de la secundaria, la participación de las mujeres en la zona urbana es mayor que la
de los hombres y la diferencia también tiende a disminuir de 2010 a 2018. En la zona rural, en
cambio, en 2010 las mujeres son la mayoría, pero para 2018 pasan a ser los hombres, aunque
por una muy pequeña diferencia. Las respectivas distribuciones proporcionales se presentan en
la tabla #.

Tabla 5: Población estudiantil de secundaria (académica y técnica): porcentajes de distribución
por sexo, según región de planificación. Relación comparativa años 2010 y 2018.

Zona
Mujeres Hombres Diferencia

2010
Diferencia

20182010 2018 2010 2018
Urbana 52,15 51,60 47,84 48,39 4,31 M 3,21 M
Rural 50,68 49,68 49,32 50,31 1,36 M 0,62 H

Fuente: Elaboración propia con base en estadísticas del Instituto Nacional de Estadística
y Censos, 2010 y 2018.

De conformidad con las  estadísticas anteriores,  puede decirse que,  en general,  en  términos
estrictamente estadísticos, en materia de participación o matrícula en los diferentes niveles y
modalidades de la primaria y la secundaria, las diferencias registradas por sexo para el período
entre  2010  y  2018  indican  la  existencia  de  una  relación  bastante  equilibrada,  sin  mayores
afectaciones de participación para ninguno de los dos sexos. Además, las diferencias existentes
tienden a reducirse de 2010 a 2018, tanto por regiones de planificación administrativa como por
zonas rural y urbana.

V.3. Repitencia

El indicador de la repitencia es importante, en la medida que configura una representación de los
logros y de la consistencia de la calidad de la educación impartida en los sistemas educativos.
Para  el  análisis  aquí  realizado,  se  utilizó  como  fuente  de  información  el  Compendio  de
indicadores educativos en las Direcciones Regionales de Educación, elaborado por el Programa
Estado de la Nación. Hubo cierto grado de dificultad para organizar los datos. Ni el INEC ni el
PEN registran esta información por regiones de planificación, por lo que, en su lugar, se procedió
a hacer un trabajo de recuperación, integración y ordenamiento de los datos, según la región de
planificación en la que cada Dirección Regional del MEP está ubicada. 

Tabla 6: Tasas de repitencia en primaria y secundaria por regiones de planificación, años 2011 y
2016.

Regiones
Primaria (%) Secundaria (%)

2011 2016 2011 2016
Central 5,1 3,03 13,05 10,17
Chorotega 5,75 2,60 11,55 7,75
Pacífico Central 6,06 3,36 12,23 9,36
Brunca 6,16 3,23 15,03 11,56
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Huetar Caribe 8,86 5,26 12,33 9,93
Huetar Norte 7,63 3,70 15,23 9,46

Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Gráfico 2: Tasas de repitencia en primaria y secundaria por regiones de planificación, años 2011
y 2016.
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores educativos en las Direcciones Regionales de Educación, del Programa Estado de la
Nación.

Según estos datos, tanto en primaria como en secundaria, las tasas de repitencia, en todas las
regiones  de planificación,  disminuyen  durante  el  período de 2011  a 2016.  Sin  embargo,  las
diferencias porcentuales de la repitencia entre la primaria y la secundaria son significativas, en la
medida que, en la secundaria, las tasas duplican o incluso hasta triplican las de la primaria en la
mayoría de las regiones.

En el nivel de la primaria, según se puede apreciar, hay regiones cuya disminución en la tasa de
repitencia alcanza a ser importante durante el período referido. Es este el caso de las regiones
Chorotega, Huetar Norte y Huetar Caribe, donde, en 2016, la reducción de la repitencia en este
nivel coloca la tasa en aproximadamente la mitad del valor que tenía en 2011. En general, la
reducción es importante en todas las regiones, siendo la Central la que exhibe la menor. A 2016,
la  región Huetar Caribe es la  que presenta la  mayor  tasa de repitencia  (5,26%),  2,66% por
debajo de la Chorotega, que viene a ser la que presenta la menor tasa entre todas las regiones.

En  el  caso  de  la  secundaria,  las  regiones  que  presentan  las  mayores  tasas  de  repitencia
durante el período 2011/2016 son la Brunca, la Central y la Huetar Norte, aunque esta última
exhibe una reducción importante de 5,77%. La región que para el año 2016 muestra la tasa
menor de repitencia es la Chorotega, seguida por la Pacífico Central, la Huetar Norte y la Huetar
Caribe. Llama la atención que la región Central, que para otros indicadores educativos presenta
los mejores valores, en el indicador de la repitencia mantenga valores por encima de los de la
mayoría de las regiones, ubicándose en 2016 a tan solo 1,39% por debajo de la Brunca, que es
la que cuenta con la mayor tasa mayor para dicho año.

Según  estas  estadísticas,  la  repitencia  en  la  primaria  puede  decirse  que  ha  disminuido  de
manera sostenida y prácticamente de manera uniforme en todas las regiones de planificación. En
la secundaria, en cambio, la situación en este indicador es compleja e irregular, presentando
tasas elevadas en todas las regiones. Se trata de una situación que las autoridades educativas y
de gobierno han buscado atender y resolver por medio de programas como Avancemos, Fonabe,
“Yo me apunto” y ProEduca, por mencionar los más importantes. No obstante, en ninguna de las
regiones,  el  indicador  de la  repitencia en secundaria presenta disminuciones importantes,  tal
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como sí se observa en el caso de la primaria. Los valores siguen siendo altos para todas las
regiones,  con  la  particularidad  de  que,  no  obstante,  algunas  de  las  regiones  que  en  otros
indicadores  educativos  registran con los  valores  más desfavorables,  en el  presente caso no
sucede así. 

Con una aspiración como país de avanzar a estadios de desarrollo humano superior, el
rezago y el  estancamiento que muestra el  logro educativo en secundaria,  reafirma la
pertinencia de centrar la atención en este logro. Por ello,  se propone aquí ubicar a la
consecución de la educación secundaria completa de calidad como norte y concentrar el
análisis de la equidad, y su seguimiento, en torno a esta aspiración de logro educativo.
(Trejos y Murillo, 2012, p. 7).

Las desigualdades entre las distintas regiones de planificación en este indicador son notorias
para las regiones Pacífico Central, Brunca, Huetar Caribe y Central, que presentan los valores
más altos de repitencia. Por su parte, si se tiene en cuenta que en la región Central se ubica
alrededor del 60% de la población del país y que en ella está localizada la mayor parte de la
zona urbana, se puede entonces inferir que las mayores tasas de repitencia se generan más en
la zona urbana que en la rural. Una situación importante de referir es la que se presenta en las
direcciones regionales del MEP ubicadas en la ciudad capital (San José-Central, San José-Norte
y San José-Oeste). Todas estas direcciones presentan tasas de repitencia superiores a las que
exhiben  algunas  de  las  direcciones  regionales  ubicadas  en  regiones  donde  las  relaciones
generales presentan tasas bastante inferiores a las de la región Central. Es esta una situación
que viene a corroborar lo ya dicho anteriormente (acápite sobre la asistencia a la educación), en
el sentido de que la existencia de mejores condiciones de acceso a los servicios públicos no
necesariamente repercute en mejores niveles de logro en la educación.

Aparte lo anterior, las desigualdades más importantes están presentes al interior de las propias
poblaciones estudiantiles en las distintas regiones. La repitencia es expresión de limitaciones de
acceso al  sistema educativo y también de acceso a trayectorias escolares satisfactorias. Las
tasas de repitencia existentes, sobre todo en la secundaria, hacen evidente la prevalencia de una
importante proporción de la  población  estudiantil  que,  por  diversas razones,  está afrontando
dificultades serias para atender de manera adecuada sus estudios. “Un elemento fundamental
del  derecho  a  la  educación  consiste  en  garantizar  que  la  calidad  de  esta  permita  obtener
resultados del aprendizaje pertinentes, equitativos y eficaces en todos los niveles y entornos.”
(Foro Mundial sobre la Educación, 2015, p. 30).

En tal sentido, la desigualdad viene a representar no solamente limitaciones actuales de acceso
al sistema educativo y de acceso al desarrollo satisfactorio de las correspondientes trayectorias
escolares, sino que se convierte también en una desigualdad que involucra una proyección de
desigualdad social  a futuro,  con lo  que se estaría ante el  riesgo de profundizar  aún más la
reproducción estructural e intergeneracional de la pobreza, la inequidad y la injusticia social.

Quienes  se  encuentran  en  condición  de  repitencia  son  personas  cuyas  expectativas  de
formación educativa están en grave riesgo de quedar en una condición de frustración y fracaso
definitivo. Sea por las razones que sea (ausentismo, desmotivación, poca dedicación al estudio
por razones económicas o por falta de incentivos familiares, culturales e institucionales, escasa
pertinencia  de  la  oferta  educativa,  entre  otras),  dichas  personas  ya  están  quedando  en  su
adolescencia y juventud destinadas a carecer de condiciones adecuadas para desempeñarse
posteriormente en el  campo laboral,  o bien,  para el  desarrollo  por sí  mismas de actividades
económico y productivas que les permita contar con condiciones de bienestar social y tener una
vida digna.
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V.4. Resultados de las pruebas nacionales de bachillerato

El  indicador  de  los  resultados  en  las  pruebas  nacionales  de  bachillerato  ha  pasado  a  ser
considerado  de  gran  interés  en  Costa  Rica  por  parte  de  diversos  actores.  Proporciona
información relevante para evaluar, dar seguimiento y mejorar los rendimientos obtenidos en la
fase de finalización de la trayectoria escolar en la secundaria, un nivel educativo que, como se ha
visto ya en las estadísticas anteriores, representa un desafío crítico para lograr las metas de
ampliar la cobertura y mejorar la eficiencia terminal en este nivel del sistema educativo nacional.

En la siguiente tabla y gráfico se presentan las cantidades absolutas de estudiantes por regiones
que realizaron las pruebas nacionales de bachillerato y las de quienes las aprobaron en los años
2011 y 2017.

Tabla 7: Cantidad de estudiantes registrada en las pruebas nacionales de bachillerato y cantidad
de estudiantes que las aprobaron, años 2011 y 2017

Cantidad estudiantes Aprobados
2011 2017 2011 2017

Central 24.583 24.662 15.710 18.159
Chorotega 3.633 3.445 1.750 2.142
Pacífico Central 1.994 1.531 1.111 946
Brunca 3.717 3.239 2.061 2.056
Huetar Caribe 3.471 3.758 1.836 2.631
Huetar Norte 3.385 3.363 1.274 2.056

Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Gráfico 3: Cantidad de estudiantes registrada en las pruebas nacionales de bachillerato y 
cantidad de estudiantes que las aprobaron, años 2011 y 2017
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Tal como se puede observar, el comportamiento de la relación entre la cantidad de estudiantes
registrada en las pruebas nacionales de bachillerato y la cantidad de quienes las aprobaron en
los años 2011 y 2017 es bastante irregular entre las distintas regiones de planificación. Para
2017, la cantidad de estudiantes que las realizaron se incrementó levemente en las regiones
Central y Huetar Caribe, mientras que disminuyó en las demás regiones. En su lugar, para el
mismo año 2017, la cantidad de quienes las aprobaron aumentó de manera importante en las
regiones  Central,  Huetar  Caribe  y  Huetar  Norte,  entretanto  que  se redujo  levemente  en las
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regiones  Pacífico  Central  y  Brunca.  La  región  Chorotega  presenta  un  incremento  poco
significativo.

Al respecto, es de interés observar qué sucede por región en la diferencia porcentual entre la
cantidad de estudiantes que realizan las pruebas y la de quienes las aprueban. Esto con el fin de
obtener las diferencias porcentuales para cada uno de los años de referencia; es decir, identificar
la diferencia interna específica que se produce entre los años 2011 y 2017, en relación con la
cantidad de estudiantes que realizan las pruebas y la cantidad de quienes las aprueban. Esto
permitirá apreciar  cuál  es el  grado de variación en los rendimientos escolares por región de
planificación; en qué magnitud ocurren y en qué sentido (positivo o negativo).

En la región Central, la relación proporcional entre la cantidad de estudiantes que realizaron las
pruebas y la de quienes las aprobaron en 2011 es de 59,83%; en 2017 es de 73,63% (diferencia
positiva de 13,8%). La región Chorotega presenta una tasa de 48,16% de quienes aprobaron los
exámenes en 2011, entretanto que, para 2017, esta proporción es de 62,17% (diferencia positiva
de 14,01%). En la región Pacífico Central, la relación para 2011 es de 55,71% y de 61,78% para
2017 (diferencia positiva de 6,07%). La región Brunca presenta para 2011 una tasa de 55,44% y
de 63,67% para 2017 (diferencia positiva de 8,23%). En la Huetar Caribe, la proporción es de
52,89% para el año 2011 y de 70,01% para 2017 (diferencia positiva de 17,12%). Finalmente, la
Huetar Norte registra una proporción de 37,63% para 2011 y de 61,13% para 2017, siendo esta
la región que exhibe la mayor tasa de incremento entre 2011 y 2017, con un 23,5%.

Según lo anterior, entre 2011 y 2017, las tasas de rendimiento escolar en las pruebas nacionales
de bachillerato mejoraron en todas las regiones, registrándose en la mayoría de ellas diferencias
positivas importantes. Las desigualdades observables entre las distintas regiones indican que, en
general, siendo la Pacífico Central y la Brunca las que presentan las menores tasas de mejora,
existen  desigualdades  claras  distribuidas  y  focalizadas  territorialmente.  En  tal  sentido,  es
importante referir aquí la indicación hecha por el Foro Mundial sobre la Educación (2015), en el
sentido de que no es suficiente, e incluso representa un riesgo para los sistemas educativos,
“concentrarse en el acceso a la educación, sin prestar la debida atención a determinar si los
alumnos están aprendiendo y adquiriendo competencias pertinentes una vez que ya asisten a la
escuela.” (p. 25). En relación con las desigualdades territoriales y de otra índole, se señala:

[…]  se  deberán  aplicar  políticas  para  corregir  los  desequilibrios  en  cuanto  a  las
oportunidades y los resultados del aprendizaje entre las regiones, los hogares, los grupos
étnicos o socioeconómicos y, sobre todo, entre las distintas escuelas y aulas de clase.
Para hacer frente a la desigualdad y velar por la inclusión, tanto en la oferta educativa
como en los resultados de la educación de calidad, es indispensable comprender más a
fondo la enseñanza y el aprendizaje en un entorno de aprendizaje determinado. (Foro
Mundial sobre la Educación, 2015, p. 36/37).

Entornos de aprendizaje determinados. A fin de proveer educación de calidad y pertinente, la
oferta  educativa  ha  de  ser  contextualizada,  sobre  todo  a  escala  sociocultural  y  de  las
particularidades económico/productivas que caracterizan a las diferentes regiones y territorios.
En  Costa  Rica,  las  pruebas  nacionales  de  bachillerato  son  estandarizadas.  No  toman  en
consideración las especificidades socioculturales existentes en cada región. Esto puede estar
provocando  las  diferencias  de  rendimiento  y,  además,  generando  desigualdades  de  logro
académico que, a la postre, derivarán en otras diversas desigualdades que limitan y obstaculizan
la creación de condiciones y capacidades para el logro de la inclusión, la equidad y la mejora del
bienestar social de la población en las distintas regiones del país.



123

Las anteriores estadísticas sobre los resultados en las pruebas nacionales de bachillerato indican
la  existencia  de  una  situación  a  la  que  las  autoridades  educativas  deben  prestar  especial
atención, si en realidad se desea cumplir con los objetivos establecidos en la política educativa,
relacionados con asegurar la igualdad de oportunidades y una educación de calidad para todas
las  poblaciones  estudiantiles.  Será  preciso  prestar  atención  a  la  pertinencia  de  la  oferta
educativa,  la  calidad  de  la  docencia  y  a  una  adecuada  dotación  de  recursos
pedagógico/didácticos.

V.5. Exclusión intra-anual

La  exclusión  intra-anual  es  otro  de  los  indicadores  utilizados  con  carácter  de  indicador
fundamental por parte de las instituciones y entidades dedicadas a elaborar registros estadísticos
sobre la educación. Este indicador se basa en la comparación entre la matrícula inicial y la final
de cada año lectivo, para establecer la cantidad de estudiantes que se retiran de las aulas y no
alcanzan a terminar el año. Esta es una situación que se produce, sobre todo, durante el período
de vacaciones de medio año, cuando hay estudiantes que ya no regresan al centro educativo
para continuar hasta terminar el año lectivo.

Tabla 8: Tasas de exclusión intra-anual por regiones de planificación, años 2011 y 2017
Primaria (%) Secundaria (%)

2011 2017 2011 2017
Central 1,77 0,46 9,04 5,71
Chorotega 2,8 0,27 13,17 8,05
Pacífico Central 4,0 1,1 12,86 9,43
Brunca 3,33 0,43 13,86 11,36
Huetar Caribe 5,1 1,26 13,16 8,53
Huetar Norte 3,73 1,23 15,43 8,26

Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

Gráfico 4: Tasas de exclusión intra-anual por regiones de planificación, años 2011 y 2017
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  documento  Compendio  de
indicadores  educativos en las Direcciones Regionales de Educación,  Programa Estado de la
Nación.

De la  misma manera  que  sucede  con  la  repitencia,  en  el  período  2011/2017,  las  tasas  de
exclusión intra-anual disminuyen en todas las regiones de planificación, exhibiendo la secundaria
en todas ellas  valores muy superiores  a  los  de la  primaria.  La disminución  en las  tasas de
exclusión para la primaria alcanza a ser muy significativa en todas las regiones, siendo la Huetar
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Caribe la que presenta la mayor disminución (3,84%), seguida por la Pacífico Central (2,9%) y la
Brunca (2,9%). La región Huetar Caribe, aún cuando muestra la mayor tasa de reducción, no
obstante,  continúa  siendo  la  que  mantiene  la  tasa  más  alta  de  exclusión  intra-anual  en  la
primaria.

En el caso de la secundaria, la reducción en la tasa de la exclusión intra-anual también acontece
en todas las regiones de planificación, pero es una reducción muy inferior a la que se registra en
la primaria. La región que logra la mayor tasa de reducción es la Huetar Norte (7,17%), que
representa casi la mitad de la tasa que registraba en 2011. La de menor reducción es la Brunca,
con apenas 2,5%. Esta misma región es la que a 2017 exhibe la tasa más alta de exclusión
(11,36%), seguida por la Pacífico Central (9,43%) y la Huetar Caribe (8,53%).

La exclusión, igual que acontece con todo indicador educativo, es resultado de muy diversos
factores. Se le asocia con situaciones de “ingreso tardío y rezago” (UNESCO, 2015), sobre edad,
bajo rendimiento académico y con limitaciones socioeconómicas,  pero también está asociada
con baja calidad de la docencia,  carencia de recursos didácticos e infraestructura escolar en
malas condiciones.

De conformidad con las cifras anteriores, la exclusión en Costa Rica es uno de los problemas
más  serios  que  afectan  el  desempeño  del  sistema  educativo  para  garantizar  y  asegurar  la
equidad, la inclusión y la igualdad de oportunidades en la educación. Lo mismo que la repitencia,
la  exclusión es factor  de desigualdad actual  (presente) y potencial  (futura).  Por su parte,  de
conformidad con lo que expresan las estadísticas, los programas que han sido creados durante
los últimos años con la  finalidad de atender y  dar  apoyo a los sectores de estudiantes que
afrontan dificultades para acceder y mantenerse en el sistema educativo -como Avancemos o
“Yo me apunto”,  por ejemplo- no parecen haber llegado todavía a generar las repercusiones
afirmativas que de ellos se espera.

V.6. Índice de oportunidades educativas (IOE)

Trejos y Murillo  (2012)  enuncian cuatro diferentes puntos de partida con base en los cuales
puede ser entendido y asumido el principio de igualdad de oportunidades en la educación: a)
igualdad en el acceso, b) igualdad de trato o medios de aprendizaje, c) igualdad de logro o éxito
académico, d) igualdad en la realización social de los logros educativos o resultados.

Con base en estos  cuatro criterios  se  precisa  la  naturaleza  y  dimensiones  del  concepto  de
igualdad de oportunidades en la educación. Se entiende que la igualdad de oportunidades en la
educación, más allá de la dimensión cuantitativa que implican los aspectos de la cobertura, el
acceso,  la  permanencia  y  la  conclusión  de  las  trayectorias  escolares,  involucra  de  manera
especial  la  dimensión  cualitativa  de  la  calidad  de  los  rendimientos  académicos,  que  son
precisamente  los  que  posibilitan  el  desarrollo  de  las  capacidades  necesarias  para  que  las
personas,  las  familias  y  las  comunidades  puedan  superar  las  situaciones  de exclusión  y  de
inequidad con una proyección de alcance estructural, desde una perspectiva de mejora presente
y futura de las condiciones del bienestar social. El desarrollo de estas capacidades básicas es lo
que posibilita a las personas “integrarse efectivamente, compartir valores y creencias y participar
productivamente en la actividad económica y beneficiarse de sus frutos.” (Trejos y Murillo, 2012,
p. 6).

[…] se deberán aplicar políticas para corregir los desequilibrios en cuanto a las 
oportunidades y los resultados del aprendizaje entre las regiones, los hogares, los grupos 
étnicos o socioeconómicos y, sobre todo, entre las distintas escuelas y aulas de clase. 



125

Para hacer frente a la desigualdad y velar por la inclusión, tanto en la oferta educativa 
como en los resultados de la educación de calidad, es indispensable comprender más a 
fondo la enseñanza y el aprendizaje en un entorno de aprendizaje determinado. (Foro 
Mundial sobre la Educación, 2015, p. 37).

El índice de oportunidades educativas (IOE) es un indicador utilizado por el Programa Estado de
la Nación, el cual “refleja la proporción de niños y niñas que logran completar el último año de su
etapa escolar en condiciones de igualdad según las circunstancias socialmente establecidas y
observables.” (Programa Estado de la Nación, 2019, p. 86). El indicador se representa por medio
de estimaciones porcentuales, tal como se muestra en la tabla 9.

Tabla 9: Índice de oportunidades educativas en primaria, secundaria básica y secundaria
superior

por regiones de planificación administrativa, años 2011 y 2017
Primaria Secundaria básica Secundaria superior

2011 2017 2011 2017 2011 2017
Central 68,0 70,4 41,3 44,3 41,2 45,2
Chorotega 64,2 59,4 33,9 57,9 32,1 44,8
Pacífico 
Central

57,9 62,2 37,5 38,0 28,1 31,1

Brunca 59,9 68,7 36,4 46,7 29,8 34,3
Huetar 
Caribe

60,5 66,5 31,4
38,5 23,7

30,8

Huetar Norte 61,2 57,3 30,8 34,8 24,2 32,0
Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  Compendio  Estadístico  de

Educación 2017, Programa Estado de la Nación.

Gráfico 5: Índice de oportunidades educativas en primaria, secundaria básica y secundaria
superior

por regiones de planificación administrativa, años 2011 y 2017
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Fuente:  Elaboración  propia  con  base  en  estadísticas  del  Compendio  Estadístico  de
Educación 2017, Programa Estado de la Nación.

En general, según estas estadísticas, entre los años 2011 y 2017, el IOE se incrementó en todas
las regiones de planificación. No obstante, en el nivel de la primaria, el índice disminuye en las
regiones Chorotega y Huetar Norte.  El mayor incremento en la primaria lo registra la  región
Brunca, seguida por la Huetar Caribe. La Central es la región que presenta en este nivel las
mayores tasas durante los dos años de referencia. En todas las regiones, puede decirse que el
IOE es bajo en el nivel de la primaria, en la medida que únicamente en la región Central logra
alcanzar el 70% al año 2017. Esta situación confirma con claridad la existencia de desigualdades
importantes, tanto en la relación entre las regiones como al interior de cada una de ellas. El



126

Programa  Estado  de  la  Nación  (2017)  indica  que,  a  escala  nacional,  “solo  el  68% de  las
oportunidades educativas para culminar sexto grado se distribuyen de manera equitativa.” (p.
143).

En la secundaria, el incremento de las tasas del IOE es generalizado en todas las regiones de
planificación, aunque con variaciones importantes entre ellas. También las tasas son menores
que en la primaria. En la Pacífico Central, región que, como ya se ha visto en relación con otros
indicadores, es la que por lo general presenta las condiciones más deficitarias, la tasa de IOE se
mantiene prácticamente la misma en el nivel de la secundaria básica, con un incremento de 3%
en la secundaria superior. Las regiones que entre 2011 y 2017 registran las mayores diferencias
positivas son la Chorotega, con 24% en secundaria básica y un 12,7% en secundaria superior,
para un promedio general positivo de 18,35%. A la Chorotega le sigue la región Brunca, con un
incremento de 10,3% en la secundaria básica y de 4,5% en la secundaria superior. En tercer
lugar, se sitúa la Huetar Caribe, que registra un incremento de 7,1% en la secundaria básica y de
7,1% en la secundaria superior; una mejora global muy similar a la de la región Chorotega. 

Sin  embargo,  aun  cuando  en  el  nivel  de  la  secundaria,  la  mayoría  de  las  regiones  hayan
experimentado mejoras en este indicador, las tasas continúan siendo bajas y, en regiones como
la Huetar Caribe y la Huetar Norte, a 2017, no se alcanza todavía a contar con las tasas que, por
ejemplo, la región Central exhibía ya para el año 2011. Esto pone de relieve la prevalencia de
significativas  desigualdades  entre  las  regiones,  las  cuales,  obviamente,  repercuten  en
desigualdades y rezagos de orden socioeconómico y de bienestar social.

Teniendo en cuenta que el IOE, un indicador complejo, con mayores implicaciones que en el
caso  de  otros  indicadores,  tiene  relación  con  el  desarrollo  de  las  capacidades  (cognitivas,
tecnológicas, productivas, culturales, de saber, hacer y ser) que las personas y las comunidades
requieren para hacer frente a las situaciones de desigualdad y para avanzar en la reducción de
los factores que las provocan, es importante situar los datos anteriores en el contexto de algunos
indicadores socioeconómicos. Más allá de la evidencia de la desigualdad lineal que registran los
indicadores  específicamente  educativos,  es  importante  indagar  también  cuál  es  la  situación
existente en relación con la desigualdad social estructural y multidimensional.

V.7. Ingresos de los hogares

Uno de los indicadores socioeconómicos más importantes es el de los ingresos de los hogares.
La posibilidad de acceder a la educación y llevar a cabo trayectorias escolares satisfactorias
depende en alta medida de la disponibilidad adecuada de ingresos por parte de las familias. Este
indicador está constituido por varios rubros distintos: trabajo (asalariado y autónomo), renta de la
propiedad, subsidios estatales y becas, otras transferencias. (Instituto Nacional de Estadística y
Censos, 2018e). En la presente ocasión, se toma como referencia el ingreso total de los hogares,
el  ingreso por  trabajo  asalariado  y los  ingresos por  subsidios  estatales  y  becas.  Se utilizan
únicamente los datos para 2018, debido a que el INEC hizo modificaciones a los indicadores en
2017, las cuales no permiten elaborar un análisis comparativo como los realizados en lo que
antecede para los indicadores educativos.

Tabla 10: Ingresos de los hogares (totales, por salario y por subsidios estatales y becas), según
zonas y regiones de planificación.
Zona y región 
de 
planificación

Ingreso total Ingreso por salario
Subsidios estatales y

becas
2018 2018 2018

Zona urbana 1.124.817 792.138 18.444
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Zona rural 425.672 273.323 11.985

Central 1.197.541 773.054 15.060
Chorotega 815.270 515.838 24.685
Pacífico Central 804.126 459.879 25.788
Brunca 647.507 385.138 32.624
Huetar Atlántica 702.329 482.114 21.660
Huetar Norte 691.068 451.260 25.788

Fuente:  Elaboración  propia  con base en estadísticas  del  documento  Ingresos de los
hogares, del Instituto Nacional de Estadística y Censos.

Gráfico 6: Ingresos de los hogares (totales, por salario y por subsidios estatales y becas), según
zonas y regiones de planificación.
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Estos  datos  de ingresos totales  promedio  de los  hogares,  igual  que  sucede  con los  de los
indicadores educativos,  muestran la existencia de desigualdades importantes entre las zonas
rural y urbana, así como entre las distintas regiones de planificación. Según se puede observar,
los ingresos totales y los ingresos por concepto de salario son significativamente menores en la
zona rural respecto de la urbana: 37,84% menos en el caso de los ingresos totales y 34,50% en
el de los ingresos por salario. Por su parte, los ingresos por subsidios estatales y becas son 35%
menores en la zona rural respecto de la urbana. Este dato es importante, ya que muestra la
existencia  de,  al  menos,  problemas de gestión  en la  distribución  de recursos que realiza  el
Estado por medio de los programas de la asistencia social. La consecuencia de esta situación es
no solo la prevalencia de las desigualdades, sino también su agudización, en la medida que la
desasistencia  del  Estado  viene  a  representar  una  barrera  para  que  las  comunidades  y  las
poblaciones  puedan  desarrollar  las  capacidades  locales  que les  permita  afrontar  de manera
positiva las condiciones de desigualdad que les limitan e impiden el acceso al bienestar social y
al logro de una vida digna.

Por  regiones  de  planificación,  las  proporciones  internas  de  distribución  en  la  relación  entre
ingresos totales e ingresos por salario y por subsidios estatales y becas son variables. En la
Central, el ingreso por salario representa el 64,55% de los ingresos totales de los hogares y el
ingreso por subsidios estatales y becas es de 1,25%. En la región Chorotega, estas relaciones
porcentuales son de 63,27% y de 3,02%, respectivamente. En la región Pacífico Central, que
presenta la menor tasa de ingresos por salario con respecto a la de los ingresos totales de los
hogares,  la  relación  es  de  57,18%  y  de  3,20%.  La  Brunca,  que  registra  con  los  menores
promedios en los ingresos totales y en los ingresos por salario, exhibe una relación de 59,48%
para el promedio de los ingresos por salario y de 5,03% para el de los ingresos por subsidios
estatales y becas; esta es la región que presenta la mayor tasa en este último rubro de ingresos.
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En  la  Huetar  Atlántica,  las  proporciones  son,  respectivamente,  de  68,64%  y  de  3,08%.
Finalmente, la región Huetar Norte presenta una proporción de 65,29% para los ingresos por
salario y de 3,73% para los ingresos por susidios estatales y becas.

Teniendo en cuenta estos datos y su relación con las desigualdades entre zonas rural y urbana,
cabe inferir que, en el caso de los recursos públicos destinados a los programas de la asistencia
social, su distribución pareciera estar concentrada principalmente en las poblaciones urbanas de
las diferentes regiones de planificación. asimismo, También cabe inferir una desigual calidad de
la oferta educativa, poco pertinente e indiferente a las necesidades y aspiraciones educativas de
las poblaciones rurales y costeras, así como una deficiente cobertura y poca eficiencia de los
programas sociales destinados al campo de la educación.

Las cifras expuestas muestran la existencia de desigualdades que pueden ser calificadas como
de naturaleza  compleja  y  estructural.  Son  desigualdades  que  afectan  de  manera  diversa  el
acceso y la permanencia en la educación para las poblaciones y comunidades en las que, en
particular, las condiciones de los ingresos y la existencia de capacidades para el desarrollo de
actividades productivas que contribuyan al logro del bienestar están claramente en desventaja;
de manera especial, afectan a las poblaciones y comunidades de la zona rural y de las regiones
costeras.

Además de ello, también es posible inferir la existencia de una fuerte desigualdad al interior de
dichas poblaciones y comunidades, generada, precisamente, por las formas de acceso al empleo
y  a  las  actividades  productivas,  Estas  son  estables  y  económicamente  satisfactorias  para
algunos pequeños sectores,  entretanto que son frágiles,  inciertas y mal  retribuidas  para una
mayoría de las  personas y los hogares.  Se trata de situaciones que generan repercusiones
negativas  a  mediano  y  largo  plazo  y  que,  por  consiguiente,  intensifican  las  tendencias  a
incrementos  cada  vez  mayores  en  materia  de  desigualdad  social  estructural,  inequidad  y
exclusión. 

V.8. Coeficiente de Gini

En  lo  que  respecta  a  las  desigualdades  sociales  internas  en  las  diferentes  regiones  de
planificación, las anteriores consideraciones pueden ser complementadas con las puntuaciones
que registra el coeficiente de Gini (CG), el cual consiste en un indicador que sirve:
 

[…]  para  medir  la  desigualdad  del  ingreso  de  los  hogares  en  una  sociedad.  Adopta
valores que oscilan entre cero y uno; cuando su valor se acerca a uno muestra que existe
una mayor concentración, en tanto una reducción indica que los ingresos de los hogares
se distribuyen de una manera más uniforme. (Instituto Nacional de Estadística y Censos,
2018b, p. 13).

Gráfico 7: Coeficiente de Gini nacional y por regiones de planificación administrativa, años 2011
y 2018
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Fuente:  Elaboración propia  con base en estadísticas de los  documentos  Costa  Rica:
Principales características de los hogares y de las personas por quintil de ingreso per cápita del
hogar según región de planificación,  julio 2018 y  Costa Rica:  Principales características de los
hogares  y  de  las  personas  por  quintil  de  ingreso  per  cápita  del  hogar  según  región  de
planificación, julio 2011, del Instituto Nacional de Estadística y Censos.

En general,  Costa Rica registra un coeficiente de Gini que le ubica entre los países con los
niveles  más  elevados  de  desigualdad  en  el  mundo;  una  desigualdad  que,  además,  según
registros del Banco Mundial (2019), presenta en la actualidad una tendencia al incremento. Esta
situación la corrobora la información contenida en el gráfico anterior, según la cual,  a escala
nacional, el coeficiente pasó de 0,503 en 2010 a 0,511 en 2018.

Por regiones de planificación,  la tendencia del coeficiente de Gini es bastante irregular y las
regiones que presentan las puntuaciones más elevadas son, de mayor a menor, la Brunca, la
Chorotega y la Pacífico Central. Estas regiones son, por tanto, las que cuentan con las mayores
desigualdades  sociales  internas  en  el  país.  Las  regiones  Chorotega  y  Brunca  registran
reducciones del CG en el período de 2010 a 2018, de igual manera que sucede con las regiones
Huetar Caribe y Huetar Norte. Esta última región es la que exhibe la mayor reducción del CG
para el  período de referencia.  La región Brunca,  que también ve reducida su puntuación de
desigualdad durante  el  período de referencia,  no obstante,  es la  que mantiene los  mayores
valores de desigualdad social durante el período de referencia.

De  conformidad  con  las  anteriores  puntuaciones,  cabe  decir  que  la  desigualdad  social  y  la
inequidad en Costa Rica están distribuidas en proporciones más o menos variables por todo el
territorio nacional, además de que están presentes por igual en las zonas urbanas que en las
rurales  y  costeras.  Tanto  en  contextos  donde  se  concentran  las  actividades
económico/productivas de mayor dinamismo (industriales, de servicios, comerciales, turísticas,
ubicadas, sobre todo, en las principales ciudades de la región Central), como en las zonas rural y
costera, donde la estructura económica y productiva es más de índole agropecuaria o pesquera,
en todas las localidades del territorio nacional, las desigualdades son parte distintiva del paisaje
social y de la realidad socioeconómica cotidiana.

Puede observarse también que, en su caso, la región Central, que en los indicadores educativos
muestra  por  lo  general  las  mejores  posiciones,  en  el  coeficiente  de  Gini  es  la  que  más
incrementa el valor de la desigualdad entre 2010 y 2018, seguida con una puntuación menor por
la  región  Pacífico  Central.  Esto  indica  que,  entre  los  valores  obtenidos  en  los  indicadores
educativos  y  los  niveles  de  desigualdad  social  interna existentes,  no existe  una relación  de
correspondencia biunívoca. Esta es una situación que induce a inferir que no necesariamente
contar con mejores resultados en la educación se traduce en repercusiones afirmativas respecto
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de  la  reducción  de  las  desigualdades  sociales.  La  desigualdad  lineal  que  los  indicadores
educativos  permiten  observar  se  transforma  en  desigualdad  multidimensional  y  estructural
cuando estos indicadores son colocados en el contexto de las condiciones socioeconómicas de
desigualdad, inequidad y exclusión que se han desarrollado y están ancladas en las diferentes
regiones de planificación.  

Tal como se dice con frecuencia en los documentos de la política educativa nacional y también
por parte de organismos multilaterales como la UNESCO, la educación es un pilar fundamental
para la construcción y el desarrollo de capacidades que permitan a las personas mejorar las
condiciones para el logro del bienestar social y poder tener una vida digna. En la óptica del Foro
Mundial sobre la Educación (2015):

La función del Estado es crucial en cuanto a la regulación de normas, la mejora de la
calidad y la reducción de las disparidades entre las regiones, comunidades y escuelas.
Los  gobiernos  deberán,  cuando  resulte  apropiado,  enmarcar  el  planeamiento  de  la
educación en la reducción de la pobreza,  las estrategias de desarrollo sostenible y la
respuesta  humanitaria,  garantizando  a  su  vez  que  las  políticas  sean  acordes  a  las
obligaciones jurídicas de los gobiernos de respetar, proteger y hacer realidad el derecho a
la educación. (p. 57).

Cabe decir que, no obstante, en sí y por sí misma, la educación todavía no es suficiente. Las
políticas  educativas  y  los  programas  de  apoyo  financiero  para  asegurar  la  calidad  de  la
educación y la igualdad de oportunidades requieren estar articuladas en políticas multisectoriales
y en un marco general de Proyecto País.

V.9. Financiación

Uno de los indicadores que el Foro Mundial sobre la Educación enuncia como de importancia
especial es el de la financiación estatal de la educación, cuya magnitud es expresión del grado
de compromiso que el Estado adopta y pone en práctica en este campo. El Foro (2015) señala
que, en su relación con las condiciones de pobreza y la carencia de oportunidades de acceso a
la educación por razones económicas, la financiación estatal de la educación puede servir para
“reducir la disparidad en materia de ingresos, y muchos programas educativos han encontrado
maneras innovadoras de ayudar a las familias y los alumnos a superar los obstáculos financieros
que impiden el acceso a la educación.” (p. 44). Es decir, el Foro entiende la financiación como
una acción estratégica vinculada al derecho a la educación y a la reducción de la inequidad y la
injusticia  social.  En  su  perspectiva,  por  consiguiente,  resulta  necesario  establecer  “un  claro
compromiso  de  los  gobiernos  de  proveer  una  financiación  equitativa  que  se  ajuste  a  las
prioridades,  necesidades  y capacidades  educativas  nacionales,  a  fin  de avanzar  en el  logro
progresivo del derecho a la educación.” (p. 67).

En Costa Rica, la financiación estatal de la educación registra una tasa del producto interno bruto
(PIB) superior a la recomendada por el Foro Mundial sobre la Educación (2015), que la sitúa en
un máximo del 6%. De conformidad con cifras que ofrece el  Programa Estado de la Nación
(2019), el presupuesto para educación representó en 2017 una cifra de “2,6 billones de colones
corrientes (7,9% del PIB),  lo cual representa un aumento real del 4,6% con respecto al  año
anterior” (p. 127).  Según esto, en 2017, el presupuesto estatal  para la educación,  “supera el
promedio de los últimos 17 años y es el doble, en términos reales, que la del año 2000.” (p. 127).
El incremento de la financiación para el sistema educativo ha sido, durante los últimos años, una
política de Estado en Costa Rica,  igual  que lo son las propias políticas educativas, tal como
quedó promulgado en la Política Educativa hacia el Siglo XXI de 1994.
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No  obstante,  la  ampliación  de  la  dotación  presupuestaria  realizada  no  parece  haber  sido
distribuida de manera equitativa entre los diferentes centros educativos del país. Mientras que,
por ejemplo, existen centros educativos que exhiben una infraestructura óptima y que cuentan
con  una adecuada  disposición  de recursos didácticos  y  servicios,  hay  otros  en los  que,  en
cambio,  las  condiciones  existentes  representan  un claro  obstáculo  para  el  desarrollo  de  los
procesos educativos:  infraestructura  en mal  estado,  deficiencia  y  carencia  de servicios  y  de
recursos didácticos, baja calidad de la docencia, entre los aspectos más relevantes. Ha habido
casos, incluso, de centros educativos que han debido ser cerrados por orden del Ministerio de
Salud  (Araya,  2019),  a causa de que las  pésimas condiciones de infraestructura en que se
encuentran constituyen un riesgo evidente para la población estudiantil y para quienes tienen a
su cargo las labores de la docencia y de la gestión administrativa.

En su Séptimo Informe Estado de la Educación, el Programa Estado de la Nación (2019) registra
insuficiencias de infraestructura para dar cobertura y acceso a la educación en el nivel  de la
preescolar, sobre todo en el ciclo de Interactivo II. Esta situación también se presenta en una
proporción  importante  de  los  centros  educativos  de  primaria,  sobre  todo  en  el  caso  de  las
escuelas  unidocentes,  las  cuales  representan  alrededor  del  40%  del  total  de  los  centros
educativos  en  este  nivel  y  que  operan  en  condiciones  de  “graves  carencias  de  recursos  e
infraestructura.” (p. 79). En la secundaria, sin embargo, el panorama pareciera ser relativamente
distinto.  El  crecimiento  del  presupuesto  para  la  educación  ha  incidido  para  que,  en  años
recientes,  se  crearan  nuevos  centros  educativos  en  la  modalidad  de  educación  técnica,
posibilitando  con  ello  la  generación  de  condiciones  para  la  retención  y  el  incremento  de  la
matrícula en esta modalidad de la educación secundaria, que ahora también ha sido extendida a
la  modalidad  nocturna  con  la  finalidad  de  propiciar  opciones  de  formación  a  la  población
estudiantil  que  afronta  dificultades  para  asistir  a  los  centros  educativos  diurnos.  (Programa
Estado de la Nación, 2019).

V.10 Programas de apoyo a la población estudiantil en situación de desigualdad

En  relación  con  los  programas  de  apoyo  dirigidos  a  facilitar  condiciones  de  acceso  y
permanencia en el sistema educativo a estudiantes de hogares pobres y en situación de pobreza
extrema, el Foro Mundial sobre la Educación (2015) señala lo siguiente:

La pobreza debe seguir siendo una cuestión prioritaria, ya que es aún la mayor barrera a 
la inclusión en todos los niveles y en todas las regiones del mundo. La inversión en 
educación puede reducir la disparidad en materia de ingresos, y muchos programas 
educativos han encontrado maneras innovadoras de ayudar a las familias y los alumnos a
superar los obstáculos financieros que impiden el acceso a la educación. Es necesario 
invertir en dichos enfoques y ampliarlos. (p. 44).

El sistema educativo costarricense cuenta con cuatro programas básicos de apoyo económico y
de servicios para la población estudiantil del país en condición de pobreza, inequidad, exclusión
y  desigualdad  social:  Programa  de  Alimentación  y  Nutrición  del  Escolar  y  el  Adolescente
(PANEA),  Programa  de  Transporte  Estudiantil  (PTE),  Fondo  Nacional  de  Becas  (FONABE),
Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas Avancemos. Según refiere el Programa
Estado  de  la  Nación  (2019),  el  crecimiento  de  la  financiación  estatal  para  la  educación  ha
significado  la  ampliación  de  la  cobertura  de  los  programas  de  apoyo,  sobre  todo  hacia  la
población  estudiantil  y  los  hogares  en  situación  de  pobreza  y  de  pobreza  extrema.  Esta
ampliación de cobertura ha dado como resultado un mayor apoyo a estudiantes en condición de
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pobreza extrema en los diferentes niveles y modalidades del sistema educativo, sobre todo en la
secundaria.

V.10.1 Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y el Adolescente (PANEA)

En  el  Marco de Acción  para  la  realización  del  Objetivo  de  Desarrollo  Sostenible  4,  el  Foro
Mundial sobre la Educación (2015) subraya la necesidad de que, en aras de hacer frente a la
exclusión y de asegurar la inclusión, la equidad y la igualdad de oportunidades en la cobertura y
el  acceso  a  la  educación,  los  países  deben  destinar  recursos  para  ofrecer  servicios  de
alimentación y de “nutrición y salud” (p. 32) a sus respectivas poblaciones estudiantiles, sobre
todo a las que se encuentran en condiciones de pobreza y de y de vulnerabilidad social. Esta
indicación aparece también planteada por  el  ACNUDH (2012),  como parte sustantiva  de las
acciones que los países deben llevar a cabo para dar cumplimiento al derecho humano a la
educación. 

El Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y el Adolescente (PANEA) es uno de
los dos programas de servicios a la población estudiantil con que cuenta el MEP, junto con el de
Transporte  Estudiantil.  Ambos  programas  están  a  cargo  de  la  Dirección  de  Programas  de
Equidad (DPE) del MEP, creada en 2007 mediante Decreto Ejecutivo 34075-MEP. El PANEA es
el programa más antiguo de todos y su fecha de inicio la data el MEP para el año 1950. El
programa es dotado con recursos por primera vez en el año 1974, por medio de la Ley No. 5662,
que dio pie a la creación del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (FODESAF).
(Muñoz,  2019.  El  PANEA  opera  como  un  programa  social  focalizado  y  su  población  meta
prioritaria está constituida por:

-Los estudiantes provenientes de familias con un ingreso económico bajo (…).
-Los  estudiantes  con  problemas  en  su  estado  nutricional,  tales  como  desnutrición,
sobrepeso u obesidad, anemia u otras deficiencias.
-Los estudiantes con sospecha de riesgo psicosocial, tal como problemas de violencia,
adicciones y abuso. (Ministerio de Educación Pública, s. f., p. 4).

Según refiere el Programa Estado de la Nación (2017), entre los “programas de equidad” del
MEP, el PANEA es el que tiene un enfoque más “universalista, al menos en primaria”. (p. 232). Al
año 2016, este programa presentaba un alcance de cobertura del 75% de la población estudiantil
matriculada en la “educación general básica tradicional.” (p. 232). En el nivel de la secundaria, la
cobertura es menor y se rige por criterios de mayor selectividad, con un alcance de 51% para el
año 2015. (Programa Estado de la Nación, 2017). En términos de participación del PANEA en los
presupuestos estatales destinados a los programas sociales en educación, en el año 2015, este
programa contó con el 37% del total de la dotación de recursos destinada a dichos programas.
(Programa Estado de la Nación, 2017).

La Contraloría General de la República (2018), por su parte, informa que, a noviembre de 2018,
el PANEA ejecutó un presupuesto por ¢98.183,23 millones, con lo cual se dio cobertura universal
a la población estudiantil matriculada en primaria y preescolar y a más del 90% de estudiantes en
la  modalidad  de enseñanza  especial,  así  como a  alrededor  del  80% de  estudiantes  en las
modalidades académica y técnica de la educación secundaria. Entre 2014 y 2018, el PANEA
incrementó su cobertura de manera constante en relación con la matrícula estudiantil registrada
en el sistema educativo nacional para dichos años. (Contraloría General de la República, 2018).

Según informa el Programa Estado de la Nación (2017), la orientación universalista del PANEA
presenta una cobertura que se amplía conforme “más rural y alejado de la región Central sea el
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lugar  de residencia  del  estudiante.”  (p.  233).  En la  región Central,  altamente urbanizada,  se
concentra aproximadamente el 60% de la población del país y existe en ella una mayor y mejor
red de servicios (públicos y privados). Los centros educativos, debido a la densidad de población,
tienden a estar a más corta distancia del lugar de residencia, además de que se cuenta con
servicios de transporte público que operan prácticamente de manera continua. Los servicios de
alimentación que proporciona el PANEA son, por estas particulares razones, más necesarios en
las regiones rurales y costeras, donde el traslado a los centros educativos involucra mayores
distancias y, por su parte, las condiciones socioeconómicas de los hogares tienden a ser más
desfavorables que en la  región Central.  No obstante,  en una región como la Huetar Caribe,
según informa el Programa Estado de la Nación (2017), la provisión de la oferta de este servicio
es precaria e insuficiente.

El PANEA es un programa que ha venido siendo dotado con recursos cada vez mayores durante
los últimos años. No obstante, según refiere la Contraloría General de la República (2018), al
evaluar la gestión y el desempeño de la DPE del MEP, esta instancia no presenta los resultados
más satisfactorios. En evaluación realizada por la Contraloría en 2018, se indica que, en materia
de gestión y de desempeño, la DPE solo logró obtener “una calificación de 43,82 puntos de 100
puntos  posibles.”  (p.  4).  Esta  puntuación  coloca  a  la  DPE  como  una  de  las  dependencias
ministeriales de más baja eficiencia y eficacia en el desempeño de sus funciones, situación que,
lógicamente, incide de manera negativa en el cumplimiento de los correspondientes objetivos y
metas. Una deficiente gestión del programa mengua el impacto positivo que se puede tener con
la prestación de los servicios y dificulta el adecuado aprovechamiento de estos por parte de las
poblaciones meta a las que están dirigidos. 

V.10.2.Programa de Transporte Estudiantil

De igual manera que el PANEA, el Programa de Transporte Estudiantil  (PTE) se encuentra a
cargo  de  la  DPE  del  MEP.  En  búsqueda  realizada  por  internet  en  páginas  de  distintas
instituciones, no fue posible hallar registros acerca de la fecha de creación de este programa,
aunque sí se puede decir que es uno de los más antiguos que existen en el país. El PTE es un
programa que está dirigido principalmente a estudiantes de secundaria y de zonas rurales. En la
actualidad:

[…] ofrece diferentes modalidades para prestar el servicio de transporte, entre ellas, la
contratación de rutas adjudicadas y mediante la concesión de subsidios individualizados
por medio de transferencia de dineros que realiza el MEP a las Juntas Administrativas o
Juntas de Educación de los centros educativos. (Contraloría General de la República,
2018, p. 12/13).

La  cobertura  del  programa  se  ha  ampliado  durante  los  últimos  años,  al  pasar  de  89.042
estudiantes en 2012 (Ministerio de Educación Pública,  2015) a 150.452 en 2018 (Contraloría
General de la República, 2018). En términos presupuestarios, el PTE presenta un incremento de
43,7%  entre  los  años  2014  y  2018.  (Contraloría  General  de  la  República,  2018).  En  la
distribución de la cobertura por provincias, las que concentran la mayor proporción son Alajuela
(27,6%), Puntarenas (18,9%) y San José (15,0%). Por regiones de planificación administrativa,
cabe inferir que, con base en los datos registrados por la Contraloría (2018), la región Central es
la que presenta la mayor proporción de cobertura, con más del 35% del total. Una distribución
que,  naturalmente,  se  puede  explicar  por  el  hecho  de  ser  la  región  Central  donde  está
concentrada más de la mitad de la población del país.
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Con todo, pese a la inversión y los esfuerzos realizados para fortalecer y ampliar los servicios
que brinda el  PTE,  este programa,  al  igual  que el  PANEA,  también registra  deficiencias  de
gestión.  La Contraloría  General  de la  República  (2018)  señala  como una  de  las  principales
deficiencias, la inexistencia de un modelo de tarifas para el servicio del transporte estudiantil,
situación que el MEP resuelve trasladando “la responsabilidad de ejecutar y supervisar el 91%
del servicio de transporte a las Juntas de Educación, Juntas Administrativas, centros educativos
y padres de familia.” (p. 5). 

V.10.3.Fondo Nacional de Becas (Fonabe)

Con la finalidad de asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso y la permanencia en la
educación, en 1997 se creó el Fondo Nacional de Becas (Fonabe) por Ley No. 7658, modificada
en el año 2004 para dar opción también a la población inmigrante, “en el tanto que cumplan con
ciertos  requerimientos  de migración  y  residencia  en el  país,  además de condiciones  pobres
socioeconómicas.” (Fondo Nacional de Becas, 2018, p. 3). El Fonabe está integrado en su Junta
Directiva por representantes del MEP (del cual es un órgano adscrito), la Unión Costarricense de
Cámaras de Empresas Privadas (UCCAEP), el Consejo Nacional  de Rectores (CONARE),  el
Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) y la Federación de Colegios Profesionales Universitarios.
La finalidad  principal  del  Fonabe es proporcionar  apoyo “a estudiantes  de escasos recursos
económicos (pobreza extrema, pobreza o vulnerabilidad).” (Fondo Nacional de Becas, 2018, p.
12).

El Fonabe está básicamente dirigido a la población estudiantil de primaria, aunque en pequeñas
proporciones también otorga becas a estudiantes de preescolar, secundaria y a otros sectores
estudiantiles en condiciones de pobreza, vulnerabilidad, desigualdad e inequidad. Se basa en
tres  criterios  para  seleccionar  a  la  población  beneficiaria  de  las  becas:  condición
socioeconómica, rendimiento académico y mérito personal. Con el objetivo de mejorar la gestión
de  sus  acciones  y  procesos,  el  Fonabe  ha  desarrollado  durante  los  últimos  años  diversos
sistemas informáticos orientados a agilizar los procesos de adjudicación de becas, identificar a
las personas que las necesitan y llevar a cabo el registro de información respecto de los alcances
que el programa está teniendo en el cumplimiento de sus objetivos y metas.

Según informa el Fonabe (2018), el Fondo cuenta con dos categorías de beca: por condición
socioeconómica  y  por  condiciones  especiales.  La  primera  se  adjudica  “a  estudiantes  en
condición  socioeconómica  de  escasos  recursos  económicos  y  de  vulnerabilidad  educativa,
matriculados en los niveles educativos de preescolar, primaria y post secundaria.” (p. 14). La
segunda categoría, en su lugar,  está dirigida a brindar apoyos a “estudiantes en condiciones
especiales  de  riesgo  y  exclusión  social”,  “para  Gestión  de  Riesgos  en  desastres  y/o
emergencias” (p. 13), así como por mérito personal.

De conformidad con las estadísticas que aporta el Programa Estado de la Nación (2018), entre
2011 y 2016, el Fonabe vio incrementado su presupuesto en un 9,13%, al pasar de ¢25.641,9
millones en 2011 a ¢28.220 millones en 2016. Por su parte, para el año 2019, el Fonabe (2018)
dispuso en su presupuesto ordinario  una suma por ¢54.621,4 millones para el  Programa de
Gestión de Becas, lo cual representa nominalmente un incremento de 53% con respecto a lo
registrado por el PEN para 2011.

Para el  año 2018,  la  distribución  en el  otorgamiento  de becas por  regiones de planificación
administrativa es la siguiente: Central: 49%; Chorotega: 7%; Huetar Caribe: 12%; Huetar Norte:
14%; Pacífico Central: 6%; Brunca: 12%. (Fondo Nacional de Becas, 2019). El Fonabe refiere
que,  en  el  caso de la  región  Central,  cuya participación  en la  distribución  de las  becas es
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prácticamente equivalente a la suma total de la participación en conjunto de todas las demás
regiones, responde al hecho de que esta región es en la que “se registra una mayor cantidad de
cantones y distritos clasificados como de atención prioritaria en el Plan Nacional de Desarrollo.”
(p. 22). Por contraste, la región Pacífico Central, que en diversos indicadores educativos aparece
situada en las condiciones menos favorables, en el presente caso, una vez más, vuelve a ser la
que  exhibe  la  tasa  más  baja  de  participación  en  la  prestación  y  cobertura  de  este  tipo  de
servicios.

Al igual que el PANEA y el PTE, el Fonabe también presenta deficiencias de gestión. Se señalan,
por ejemplo, deficiencias en la selección de las personas para el otorgamiento de las becas,
ocasionándose con ello un “desplazamiento de personas que por su condición socioeconómica
deben recibir beca, y no la reciben porque otros que están en condición socioeconómica más
favorable  sí  gozan  del  beneficio.”  (Asamblea  Legislativa,  2019,  p.  10).  Las  medidas
administrativas que han sido tomadas para la mejora de los diferentes procesos de gestión que
lleva a cabo el Fonabe, no han fructificado de manera tal que los servicios que brinda lleguen
efectivamente a las personas que realmente los necesitan. Esta clase de dificultades limita la
posibilidad de que el Fonabe cumpla con el objetivo fundamental de constituir un programa a
cargo de garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso y la permanencia en el sistema
educativo,  así  como  para  la  conclusión  satisfactoria  de  las  correspondientes  trayectorias
escolares.

V.10.4.Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas Avancemos

Avancemos es un programa que inició operaciones con un plan piloto en 2006, para establecerse
en 2007 como una política a escala nacional. De conformidad con lo que se indica en el Proyecto
de Ley “Reforma parcial de la Ley No. 9617, Fortalecimiento de las Transferencias Monetarias
Condicionadas del Programa Avancemos, de 2 de octubre de 2018, y de la Ley No. 5662, Ley de
Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, de 23 de diciembre de 1974, y derogatoria de la Ley
No.  7658,  Creación del  Fondo Nacional  de Becas,  de 11 de febrero de 1997”,  el  Programa
Avancemos tiene por objetivo:

[…]  promover  la  permanencia  y  reinserción  en  el  sistema  educativo  formal  de
adolescentes  y  jóvenes  en  edad de  asistir  a  educación  secundaria,  pertenecientes  a
familias  en  condición  de  pobreza  y  vulnerabilidad  social  en  Costa  Rica.  Con  la
implementación de este programa se busca convertirlo en un mecanismo estratégico en
la búsqueda de universalizar la educación secundaria y romper el ciclo de la pobreza y la
exclusión social, para lo cual se requiere una intervención interinstitucional e intersectorial
coordinada y oportuna. (Asamblea Legislativa, 2019, p. 3).

Avancemos  da cobertura  de  apoyo a  estudiantes  de  diversas  modalidades  de  la  educación
secundaria: colegios diurnos y nocturnos en modalidades académica y técnica; secundaria por
suficiencia (MEP); colegio a distancia (CONED); Colegio Nacional Virtual Marco Tulio Salazar;
Centros Integrados de Educación de Adultos (CINDEA); Institutos Profesionales de Educación
Comunitaria (IPEC) y Educación Especial. (Asamblea Legislativa, 2019).

Según estadísticas del Programa Estado de la Nación (2018), el presupuesto de Avancemos
disminuyó un 9,31% entre 2011 y 2016, al pasar de ¢54.000 millones en 2011 a ¢48.970 millones
en 2016. Sin embargo, el Instituto Mixto de Ayuda Social (2019) informa que, para el año 2018, el
presupuesto  ejecutado  por  este  programa  alcanzó  la  cifra  de  ¢68.505  millones,  lo  cual
representaría un 28,51% más que la cifra registrada para 2016 por el Programa Estado de la
Nación. En la tabla # se presentan las cifras para el año 2018, relativas a la matrícula inicial y a
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la  población  estudiantil  atendida,  así  como  los  montos  transferidos  por  Avancemos  en  su
distribución por regiones de planificación administrativa.

Tabla 11: Matrícula inicial y población estudiantil atendida y montos transferidos por el Programa
Avancemos, según región de planificación administrativa, año 2018

Región de
planificación

Matrícula inicial
Población estudiantil

atendida
Montos transferidos

Central 265.912 93.201 31.359.947.000
Chorotega 42.064 22.098 7.617.790.000
Pacífico Central 30.979 16.871 5.625.350.000
Brunca 43.766 28.958 10.071.090.000
Huetar Atlántica 51.214 23.031 7.700.590.000
Huetar Norte 42.733 18.301 6.130.950.000

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Asamblea Legislativa publicados en
La  Gaceta del  10  de  mayo  de  2019  y  del  documento  Informe del  Programa Protección  y
Promoción Social  (Del 01 de enero al 31 de diciembre de 2018), del Instituto Mixto de Ayuda
Social.

Los datos expuestos en la tabla anterior tienen básicamente la finalidad de contar con un registro
que  pueda  servir  de  referencia  para  investigaciones  posteriores  que  se  realicen  sobre  este
mismo asunto. Tal como es lógico, la región Central es la que cuenta con la mayor matrícula
inicial,  seguida  por  la  Huetar  Atlántica  y  la  Brunca,  dos  regiones  bastante  extensas
territorialmente, en las que se ubica también una parte importante de la población del país. En la
tabla 12 se indican las proporciones de personas atendidas con respecto a la matrícula inicial por
regiones de planificación, de la misma manera que el promedio respectivo de las transferencias
realizadas por Avancemos.

Tabla: 12: Porcentaje de personas atendidas con respecto a la matrícula inicial y promedio de
montos transferidos por persona con respecto a la cantidad de personas apoyadas con recursos
de Avancemos, año 2018.

Región de
planificación

Porcentaje de personas
atendidas con respecto a la

matrícula inicial

Promedio de montos
transferidos por persona

Central 35,04 336.476
Chorotega 52,53 344.727
Pacífico Central 54,45 333.433
Brunca 66,16 347.782
Huetar Atlántica 44,94 334.357
Huetar Norte 42,82 335.006

Fuente:  Elaboración propia  con base en datos del  documento  Informe del  Programa
Protección y Promoción Social (Del 01 de enero al 31 de diciembre de 2018), del Instituto Mixto
de Ayuda Social.

Según indica el Programa Estado de la Nación (2017), Avancemos se ha fundamentado en una
política dirigida a brindar apoyo de manera especial a la población estudiantil de las “regiones
periféricas, zonas rurales y estratos de menores ingresos.“ (p. 235). La distribución porcentual
por  regiones  de  planificación  de  las  proporciones  de  personas  atendidas  con  respecto  a  la
matrícula inicial, según se muestra en la tabla anterior, parece confirmar lo referido por el PEN.
La región Central es la que presenta la tasa menor de personas cubiertas por los apoyos de
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Avancemos,  mientras que la  Brunca es la que presenta la  tasa mayor,  casi  el  doble que la
Central. La Pacífico Central, recurrente en registrar con las menores proporciones en indicadores
anteriores,  en el  presente caso se ubica en la  segunda posición,  seguida por la  Chorotega.
Llama la atención las bajas proporciones que exhiben las regiones Huetar Norte y Huetar Caribe,
dos  regiones  que  presentan  bajas  tasas  en  el  índice  de  oportunidades  educativas  y  en  el
indicador económico de ingresos de los hogares.

En materia de gestión, el programa Avancemos también presenta deficiencias. Entre ellas, se
señala la existencia de descoordinaciones en el registro e intercambio de información entre el
IMAS y el MEP, por ejemplo, en el tanto que “el IMAS tiene un registro por hogar beneficiario y el
MEP uno por  estudiante matriculado.”  (Asamblea Legislativa,  2019,  p.  10).  Esta carencia  de
armonización en la codificación de los distintos registros complica la toma de decisiones para el
otorgamiento de las transferencias, por lo que se incurre incluso en otorgarlas a estudiantes que
ya no están en el sistema educativo.

V.10.5.Otros programas

“Yo me Apunto con la educación”

Tal como ya se indicó en lo que antecede, en Costa Rica existe una importante desigualdad
entre los diferentes centros educativos. Algunos de ellos operan en condiciones que pueden ser
calificadas como óptimas, mientras que hay otros cuya situación es deficiente en muy diversos
aspectos,  sobre  todo  en el  nivel  de  la  secundaria.  Para  hacer  frente  a  esta  situación  y  en
búsqueda de desarrollar  respuestas afirmativas,  en 2015 el  MEP lanzó la estrategia “Yo me
Apunto”, con el objetivo principal de:

Implementar una estrategia oportuna e integral para que las estudiantes y los estudiantes
del III Ciclo de la Educación General Básica y la Educación Diversificada permanezcan o
se reintegren en el Sistema Educativo Público costarricense otorgándoles las condiciones
necesarias para el éxito educativo y estimulando en el país la valoración de la educación
como responsabilidad ciudadana. (Ministerio de Educación Pública, 2016, s. p.)

La  iniciativa  está  dirigida  de  manera  focalizada  a  brindar  atención  a  centros  educativos  de
secundaria ubicados en 75 distritos calificados como de “atención prioritaria”, con una cobertura
para  195  colegios  y  otras  ofertas  educativas  en  las  que  se  registran las  mayores  tasas de
exclusión a escala nacional. (Ministerio de Educación Pública, 2016). Las cifras del MEP indican
que la cantidad de colegios atendidos por “Yo me Apunto” representa el 27,7% de la totalidad de
los colegios del país y que en ellos se concentra el 44,9% de la exclusión educativa en Costa
Rica. (Ministerio de Educación Pública, 2019, p. 10).

Se trata de localidades en las que la población presenta las mayores proporciones de personas
sin haber completado la educación secundaria, además de que hay un predominio de hogares
calificados como de bajo clima educativo. Según el MEP, en Costa Rica, la probabilidad de que
estudiantes  de  hogares  con  clima  educativo  bajo  puedan  terminar  el  III  Ciclo  es  de  40%,
entretanto que la probabilidad de terminar la secundaria completa es de 28,4%. Esta es una
situación que implica graves desigualdades, en la medida que, según el MEP, quienes forman
parte de hogares con clima educativo alto, la probabilidad de terminar la secundaria completa es
en cambio de 77,5%. (Ministerio de Educación Pública, 2016).

Según refiere el Foro Mundial sobre la Educación (2015), es un requerimiento insoslayable para
los Estados y los sistemas educativos nacionales:
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Velar por que las políticas educativas y los planes sectoriales, así como la preparación de 
presupuestos, garanticen los principios de no discriminación e igualdad en la educación y 
mediante la misma, y formular y aplicar estrategias específicas urgentes para grupos 
vulnerables y excluidos. (p. 45).

En 2018, “Yo me Apunto” abarcó “a una población específica de más de 115.000 estudiantes”, lo
cual representa una cobertura para “136 colegios diurnos y nocturnos y 32 centros educativos
denominados  otras  ofertas  u  oferta  no  tradicional  que  incluye  IPEC,  CINDEA,  y  sedes  del
Colegio Nacional Virtual Marco Tulio Salazar,” (Ministerio de Educación Pública, 2019, p. 10).
Dentro de las acciones llevadas a cabo y que se consideran como logros de “Yo me Apunto” está
la apertura en 2017 “de comedores en 53 de 54 colegios nocturnos del total que hay en el país,
así  como  también  transporte  para  51  de  los  54  y  la  ampliación  de  rangos  de  edad  para
asignación de becas.” (Ministerio de Educación Pública, 2019, p. 16).

Programa “Crecemos”

El Programa “Crecemos”, creado en 2019 por decreto ejecutivo No. 41569, es una iniciativa que
viene a complementar las acciones impulsadas en el marco de “Yo me Apunto”. Entretanto que
“Yo  me  Apunto”  tiene  como  su  foco  de  atención  la  educación  secundaria,  la  finalidad  de
“Crecemos”  consiste  en asegurar  la  permanencia  en el  sistema educativo  para  la  población
estudiantil  de  preescolar  y  primaria  en condición  de pobreza.  El  programa consiste  en “una
transferencia  monetaria  destinada  a  que  las  familias  en condición  de  pobreza  garanticen  la
permanencia en el sistema educativo formal del MEP.” (Instituto Mixto de Ayuda Social, 2019, s.
p.). La coordinación del programa está a cargo del MEP, la ejecución la realiza el IMAS y el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) participa como entidad cofinanciadora.

“Crecemos” se fundamenta en el objetivo No. 4 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el cual, como ya se ha indicado
con anterioridad,  consiste  en:  “Garantizar  una educación  inclusiva,  equitativa  y  de calidad  y
promover  oportunidades  de aprendizaje  durante  toda la  vida para  todos.”  (Instituto Mixto  de
Ayuda  Social,  2019,  s.  p.).  Con  base  en  la  directriz  de  esta  orientación,  los  objetivos  del
programa son:

•Ampliar  las oportunidades de acceso y permanencia  de personas en condiciones de
pobreza en el sistema educativo.
•Contribuir a la meta de ampliar la cobertura de educación en primaria.
•Incidir en la reducción de la pobreza y la desigualdad. (Instituto Mixto de Ayuda Social,
2019, s. p.).

De  manera  puntual,  este  programa  se  ubica  en  el  centro  de  los  objetivos  de  las  políticas
educativas promulgadas en Costa Rica durante el último cuarto de siglo, en lo relativo a asegurar
la igualdad de oportunidades, ampliar la cobertura y garantizar la permanencia de la población
estudiantil en el sistema educativo nacional. El programa recién inició sus operaciones y, según
informa el IMAS, para 2019 se estima que alrededor de 192.000 estudiantes de preescolar y
primaria contarán con el apoyo de este programa. (Instituto Mixto de Ayuda Social, 2019).

En general, el sistema educativo costarricense, en el marco de los compromisos que derivan de
las declaraciones contenidas en las políticas educativas y de los objetivos planteados de manera
recurrente  desde  la  promulgación  de  la  Política  Educativa  hacia  el  Siglo  XXI de  1994,  ha
buscado  fortalecer  los  programas  de  apoyo  a  la  población  estudiantil  en  condiciones  de
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desigualdad social, carencia de recursos económicos, pobreza y pobreza extrema. Se ha dado
fortalecimiento a los programas ya existentes de antiguo (PANEA y Transporte Estudiantil),  al
tiempo que se realiza una mayor inversión por medio de los presupuestos asignados al Fonabe y
a Avancemos. Sin embargo, tal como se ha visto, las evaluaciones hechas a dichos programas
indican la existencia de limitaciones importantes, sobre todo en lo que concierne a la gestión, las
estrategias de cobertura y la calidad (eficiencia,  eficacia,  pertinencia)  en la prestación de los
servicios correspondientes.

Consideraciones finales

Según los resultados obtenidos en el análisis aquí realizado, es evidente que, aun cuando el
sistema  educativo  costarricense  ha  promulgado  políticas  educativas  y  creado  programas
dirigidos de manera expresa y específica a atender las realidades de la desigualdad, la exclusión
y la inequidad en la educación, las acciones emprendidas hasta ahora no alcanzan a exhibir
cambios  afirmativos  a  los  que  se  pueda  calificar  como  significativos.  El  país  continúa
presentando un panorama de desigualdad que se distribuye por todo el territorio nacional, con
una  mayor  profundidad  en  algunas  regiones  de  planificación  administrativa  y  que  establece
también una clara situación de desventaja para las poblaciones ubicadas en las zonas rurales y
en los litorales.

La ruta seguida por las políticas públicas y el sistema educativo costarricense para dar atención
a las poblaciones y sectores estudiantiles en condición de desigualdad socioeconómica, pobreza
y pobreza extrema, ha estado fundada en la creación de programas de asistencia social y de
servicios como los de transporte estudiantil  y comedores escolares.  A estos programas cabe
agregar  iniciativas  como  la  de  “Yo  me  Apunto”,  dirigidas  a  mejorar  las  condiciones  de
infraestructura y a proporcionar una dotación adecuada de equipo y recursos didácticos para
colegios ubicados en unidades distritales que presentan las mayores tasas de pobreza y pobreza
extrema, así como los más bajos índices de rendimiento escolar.

La evaluación del desempeño de estos programas, según se ha podido ver, en particular, con la
evaluación  realizada  por  la  Contraloría  General  de  la  República,  registran  deficiencias  de
desempeño y de gestión que inciden de manera negativa para que dichos programas cumplan
con los objetivos a los que sus acciones están destinadas. Además de que el impacto de los
programas es insuficiente para atenuar las desigualdades -que se mantienen entre las distintas
regiones de planificación y se concentran en determinadas comunidades más que en otras-, los
programas tampoco están contribuyendo a mejorar la calidad de la educación. Los rendimientos
escolares siguen estando prácticamente estancados en niveles que resultan insuficientes para
cumplir con las finalidades de garantizar educación de calidad para toda la población estudiantil
del país.

Las declaraciones contenidas en las políticas educativas, con base en las directrices emitidas por
la  UNESCO,  están  afrontando  dificultades  serias  para  concretarse  y  para  que,  con  ello,  la
sociedad costarricense pueda contar con una formación educativa acorde con las necesidades
específicas y contextuales de las diferentes poblaciones, zonas y regiones del país. En la óptica
del Programa Estado de la Nación (2015), la situación existente permite incluso afirmar que, en
materia de reducir las desigualdades y mejorar las condiciones para el logro de la inclusión y la
equidad, “el sistema educativo público no solo no está compensando los efectos negativos de la
desigualdad social sino que, por el contrario, contribuye a ampliarlos.” (p. 253).

Esta observación del Programa Estado de la Nación es importante. Se sitúa en la perspectiva de 
que la desigualdad en la educación no puede verse sino obviamente asociada de manera íntima 
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con la desigualdad social. Sin embargo, en tanto que obviedad, aún cuando las políticas 
educativas y la orientación de los programas de apoyo reconozcan dicha asociación o 
implicación de la desigualdad y la establezcan como punto de partida para organizar las diversas
acciones de atención que se llevan a cabo, es lícito decir que, a la vista de los resultados 
obtenidos, hace falta contar con una mayor claridad y un mayor compromiso para hacer que la 
educación efectivamente contribuya a superar las realidades de la desigualdad social. Mientras 
esta finalidad no se logre, la universalización de la cobertura y los esfuerzos por brindar 
oportunidades de acceso a la educación no llegarán a tener una adecuada repercusión afirmativa
y que sea de carácter estructural.

La ratificación de las desigualdades educativas, sus magnitudes y las situaciones que
las  originan  plantean  grandes  desafíos  al  país.  Si  bien  los  principales  factores  que
explican  las  brechas  refieren  a  temas  que  no  son  competencia  exclusiva  de  las
autoridades educativas, es claro que estas sí pueden influir de manera directa en las
políticas que se implementen y en la forma en que se distribuyen los recursos en el
territorio nacional (Programa Estado de la Nación, 2015, p. 250).

Asegurar la igualdad de oportunidades en la educación, puede decirse, no reside tan solo en
identificar y constatar de manera simple la existencia de la desigualdad  per se. Además de la
identificación protocolaria de rutina estadística, lo más importante es indagar y determinar cuáles
son las causas que de manera estructural y específica originan la desigualdad. Esta es la única
manera posible de contar con información pertinente que pueda servir para hacer intervenciones
políticas, programáticas e institucionales a profundidad. Una desigualdad de índole económica,
por  ejemplo,  que limita  las  condiciones  para  que las  personas puedan  tener  acceso real  al
desarrollo de sus trayectorias escolares hasta la terminación de la secundaria, no es suficiente
con  saber  que  existe  y  atenderla  mediante  la  facilitación  de  los  recursos  que  proveen  los
programas de apoyo.

El Foro Mundial sobre la Educación (2015) sitúa la sectorialidad y la multisectorialidad de las
políticas educativas y los programas como una cuestión que constituye un requisito insoslayable
para mejorar la eficiencia y la eficacia en el logro de la inclusión, la equidad, la igualdad de
oportunidades  y  el  desarrollo  de  una  educación  de  calidad  para  todas  las  poblaciones
estudiantiles. Esto significa, por supuesto, definir y promover una perspectiva de Proyecto País,
donde las demás políticas públicas y las instituciones a cargo de ejecutarlas en los diferentes
sectores  actúen  de  manera  coordinada  en  procura  de  mejorar  y  asegurar  las  condiciones
estructurales para el logro del bienestar y la justicia social. En tal sentido, subraya el Foro (2015),
las políticas, la oferta educativa y los programas de apoyo del sistema educativo requieren para
su gestión de la participación coordinada entre los ministerios de educación con los de “la salud,
el bienestar social, el trabajo, la industria y la agricultura” (p. 48), así como con la de “la sociedad
civil, el sector privado y asociados bilaterales y multilaterales”. (p. 48).

En un contexto tal de acciones interinstitucionales y multisectoriales, el sistema educativo ha de
tener  como su  referente  principal  una  visión  de  Proyecto  País  inclusivo,  respetuoso  de  las
diferencias territoriales y socioculturales, anclado en la búsqueda del bienestar y la justicia social,
según  las  necesidades  y  características  contextuales  específicas  de  las  poblaciones  de  las
distintas  zonas  y  regiones  del  país.  La  persistencia  de  un  currículum  oficial  homogéneo  y
hegemónico,  así  como  de  protocolos  estandarizados  para  identificar  la  existencia  de  las
desigualdades y, con base en ellos,  proceder a atenderlas, son aspectos hoy vigentes en el
sistema  educativo  costarricense  que  ameritan  ser  puestos  bajo  análisis  crítico,  a  fin  de
corregirlos y adecuarlos a las propias posibilidades materiales y las disposiciones socioculturales
que caracterizan a las distintas poblaciones y comunidades.
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Finalmente, es importante referir aquí una perspectiva que proviene del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y que deriva de la teoría de las capacidades de Sen 
(2000), según la cual, los diversos servicios educativos (oferta educativa, programas de apoyo, 
modalidades de la formación), deben contribuir a que la educación sea en realidad generadora 
de capacidades para que las personas puedan superar sus condiciones de pobreza y sus 
realidades de desigualdad social estructural y de reproducción intergeneracional de la pobreza. 
Este es uno de los aspectos centrales que hacen la diferencia entre un programa tradicional de 
asistencia social (asistencialismo) y uno de apoyo estatal que sirva para que las personas, las 
familias y los sectores sociales en situación de pobreza y de pobreza extrema desarrollen su 
propio potencial humano y social en procura de asegurar las condiciones de su bienestar.

Los esfuerzos institucionales y programáticos que se realizan deben tener siempre como 
horizonte la perspectiva de propiciar condiciones de bienestar y de justicia social que permitan a 
las personas contar con una vida digna, basada en la libertad y la autonomía y no en la 
mutilación social, moral y cultural que involucra vivir en una dependencia sistémica del 
asistencialismo estatal. En este sentido, el enfoque de las políticas y de los programas de apoyo 
precisan deslindarse de la lógica de las respuestas remediales y pasar a ser planteados y 
diseñados en términos de procesos continuados, cuyos resultados, según ya se indicó 
anteriormente, requieren de evaluaciones constantes que permitan verificar el avance afirmativo 
que están teniendo y que, en efecto y de manera concreta y con alcance estructural, contribuyan 
a superar las realidades de la exclusión, la inequidad y la desigualdad.
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